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PRESENTACIÓN 

La Corporación de Estudios y Publicaciones desde 1967 ha entrega-
do un sinnúmero de obras que aportan al desarrollo jurídico, tanto 
en el ámbito legal, doctrinario y jurisprudencial, lo que ha servido 
indudablemente, para fortificar el conocimiento de la ciencia jurídi-
ca así como su debida aplicación. 

Este texto sustentado en la labor investigativa de nuestros profe-
sionales, incluye definiciones precisas que no pretenden ser absolu-
tas pero sí un instrumento certero que ayude a la interpretación 
jurídica. 

Estamos convencidos que el presente libro será un valioso aporte 
para profesionales, estudiantes y más interesados en el estudio del 
Derecho Administrativo. 

Corporación de Estudios y Publicaciones 
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ABREVIATURAS  USADAS  

 

 

CEP: Son las siglas de la Corporación de Estudios y 
Publicaciones, y que para efectos del presente trabajo, 
está constituida por la definición que elabora el autor 
del Diccionario. 
 
TR: Significa ‘Término Referido’ e indica que la pa-
labra definida por el autor se relaciona con otros térmi-
nos constantes en el Diccionario. 



 



A 
 

Acta de Adjudicación 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “acta 
de adjudicación”. 
 
CEP: Documento debidamente 
motivado en el cual se materializa 
y fundamenta el acto administrati-
vo de adjudicación como culmi-
nación de la etapa precontractual 
de selección y elección de la pro-
puesta más idónea dentro del 
concurso público o privado de 
ofertas o licitación; es la formali-
zación escrita por la cual el Co-
mité de Contrataciones hace co-
nocer la decisión de aceptar una 
determinada oferta, resolución 
que será notificada al proponente 
elegido para fines de la celebra-
ción del respectivo contrato. 
 
El acta de adjudicación contendrá 
el nombre preciso del oferente ad-
judicatario, precios y plazos de la 
oferta, y se adjuntarán todos los 
documentos justificativos, entre 
otros, el informe de la Comisión 
Técnica sobre el análisis de las 
ofertas determinando a aquella a 
ser adjudicada (Reglamento Sustituti-

vo del Reglamento General de la Ley de 

Contratación Pública: Art. 67 // Acuer-

do 007-CG1). 
 
TR: Adjudicación; Adjudicación fa-
llida; Procedimientos precontractua-
les. 

 
 

Acta de Recepción 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “acta 
de recepción”. 
 
CEP: Documento en el cual se de-
ja constancia del acto administra-
tivo de recepción de obra pública; 
en ella se enunciarán los antece-
dentes, condiciones generales y 
operativas de ejecución de la obra, 
liquidación económica y de pla-
zos, constancia de la recepción, 
cumplimiento de las obligaciones 
contractuales, reajustes de precios 
pagados o pendientes de pago, y 
cualquier otra circunstancia que se 
estime necesaria; además, en las 
actas de recepción provisional se 

                                                           
1
  Acuerdo que contiene los Modelos de Docu-

mentos Precontractuales, sus formularios e ins-
tructivos; publicado (RO 311: 23-abr-2001). 

A 
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dejará constancia de cualquier ob-
servación subsanable que sobre la 
recepción tuvieren las partes, con 
el propósito de que la obra entre a 
prestar inmediatamente el servi-
cio. Se expedirá el acta en los ca-
sos de recepción provisional –
parcial y total–, así como en la de-
finitiva; de existir recepciones 
provisionales parciales por cada 
una de ellas se expedirá un acta de 
recepción provisionales parciales, 
y en cada una de las subsecuentes 
a la primera deberá constar una 
cláusula de antecedentes, en la que 
se hará clara referencia a la fecha y 
alcance de las recepciones provi-
sionales precedentes; la última re-
cepción provisional parcial con-
tendrá, en dicha cláusula, una refe-
rencia sumaria a todas las anterio-
res. 
 
El acta de recepción será suscrita 
por el contratista y por los miem-
bros de una comisión designada 
por la máxima autoridad de la ins-
titución contratante y conformada 
por el técnico responsable del tra-
bajo y un técnico que no haya in-
tervenido en el proceso de ejecu-
ción. (Reglamento Sustitutivo del Re-
glamento General de la Ley de Contra-

tación Pública: Art. 109). 

 
TR: Contratanet; Garantía de fiel 
cumplimiento; Liquidación del con-
trato; Reajuste de precios; Recep-
ción definitiva; Recepción definitiva 
presunta; Recepción provisional. 

Acto Administrativo 
 
El Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Eje-
cutiva (Art. 65) define a los actos 
administrativos como “toda decla-
ración unilateral efectuada en ejer-
cicio de la función administrativa 
que produce efectos jurídicos in-
dividuales de forma directa”. 
 
El Dr. José Luis LUNA GAI-
BOR2 menciona que “el acto ad-
ministrativo no es otra cosa que la 
exteriorización de la voluntad de 
la Administración Pública, sea 
cual fuere su condición, y con 
respecto al administrado externo o 
interno del ente que lo produce. 
En consecuencia, el accionar de la 
Administración Pública está dado 
por actos administrativos cuya ca-
racterística y complejidad se debe 
a la fuente de su expedición y/o a 
los efectos que produce”. 
 
El Dr. Pío JARAMILLO ALVA-
RADO3 manifiesta que acto ad-
ministrativo “es toda clase de de-
claración jurídica, unilateral y eje-
cutiva, en virtud de la cual la Ad-
ministración tiende a crear, modi-

                                                           
2
  LUNA GAIBOR, José Luis, Elementos que 

integran el acto administrativo, 
www.dlh.lahora.com.ec. 

3
  JARAMILLO ALVARADO, Pío, citado por 

GRANJA GALINDO, Nicolás, Práctica de Dere-
cho Administrativo, 3a. Edición, Editorial Jurídica 
del Ecuador, Quito, 2003, p. 109. 
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ficar o extinguir situaciones jurídi-
cas subjetivas”. 
 
Diego YOUNES MORENO4, de-
fine al acto administrativo como 
“toda declaración de voluntad de 
una autoridad proferida en ejerci-
cio de sus atribuciones y en la 
forma determinada por la ley o el 
reglamento, que estatuya sobre re-
laciones de derecho público, en 
consideración a determinados mo-
tivos, con el fin de producir un ac-
to jurídico para satisfacción de un 
interés administrativo y que tenga 
por objeto crear, modificar o ex-
tinguir una situación jurídica sub-
jetiva”. 
 
CEP: Acto jurídico de autoridad, 
legítimo y competente, de declara-
ción de voluntad, en ejercicio del 
poder público por parte de la 
Administración, como su único ti-
tular, por el cual éste –órgano 
competente–, sin el consentimien-
to de los administrados –
unilateralmente–, basado en la po-
testad nacida del ordenamiento 
jurídico, y siguiendo el procedi-
miento establecido, modifica, crea 
o extingue la situación jurídica de 
personas o las relaciones jurídicas 
en las que tiene ingerencia o parti-
cipa directamente, conforme a los 
fines de la Administración, inclu-

                                                           
4
  YOUNES MORENO, Diego, Curso de Derecho 

Administrativo, 2a. Edición, Editorial Temis, 
Bogotá, 2004, p. 131. 

sive cuando el acto administrativo 
haya sido originado por propia 
iniciativa del administrado que lo 
solicita; afectando a derechos, de-
beres e intereses de particulares o 
de entidades públicas, siendo de 
carácter obligatorio y de cumpli-
miento inmediato. 

 

Los efectos jurídicos del acto ad-
ministrativo no necesariamente 
van dirigidos hacia el administra-
do, pues puede ser el propio ente 
emisor quien sea obligado por el 
mismo, tal como sucede, en un ac-
to administrativo por el cual se le 
conceda algún beneficio social por 
parte del Estado. 

 

Constituyen elementos sustancia-
les al acto administrativo: indica-
ción del titular del órgano compe-
tente que lo emite; la norma o 
normas que conceden competen-
cia y potestad al órgano emisor y a 
su titular; fundamentos de hecho; 
las normas aplicables al caso, así 
como su relación; y, la indicación 
de los actos de simple administra-
ción, informes, estudios o actos de 
trámite que han conformado el 
procedimiento administrativo 
previo a la expedición del acto. 

 

Los actos administrativos se pro-
ducirán por escrito, como norma 
general; sin embargo, en los casos 
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en que los órganos administrati-
vos ejerzan su competencia de 
forma verbal, se dejará constancia 
escrita del acto, cuando sea nece-
saria, y será firmada por el titular 
del órgano inferior o funcionario 
que la reciba oralmente, expresan-
do, en la comunicación del mis-
mo, la autoridad de la que proce-
de. 

 

Son de la esencia del acto admi-
nistrativo: la legitimidad, ejecutivi-
dad, ejecutoriedad e impugnabili-
dad (Estatuto del Régimen Jurídico 

Administrativo de la Función Ejecutiva: 

Arts. 65; 68; 69; 121; 123; 124; 161 // 

Ley Orgánica de Control Constitucio-

nal: Art. 24). 

 

TR: Acto administrativo firme; Ac-
to administrativo que causa estado; 
Acto de simple administración; Au-
torización; Competencia administra-
tiva; Contrato administrativo; Dere-
cho Administrativo; Ejecutividad 
del acto administrativo; Ejecutorie-
dad del acto administrativo; Hecho 
administrativo; Impugnabilidad del 
acto administrativo; Legitimidad del 
acto administrativo; Lesividad; Mo-
tivación; Nulidad administrativa; 
Permiso (Acto administrativo); Po-
testad discrecional; Potestad reglada; 
Procedimiento administrativo; Re-
clamo administrativo; Recurso ad-
ministrativo; Resolución. 

Acto Administrativo Firme 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “acto 
administrativo firme”. 
 
Para el Dr. Efraín PÉREZ CA-
MACHO5, “acto firme, a diferen-
cia del acto que causa estado, no 
es susceptible de recurso alguno, 
administrativo o jurisdiccional. [...] 
Se suele complementar la noción 
de firme con la de consentido del 
acto que  no  fue  recurrido  ni  
administrativa  ni judicialmente 
dentro de los términos estableci-
dos por la Ley. Es aquel respecto 
del cual no se hubiere presentado 
reclamo o recurso alguno dentro 
del término que la ley dispone pa-
ra el efecto”. 
 
CEP: El acto administrativo se 
constituye como firme en base a la 
posibilidad o no de impugnación 
del mismo, es decir, cuando no se 
ha interpuesto recurso ordinario, 
administrativo o judicial, dentro 
de los términos presupuestados 
legalmente para el efecto; quedan-
do en firme, por tanto, la voluntad 
administrativa expresada y sobre 
lo cual sólo cabe el recurso extra-
ordinario de revisión. En conclu-
sión, el acto administrativo es fir-
me cuando no se ha interpuesto 

                                                           
5
  PÉREZ CAMACHO, Efraín, Derecho Adminis-

trativo, Editorial Corporación de Estudios y 
Publicaciones, Quito, 2007, p. 453. 
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recurso ordinario alguno, dentro 
del tiempo legal, y que impide su 
ejecutividad y ejecutoriedad (Esta-
tuto del Régimen Jurídico Administrati-

vo de la Función Ejecutiva: Art. 178) 

 
TR: Acto administrativo; Acto ad-
ministrativo que causa estado; Re-
curso de revisión. 

 
 

Acto Administrativo que Causa 
Estado 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “acto 
administrativo que causa estado”. 
 
Para el Dr. Efraín PÉREZ CA-
MACHO6 “Los actos que causan 
estado son aquellos que ya no 
pueden recurrirse en la vía admi-
nistrativa, agotan la vía adminis-
trativa, aunque pueden recurrirse 
en la vía judicial contencioso ad-
ministrativa”. 
 
CEP: El acto administrativo causa 
estado en el momento en que, ex-
presada la voluntad administrativa, 
decide en forma definitiva el fon-
do del asunto, de tal modo que se 
pone fin o término al plantea-
miento o que imposibilita su con-
tinuación en otra instancia o por 
medio de recurso alguno, de ahí 
que no son susceptible de recurso 

                                                           
6
  Ibídem, p. 453. 

alguno en vía administrativa; a di-
ferencia del acto administrativo 
firme, no depende de la voluntad 
de las partes el que el acto cause 
estado, como cuando queda firme 
por no haberse recurrido del acto, 
sino que depende de si el acto o la 
resolución tomada se constituye 
en última y definitiva instancia. En 
conclusión, el acto administrativo 
que ha causado es aquel que ha 
decidido el asunto en última y de-
finitiva instancia, sin que sea pro-
cedente la instauración de recurso 
alguno, poniendo fin al trámite y 
cuya decisión es perfectamente 
ejecutable (Ley de la Jurisdicción 

Contencioso-Administrativa: Art. 5 Inc. 

1). 
 
TR: Acto administrativo; Acto ad-
ministrativo firme. 

 
 

Acto de Simple Administración 
 

Para el Estatuto del Régimen Jurí-
dico Administrativo de la Función 
Ejecutiva (Art. 70): “Son toda de-
claración unilateral interna o in-
terorgánica, realizada en ejercicio 
de la función administrativa que 
produce efectos jurídicos indivi-
duales de forma indirecta en vista 
de que solo afectan a los adminis-
trados a través de los actos, re-
glamentos y hechos administrati-
vos, dictados o ejecutados en su 
consecuencia”. 
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Manuel POSSO ZUMÁRRAGA7 
menciona que “son actos jurídicos 
de las administraciones públicas 
que no crean, modifican o extin-
guen derechos subjetivos”. 
 
CEP: Por su naturaleza, los actos 
de simple administración son con-
sultivos y preparatorios de la ex-
presión definitiva de la voluntad 
administrativa –del acto adminis-
trativo propiamente dicho–, o de 
la voluntad administrativa con-
tractual, y son aquellos que ema-
nan del ejercicio mismo de la fun-
ción administrativa tendientes a 
producir los actos, reglamentos y 
hechos administrativos; es decir, 
todos los actos de mero trámite 
conducentes a producir la deci-
sión, aquellos que impulsan una 
actuación administrativa, pero sin 
definir o decidir sobre ella, y que 
se expiden como parte de un pro-
cedimiento administrativo o con-
formando a este procedimiento 
previo a dictar el acto que sí defi-
ne o decide el asunto. Por ejem-
plo, el informe del Comité de 
Contrataciones que se emite eva-
luando las ofertas presentadas en 
un proceso de contratación públi-
ca previo y como fundamento a 
adjudicar el contrato a la mejor 
propuesta (Estatuto del Régimen Jurí-

                                                           
7
  POSSO ZUMÁRRAGA, Manuel, Fuentes del 

Derecho Administrativo y el ordenamiento jurídico vi-
gente, www.dlh.lahora.com.ec. 

dico Administrativo de la Función Eje-

cutiva: Arts. 70; 74; 76; 121 Lit. d). 
 
En particular, los actos de simple 
administración constituyen uno de 
los medios de expresión de la vo-
luntad jurídica de las Administra-
ciones Públicas Central e Institu-
cional de la Función Ejecutiva, y 
cumplen, adicionalmente, como 
medios o instrumentos de los cua-
les se valen los órganos adminis-
trativos para dirigir las actividades 
de sus órganos jerárquicamente 
dependientes (Estatuto del Régimen 
Jurídico Administrativo de la Función 

Ejecutiva: Arts. 64; 103). 
 

TR: Acto administrativo; Procedi-
miento administrativo. 

 
 

Acto Normativo 
 
El Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Eje-
cutiva (Art. 80) define: “Es toda 
declaración unilateral efectuada en 
ejercicio de la función administra-
tiva que produce efectos jurídicos 
generales, objetivos de forma di-
recta. De conformidad con la 
Constitución corresponde al Pre-
sidente de la República el ejercicio 
de la potestad reglamentaria. Un 
acto normativo no deja de ser tal 
por el hecho de que sus destinata-
rios puedan ser individualizados, 
siempre que la decisión involucre 
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a la generalidad de los diversos 
sectores”. 

 

CEP: Es el acto jurídico de auto-
ridad, que se expide en ejercicio 
de la función administrativa por 
parte del órgano competente, en 
forma unilateral –sin el consenti-
miento del administrado, aunque 
pueden ser escuchados respecto a 
las normas a expedirse–, o en 
ejercicio de la potestad reglamen-
taria correspondiente al Presidente 
de la República, de conformidad 
con el ordenamiento jurídico, de-
bidamente motivado –sin necesi-
dad de exposición de hechos que 
le justifiquen-, fundamentado en 
la norma o normas legales y en es-
tudios e informes que le legitimen 
y demuestren su oportunidad, a 
fin de crear normas que se inte-
grarán al ordenamiento jurídico y 
producirán, por tanto, efectos 
jurídicos generales, es decir, a ser 
cumplidos y obedecidos por to-
dos, inclusive cuando individualice 
a sus destinatarios, en cuyo caso 
no le convierte en otro tipo de ac-
to jurídico, pero con la condición 
de involucrar a una generalidad de 
diversos sectores; surten sus efec-
tos desde el día de su promulga-
ción y publicación en el Registro 
Oficial, o en su caso, desde la fe-
cha de expedición, cuando sean 
referidos a las potestades de los 
poderes públicos o por urgencia 
debidamente justificada; y final-

mente gozan de la característica de 
ser impugnables y sujetos de re-
forma (Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Ejecutiva: 

Arts. 80-83). 

 
TR: Acuerdo Ministerial; Decreto 
Ejecutivo; Potestad reglamentaria. 

 
 
Acuerdo Ministerial 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de 
“acuerdo ministerial”. 
 
Manuel POSSO ZUMÁRRAGA8 
menciona que “los acuerdos son 
actos administrativos del Presi-
dente de la República y por Dele-
gación dictados por los ministros 
de Estado [...], que tienen carácter 
general para diferenciarse de cier-
tas resoluciones con carácter es-
pecífico”. 
 
CEP: Acto administrativo de po-
der, emitidos por los ministros de 
Estado, en ejercicio de la potestad 
reglamentaria que ejerce el Presi-
dente de la República y que les ha 
sido delegada, para que dispongan 
las normas o el marco legal nece-
sario para aplicación de las dispo-
siciones  legales  de mayor jerar-
quía, como leyes y reglamentos; 
tienen carácter general y es obliga-

                                                           
8
  Ibídem. 
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torio para todos los administrados 
en las relaciones jurídicas regula-
das por su contenido. Regulan de-
terminados actos que son de in-
terés general, sea en relación con 
la estructura ministerial o con la 
prestación de determinados servi-
cios o trámites institucionales, 
dispuestos en la ley, pero no deta-
llados en ella. 
 
TR: Acto administrativo; Potestad 
reglamentaria. 

 
 

Adjudicación 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “adju-
dicación”. 
 
Roberto DROMI9 explica que “la 
adjudicación es resuelta en forma 
fundada por la autoridad compe-
tente [...] y será realizada mediante 
el dictado de acto administrativo y 
notificada fehacientemente al ad-
judicatario y al resto de los oferen-
tes [...] La adjudicación produce 
un resultado jurídico objetivo: la 
elección del proponente que for-
muló la oferta más conveniente. 
Con dicho acto se concluye el 
procedimiento licitatorio en su fa-
se esencial, iniciándose entonces la 

                                                           
9
  DROMI, Roberto, Derecho Administrativo, 10a. 

Edición, Editorial Ciudad Argentina, 2004, p. 
532. 

formalización del contrato o fase 
integrativa”. 
 
Libardo RODRÍGUEZ10 explica 
que la adjudicación consiste “en la 
determinación de la que se consi-
dera la propuesta más favorable y 
cuyo oferente será con quien se 
celebrará el contrato. Esta adjudi-
cación se hará por el jefe de la en-
tidad, dentro del plazo señalado 
en el pliego de condiciones, o su 
prórroga, mediante resolución 
motivada que se notificará perso-
nalmente al proponente favoreci-
do en la forma y términos estable-
cidos para los actos administrati-
vos y, en el evento de no haberse 
realizado en audiencia pública, se 
comunicará a los no favorecidos 
[...] es irrevocable y obliga tanto a 
la entidad pública adjudicante co-
mo al adjudicatario. Como conse-
cuencia de ello, si el adjudicatario 
no suscribe el contrato corres-
pondiente dentro del término que 
se haya señalado, quedará a favor 
de la entidad adjudicante, en cali-
dad de sanción, el valor del de-
pósito o garantía constituidos para 
responder por la seriedad de la 
propuesta [...]”. 
 
CEP: Acto de la Administración 
que consiste en la decisión unilate-
ral por parte de la autoridad ad-

                                                           
10
  RODRÍGUEZ, Libardo, Derecho Administrativo, 

General y Colombiano, 14a. Edición, Editorial 
TEMIS, Bogotá, 2005, p. 410. 
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ministrativa competente para el 
efecto –entidad u organismo con-
tratante–, y a juicio del Comité de 
Contrataciones, de adjudicar el 
contrato objeto del proceso de se-
lección, y habiéndose cumplido 
éste, a la mejor propuesta u oferta 
presentada –no necesariamente la 
de menor precio– de acuerdo con 
las circunstancias de la convocato-
ria a concurso o licitación y acep-
tada como la más ventajosa o 
conveniente a los intereses nacio-
nales e institucionales, y que cum-
pla con los requisitos de la convo-
catoria. La adjudicación supone el 
acto de seleccionar la mejor ofer-
ta, a efectos de perfeccionar des-
pués el contrato con su proponen-
te y que genera como efectos jurí-
dicos: el derecho y obligación a la 
firma del correspondiente contra-
to por parte del proponente, y la 
liberación del compromiso de 
mantener la oferta y la garantía de 
seriedad de la oferta por los ofe-
rentes no favorecidos. 

 

La adjudicación es un acto admi-
nistrativo discrecional; sin embar-
go, es reglado por obedecer a lími-
tes establecidos positivamente y 
que se evidencian en la obligación 
de seleccionar a la propuesta de 
acuerdo con las bases de la con-
tratación. Se constituye como la 
manifestación de la voluntad ad-
ministrativa con la que se da fin al 
proceso precontractual y se inicia 

ya la contratación (Ley de Contrata-
ción Pública: Art. 26 Inc. 2 // Reglamen-

to Sustitutivo del Reglamento General 

de la Ley de Contratación Pública: Arts. 

5 Inc. 1; 7; 39 // Acuerdo 007-CG11). 
 
TR: Acta de adjudicación; Adjudi-
cación fallida; Comisión Técnica; 
Comité de Contrataciones; Contra-
tanet. 

 
 
Adjudicación Fallida 

 

No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “adju-
dicación fallida”. 
 

CEP: La adjudicación puede ser 
declarada fallida en el momento 
en que por causas imputables al 
oferente adjudicatario no se llega-
re a la firma del contrato, como 
no cumplir con uno o varios de 
los requisitos previos a la suscrip-
ción del contrato, o por negativa a 
la suscripción dentro del término 
legal, o por haberse emitido in-
formes desfavorables de organis-
mos de control; declarándose fa-
llido al adjudicatario y la adjudica-
ción mediante acto administrativo 
motivado; por otro lado, deja al 
Comité de Contrataciones de la 
entidad u organismo contratante, 
en la facultad de reexaminar las 
demás propuestas, con el objeto 

                                                           
11
  Acuerdo que contiene los Modelos de Docu-

mentos Precontractuales, sus formularios e ins-
tructivos; publicado (RO 311: 23-abr-2001). 
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de determinar la más conveniente 
para los intereses institucionales, 
debiéndoseles comunicar dicha 
decisión para efectos de renovar 
las garantías correspondientes y 
luego del proceso de selección se 
realizará una nueva adjudicación; 
adicionalmente, a causa de la ad-
judicación fallida se harán efecti-
vas las garantías de seriedad de la 
oferta vigentes por parte del adju-
dicatario fallido, sin posibilidad a 
reclamación alguna (Ley de Contra-
tación Pública: Art. 62 Inc. 1 // Regla-

mento Sustitutivo del Reglamento Gene-

ral de la Ley de Contratación Pública: 

Art. 71 // Ley de Modernización del Es-

tado: Art. 174). 
 
TR: Acta de adjudicación; Adjudi-
cación; Garantía de seriedad de la 
propuesta; Registro de contratistas 
incumplidos y de adjudicatarios fa-
llidos. 

 
 
Administración Pública 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Ad-
ministración Pública”. 
 
El Dr. Hernán JARAMILLO 
ORDÓÑEZ12 menciona que la 
Administración Pública “Es la ac-
tividad racional, técnica, jurídica y 
permanente, ejecutada por el Es-

                                                           
12
  JARAMILLO ORDÓÑEZ, Hernán, La 

Administración Pública, 
www.dlh.lahora.com.ec. 

tado, que tiene por objeto planifi-
car, organizar, dirigir, coordinar, 
controlar y evaluar el funciona-
miento de los servicios públicos”. 
 
 
El Dr. Aníbal GUZMÁN LA-
RA13, sostiene que “La Adminis-
tración Pública es la acción del 
gobierno encaminada en forma 
ordenada y técnica al cumplimien-
to y aplicación de leyes y regla-
mentos, a promover el bien públi-
co en todas sus manifestaciones, 
económica, de seguridad, de pro-
tección, de integridad territorial, 
educación, vialidad, etc., como a 
dar resoluciones oportunas a las 
reclamaciones y peticiones que se 
susciten o presentaren”. 
 
 
Diego YOUNES MORENO14, 
extrayendo la definición de Char-
les DEBBASCH, cita que la Ad-
ministración Pública es “el aparato 
de gestión de los negocios públi-
cos y está constituida por el con-
junto de servicios públicos cuyo 
buen funcionamiento permite la 
realización de los objetivos defini-
dos por el poder político”. 

                                                           
13
  GUZMÁN LARA, Aníbal, Definiciones de 

Administración Pública, 
www.dlh.lahora.com.ec. 

14
  DEBBASCH Charles, citado por YOUNES 

MORENO, Diego, op. cit., p. 3. 
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CEP: La Administración Pública 
se constituye como la principal ac-
tividad racional, técnica, jurídica y 
permanente ejecutada por el Esta-
do para la planificación, organiza-
ción, dirección, coordinación, 
control y evaluación del funcio-
namiento y prestación de servicios 
públicos; la parte estructural o 
física que los gestiona. 

 

Es toda acción o actividad realiza-
da con el objeto de orientar y pla-
nificar debidamente los servicios 
públicos en forma eficiente, efi-
caz, racional, descentralizada y 
desconcentrada, o la gestión que 
se desempeña sobre los bienes del 
Estado para ser suministrados in-
mediatamente a fin de satisfacer 
las necesidades sociales, en busca 
del bien común, fomentando polí-
ticas y procedimientos adecuados 
para su consecución, para ello se 
crearán los organismos y órganos 
administrativos necesarios con in-
dicación de sus finalidades y com-
petencias correspondientes. Por 
esta última razón, a la Administra-
ción Pública también se la identi-
fica como el conjunto de órganos 
e instituciones jerárquica o fun-
cionalmente subordinadas y coor-
dinadas por Ley para asegurar las 
prestaciones públicas (Constitución 
Política: Art. 124 // Estatuto del Régi-

men Jurídico Administrativo de la Fun-

ción Ejecutiva: Art. 21). 

 

TR: Administración Pública Cen-
tral; Administración Pública Institu-
cional; Catastro de entidades públi-
cas; Derecho Administrativo; Des-
centralización administrativa; Des-
concentración administrativa; Gabi-
nete; Potestad sancionadora; Ley de 
Régimen Administrativo; Sector 
público; Servicio público. 

 
 
Administración Pública Central 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Ad-
ministración Pública Central”. 
 
El Dr. Hernán JARAMILLO 
ORDÓÑEZ15 explica que “La 
Administración Pública Central es 
la actividad política, jurídica y 
técnica que ejerce jerarquía e im-
perativamente el Presidente de la 
República, de acuerdo con las 
funciones constitucionales, legales 
y reglamentarias, para satisfacer 
necesidades generales dentro de 
un organismo social, valiéndose 
de diferentes procedimientos, 
órganos e instituciones públicas, 
semipúblicas y privadas, de acuer-
do con los principios de eficiencia, 
agilidad y transparencia, descen-
tralización, desconcentración, ra-
cionalización y economía de los 
servicios; la coparticipación y soli-
daridad social. Las decisiones se 

                                                           
15
  JARAMILLO ORDÓÑEZ, Hernán, op. cit., 
www.dlh.lahora.com.ec. 
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toman en el ápice y se van cum-
pliendo hasta la base”. 
 
CEP: La Administración Pública 
Central comprende toda aquella 
actividad política, jurídica y técni-
ca, interior y exterior, del Estado, 
de administración civil y militar, 
de acuerdo con las normas consti-
tucionales y legales, planificadas 
jurídica y técnicamente para el 
cumplimiento de sus fines, esto 
es, la ejecución de los servicios 
públicos y satisfacción de las ne-
cesidades sociales, en términos 
generales; tiene personalidad jurí-
dica única, característica de que 
gozan o son partícipes los órganos 
que dependen o son adscritos a 
ella, ordenados jerárquicamente; a 
más de tener personalidad propia 
para el ejercicio de las competen-
cias que les fueren asignadas. 
Ejercida jerárquica e imperativa-
mente por el Presidente de la Re-
pública en forma directa o a través 
de sus ministros o delegados, in-
clusive la potestad reglamentaria. 
 
Los órganos y autoridades de la 
Administración Pública Central 
que conforman la Función Ejecu-
tiva se hallan sometidos a la jerar-
quía del Presidente de la Repúbli-
ca y a la de los respectivos minis-
tros de Estado, y cuyos actos se 
imputan a la República, concep-
tuada como personificación del 
Estado. 

La Administración Pública Central 
actúa de acuerdo con los princi-
pios de objetividad en la presta-
ción de los servicios de interés ge-
neral; legalidad, eficiencia, jerarqu-
ía, descentralización, desconcen-
tración, coordinación y servicio a 
los administrados; respetando los 
principios de buena fe y confianza 
legítima; demostrando en sus rela-
ciones con otras entidades, los 
principios de cooperación y cola-
boración; y con los administrados, 
transparencia y participación (Esta-
tuto del Régimen Jurídico Administrati-

vo de la Función Ejecutiva (Arts. 3; 5; 

9; 10 Inc. 1; 101). 

 

TR: Administración pública; Admi-
nistración Pública Institucional; Ca-
tastro de entidades públicas; Dere-
cho Administrativo; Descentraliza-
ción administrativa; Desconcentra-
ción administrativa; Gabinete. 

 
Administración Pública Insti-
tucional 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Ad-
ministración Pública Institucio-
nal”. 
 
Según el Dr. Hernán JARAMI-
LLO ORDÓÑEZ16 “Es una rama 
de los servicios generales del Es-
tado o del Municipio que se han 
desprendido de su organización 

                                                           
16
  Ibídem. 
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para erigirse en entidades dotadas 
con personería jurídica, autonomía 
propia, patrimonio independiente 
y grado de especialidad y respon-
sabilidad”. 

 

CEP: La Administración Pública 
Institucional, derivada de la Ad-
ministración Pública Central, se 
conforma por entidades de dere-
cho público creadas por ley, con 
personalidad jurídica propia para 
el ejercicio de sus competencias, y 
patrimonio propio que las hace di-
ferentes de ésta, y que tienen a su 
cargo la dirección, organización y 
control del funcionamiento de los 
servicios públicos a ellas enco-
mendados, bajo los principios de 
especialidad y variedad. 

 

Ejercen tutela administrativa, con-
trol financiero y decisional sobre 
las entidades de la Administración 
Pública Institucional, el Ministerio 
o ente seccional autónomo al cual 
se adscriben, debiendo desarrollar 
sus actividades y políticas de 
acuerdo a los planes y decisiones 
del Presidente de la República y 
los ministerios de Estado. 

 

El Presidente de la República tie-
ne a su cargo la dirección de toda 
la Administración Pública Institu-
cional y la ejecuta en forma directa 
o a través de sus ministros o dele-
gados (Estatuto del Régimen Jurídico 

Administrativo de la Función Ejecutiva: 

Arts. 5; 7; 9; 10 Inc. 2). 

 
TR: Administración pública; Admi-
nistración Pública Central; Catastro 
de entidades públicas; Derecho 
Administrativo; Descentralización 
administrativa; Desconcentración 
administrativa. 

 
 
Apertura de Ofertas 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “aper-
tura de ofertas”. 
 
Roberto DROMI17, explica que 
“la apertura de los sobres y la lec-
tura de las propuestas traducen 
una operación material y un acto 
de trámite de la Administración, 
respectivamente, por los que se 
permite a los oferentes tomar co-
nocimiento de todas las propues-
tas, vigilar el proceso, verificar su 
legalidad y asegurar la imparciali-
dad del licitante y trato igualitario. 
El acto es verbal y actuado, por-
que las leyes imponen un levan-
tamiento de un acta en la que se 
refleje todo lo acontecido durante 
su desarrollo. Se celebra ante los 
funcionarios de la dependencia 
designados, ante todos los que de-
seen presenciarlo y, si la impor-
tancia de la contratación lo justifi-

                                                           
17
  DROMI, Roberto, op. cit., p. 525. 
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ca se requerirá la presencia de un 
escribano […]”. 
 
CEP: Etapa del procedimiento 
precontractual para la que se con-
voca y lleva a efecto luego de pre-
sentadas las ofertas o propuestas; 
acto que se ejecuta verbalmente 
en una audiencia pública, en el lu-
gar, día y hora señalados en la 
convocatoria, por el cual se da a 
conocer a todos los presente, pro-
ponentes e interesados, acerca de 
las ofertas presentadas, con la fi-
nalidad de asegurar la transparen-
cia, equidad, imparcialidad y lega-
lidad del procedimiento. Se 
abrirán los sobres con las ofertas 
respectivas, de acuerdo con el or-
den de presentación, se dará lectu-
ra de los nombres de los concur-
santes, la lista de documentos pre-
sentados y el número de páginas; 
se leerán, por parte del secretario, 
las datos más relevantes de las 
ofertas, nombres, el valor, garant-
ías, planes y plazos de ejecución 
del contrato; se rubricarán todos y 
cada uno de los documentos pre-
sentados y finalmente se levantará 
un acta de la diligencia (Ley de Con-
tratación Pública: Arts. 33; 35 // Acuer-

do 007-CG18). 

                                                           
18
  Acuerdo que contiene los Modelos de Docu-

mentos Precontractuales, sus formularios e ins-
tructivos; publicado (RO 311: 23-abr-2001). 

 

TR: Contratación Pública; Docu-
mentos precontractuales; Procedi-
mientos precontractuales. 

 
 

Asignación Presupuestaria 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “asig-
nación presupuestaria”. 
 
CEP: Son las previsiones de ingre-
sos y de gastos que se conciben en 
el Presupuesto General del Estado 
con la finalidad de atender los re-
querimientos de las políticas esta-
tales y gubernamentales, tanto in-
ternas como externas; así se con-
ciben, por ejemplo, asignaciones 
para el servicio de amortización e 
intereses y pago de la deuda públi-
ca y para cumplimiento de las 
obligaciones convencionales o 
contractuales del Estado o por 
compromisos internacionales; 
asignaciones globales para las en-
tidades y organismos del Gobier-
no Nacional, entre otras. Las asig-
naciones presupuestarias se com-
prometerán en el momento en 
que la autoridad competente, me-
diante acto administrativo válido, 
decida adquirir, de terceros, bienes 
o servicios o se encargue la reali-
zación de obras (LOAFYC: Arts. 53; 
56; 67; 76; 115 // Manual de Contabili-

dad Gubernamental19). 
 

                                                           
19
  Manual expedido mediante Acuerdo Ministerial 

320 (RO 175: 28-dic-2005). 
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TR: Clasificador de ingresos y gas-
tos; Ley de Presupuestos; Presu-
puesto General del Estado. 

 
 

Auditoría Interna 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “audi-
toría interna”. 
 
CEP: Como dependencia de las 
entidades del Estado, se podrá 
crear una Unidad de Auditoría In-
terna cuando se justifique su nece-
sidad; la cual dependerá técnica-
mente de la Contraloría General 
del Estado y actuará por disposi-
ción expresa de ella o de la máxi-
ma autoridad que ejerza la repre-
sentación legal de la Institución. 
 
Como actividad de control Esta-
tal, dentro del Sistema de Control, 
Fiscalización y Auditoría del Esta-
do, tiene como funciones: exami-
nar, verificar y evaluar las gestio-
nes administrativa, financiera y 
operativa de las instituciones del 
Estado y la actuación de sus ser-
vidores, e inclusive, de ser el caso, 
se controlará la gestión ambiental 
aplicando indicadores de gestión 
institucional y de desempeño, co-
mentarios de legalidad, efectivi-
dad, economía y eficiencia de las 
operaciones y programas a ser 
evaluados. 

Como actividad ejecutada por la 
Unidad respectiva de la Institu-
ción, se constituye en el mecanis-
mo por el cual se examina y eval-
úan las operaciones y actividades 
de la entidad u organismo, de 
acuerdo con las disposiciones le-
gales, normas nacionales e inter-
nacionales de auditoría y aquellas 
aplicables al sector público, con la 
finalidad de hacer las recomenda-
ciones para mejorar la gestión ins-
titucional. 
 
En conclusión, la Unidad de Au-
ditoría Interna será la encargada 
de llevar a efecto la auditoría in-
terna, luego de la cual, y en base a 
las recomendaciones que diere, 
podrá proporcionar asesoría 
técnica administrativa a las autori-
dades, niveles directivos y servido-
res de la entidad, exclusivamente 
en el área de su control (Ley Orgá-
nica de la Contraloría General del Es-

tado: Arts. 6; 8; 14 // Reglamento sobre 

la organización, funcionamiento y de-

pendencia técnica de las unidades de 

auditoría interna de las entidades que 

controla la Contraloría General del Es-

tado: Arts. 1; 4). 
 
TR: Auditoría Gubernamental. 

 
 

Auditoría Gubernamental 
 
La Ley Orgánica de la Contraloría 
General del Estado (Art. 18 Inc. 
2), expresa que “la auditoría gu-
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bernamental realizada por la Con-
traloría General del Estado, con-
siste en un sistema integrado de 
asesoría, asistencia y prevención 
de riesgos que incluye el examen y 
evaluación críticos de las acciones 
y obras de los administradores de 
los recursos públicos”. 
 
CEP: Acción fiscalizadora y de 
control externo ejercido por la 
Contraloría General del Estado a 
través de sus auditores o personal 
multidisciplinario de reconocida 
idoneidad individual y competen-
cia y/o de firmas privadas. Basa 
su accionar en normas nacionales 
e internacionales, técnicas y pro-
cedimientos de auditoría, de la in-
geniería o afines, o en disciplinas 
específicas de acuerdo con las ma-
terias a examinarse. Actúa dentro 
de un sistema integrado de asesor-
ía, comentarios, conclusiones, re-
comendaciones, asistencia y pre-
vención de riesgos, examen y eva-
luación de las acciones, actuacio-
nes administrativas y obras de los 
administradores de recursos 
públicos, con la finalidad de brin-
dar confiabilidad a la información 
elaborada por la Administración 
de la entidad y determinar el grado 
de cumplimiento de los objetivos 
y metas institucionales. 
 
En general, verificará y evaluará 
las actividades relativas a la ges-
tión financiera, administrativa, 

operativa y medio ambiental de la 
institución auditada, y en particu-
lar, la auditoría gubernamental 
cumplirá con los siguientes objeti-
vos: evaluar la correcta utilización 
de los recursos públicos, verifi-
cando el cumplimiento de las dis-
posiciones legales y reglamenta-
rias; determinar si la gestión de los 
funcionarios públicos fue realiza-
da con criterios de efectividad, 
eficiencia y economía, y que los 
resultados obtenidos guardan rela-
ción con los recursos asignados y 
con los planes y programas apro-
bados por la entidad auditada; dic-
taminar los estados financieros y 
establecer si la información elabo-
rada por la entidad es correcta, 
confiable y oportuna; fortalecer el 
sistema de control interno de la 
entidad auditada; y, recomendar 
medidas para promover mejoras 
en la gestión pública. 

 

Se desarrollará planificadamente a 
todas las instituciones del Estado, 
bancos y entidades financieras 
públicas; se llevará a efecto de 
acuerdo con un plan de trabajo y 
previa notificación a las autorida-
des, funcionarios, servidores, ex 
servidores y a todas las personas 
vinculadas con el examen; sus re-
sultados serán objeto de evalua-
ción posterior; sin embargo, la au-
ditoría gubernamental no modifi-
cará las resoluciones adoptadas en 
ejercicio de las atribuciones, facul-



DICCIONARIO DERECHO ADMINISTRATIVO 
 
 17

tades o competencias de la enti-
dad y una vez que se ha definido 
la situación o se haya puesto 
término a los reclamos de particu-
lares. 
 
La auditoría gubernamental se ba-
sará en las Normas Ecuatorianas 
de Auditoría Gubernamental 
(NEAG), las mismas que se fun-
damentan en las Normas Auditor-
ía Generalmente Aceptadas (NA-
GA) y las Normas Ecuatorianas 
de Auditoría (NEA), que consti-
tuyen normas supletorias; y en ba-
se a sus resultados la Contraloría 
General del Estado podrá deter-
minar responsabilidades adminis-
trativas civiles culposas e indicios 
de responsabilidad penal (Ley 

Orgánica de la Contraloría General del 

Estado: Arts. 18; 19; 24; 28 Incs. 1, 2; 

39; 53; 67; 89; 90 // Reglamento de la 

Ley Orgánica de la Contraloría General 

del Estado: Art. 11 // Normas Ecuato-

rianas de Auditoría Gubernamental20). 
 
TR: Auditoría Interna; Auditoría 
Gubernamental de Gestión; Audi-
toría Gubernamental Financiera; 
Contraloría General del Estado; De-
terminación de responsabilidades; 
Examen especial; Glosa de respon-
sabilidad civil culposa; Ley Orgánica 
de la Contraloría General del Esta-
do. 

                                                           
20
  Normas expedidas mediante Acuerdo 019-CG 

(RO-E 6: 10-oct-2002). 

Auditoría Gubernamental de 
Gestión 

 

La Ley Orgánica de la Contraloría 
General del Estado (Art. 21 Inc. 
1), define: “La Auditoría de Ges-
tión es la acción fiscalizadora diri-
gida a examinar y evaluar el con-
trol interno y la gestión, utilizando 
recursos humanos de carácter 
multidisciplinario, el desempeño 
de una institución, ente contable, 
o la ejecución de programas y 
proyectos, con el fin de determi-
nar si dicho desempeño o ejecu-
ción, se está realizando, o se ha 
realizado, de acuerdo a principios 
y criterios de economía, efectivi-
dad y eficiencia. Este tipo de audi-
toría examinará y evaluará los re-
sultados originalmente esperados 
y medidos de acuerdo con los in-
dicadores institucionales y de des-
empeño pertinentes”. 

 

 

CEP: Acción fiscalizadora y de 
control externo de una institución 
o ente contable, sobre la ejecución 
de programas y proyectos; activi-
dad que la ejerce la Contraloría 
General del Estado con recurso 
humano multidisciplinario de re-
conocida idoneidad individual y 
competencia; utilizando normas 
nacionales e internacionales, 
técnicas y procedimientos de audi-
toría, de la ingeniería o afines o de
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disciplinas específicas, a fin de de-
terminar si se aplicaron principios 
y criterios de economía, efectivi-
dad y eficiencia en su desempeño 
o ejecución y emitir comentarios, 
conclusiones y recomendaciones 
necesarias para una adecuada ges-
tión; siendo su campo de acción: 
el proceso administrativo, las acti-
vidades de apoyo, financieras y 
operativas; la eficiencia, efectivi-
dad y economía en el empleo de 
los recursos humanos, materiales, 
financieros, ambientales, tecnoló-
gicos y de tiempo; y, el cumpli-
miento de las atribuciones, objeti-
vos y metas institucionales. 
 
 
En base a los resultados de la au-
ditoría, la Contraloría General del 
Estado podrá determinar respon-
sabilidades administrativas civiles 
culposas e indicios de responsabi-
lidad penal (Ley Orgánica de la Con-
traloría General del Estado: Arts. 18; 

19; 21; 39; 53; 67; 89). 

 
 

TR: Auditoría Gubernamental; Au-
ditoría Gubernamental Financiera; 
Contraloría General del Estado; De-
terminación de responsabilidades; 
Examen especial; Glosa de respon-
sabilidad civil culposa; Ley Orgánica 
de la Contraloría General del Esta-
do. 

 
 

Auditoría Gubernamental Fi-
nanciera 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “audi-
toría gubernamental financiera”. 
 
CEP: Acción fiscalizadora y de 
control externo de una institución 
o ente contable o sobre la ejecu-
ción de programas y proyectos, 
actividad que la ejerce la Contra-
loría General del Estado con re-
curso humano multidisciplinario 
de reconocida idoneidad indivi-
dual y competencia; utilizando 
normas nacionales e internaciona-
les, técnicas y procedimientos de 
auditoría, de la ingeniería o afines 
o de disciplinas específicas, a fin 
de evaluar la razonabilidad de las 
cifras presentadas en los estados 
financieros de las entidades audi-
tadas, teniendo como objetivos: 
examinar el cumplimiento de las 
disposiciones legales correspon-
dientes, evaluar los mecanismos 
de control interno de la parte au-
ditada y emitir las opiniones pro-
fesionales que correspondan, de-
biendo ser suscritas por un conta-
dor público autorizado integrante 
del equipo de auditoría. 
 
En base a los resultados de la au-
ditoría, la Contraloría General del 
Estado podrá determinar respon-
sabilidades administrativas civiles 
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culposas e indicios de responsabi-
lidad penal (Ley Orgánica de la Con-
traloría General del Estado: Arts. 18; 

20; 39; 53; 67; 89). 
 

 

TR: Auditoría Gubernamental; Au-
ditoría Gubernamental de Gestión; 
Contraloría General del Estado; De-
terminación de Responsabilidades; 
Examen especial; Glosa de respon-
sabilidad civil culposa; Ley Orgánica 
de la Contraloría General del Esta-
do. 

 
Autarquía 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “au-
tarquía administrativa”. 
 
Roberto DROMI21 ilustra que “El 
concepto de autarquía está vincu-
lado a una forma de descentraliza-
ción del sector público estatal, 
puesto que fuera de la Adminis-
tración no existen sujetos a los 
que pudiera caracterizarse de 
autárquicos. [...]. La autarquía es la 
más clásica de las formas de des-
centralización administrativa, que 
implica el desprendimiento de una 
actividad del Estado al tronco 
común y, para atenderla, se consti-
tuye una entidad separada, con 
ley, autoridades, poderes y res-
ponsabilidad propias, pero unidas 
sin indirectos, por lo que el Esta-
do es responsable y beneficiario 

                                                           
21
  DROMI, Roberto, op. cit., p. 732. 

final de todo lo que se realiza. Es 
por tal motivo, que las entidades 
autárquicas se encuentran sujetas a 
las políticas generales que, en ma-
teria de administración, dicte el 
Presidente de la Nación, habida 
cuenta que la descentralización 
que implica la creación de una en-
tidad autárquica es –junto con la 
centralización– una de las formas 
de hacer efectiva la Administra-
ción Pública. El concepto de au-
tarquía no encierra la noción de 
independencia absoluta del ente 
frente al poder administrador cen-
tral, limitación que importa la su-
jeción del organismo, en el grado 
pertinente, a las medidas dispues-
tas por el poder central. El vínculo 
de subordinación se mantiene por 
cuanto las entidades autárquicas 
integran la Administración Públi-
ca, de manera tal que están obli-
gadas a respetar los lineamientos y 
principios de conducta y política 
administrativa generales que se fi-
jen para la administración en su 
conjunto, con alcance para todas 
las ramas de ésta”. 
 
El Diccionario Ruy Díaz de Cien-
cias Jurídicas y Sociales22, refirién-
dose al ente autárquico, nos dice 
que es “aquel que se administra y 
gobierna a sí mismo, pero está fis-
calizado por las autoridades na-
cionales”. 

                                                           
22
  Diccionario Ruy Díaz de Ciencias Jurídicas y Sociales 

(CD), Editorial Ruy Díaz, Buenos Aires, 2004. 
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CEP: Figura jurídica de Derecho 
Administrativo que caracteriza a 
determinados entes públicos, 
creados con dicha característica 
por la propia ley; teniendo como 
único fin la descentralización ad-
ministrativa de determinadas o es-
pecíficas funciones del sector 
público estatal para ser atendidas 
por una entidad instituida como 
autárquica para el efecto. 
 
En razón de esta figura, se crean, 
por parte del Estado, personas 
jurídicas públicas estatales –entes 
autárquicos– que formarán parte 
de la Administración Pública, con 
personalidad jurídica y patrimonio 
propios, con capacidad legal para 
administrarse a sí mismos o auto-
gobernarse, sin depender de otras 
entidades para poder subsistir, con 
fines públicos específicos de 
acuerdo con la norma de su crea-
ción y que son propios del Esta-
do, regidas por los principios y li-
neamientos del derecho público, 
con la potestad plena de emitir ac-
tos y celebrar contratos adminis-
trativos, y cuyo accionar está suje-
to al control de legitimidad y lega-
lidad. La entidad autárquica por 
excelencia es el Estado legalmente 
reconocido, independiente y 
económicamente autosuficiente; 
históricamente se ha utilizado el 
término “autarquía” para repre-
sentar a Estados de economía ce-
rrada. 

En la legislación ecuatoriana exis-
ten casos en que no solamente la 
figura de la “autarquía” se aplica 
para instituciones creadas legal-
mente como tales, sino también 
para servicios que prestan deter-
minadas entidades públicas, por 
ejemplo, los seguros que otorga el 
ISFFA e ISSPOL, de acuerdo con 
la ley, se conformarán como inde-
pendientes y autárquicos; de igual 
forma, los fondos que financian 
los proyectos de concesión en ma-
teria vial de la Subsecretaría de 
Concesiones será manejados y 
administrados autárquicamente. 

 

Con estos ejemplos, se confirma 
la idea de que cuando una entidad 
o servicio se lo ha catalogado co-
mo “autárquico”, equivale a decir 
que pueden ser administrados con 
absoluta independencia y auto-
nomía, autogobernarse, lo que le 
hace independiente económica-
mente de los recursos estatales, 
pues se mantienen con recursos 
propios que no se involucran con 
los de las demás entidades, ni 
forman parte de otros fondos (Re-
glamento a la Ley del ISFFA: Art. 87 // 

Ley de Seguridad de la Policía Nacio-

nal: Art. 96 // Reglamento a la Ley de 

Seguridad de la Policía Nacional: Arts. 

99; 131 // Reglamento de Concesiones 

Viales: Art. 5). 

 

TR: Autonomía; Descentralización 
administrativa; Desconcentración 
administrativa. 
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Autonomía 
 

El Dr. Efraín PÉREZ CAMA-
CHO menciona que “la figura de 
la autonomía [...] consiste en la ca-
racterística de una entidad pública 
a la cual se han descentralizado 
competencias determinadas ex-
presamente en una ley, sometida a 
la tutela del Gobierno Central, 
con objetivos que pueden ser de 
formulación y de implementación 
de políticas públicas, ejecución de 
obras y prestación de servicios, 
que realizan su propio manejo de 
personal, presupuestario y con-
tractual. Su presupuesto es dife-
rente del presupuesto general del 
Estado. El Ejecutivo no ejerce un 
poder de jerarquía sino de “tutela” 
sobre estas entidades públicas, 
principalmente a través de su di-
rectorio institucional, en la super-
visión de sus actividades. Adicio-
nalmente, la autonomía no exime 
a la entidad pública autónoma de 
la sujeción a las normas constitu-
cionales y jurídicas nacionales y a 
los controles de legalidad ejercido 
por organismos especializados de 
control del Estado. Asimismo, sus 
personeros son designados por el 
Ejecutivo o por el Congreso, o 
por ambos conjuntamente en los 
casos de ciertos organismos y por 
los directorios en las entidades 
que forman parte de la llamada 
descentralización institucional, y 
por tanto sujetos a los controles 

políticos correspondientes. Final-
mente, la expresión de sus activi-
dades se manifiesta a través de 
“actos administrativos”, someti-
dos al control judicial de su legali-
dad. [...] El hecho de ostentar per-
sonalidad jurídica y por lo tanto 
manejar su propio presupuesto, es 
suficiente para considerar que to-
das las entidades públicos (sic) di-
ferentes del Estado tienen mayor 
o menor autonomía administrati-
va, aunque su ley de creación no 
los califique como “autónomos”. 
Sin embargo, las entidades públi-
cas consideradas autónomas por la 
Constitución y por sus leyes de 
origen gozan generalizadamente 
de mayor margen de independen-
cia que las demás entidades públi-
cas”. 
 
Diego YOUNES MORENO23 
define a la autonomía administra-
tiva como “la capacidad de auto-
administrarse, gobernarse en for-
ma independiente. La mayor o 
menor amplitud de la autonomía 
administrativa depende de la nor-
ma orgánica que regule el funcio-
namiento de cada establecimiento 
público. La autonomía se traduce 
en la facultad de hacer nombra-
mientos, celebrar contratos, etc.”. 
 
CEP: La legislación ecuatoriana 
no contempla una definición de 

                                                           
23
  YOUNES MORENO, Diego, op. cit., p. 66. 
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“autonomía administrativa”; sin 
embargo muchas de las Institu-
ciones de la Administración 
Pública Central e Institucional go-
zan de esta prerrogativa, v.gr. en la 
Constitución Política, algunas de 
las entidades que en ella se hace 
referencia gozan de esta carac-
terística: Casa de la Cultura Ecua-
toriana (Art. 65), Defensoría del 
Pueblo (Art. 96), Tribunal Supre-
mo Electoral (Art. 209), Contra-
loría General del Estado (Art. 
211), Ministerio Público (Art. 
217), Comisión de Control Cívico 
de la Corrupción (Art. 220), Su-
perintendencias de Bancos, Com-
pañía y Telecomunicaciones (Art. 
222), Banco Central del Ecuador 
(Art. 261), sin perjuicio de que 
existan otras en las demás leyes, 
pero sin explicar en qué consiste 
esa cualidad. 

 

Debe entenderse, por tanto, como 
la capacidad que tienen ciertas en-
tidades, creadas por ley con esa 
característica de autoadministra-
ción, para contratar, realizar ad-
quisiciones, administrar bienes, es-
tablecer su estructura organizacio-
nal, puestos públicos y del perso-
nal necesario para el desarrollo de 
sus actividades, sin estar supedita-
da a la venia o aprobación de un 
superior; sin perjuicio de la vigi-
lancia que realizan los organismos 
de control, que no perjudican la 

esencia de la autonomía adminis-
trativa. 
 
TR: Autarquía; Descentralización 
administrativa; Desconcentración 
administrativa; Modernización del 
Estado. 

 
 

Autorización 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “auto-
rización”. 
 
Para Roberto DROMI24 “el acto 
de autorización tiene un doble al-
cance jurídico: como acto de habi-
litación o permiso stricto sensu, y 
como acto de fiscalización o con-
trol. 
 
Como acto de habilitación o per-
misión, la autorización traduce 
aquellas licencias que la autoridad 
administrativa confiere a los ad-
ministrados [...], v.gr., la autoriza-
ción para construir o edificar [...]; 
la autorización para habilitar un 
comercio [...]; la autorización para 
la existencia de las personas jurídi-
cas. 
 
Como acto de fiscalización o con-
trol, la autorización es una decla-
ración de voluntad administrativa 
constitutiva o de remoción de 

                                                           
24
  DROMI, Roberto, op. cit., p. 417. 
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obstáculos para superar los límites 
que el orden jurídico pone al libre 
desenvolvimiento de la actividad 
pública. Esencialmente, desde el 
punto de vista jurídico, consiste 
en un acto administrativo de con-
trol, por el cual un órgano faculta 
a otro a emitir un determinado ac-
to. En virtud de la autorización, 
un órgano administrativo inferior 
queda facultado para desplegar 
cierta actividad o comportamien-
to”. 
 
CEP: Acto administrativo por el 
cual se faculta al administrado o a 
otra entidad pública, la ejecución 
de determinadas actividades, en 
forma particularizada, mientras se 
cumpla con los objetivos de la au-
torización y luego de reunir los 
requisitos legales establecidos para 
su obtención; lo que implica que 
para proceder al otorgamiento es-
te acto administrativo, la norma 
debe prever tanto las posibles ac-
tividades que puede ejecutarse 
como los requisitos que debe re-
unirse. 
 

Por ejemplo, en la protección de 
la provincia de Galápagos, consta 
en la legislación, como actividad a 
autorizarse, el ingreso de vehícu-
los motorizados, y como requisi-
tos el hallarse en alguno de los ca-
sos en que es posible tal autoriza-
ción; por lo que, de no encajar en 
alguno de ellos, no podría exten-
derse el acto administrativo, so 
pena de incurrir en responsabili-
dades administrativas, civiles y 
hasta penales. 
 
De plano la ley prevé que es posi-
ble ejecutar las actividades a ser 
autorizadas, solamente espera que 
se cumplan con sus requisitos pa-
ra poder hacerlo, lo que no sucede 
en el caso del acto administrativo 
de permiso, en donde la actividad 
que se pretende ejecutar está 
prohibida expresamente por la ley, 
pero que por excepción, la autori-
dad administrativa le faculta o 
permite ejecutarla. 
 
TR: Acto administrativo; Permiso 
(acto administrativo). 

 





 

B 
 

Bien afectado al Servicio Públi-
co 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “bien 
afectado al servicio público”. 
 
El Dr. Juan LARREA HOL-
GUÍN25 explica que “El Estado u 
otros entes públicos pueden even-
tualmente ser propietarios de co-
sas que no por eso se convierten 
en públicas. [...] Solamente cuando 
la propiedad es un medio para el 
cumplimiento de los fines propios 
del Estado u otra entidad pública, 
puede llamarse propiamente 
pública dicha propiedad, y las co-
sas que son su objeto igualmente 
adquieren el carácter de cosas 
públicas; de otro modo continúan 
siendo cosas privadas. Por ejem-
plo, si el Estado recibe en heren-
cia una casa y es inmediatamente 
destinada a la venta, esa casa no se 
puede calificar de bien público 
[...]. 

                                                           
25
  LARREA HOLGUÍN, Juan, Derecho Civil del 

Ecuador, Editorial Corporación de Estudios y 
Publicaciones, Quito, 2005, t. v. p. 46. 

La destinación a los fines públicos 
es la que constituye, pues, pro-
piamente, el carácter de cosa 
pública [...]”. 
 
ALESSANDRI y SOMARRIVA26 
luego de mantener la misma dis-
tinción entre bienes nacionales de 
uso público o bienes públicos, y 
bienes del Estado o bienes fisca-
les, menciona que el concepto del 
dominio público se amplía al in-
cluir en él “no sólo los bienes des-
tinados al uso general de los habi-
tantes, sino también todas las co-
sas afectadas al funcionamiento de 
un servicio público” sin embargo, 
aceptando la exagerada interpreta-
ción de esta teoría en donde se 
pretendía proteger “hasta el tinte-
ro de un empleado de ministerio”, 
explica que se ha dejado dentro de 
esta concepción “sólo los bienes 
afectos al servicio público que tie-
nen un rol preponderante o 
irremplazable en el mismo”; más 
adelante, haciendo una síntesis de 
la tesis de la propiedad del Estado 
sobre todos los bienes, menciona 

                                                           
26
  ALESSANDRI RODRÍGUEZ, Arturo, 

SOMARRIVA UNDURRAGA, Manuel, Curso 
de Derecho Civil, 2a. Edición, Editorial Nasci-
mento, Chile, 1957, pp. 103-110. 

B 
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“que el Estado es el verdadero y 
único propietario de su dominio, y 
que la división del mismo en do-
minio público y dominio privado, 
se refiere simplemente al régimen 
al cual estarán sometidos esos 
bienes, según la afectación que se 
les dé a los mismos. El destino del 
bien no modifica su naturaleza. Si 
el Estado ha adquirido, por ejem-
plo, dos propiedades iguales, dos 
casas idénticas, con partes y desti-
na una de ellas para recreo de la 
población y la otra para residencia 
del Jefe de Estado, se dirá que la 
primera está en dominio público, 
y la segunda en dominio privado. 
Ello significa que una y otra están 
sometidas a un régimen legal dife-
rente, por razón de su destino, no 
obstante la identidad de su natura-
leza. Es una simple cuestión de 
afectación”. 
 
La afectación de un bien al servi-
cio público, como menciona Gui-
llermo BORDA27 “es el acto por 
el cual el Estado pone un bien a 
disposición de todos su súbditos 
para que aprovechen de él, con 
miras a bien común. Así, por 
ejemplo, un inmueble de propie-
dad particular del Estado podría 
ser convertido en plaza o paseo 
público [...]”. 

                                                           
27
  BORDA, Guillermo, Manual de Derecho Civil, 

Parte General, 12a. Edición, Editorial Perrot, 
Buenos Aires, 1985, p. 394. 

CEP: Partiendo de la definición 
de nuestro Código Civil respecto 
de los bienes fiscales o bienes del 
Estado, que son aquellos bienes 
nacionales cuyo uso no pertenece 
generalmente a los habitantes, se 
entiende que los bienes afectados 
al servicio público, son aquellos 
que se encuentran dentro de la 
propiedad privada del Estado pe-
ro que se los ha destinado a la 
prestación de un servicio público 
para cumplimiento de los fines es-
tatales. Hay que recordar que no 
todos los bienes que entran en la 
propiedad privada del Estado son 
destinados al servicio público, 
como lo explica el Dr. Juan Larrea 
Holguín, como cuando una casa 
de propiedad del Estado es desti-
nada a dotar albergue a personas 
de la tercera edad, en donde se 
puede observar que siendo una 
propiedad privada estatal, no se 
pone al servicio de la generalidad 
de los habitantes sino de una parte 
de ella. 

 

Esta postura cambia la percepción 
de que todos los bienes del Esta-
do o bienes fiscales son de domi-
nio público por el sólo hecho de 
ser de propiedad estatal, dando 
mucha valía a la tesis de que dicho 
dominio está determinado tam-
bién por la afectación o destino 
que se le dé. 
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A diferencia de los bienes de uso 
público, los bienes fiscales son 
comerciables, pueden enajenarse, 
hipotecarse, embargarse o ganarse 
por prescripción pues tienen la 
misma situación jurídica que los 
bienes de los particulares, de ahí, 
por ejemplo, que puedan darse en 
arrendamiento o concesión, tal 
como sucede en el caso de las mi-
nas, en donde el Estado ejerce 
dominio, es de su propiedad, pero 
les concede a los particulares su 
explotación. 
 
TR: Bien de uso público; Declara-
toria de utilidad pública; DINAC; 
Junta de Remates; Recursos públi-
cos. 

 
 
Bien de Uso Público 

 
El Código Civil (Art. 604), al defi-
nir los bienes nacionales dispone: 
“Se llaman bienes nacionales 
aquellos cuyo dominio pertenece a 
la Nación toda. 
 
Si además su uso pertenece a to-
dos los habitantes de la Nación, 
como el de calles, plazas, puentes 
y caminos, el mar adyacente y sus 
playas, se llaman bienes nacionales 
de uso público o bienes públicos. 
Asimismo, los nevados perpetuos 
y las zonas de territorio situadas a 
más de 4.500 metros de altura so-
bre el nivel del mar. 

Los bienes nacionales cuyo uso no 
pertenece generalmente a los habi-
tantes se llaman bienes del Estado 
o bienes fiscales”. 
 
ALESSANDRI y SOMARRI-
VA28, haciendo eco de la teoría de 
la no propiedad que trata de expli-
car acerca de los bienes públicos, 
menciona que “el uso pertenece a 
todos los habitantes del Estado; el 
abuso (el derecho disponer), a na-
die pertenece, puesto que los bie-
nes públicos son inalienables. El 
derecho del Estado sobre esta cla-
se de cosas se traduce en un sim-
ple derecho de guarda, tuición o 
supervigilancia y no en un dere-
cho de propiedad”. 
 
CEP: Son los bienes nacionales 
cuyo dominio pertenece a la Na-
ción entera y su uso corresponde 
a todos los habitantes, que se ma-
nifiesta en forma directa, general y 
en forma gratuita, como por 
ejemplo, aire, luz solar, las calles, 
plazas, puentes, caminos, aguas, 
ríos, mar y playas, a diferencia de 
los bienes del Estado o bienes fis-
cales que no pertenecen a la gene-
ralidad de los habitantes. 
 
Los bienes de uso público están 
fuera del comercio, y al no perte-
necer a una persona en particular, 

                                                           
28
  ALESSANDRI RODRÍGUEZ, Arturo, 

SOMARRIVA UNDURRAGA, Manuel, op. 
cit., p. 109. 
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ni al Estado, no son susceptibles 
de posesión, accesión o cualquier 
otro modo de apropiación, por 
tanto son inalienables e impres-
criptibles (Código Civil: Art. 604 // 
Ley de Aguas: Art. 2 Inc. 1 // Ley Orgá-

nica de Régimen Municipal: Art. 250 

Incs. 1, 2; 252). 

 
TR: Bien afectado al servicio públi-
co. 

 
 

Bonos 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Bo-
nos del Estado”. 
 
CEP: En términos generales, son 
títulos que representan deudas de 
quienes los emiten, los cuales son 
utilizados para obtener recursos o 
financiamiento a determinados 
plazos29. En particular son títulos 
emitidos por el Gobierno Nacio-
nal para financiamiento de los 
compromisos adquiridos en el 
Presupuesto General del Estado, 
interna y externamente, y que se 
comprenden, a su vez, dentro del 
endeudamiento público tanto in-
terno como externo. 
 
Los bonos del Estado son emiti-
dos a través del Ministerio de 
Economía y Finanzas, luego del 

                                                           
29
  Mini Diccionario Jurídico, http://www.mega-
consulting.com/diccionario_juridico.htm. 

trámite de autorización respectivo 
en el que participarán, emitiendo 
sus dictámenes, el propio Ministro 
de Economía con la anuencia de 
la Subsecretaría de Crédito Públi-
co quien emitirá informe previo, 
la Procuraduría General del Esta-
do, el Directorio del Banco Cen-
tral del Ecuador y SENPLADES, 
que concluirá en la solicitud de 
expedición del Decreto Ejecutivo, 
Ordenanza o Resolución, según 
corresponda, por el que se aprue-
ba definitivamente la emisión y se 
establecen las condiciones, mon-
tos, plazos e intereses, de todo lo 
cual se levantará escritura pública 
y se procederá a su inscripción en 
el Banco Central del Ecuador y en 
el Ministerio. 
 
En caso de que la emisión de bo-
nos sea solicitada por el Banco 
Central, por la Corporación Fi-
nanciera Nacional o por otras en-
tidades financieras, requerirá de la 
aprobación del Ministerio de 
Economía y Finanzas, basándose 
en la exposición de motivos y más 
información que se requiera para 
justificarla. 
 
La negociación de los bonos del 
Estado y de los organismos sec-
cionales se realizará por el Minis-
terio de Economía y Finanzas a 
través de las bolsas de valores le-
galmente establecidas –salvos ex-
cepciones legales establecidas–, 
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mediante colocación en el merca-
do extranjero y directamente entre 
entidades y organismos del sector 
público (LOAFYC: Arts. 24 Lit. d; 
112; 132; 133-137; 140; 141 // Regla-

mento de operaciones de deuda pública 

interna y externa del Gobierno Nacional 

y demás entidades y organismos del sec-

tor público: Art. 16-19; 21). 

 
TR: Deuda pública. 

 





 

C 
 
Caducidad 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “cadu-
cidad”. 
 
Por su parte, el Dr. Efraín 
PÉREZ CAMACHO30, menciona 
que “las formas de caducidad se 
pueden diferenciar en preclusión 
o perención […] La caducidad-
perención es del procedimiento y 
se produce cuando éste se paraliza 
porque el interesado no cumple 
con trámites necesarios e indis-
pensables para dictar resolución. 
Tiene que afectar a una actividad 
que sea requisito sine qua non pa-
ra resolver o dictarse resolución. 
Debe ser imputable al interesado y 
no a la Administración o a terce-
ras personas y el interesado debe 
ser advertido del plazo para decla-
rar la caducidad del procedimien-
to”. 
 
CEP: Forma irregular o anormal 
de terminación del procedimiento 
administrativo que consiste en la 
paralización del procedimiento 

                                                           
30
  PÉREZ CAMACHO, Efraín, op. cit., p. 267. 

iniciado durante el plazo legal-
mente establecido y por causa im-
putable al interesado y siempre 
que la causa de la inactividad del 
interesado en la cumplimentación 
del trámite sea indispensable para 
dictar resolución, mas en el su-
puesto de que la cuestión suscita-
da afecte al interés general o el 
procedimiento omitido fuera con-
veniente suscitarla para su resolu-
ción, definición y esclarecimiento, 
no se aplicará la caducidad. 
 
En base a la declaratoria de cadu-
cidad se dispondrá el archivo de 
las actuaciones con notificación 
previa a las partes; quedando a 
salvo el derecho a impugnar la re-
solución que declara la caducidad, 
y perdiendo el derecho al referido 
trámite, como único efecto frente 
al interesado y no producirá por sí 
sola la prescripción de las acciones 
del particular o de la Administra-
ción, así como tampoco interrum-
pirá el plazo de prescripción (Esta-
tuto del Régimen Jurídico Administrati-

vo de la Función Ejecutiva: Arts. 154 

Num. 1; 159). 

 
TR: Procedimiento administrativo. 

C 



CORPORACIÓN DE ESTUDIOS Y PUBLICACIONES 
 

32

Carrera Administrativa 
 
La Ley Orgánica de Servicio Civil 
y Carrera Administrativa (Art. 90), 
expresa: “Es el conjunto de políti-
cas, normas, métodos y procedi-
mientos orientados a elevar el ni-
vel de eficiencia de la Administra-
ción Pública y garantizar la estabi-
lidad y promoción de los servido-
res públicos sobre la base del sis-
tema de mérito”. 
 
En complemento, el Reglamento 
a la Ley Orgánica de Servicio Civil 
y Carrera Administrativa (Art. 
197), define: “Es el desarrollo del 
servidor en diferentes posiciones 
de la estructura de puestos institu-
cional, sobre la base de su mejo-
ramiento y formación académica 
como resultado de los concursos y 
calificaciones de evaluación del 
desempeño”. 
 
Diego YOUNES MORENO31, 
extrayendo la definición que con-
tiene la legislación colombiana, 
menciona que “es un sistema 
técnico de administración de per-
sonal que tiene por objeto garan-
tizar la eficiencia de la Adminis-
tración Pública y ofrecer igualdad 
de oportunidades para el acceso al 
servicio público, la capacitación, la 
estabilidad, los empleos y la posi-
bilidad de ascenso”. 

                                                           
31
  YOUNES MORENO, Diego, op. cit., p. 119. 

CEP: En el sentido teórico de lo 
que comprende la Carrera Admi-
nistrativa, es el conjunto de direc-
trices, políticas, normas, métodos 
y procedimientos predispuestos o 
emitidos con la finalidad de mejo-
rar la efectividad, eficiencia, mo-
dernización y celeridad de las ac-
tuaciones en la Administración 
Pública, sin olvidar al recurso 
humano que se encuentra detrás 
de las dependencias administrati-
vas, los servidores públicos, a 
quienes se les garantiza, por me-
dio de esta figura jurídica, la esta-
bilidad y promoción dentro de la 
estructura organizacional, basados 
en los años de servicios, idonei-
dad, experticia, competitividad, le-
altad y moralidad en el servicio, 
méritos y oposición. 
 
En el sentido práctico, comprende 
el desarrollo, ascenso y mejora-
miento mismo del servidor públi-
co en los diferentes sitios de la es-
tructura de puestos de la institu-
ción pública a la que pertenece, 
basado en el mejoramiento 
académico, formación profesional, 
en los resultados de concursos, ca-
lificaciones y evaluación durante 
los años de servicio. 
 
Entonces, la Carrera Administra-
tiva, debidamente planificada, está 
orientada a propiciar el desarrollo 
profesional y personal del servidor 
público, buscando, a la vez, el me-
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joramiento de la eficiencia, efica-
cia y productividad del Estado e 
instituciones; adicionalmente, 
busca incorporar, retener y atraer 
el recurso humano mejor califica-
do, a fin de optimizar y mejorar la 
calidad de los servicios públicos 
brindados por el Estado. 
 
La carrera administrativa protege a 
todos los servidores públicos per-
tenecientes a las instituciones del 
Estado, salvo excepciones legal-
mente establecidas, tales como los 
de libre nombramiento y remo-
ción, los que ejerzan funciones 
con nombramiento a período fijo 
por mandato legal, los contratados 
ocasionalmente, y, en general, to-
dos los servidores no comprendi-
dos en el servicio civil (Ley Orgáni-
ca de Servicio Civil y Carrera Adminis-

trativa: Arts. 1; 89 Inc. 1; 90-92 // Re-

glamento a la Ley Orgánica de Servicio 

Civil y Carrera Administrativa: Arts. 

197-200; 203). 

 
TR: Concurso de merecimientos y 
oposición; Estabilidad del servidor 
público; Evaluación del desempeño; 
Ley de Servicio Civil y Carrera Ad-
ministrativa; Servicio civil; Servidor 
público; Servidor público de libre 
nombramiento y remoción. 

 
Catastro de entidades Públicas 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Ca-
tastro de entidades públicas”. 

CEP: Registro de las instituciones, 
entidades, empresas y organismos 
del Estado, basado en la enumera-
ción general sobre las institucio-
nes del Estado que presenta el 
artículo 118 de la Constitución 
Política, y que estará a cargo de la 
SENRES, como responsable de 
elaborar y mantener este registro 
(Reglamento de la Ley Orgánica de Ser-

vicio Civil y Carrera Administrativa: 

Art. 111). 

 
El último catastro de entidades del 
sector público fue publicado me-
diante Acuerdo 0001 del Consejo 
Nacional de Desarrollo (RO-S 
322: 21-may-1998). 
 
 
TR: Administración Pública; Admi-
nistración Pública Central; Adminis-
tración Pública Institucional; Sector 
público; SENRES. 

 
 

CELIR (Comisión Especial de 
Límites Internos) 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “CE-
LIR”. 
 
CEP: Comisión Especial de Lími-
tes Internos de la República, CE-
LIR, creada mediante Decreto 
Supremo 1189 (RO 291: 9-mar-
1977), como entidad de derecho 
público adscrita al Ministerio de 
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Gobierno, con jurisdicción nacio-
nal y competencia privativas para 
conocer, resolver y fallar sobre las 
controversias relativas a límites in-
ternos de la República, sea pro-
vinciales, cantonales o parroquia-
les, y que se susciten entre las di-
versas entidades territoriales, con-
forme a la Ley y en calidad de juez 
de primera instancia; conflictos 
que serán sometidos trámite y re-
solución por parte de la Comisión 
por solicitudes formuladas ante el 
Ministerio de Gobierno, y de cuya 
resolución, que será tomada por 
mayoría absoluta de votos, se 
podrá recurrir en apelación para 
ante el Tribunal Distrital de lo 
Contencioso Administrativo. 

 

Adicionalmente, es de su compe-
tencia el emitir informe razonado 
para la creación de provincias, 
cantones y parroquias de la Re-
pública, solicitado por organismos 
competentes; tendrá también a su 
cargo la delimitación jurisdiccional 
político administrativa, provincial, 
cantonal, parroquial, seccional y el 
trazado en las cartas de las líneas 
demarcatorias para circunscribir a 
dichas jurisdicciones. 

 

Estará integrada por miembros 
permanentes y accidentales: 

Serán Miembros Permanentes: a) 
El Ministro de Gobierno o su de-
legado quien la presidirá; b) Un 
delegado de la Corte Suprema de 
Justicia elegido por dicho Tribunal 
en pleno y quien será Ministro 
Juez o Ministro Fiscal de la mis-
ma; c) Un Oficial delegado del 
Instituto Geográfico Militar, de-
signado por el Ministro de Defen-
sa Nacional y que será Oficial Ge-
neral o Superior de las Fuerzas 
Armadas (actualmente es el Direc-
tor del IGM.); d) Un Ingeniero 
delegado del Ministerio de Obras 
Públicas, designado por el Minis-
tro del ramo; e) Un delegado de la 
Junta Nacional de Planificación y 
Coordinación Económica, desig-
nado por el Presidente de la mis-
ma. (actualmente es un represen-
tante del SENPLADES); f) El Di-
rector de la Oficina Nacional de 
Censos o su delegado (actualmen-
te es el Director del Instituto Na-
cional de Estadística o su Delega-
do); g) El Director de la Oficina 
Nacional de Avalúos y Catastros o 
su delegado (actualmente es el Di-
rector Nacional de Avalúos y Ca-
tastros)32. 
 

                                                           
32
  La lista de los miembros permanentes del 

CELIR se basó en el artículo 1 del Decreto Su-
premo 1189 (RO 291: 9-mar-1977), por el cual 
se crea el CELIR, sin embargo, la información 
sobre los actuales miembros se extrajo de la 
página web del Ministerio de Gobierno: 
http://www.mingobierno.gov.ec/celir.ht
ml, consultada en el mes de junio de 2007. 
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Serán Miembros Accidentales, pa-
ra el conocimiento y resolución de 
las controversias de límites juris-
diccionales: a) Un delegado de los 
Consejos Provinciales de la Re-
pública, designado por sorteo para 
casa ocasión singular de litigio, ex-
clusión hecha del Consejo o de los 
Consejos Provinciales que fueren 
parte en el respectivo litigio; y, b) 
Un delegado de la Asociación de 
Municipalidades del país, así mis-
mo designado para cada caso sin-
gular por dicha Asociación y que 
no pertenecerá a la entidad o enti-
dades litigantes (Decreto Supremo 

118933: Arts. 1-4 // Reglamento del CE-

LIR: Arts. 2; 14 // Acuerdo Ministerial 

181534: Art. 1 // Acuerdo Ministerial 

064435: Arts. 1; 2). 

 
 

CENACE (Centro Nacional de 
Control de Energía) 

 
La Ley de Régimen del Sector 
Eléctrico (Art. 22 Inc. 1), dispone: 
“El Centro Nacional de Control 
de Energía, CENACE, se consti-
tuirá como una corporación civil 
de derecho privado, de carácter 

                                                           
33
  Decreto Supremo 1189 (RO 291: 9-mar-1977), 

de creación del CELIR. 
34
  Acuerdo Ministerial 1815 (RO 294: 13-oct-

1993), por el cual se delegan facultades al CE-
LIR. 

35
  Acuerdo Ministerial 0644 (RO 732: 6-jul-1995), 

por el cual se expiden normas de Procedimien-
to administrativo para aplicación del artículo 8 
de la Ley de Cartografía Nacional, que compe-
ten al CELIR. 

eminentemente técnico, sin fines 
de lucro, cuyos miembros serán 
todas las empresas de generación, 
transmisión, distribución y los 
grandes consumidores. Se encar-
gará del manejo técnico y econó-
mico de la energía en bloque, ga-
rantizando en todo momento una 
operación adecuada que redunde 
en beneficio del usuario final”. 

 

El Estatuto de la Corporación 
“Centro Nacional de Control de 
Energía, CENACE” (Art. 2) men-
ciona que “El CENACE es una 
corporación civil de derecho pri-
vado sin fines de lucro eminente-
mente técnica. Es autónoma y se 
rige en su totalidad por las leyes 
ecuatorianas, por este Estatuto; 
por los reglamentos y regulaciones 
que en su oportunidad se dictaren. 
No podrá intervenir en asuntos 
políticos ni religiosos”. 

 

CEP: Centro Nacional de Control 
de Energía, CENACE, organismo 
técnico, autónomo, constituido 
como una corporación civil de de-
recho privado, sin fines de lucro, 
encargado del manejo técnico y 
económico de la energía en blo-
que, quien garantiza una adecuada 
operación de la energía en benefi-
cio del usuario final; constituido 
por todas las empresas, personas 
naturales y jurídicas de generación, 
transmisión, distribución y los 
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grandes consumidores36 de energ-
ía eléctrica. 
 
Está dirigido por un Directorio 
formado por: 1. Un delegado 
permanente del Presidente de la 
República quien lo presidirá; 2. 
Dos delegados de las empresas 
concesionarias de generación; 3. 
Dos delegados de las empresas 
concesionarias de distribución; 4. 
Un delegado de la empresa conce-
sionaria de transmisión; y, 5. Un 
delegado por los grandes consu-
midores que tengan contratos a 
largo plazo. 
 
Compete al CENACE: la planifi-
cación operativa del sistema; la 
coordinación, control y resguardo 
tanto de la operación como del 
mantenimiento del Sistema Na-
cional Interconectado (SNI), res-
ponsabilizándose por el abasteci-
miento de energía al mercado, al 
mínimo costo posible, preservan-
do la eficiencia global del sector y 
asegurando la transparencia y 
equidad en sus decisiones; la ad-
ministración y coordinación técni-
ca financiera de las transacciones 
que se realicen en el Mercado 

                                                           
36
  El Reglamento General de la Ley de Régimen 

del Sector Eléctrico, define como Gran Con-
sumidor a la “Persona natural o jurídica, cuyas 
características de consumo definidas por el 
CONELEC, a través de la respectiva regula-
ción y que previa calificación de este organis-
mo, le facultan para acordar libremente con un 
generador o distribuidor, el suministro y precio 
de la energía eléctrica, para consumo propio”. 

Eléctrico Mayorista (MEM), de-
biendo resguardar las condiciones 
de eficiencia, calidad, confiabilidad 
y seguridad de la operación del 
SNI; la coordinación entre las 
empresas de generación, transmi-
sión y distribución o grandes con-
sumidores, así como entre los im-
portadores y exportadores de 
energía, en las distintas actividades 
que estos tienen que realizar; la 
operación, mantenimiento y desa-
rrollo de los sistemas e infraes-
tructura de supervisión y control 
de su propiedad; atender, en for-
ma oportuna y fundamentada, los 
reclamos de los agentes del Mer-
cado Eléctrico Mayorista dentro 
del ámbito de su competencia; y, 
las demás que consten en las leyes, 
reglamentos y regulaciones in-
herentes a sus funciones (Ley de 
Régimen del Sector Eléctrico: Art. 22 // 

Estatuto del CENACE: Arts. 2; 3; 5; 6 // 

Reglamento de Despacho y Operación 

del Sistema Nacional Interconectado: 

Art. 1). 

 

 

Centro Nacional de Control de 
Energía (Ver: CENACE) 

 

 

Circular (Instrucción) 
 

No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “circu-
lar”. 
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El Dr. Ramiro BORJA Y BOR-
JA37, al enunciar las normas admi-
nistrativas, dice que “que implican 
un conjunto de normas adminis-
trativas […] o un acto de comuni-
cación […]”, haciendo referencia 
a que el concepto de las circulares 
está comprendido en las instruc-
ciones u órdenes; y definiendo a la 
instrucción manifiesta: “a) regla-
mento en el que descuellan los 
preceptos relativos al modo técni-
co de llenas finalidades adminis-
trativas, en especial, la prestación 
de servicios públicos, a los que co-
rresponde una rama de la adminis-
tración, [...]; b) norma fundada en 
reglamento, ordenanza o estatuto 
y determinante de cómo aplicarlo 
técnicamente, ya en la totalidad de 
los casos, ya en algunos conside-
rados de manera particular; c) 
norma así fundada y determinante, 
pero circunscrita a una sección o 
finalidad próxima administrativa; 
d) norma que [...] constituye base 
para órdenes; e) sinónimo de or-
den, o especie de ésta”. 
 
Para Manuel POSSO ZUMÁ-
RRAGA38 “Son reglas técnicas 
que prescriben el cumplimiento de 
disposiciones ya establecidas, diri-
gidas a funcionarios o empleados 
de la administración para una co-
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  BORJA Y BORJA, Ramiro, Teoría General del 

Derecho Administrativo, 2a. Edición, Editorial 
PUDELECO S.A., Quito, 1995, p. 47. 

38
  POSSO ZUMÁRRAGA, Manuel, op. cit., 
www.dlh.lahora.com.ec. 

rrecta ejecución de normas de 
mayor categoría jurídica”. 

 

CEP: Actos de simple administra-
ción; es una especie de instruc-
ción, es decir reglas, comunicados 
o normas de carácter técnico, de 
grado inferior que determinan la 
forma de llevar a buen cumpli-
miento o aplicación las disposi-
ciones establecidas en otras nor-
mas, por lo general de superior je-
rarquía; principalmente tienen 
como destinatarios los funciona-
rios o empleados de la administra-
ción con el fin de obtener una co-
rrecta ejecución de parte o de la 
totalidad de las normas que les ri-
gen, para establecer o aclarar una 
situación determinada en el marco 
general y así cumplir adecuada-
mente los fines de la administra-
ción y los servicios públicos. En 
términos generales, sería una or-
den de autoridad superior remitida 
a sus subalternos, para dirigir los 
órganos jerárquicamente depen-
dientes de él, y cuyo cumplimiento 
es obligatorio (Estatuto del Régimen 
Jurídico Administrativo de la Función 

Ejecutiva: Art. 103). 

 

TR: Potestad reglamentaria. 
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Clasificador de Ingresos y Gas-
tos 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “clasi-
ficador de ingresos y gastos”. 
 
CEP: Es el principal instrumento 
de ordenamiento y de organiza-
ción de las asignaciones presu-
puestarias, puesto que distingue 
las clasificaciones económicas por 
el origen y fuente de los ingresos y 
la naturaleza, destino y uso de los 
gastos; permite establecer una cla-
ra y ordenada identificación de los 
diversos rubros de ingreso y de 
gasto; su codificación y detalle 
permiten discriminar el origen y el 
destino de las asignaciones cons-
tantes en el presupuesto y su or-
denamiento a partir de la concep-
ción económica. Esta herramienta 
es de uso obligatorio por todas las 
instituciones y organismos del sec-
tor público en la elaboración de 
sus respectivos presupuestos, así 
como para el Presupuesto General 
del Estado; su actualización y mo-
dificación compete al Ministerio 
de Economía y Finanzas (Manual 

de Contabilidad Gubernamental39 // 

Principios del Sistema y Normas Técni-

cas de Administración Financiera, Con-

tabilidad, Presupuesto y Tesorería40). 

                                                           
39
  Manual expedido mediante Acuerdo Ministerial 

320 (RO 175: 28-dic-2005). 
40
  Documento expedido mediante Acuerdo 

Ministerial 182 (RO-S 249: 22-ene-2001). 

 

TR: Asignación presupuestaria; Ley 
de Presupuestos; Presupuesto Ge-
neral del Estado. 

 
 
Comisión de Servicio 

 
El Reglamento a la Ley Orgánica 
de Servicio Civil y Carrera Admi-
nistrativa (Art. 54) en términos 
generales dispone que “Comisión 
de servicios constituye el aporte 
técnico y profesional que entrega 
un servidor público en beneficio 
de otra entidad, organismo o insti-
tución del Estado, diferente a la 
cual presta sus servicios; dentro o 
fuera del país”. 
 
CEP: Obligación del servidor 
público de entregar su aporte 
técnico y profesional en beneficio 
de una u otra entidad, organismo 
o institución del Estado, dentro o 
fuera del país, que sea diferente a 
la cual presta habitualmente sus 
servicios; se lleva a efecto con 
previo requerimiento de la institu-
ción que lo acogerá, con el infor-
me favorable de la dependencia de 
la institución a la cual pertenece el 
funcionario y la aceptación expre-
sa y escrita del servidor; se desa-
rrolla por un tiempo determinado, 
que no será mayor a dos años; le 
asisten como derechos al servidor 
público en comisión de servicio el 
recibir o no remuneración, viáti-
cos, subsistencias y movilización, 
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dependiendo de las circunstancias 
para las cuales se concede, y sobre 
todo, tendrá derecho a ser reinte-
grado a la entidad a la cual depen-
de a su finalización, sin perjuicio 
de la conservación de los demás 
derechos y beneficios que le asis-
ten y que fueran creados en la ins-
titución a la que pertenece; o para 
realizar actividades de tipo acadé-
mico o profesional que generen 
mejoras en la capacitación o habi-
lidades del servidor y que lleguen 
a ser de beneficio para la Adminis-
tración. 
 
Se concederá remuneración cuan-
do la comisión de servicio sea pa-
ra: prestar servicios en otra enti-
dad del Estado, hasta por dos 
años, y por una sola vez; prestar 
servicios en instituciones públicas 
del Estado ecuatoriano fuera del 
país; y, c) efectuar estudios regula-
res de postgrados, reuniones, con-
ferencias, pasantías y visitas de 
observación en el exterior o en el 
país, que interese a la Administra-
ción Pública, hasta por dos años. 
 
Por su parte, la comisión de servi-
cio sin remuneración interrumpe 
la relación laboral durante el tiem-
po que dure, suspendiendo los 
beneficios y prestaciones a favor 
del servidor en la institución a la 
que pertenece se suspende, que-
dando a salvo el derecho a ser re-
integrado a su puesto original una 

vez finalizada la comisión; sin 
embargo, la entidad que solicitó la 
comisión de servicios deberá ex-
pedir nombramiento o suscribir 
contrato de servicios ocasionales a 
favor del servidor comisionado 
mientras dure la comisión, de-
biendo también pagar la remune-
ración, que no podrá ser diferente 
a la fijada para el puesto en la es-
cala respectiva. 

 

La comisión de servicios termi-
nará al cumplirse el plazo por el 
cual fue concedido o cuando la 
institución requirente lo considere 
pertinente, debiendo el servidor 
público reintegrarse inmediata-
mente a su puesto en la institución 
a la que pertenece. 

 

Las unidades de recursos huma-
nos de las instituciones que con-
ceden comisión de servicios serán 
las encargadas de dar seguimiento 
y control de las comisiones con-
cedidas, además, evaluará el des-
empeño del servidor público co-
misionado (Ley Orgánica de Servicio 
Civil y Carrera Administrativa: Arts. 

31; 32; 62; 63 // Reglamento a la Ley 

Orgánica de Servicio Civil y Carrera 

Administrativa: Arts. 54-57; 59-61). 

 

TR: Licencia; Permiso; Servidor 
público. 
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Comisión Especial de Límites 
Internos (Ver: CELIR) 

 
 

Comisión Técnica 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Co-
misión Técnica”. 
 
CEP: Dentro de los procedimien-
to de Contratación Pública, la 
Comisión Técnica es el órgano 
técnico creado por el Comité de 
Contrataciones, en los casos de li-
citación y concurso público de 
ofertas, con la finalidad de analizar 
y evaluar las ofertas presentadas y 
los documentos adjuntados; su 
creación y conformación se la 
hará de acuerdo con la naturaleza 
del objeto de la contratación y de 
los profesionales que se requieran, 
quedando excluidos de integrarla 
los miembros del Comité. 
 
La Comisión Técnica desarrollará 
su trabajo haciendo cuadros com-
parativos de las ofertas, de acuer-
do con la metodología constante 
en los documentos precontractua-
les, y emitirá informe con sus ob-
servaciones, en el término de has-
ta diez días, contados desde la fe-
cha de apertura del sobre –
pudiendo ampliarse únicamente 
por razones técnicas por el tiempo 
que fuere necesario–; este informe 
servirá de información suficiente 

para que el Comité proceda a la 
adjudicación respectiva, salvo que 
se pida aclaración, profundización 
o revisión del análisis efectuado, 
para lo cual se determinará un 
término máximo. El informe de la 
Comisión Técnica será notificado 
y entregado a los oferentes para su 
observación. 
 
La Comisión considerará, para su 
análisis y evaluación de las ofertas, 
los valores que se hayan hecho 
constar en las mismas, sin que le 
sea permitido hacer proyecciones 
por concepto de reajuste de pre-
cios. 
 
En relación con la contratación de 
los servicios de consultoría y el 
Concurso de Consultoría, la Co-
misión Técnica es el órgano técni-
co encargado de la realización de 
dichas actividades, y será creado 
por al dependencia, entidad u or-
ganismo que los requiera, Comi-
sión que actuará de conformidad 
de las bases del concurso, pudien-
do, para el efecto, conformarse 
subcomisiones de apoyo; en parti-
cular, deberá definir los procedi-
mientos para el concurso, convo-
catoria o invitación; precalificar y 
calificar a los consultores oferen-
tes, negociar y adjudicar el contra-
to. 
 
La Comisión tendrá tres o cinco 
miembros, incluido su Presidente, 
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en función de la complejidad y ca-
racterísticas de los trabajos de 
consultoría a contratarse. Las de-
cisiones se adoptarán por mayoría 
simple, debiendo sus integrantes 
consignar los votos afirmativa o 
negativamente  (Ley de Contratación 
Pública: Art. 24 // Reglamento Sustituti-

vo del Reglamento General de la Ley de 

Contratación Pública: Arts. 34; 35; 37 

// Ley de Consultoría: Arts. 28; 29 // 

Reglamento a la Ley de Consultoría: 

Arts. 12-14). 

 
TR: Adjudicación; Comité de Con-
trataciones; Concurso de Consultor-
ía; Contratación Pública; Documen-
tos precontractuales; Procedimien-
tos precontractuales; Reajuste de 
precios. 

 
Comité de Consultoría 

 
La Ley de Consultoría (Art. 31), 
dispone: “Créase por la presente 
Ley, el Comité de Consultoría, 
como el organismo encargado de 
establecer las políticas para el des-
envolvimiento, desarrollo y pro-
moción de la consultoría nacio-
nal”. 
 
CEP: Organismo técnico encar-
gado de definir y establecer las 
políticas y normas para el cabal 
desenvolvimiento, participación, 
desarrollo y promoción de la con-
sultoría nacional, regidos por la 
Ley de la materia y su Reglamen-
to. 

Tendrá entre sus funciones: fijar 
las políticas y normas necesarias 
para el cumplimiento de sus fines; 
conocer y resolver en instancia 
administrativa los reclamos de 
carácter técnico y administrativo, 
relacionados con la aplicación y 
cumplimiento de la Ley y Regla-
mento; aprobar la concesión de 
créditos con cargo al Fondo de 
Consultoría; emitir informe previo 
para la celebración de convenios 
de cooperación o asistencia técni-
ca por parte de organismos del 
sector público, siempre que de-
manden servicios de consultoría; 
emitir su pronunciamiento y re-
comendaciones sobre todos los 
proyectos de contratos de crédito 
externo que vayan a celebrar el 
Estado ecuatoriano o las institu-
ciones del sector público, que fi-
nancien estudios o proyectos y en 
cuya ejecución se requiera de ser-
vicios de consultoría; determinar 
los campos, actividades o áreas 
que dentro de un estudio, proyec-
to o actividad de consultoría re-
quieran la participación de consul-
toría extranjera; establecer perió-
dicamente las actividades o áreas 
de consultoría reservadas a la con-
sultoría nacional, por existir en el 
país capacidad suficiente, en las 
que no podrá intervenir la consul-
toría extranjera; instruir a las de-
pendencias, entidades y organis-
mos del sector público sobre las 
condiciones de aplicación de la 
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Ley de Consultoría y su Regla-
mento en la contratación y ejecu-
ción de contratos financiados total 
o parcialmente con recursos de 
créditos externos o de coopera-
ción o asistencia técnica externa y 
velar por su cumplimiento; emitir 
informe cuando los servicios de 
consultoría involucren el empleo 
de tecnología, equipos y procedi-
mientos muy especializados o de 
propiedad exclusiva; aprobar los 
programas de capacitación y pro-
moción de la consultoría nacional 
que sean objeto de financiamiento 
con los recursos del Fondo de 
Consultoría; formular, promover y 
ejecutar programas que tengan 
por objeto fomentar y consolidar 
el desarrollo de la consultoría na-
cional, así como proponer las 
normas y procedimientos necesa-
rios para el eficaz desenvolvimien-
to de la consultoría en el país; 
formular recomendaciones sobre 
normas, procedimientos y siste-
mas para el funcionamiento del 
Registro de Consultoría; aprobar 
los presupuestos anuales del Co-
mité de Consultoría y obtener el 
financiamiento que lo sustente; 
evaluar periódicamente la aplica-
ción, eficacia y conveniencia de las 
fórmulas de reajuste de precios, y 
proponer cambios a las mismas. 

 

El Comité de Consultoría estará 
integrado por: un representante 
del Presidente de la República, 

quien lo presidirá; el Ministro de 
Industrias y Competitividad, o su 
representante; el Secretario Na-
cional de la Secretaría Nacional de 
Planificación y Desarrollo, SEN-
PLADES, o su representante; el 
Gerente General del Banco del 
Estado, o su representante; el Se-
cretario Nacional de Ciencia y 
Tecnología, o su representante; y, 
el Presidente de la Asociación de 
Compañías Consultoras del Ecua-
dor, ACCE, o su representante 
(Ley de Consultoría: Arts. 15; 31; 33 // 

Reglamento a la Ley de Consultoría: 

Art. 106). 

 

TR: Concurso de consultoría; Con-
sultoría; Contrato de consultoría. 

 
 

Comité de Contrataciones 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Co-
mité de Contrataciones”. 
 
CEP: Dependencia del sector 
público; organismo técnico que se 
creará como organismo adscrito 
en cada Ministerio, Subsecretaría 
Regional con presupuesto descen-
tralizado, con la única función de 
conocer los procedimientos pre-
contractuales de licitación y con-
curso de ofertas, es decir, será el 
encargado de conducir todo el 
proceso precontractual hasta la 
adjudicación al mejor oferente. 
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Estará integrado por cinco miem-
bros, pero la forma de integración 
dependerá de la entidad en la que 
se conforma, siendo diferente pa-
ra el caso de constituirse en minis-
terios y subsecretarías regionales 
con presupuesto descentralizado, 
de organismos adscritos a los mi-
nisterios o que funcionen como 
servicios o departamentos descen-
tralizados en el manejo económi-
co y de otras instituciones del sec-
tor público que lo conformarán en 
base a sus propias normas regla-
mentarias. Sin embargo, contará 
con: la máxima autoridad del Mi-
nisterio o entidad, o su delegado, 
quien lo presidirá; el Director de 
Asesoría Jurídica o Asesor Jurídi-
co del Ministerio o entidad; y, tres 
técnicos nominados por la entidad 
y el Colegio Profesional que co-
rresponda de acuerdo con la acti-
vidad del proyecto. 

 

Podrán organizarse más de un 
Comité de Contrataciones en mi-
nisterios, organismos o entidades 
públicas, cuando sea necesario 
crearlo en cada una de las subse-
cretarías regionales con presu-
puesto descentralizado, en caso de 
ministerios, y en cada una de las 
oficinas regionales o departamen-
tos que funcionen económica-
mente descentralizadas, en caso de 
otros organismos o entidades 
públicas (Ley de Contratación Públi-
ca: Art. 8-11 // Reglamento de la Ley de 

Contratación Pública: Arts. 11-13; 15; 

16). 

 
TR: Adjudicación; Comisión Técni-
ca; Contratación Pública; Concurso 
público de ofertas; Convocatoria; 
Documentos precontractuales; Lici-
tación; Procedimientos precontrac-
tuales. 

 
 
Competencia Administrativa 

 
El Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Eje-
cutiva (Art. 84) define: “La com-
petencia administrativa es la me-
dida de la potestad que corres-
ponde a cada órgano administrati-
vo. La competencia es irrenuncia-
ble y se ejercerá por los órganos 
que la tengan atribuida como pro-
pia, salvo los casos de delegación 
o avocación, cuando se ejerzan en 
la forma prevista en este Estatu-
to”. 
 
Roberto DROMI41, define a la 
competencia como “la esfera de 
atribuciones de los entes y órga-
nos, determinada por el Derecho 
objetivo o el ordenamiento jurídi-
co positivo. Es decir, el conjunto 
de facultades y obligaciones que 
un órgano puede y debe ejercer 
legítimamente. En otros términos, 
la competencia de los órganos 
administrativos es el conjunto de 

                                                           
41
  DROMI, Roberto, op. cit., p. 361. 
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atribuciones que, en forma expre-
sa o razonablemente implícita, 
confieren la Constitución Nacio-
nal, [...] los tratados, las leyes y los 
reglamentos. [...] La observancia 
de la competencia es indispensa-
ble para la actuación válida del 
órgano. La competencia condicio-
na la validez del acto [...]”. 
 
Por su parte, Efraín PÉREZ 
CAMACHO42 menciona que “la 
competencia es el conjunto de 
funciones que un agente puede 
ejercer legítimamente. Así, el con-
cepto de “competencia” da la me-
dida de las actividades que corres-
ponden a cada órgano administra-
tivo de acuerdo al ordenamiento 
jurídico. La competencia resulta la 
aptitud legal de obrar del órgano 
administrativo [...] Las competen-
cias de las instituciones públicas 
vienen a ser los límites dentro de 
los cuales han de moverse las per-
sonas jurídicas públicas y los 
órganos administrativos. Toda 
atribución de competencia repre-
senta al mismo tiempo una autori-
zación y una limitación [...] El Es-
tado crea las competencias en 
ejercicio de su potestad pública”. 
 
CEP: La facultad legal, conjunto 
de facultades o poder jurídico legí-
timo atribuidos a los órganos de la 
Administración Pública y que se 

                                                           
42
  PÉREZ CAMACHO, Efraín, op. cit., p. 139. 

ejerce por una autoridad para 
cumplimiento, también legítimo, 
de sus funciones; conjunto de 
atribuciones y obligaciones que la 
autoridad puede y debe ejercer en 
base al ordenamiento jurídico po-
sitivo, es la autorización, medida y 
límite de la actividad administrati-
va. La competencia es irrenuncia-
ble e improrrogable y ejercida di-
recta y exclusivamente por el 
órgano que la asume y al que se le 
atribuye como propia para legiti-
mar sus actuaciones, es decir, para 
tenerlas como válidas, salvo los 
casos de delegación o avocación. 

 

La competencia administrativa se 
mide en razón de la materia, por 
los diversos grados, por el territo-
rio dentro del cual se ejerce y el 
tiempo en el cual puede ejercerse 
válidamente. Dentro de estas me-
didas, los órganos administrativos 
serán competentes para resolver 
todos los asuntos y adoptar todas 
las medidas y decisiones que con-
sideren razonablemente necesarios 
para cumplir con sus objetivos es-
pecíficos determinados en la ley, 
no obstante que dichos asuntos, 
medidas y decisiones no hayan si-
do expresa y detalladamente a 
ellos atribuidos; pero en caso de 
atribuirse competencia a la Admi-
nistración Pública Central, sin es-
pecificar el órgano competente, se 
entenderá que la facultad de tra-
mitar y resolver las peticiones o 
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impugnaciones corresponde a los 
órganos inferiores competentes 
por razón de la materia y del terri-
torio y, de existir varios de éstos, 
al superior jerárquico común. 

 

En caso de que un órgano admi-
nistrativo se estime incompetente 
frente a peticiones o reclamacio-
nes de los administrados, sin que 
existiese duda al respecto, dis-
pondrá el archivo correspondien-
te, con la obligación de notificar al 
peticionario, dejando a salvo el 
derecho del interesado a recurrir o 
reenviar al órgano competente la 
petición (Estatuto del Régimen Jurídi-
co Administrativo de la Función Ejecu-

tiva: Arts. 84-87). 

 

 

TR: Acto administrativo; Delega-
ción; Derecho Administrativo; Des-
centralización administrativa; Des-
concentración administrativa; Ejecu-
tividad del acto administrativo; Legi-
timidad del acto administrativo; Po-
testad reglada; Potestad discrecional; 
Potestad sancionadora; Procedi-
miento administrativo. 

 

 

Concesión 

 

No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Con-
cesión”. 

Roberto DROMI43, al tratar este 
tema dice: “Es el acto por el que 
la Administración, en virtud de las 
atribuciones derivadas del orde-
namiento positivo, confiere a una 
persona un derecho o un poder 
que antes no tenía. La concesión 
otorga así un status jurídico, una 
condición jurídica, un nuevo dere-
cho”. 
 
El Diccionario Jurídico ESPASA44 
al tratar sobre la concesión admi-
nistrativa, menciona que “La idea 
neurálgica en torno a la que gravi-
ta toda concesión administrativa 
radica en su concepción como un 
negocio jurídico público que su-
pone la atribución por una Admi-
nistración pública a uno o más su-
jetos de determinadas facultades, 
derechos o deberes de los que an-
teriormente carecía, pues son re-
conocidos ex novo por la Admi-
nistración concedente dentro del 
margen de su esfera de potesta-
des”. 
 
CEP: Contrato administrativo. 
Uno de los medios por el cual se 
efectivizan los procesos de des-
monopolización, privatización y 
delegación previstos en la Ley de 
Modernización del Estado y que 
consiste en la concesión de uso de 
bien, de servicio público o de obra 

                                                           
43
  DROMI, Roberto, op. cit., pp. 418-420. 

44
  Diccionario Jurídico ESPASA (CD), Editorial 

ESPASA CALPE S.A., Buenos Aires, 2005. 
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pública, que se otorga al sector 
privado para que a su cuenta, 
asumiendo los riesgos comerciales 
propios de cada actividad y de 
acuerdo con las condiciones esti-
puladas en la licitación y el contra-
to, planifique y construya una 
obra pública, mantenga y mejore 
una ya existente o preste un servi-
cio público a cambio de recibir 
una utilidad por sus inversiones y 
trabajo. 
 
La concesión, por lo regular, se 
otorga en condiciones de exclusi-
vidad regulada, por un período de-
terminado y con la autorización 
del Presidente de la República o 
del organismo competente en ca-
so de los gobiernos seccionales, 
como en el caso de la administra-
ción municipal, en donde los mu-
nicipios pueden llevar a cabo la 
construcción de obras o la presta-
ción de servicios público locales, 
mediante concesión. 
 
La concesión es indelegable, y 
terminará por vencimiento del 
plazo, mutuo acuerdo, caducidad, 
resolución del contrato, por in-
cumplimiento por parte del con-
cesionario en la dotación de los 
recursos para adquirir los bienes 
necesarios de acuerdo con las ba-
ses de la concesión y en caso de 
declaratoria de quiebra del conce-
sionario, luego de suspender el 
pago de sus obligaciones (Ley de 

Modernización: Art. 43 Lit. c; 44; 47 

Inc. 2 // Reglamento a la Ley de Moder-

nización del Estado: Arts. 68-71; 73-75; 

80; 89; 94; 96; 100 // Ley Orgánica de 

Régimen Municipal: Arts. 63 Num. 9; 

147 Lit. b; 148 Lit. b; 164 Inc. 2; 235). 

 
TR: Contrato administrativo; Dele-
gación; Desmonopolización de ser-
vicios públicos; Modernización del 
Estado; Privatización de servicios 
públicos; Racionalización adminis-
trativa. Concurso de Consultoría. 

 
 
Concurso de Consultoría 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “con-
curso de consultoría”. 
 
CEP: Proceso jurídico técnico 
dispuesto para la invitación, selec-
ción y posterior contratación de 
consultores por parte de las insti-
tuciones, entidades y organismos 
del sector público interesadas en 
contar con los servicios de consul-
toría. 
 
Procede el concurso público de 
consultoría cuando el monto es-
timado del contrato sea igual o 
supere al valor que resulte de mul-
tiplicar el coeficiente cuatro cien 
milésimos por el monto del Pre-
supuesto inicial del Estado, del 
correspondiente ejercicio econó-
mico; mientras que si el monto es-
timado del contrato supera el va-
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lor que resulte de multiplicar el 
coeficiente un cien milésimos por 
el monto del presupuesto inicial 
del Estado, del correspondiente 
ejercicio económico, se podrá ad-
judicar el contrato mediante con-
curso privado. 

 

Además, no requieren concurso 
de consultoría, ni privado ni 
público, cuando se pretenda cele-
brar los contratos de consultoría 
cuyo monto, estimado por la enti-
dad contratante, sea inferior o 
igual al valor que resultare de mul-
tiplicar el coeficiente un cien milé-
simos por el monto del presu-
puesto inicial del Estado del co-
rrespondiente ejercicio económi-
co; los requeridos para superar 
emergencias graves como acciden-
tes, terremotos, inundaciones, se-
quías y otras que provengan de 
fuerza mayor o caso fortuito; los 
calificados por autoridad compe-
tente como necesarios para la se-
guridad nacional; cuando involu-
cren el empleo de tecnología, 
equipos y procedimientos muy 
especializados o de propiedad ex-
clusiva, solicitada la dependencia, 
entidad u organismo del sector 
público correspondiente y siempre 
que se cuente con el informe del 
Comité de Consultoría y la autori-
zación del Presidente de la Re-
pública, mediante decreto ejecuti-
vo; cuando a criterio de la Secre-
taría Nacional de Planificación y 

Desarrollo (SENPLADES), los 
servicios de consultoría y la ejecu-
ción de la obra o adquisición de 
bienes sea prioritario para el desa-
rrollo o seguridad nacional; y, 
otros que por ley sean exonerados 
de este requisito. 
 
El concurso de consultoría invo-
lucra los procesos de preparación 
de las bases, términos de referen-
cia, objetivos o propósitos del es-
tudio o proyecto, niveles, alcances 
y contenido del estudio, de ser po-
sible la metodología prevista, pro 
forma del contrato de consultoría 
y el presupuesto referencial, nor-
mas de precalificación si fuera del 
caso, normas para calificación y 
selección de consultores, normas 
para el funcionamiento de la Co-
misión Técnica, formularios para 
presentación de propuestas, y más 
documentos necesarios; y el pro-
ceso de contratación que com-
prenderá la precalificación, califi-
cación de ofertas, selección, nego-
ciación y la celebración del contra-
to con la persona natural o jurídi-
ca que hubiere resultado seleccio-
nada. 
 
Todo el proceso o concurso estará 
a cargo de una Comisión Técnica, 
conformada por la dependencia, 
entidad u organismo que requiera 
realizar la contratación de consul-
toría, Comisión que precalificará y 
calificará a los consultores oferen-
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tes, negociará y adjudicará el con-
trato respectivo. 
 
Pueden participar en el concurso 
de consultoría, las compañías con-
sultoras nacionales o extranjeras, 
en forma individual o asociadas 
entre sí, previo el cumplimiento 
de los requisitos y condiciones le-
gales establecidas, y la presenta-
ción de toda la documentación 
que acredite a la compañía, nacio-
nal o extranjera, y la condición 
profesional de quienes prestarán 
los servicios de consultoría (Ley de 
Consultoría: Arts. 7; 8; 12-15; 25-29 // 

Reglamento a la Ley de Consultoría: 

Arts. 11; 12; 14-19; 21-24; 27-38; 48; 

49; 51- 66). 
 
TR: Comisión Técnica; Comité de 
Consultoría; Concurso privado de 
ofertas; Concurso público de ofer-
tas; Consultoría; Contrato de con-
sultoría; Emergencia; Ley de Con-
sultoría. 

 
 
Concurso de Merecimientos y 
Oposición 

 
El Reglamento a la Ley de Servi-
cio Civil y Carrera Administrativa 
(Art. 159 Inc. 1), define al Con-
curso de Méritos y Oposición 
como “el proceso competitivo, 
orientado a seleccionar al aspiran-
te que demuestre poseer los mejo-
res niveles de competencias dis-
ponibles, conforme los requisitos 

del puesto [...]”, considerando 
méritos y oposición. 
 
CEP: Es el único mecanismo legal 
establecido para el ingreso o as-
censo a un puesto público, que 
consiste en un proceso técnico 
competitivo mediante el cual se 
selecciona y define al aspirante 
idóneo, que demuestre poseer los 
mejores niveles de competencias 
disponibles y que cumpla con los 
requisitos previstos para el des-
empeño de un puesto público; 
proceso sustentado en los princi-
pios de legalidad, neutralidad, cre-
dibilidad, igualdad y transparencia. 
 
El concurso de merecimiento y 
oposición puede ser abierto o ce-
rrado; el primero es el proceso ex-
terno por el cual se convoca a 
ciudadanos ecuatorianos mayores 
de 18 años; mientras que el se-
gundo es el proceso interno por el 
cual se convoca únicamente a ser-
vidores de la respectiva institu-
ción; en ambos casos, siempre que 
reúnan los requisitos establecidos 
en las bases del concurso. (Ley de 
Servicio Civil y Carrera Administrativa: 

Arts. 71-73 // Reglamento a la Ley de 

Servicio Civil y Carrera Administrativa: 

Arts. 151; 152; 157-162). 

 

TR: Carrera Administrativa; Con-
trato de servicios ocasionales; Pues-
to público; Servicio Civil; Servidor 
Público. 
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Concurso Privado de Ofertas 
 

No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “con-
curso privado de ofertas”. 

 

CEP: Procedimiento administrati-
vo, legal, técnico y precontractual; 
forma de concurso de ofertas uti-
lizada para aquellos casos en que 
no proceda la licitación o el con-
curso público de ofertas, en razón 
de los parámetros establecidos pa-
ra cada uno de ellos, o cuando la 
máxima autoridad de la entidad, 
estando facultado para ello, auto-
rice a realizarla en esta forma y 
que consiste en una invitación 
formal, mediante carta escrita diri-
gida en forma directa a las perso-
nas, empresas, cámaras y colegios 
profesionales que tengan activida-
des acordes con el objeto de la 
contratación, y que consten en el 
listado de proveedores y contratis-
tas de obras y servicios que man-
tenga la institución, entidad u or-
ganismo público contratante. 

 

En esta medida, la etapa precon-
tractual se define en razón de la 
reglamentación interna de cada 
entidad, en donde se determinará 
el procedimiento contractual; sin 
embargo, debe mantener confor-
midad y cumplimiento de las 
normas relativas a los procedi-
mientos precontractuales y princi-

palmente en la etapa contractual o 
de ejecución establecido en la ley. 
 
En relación con el Concurso de 
Consultoría, se podrá adjudicar el 
contrato de consultoría mediante 
concurso privado si el monto es-
timado del contrato supera el va-
lor que resulte de multiplicar el 
coeficiente un cien milésimos por 
el monto del presupuesto inicial 
del Estado, del correspondiente 
ejercicio económico  (Ley de Con-
tratación Pública: Art. 4 Inc. 2 // Ley de 

Consultoría: Arts. 12-515). 

 

TR: Concurso de Consultoría; Con-
curso público de ofertas; Contrata-
ción Pública; Convocatoria; Docu-
mentos precontractuales; Licitación; 
Pacto de integridad; Procedimientos 
precontractuales; Registro único de 
proveedores y contratistas. 

 
 

Concurso Público de Ofertas 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “con-
curso público de ofertas”. 
 
CEP: Procedimiento administrati-
vo, legal, técnico y precontractual 
–por ser preparatorio de la volun-
tad contractual–, por el cual la 
Administración Pública o un ente 
público –en ejercicio de su fun-
ción administrativa– invita o con-
voca a los interesados a que, su-
jetándose a las bases fijadas en el 
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pliego de condiciones o bases del 
concurso, formulen propuestas u 
ofertas de entre las cuales se selec-
cionará y aceptará –mediante ad-
judicación– a la más ventajosa o 
conveniente para los intereses ins-
titucionales y estatales; procedi-
miento que se establece para la 
adquisición de bienes muebles, la 
ejecución de obra, prestación de 
servicios no regulados por la Ley 
de Consultoría45, y arrendamiento 
mercantil, siempre y cuando la 
cuantía del concurso no llegue a 
exceder del valor que resulte de 
multiplicar el coeficiente 0,00004 
por el monto del presupuesto ini-
cial del Estado del correspondien-
te ejercicio económico, pero que 
supere el valor que resulte de mul-
tiplicar el coeficiente 0,00002 por 
el mismo monto. 
 
El concurso público de ofertas 
está basado en los principios de 
libre concurrencia e igualdad entre 
los oferentes, entendiéndose estos 
principios siempre dentro del 
marco regulatorio de las bases del 
concurso y no obstante las garant-
ías y condiciones que se exijan pa-
ra participar, así como de las in-
habilidades e incapacidades legales 
que pudieran afectar al postulante; 
por su parte, la igualdad de parti-

                                                           
45
  Los contratos y concursos de consultoría están 

sujetos a la Ley de Consultoría en donde se es-
tablecen reglas distintas a las contempladas en 
la Ley de Contratación Pública. 

cipación se fundamenta en que las 
condiciones del concurso deben 
ser las mismas para todos, sin per-
juicio del derecho y obligación de 
la entidad contratante de seleccio-
nar a la mejor oferta (Ley de Contra-
tación Pública: Art. 4). 

 
TR: Comité de Contrataciones; 
Concurso de Consultoría; Concurso 
privado de ofertas; Contratación 
Pública; Convocatoria; Documentos 
precontractuales; Licitación; Pacto 
de integridad; Procedimientos pre-
contractuales; Registro único de 
proveedores y contratistas. Consejo 
Provincial. 

 
 

Consejo Provincial 
 
La Ley Orgánica de Régimen Pro-
vincial (Art. 1) define: “El Conse-
jo Provincial es institución de de-
recho público, goza de autonomía 
y representa a la provincia. 
 
Tiene personería jurídica, con ca-
pacidad para realizar los actos que 
fueren necesarios para el cumpli-
miento de sus fines, en la forma y 
condiciones que determinan la 
Constitución y las leyes. 
 
Tiene personería jurídica y fun-
damentalmente, su misión es im-
pulsar el desarrollo social, cultural 
y material de la provincia, con es-
pecial atención al sector rural, y 
colaborar con el Estado y las mu-
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nicipalidades en la respectiva cir-
cunscripción, para la realización 
armónica de los fines nacionales”. 
 
CEP: Institución de derecho 
público con autonomía y perso-
nería jurídica46 propia, que tiene 
como función principal la de re-
presentar a la provincia y como 
misión la de impulsar su desarro-
llo social, cultural y material, tanto 
en sector urbano como rural, pero 
con especial atención en éste en 
colaboración con el Estado y mu-
nicipalidades para la consecución 
de los fines nacionales. 
 
Se conformarán con el número de 
consejeros de acuerdo con el 
número de habitantes, de acuerdo 
con las proyecciones del Censo 
Nacional de Población que se en-
contrare vigente a la fecha de la 
convocatoria a elecciones; y para 
el cumplimiento de sus fines y ob-
jetivos, podrá organizar todas o 
algunas de las siguientes comisio-
nes permanentes: de Legislación y 
Redacción; Obras Públicas, Viali-
dad y Vivienda Popular; Educa-
ción Pública y Deportes; Eco-
nomía y Finanzas; Cuestiones So-
ciales, Sanidad e Higiene; Munici-
palidades, Excusas y Calificacio-
nes; Coordinación, Fomento, Tu-

                                                           
46
  El artículo 1 de la Ley Orgánica de Régimen 

Provincial contiene el término “personería jurí-
dica”, por lo que hay que advertir que lo apro-
piado sería “personalidad jurídica”. 

rismo y Propaganda; u otras que 
estime conveniente. 

 

Son atribuciones y deberes del 
Consejo Provincial: dictar orde-
nanzas, acuerdos y resoluciones 
para la buena organización admi-
nistrativa y económica de los ser-
vicios provinciales que le incum-
ben y que se proponga realizar, así 
como los reglamentos necesarios 
para su funcionamiento interno; 
crear, modificar y suprimir tasas y 
contribuciones especiales de me-
joras por los servicios públicos 
que estableciere en la provincia; 
dirigir y realizar las obras públicas 
que le corresponde, aprobar pla-
nos y presupuestos de dichas 
obras; ordenar la oportuna recau-
dación de las rentas que le perte-
necieren, pedir la transferencia de 
las asignaciones del presupuesto 
fiscal, el pago de las participacio-
nes en contribuciones generales, y 
recaudar los impuestos a que ten-
ga derecho; invertir los fondos 
provenientes de tales impuestos y 
de los empréstitos que contrata-
ren; contratar empréstitos, garan-
tizándolos con sus rentas y bienes; 
informar al Congreso sobre la 
conveniencia o inconveniencia de 
la creación de cantones; promover 
convenios con los municipios para 
llevar a cabo, conjuntamente, 
obras de interés común, tales co-
mo carreteras, electrificación, su-
ministro de agua potable a las po-
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blaciones de dos o más cantones, 
y conducción de aguas de regadío; 
atender los reclamos que se hicie-
ren en nombre de las municipali-
dades de la provincia, por la mala 
administración e inversión de sus 
rentas, manifiesta negligencia o 
fraude en la administración canto-
nal; ejercer las atribuciones que le 
concede la Ley de Caminos, en las 
vías que construya o mantenga; 
prestar cooperación técnica o pe-
cuniaria a las obras de interés na-
cional que se realicen en el territo-
rio de la provincia; crear preferen-
temente en el sector rural, ya sea 
directamente o en asocio con 
otras instituciones públicas o pri-
vadas, escuelas de trabajo, centros 
de educación de adultos presen-
ciales y a distancia, centros de ar-
tesanos, centros para la preven-
ción de la violencia doméstica, pa-
ra la atención y nutrición de la 
población infantil, niños de la ca-
lle, jóvenes, de las mujeres emba-
razadas, personas con discapaci-
dad y de la tercera edad; colaborar 
con los organismos correspon-
dientes en la explotación forestal y 
pesquera, ya para proteger las 
obras que construya, ya para im-
pedir la despoblación ictiológica y 
la tala de bosques; expropiar in-
muebles que se requieran para la 
apertura y seguridad de las vías, 
así como para prevenir su des-
trucción, para el ensanchamiento 
de poblaciones y, en general, los 

que requiera para el cumplimiento 
específico de sus finalidades; co-
nocer y resolver de las reclama-
ciones que se le presentaren, con 
respecto a la instalación de los 
concejos cantonales de su juris-
dicción, así como del legal funcio-
namiento de los mismos; conocer 
y dictaminar sobre las resolucio-
nes que expidan las municipalida-
des de su jurisdicción territorial, 
para donar inmuebles de su pro-
piedad; conceder licencia a sus 
funcionarios, empleados, conseje-
ros y al Prefecto; nombrar y re-
mover a los jefes departamentales; 
conocer y resolver los recursos 
que se interpusieren sobre las re-
soluciones que los concejos can-
tonales dieren en lo referente a 
descalificación o calificación, se-
paración o cesación, capacidad o 
incapacidad e incompatibilidad de 
los concejales; conocer y resolver 
los reclamos que las personas na-
turales o jurídicas hicieren sobre 
las ordenanzas, acuerdos o resolu-
ciones que los perjudicaren, pro-
venientes de una municipalidad de 
su jurisdicción territorial; conocer 
y resolver sobre las reclamaciones 
que presenten toda persona natu-
ral o jurídica que se creyere perju-
dicada por una ordenanza, acuer-
do o resolución de un Consejo 
Provincial; aprobar su presupues-
to anual; y, las demás atribuciones 
señaladas en la Constitución y las 
leyes. 
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Para el cabal desenvolvimiento del 
Consejo Provincial y el cumpli-
miento de sus atribuciones y de-
beres, gozará de las siguientes ga-
rantías: la no suspensión en la eje-
cución de sus ordenanzas, acuer-
dos y resoluciones, salvo disposi-
ción legal; la estabilidad de los 
miembros de Consejo Provincial, 
sus funcionarios y empleados, en-
tendiendo por tal el que no pue-
dan ser suspendidos o separados 
sino de conformidad con la Ley; la 
prohibición de que el Estado u 
otras instituciones de derecho 
público puedan tomar rentas del 
Consejo Provincial, sino para los 
efectos y circunstancias legales y 
constitucionales; la prohibición de 
declarar como nacional un im-
puesto o fuente de renta provin-
cial, sin reconocer al Concejo 
Provincial un ingreso equivalente 
al que se le priva; la no obligación 
al Consejo Provincial de recaudar 
impuestos, tasas o contribuciones 
que no le pertenezcan; la prohibi-
ción de tomar los bienes del Con-
sejo Provincial, por parte del Es-
tado, para sí o para otro organis-
mos o institución, sin que medie 
acuerdo del propio Consejo, y 
previo el pago del precio corres-
pondiente (Ley de Régimen Provin-
cial: Arts. 1; 2; 10; 26; 29-33). 

 

TR: Ley Orgánica de Régimen Pro-
vincial; Ordenanza. 

Consultor 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “con-
sultor”. 
 
CEP: Personas, naturales o jurídi-
cas, nacionales o extranjeras, que 
ejercen consultoría, siempre y 
cuando cumplan con los requisi-
tos legales correspondientes, y que 
se encuentren debidamente cons-
tituidas para el caso de ser perso-
nas jurídicas, quienes podrán ser 
privadas u organismos del sector 
público, o empresas asociadas a 
consultoras nacionales (Ley de Con-
sultoría: Arts. 2; 5; 6 // Reglamento a la 

Ley de Consultoría: Arts. 3; 9; 16). 

 
TR: Consultoría. 

 
 
Consultoría 

 
La Ley de Consultoría (Art. 1) 
menciona: “Para los efectos de la 
presente Ley, se entiende por con-
sultoría, la prestación de servicios 
profesionales especializados, que 
tengan por objeto identificar, pla-
nificar, elaborar o evaluar proyec-
tos de desarrollo, en sus niveles de 
prefactibilidad, factibilidad, diseño 
u operación. Comprende, además, 
la supervisión, fiscalización y eva-
luación de proyectos, así como los 
servicios de asesoría y asistencia 
técnica, elaboración de estudios 
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económicos, financieros, de orga-
nización, administración, auditoría 
e investigación”47. 
 
CEP: Los servicios de consultoría 
están enmarcados en una doble 
esfera de acción: como actividad 
preventiva y como de corrección y 
control; en la primera, tiene como 
objeto identificar, planificar, ela-
borar o evaluar proyectos en sus 
distintos niveles, desde la prefac-
tibilidad, hasta el diseño y opera-
ción de los mismos; y en relación 
con la segunda, está encaminada a 
supervisar, fiscalizar, analizar, es-
tudiar y comprender el trabajo y 
procesos de una organización, pa-
ra poder dictaminar sus fallas y 
aciertos sobre temas como la pla-
neación, organización, dirección y 
control, a partir de los cuales, se 
diseña e implanta un plan de me-
jora para asegurar la competitivi-
dad, sustentabilidad y autogestión 
de las organizaciones. Dentro de 
su rol normal, tiene como función 
brindar servicios de asesoría, asis-
tencia técnica, estudios económi-
cos, financieros, organizacionales, 
de administración, auditoría e in-
vestigación. 

 

                                                           
47
  Igual definición consta en el Reglamento a la 

Ley de Consultoría (Art. 1). 

 

TR: Comité de Consultoría; Con-
curso de consultoría; Consultor; 
Contrato de consultoría; Fiscaliza-
ción de ejecución de contrato; Ley 
de Consultoría. 

 
 
Contraloría General del Estado 

 
La Constitución Política (Art. 211 
Incs. 1, 2), menciona que “es el 
organismo técnico superior de 
control, con autonomía adminis-
trativa, presupuestaria y financiera, 
dirigido y representado por el 
Contralor General del Estado, 
quien desempeñará sus funciones 
durante cuatro años. 
 
Tendrá atribuciones para contro-
lar ingresos, gastos, inversión, uti-
lización de recursos, administra-
ción y custodia de bienes públicos. 
Realizará auditorías de gestión a 
las entidades y organismos del 
sector público y sus servidores, y 
se pronunciará sobre la legalidad, 
transparencia y eficiencia de los 
resultados institucionales. Su ac-
ción se extenderá a las entidades 
de derecho privado, exclusiva-
mente respecto de los bienes, ren-
tas u otras subvenciones de carác-
ter público de que dispongan”. 
 
CEP: Organismo técnico superior 
de control, con autonomía admi-
nistrativa, presupuestaria y finan-
ciera, para controlar ingresos, gas-
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tos, inversión, utilización de re-
cursos, administración y custodia 
de bienes públicos; vigilar y verifi-
car la legalidad, transparencia y 
eficiencia de los resultados institu-
cionales en el manejo de los recur-
sos públicos; estableciendo las 
responsabilidades a que hubiere 
lugar –administrativas y civiles 
culposas e indicios de responsabi-
lidad penal–; promoviendo el me-
joramiento de la gestión de las en-
tidades sujetas a su control; exa-
minando y evaluando la gestión 
financiera, administrativa y opera-
tiva en las entidades del sector 
público, servidores en general y 
del sector no gubernamental que 
participa de bienes, rentas y otras 
facultades de carácter público; ve-
rificando calidad, corrección, efi-
cacia y economía en el uso de los 
recursos, a través de la auditoría 
gubernamental, la asesoría y la lu-
cha contra la corrupción y la im-
punidad. 

 

Su ámbito de control comprende 
el territorio de la República del 
Ecuador, abarca a todas las insti-
tuciones del Estado, personas 
jurídicas y entidades de derecho 
privado, exclusivamente sobre los 
bienes, rentas u otras subvencio-
nes de carácter público de que 
dispongan, cualesquiera sea su 
monto; y lo ejerce a través de las 
Direcciones Nacionales, Direc-
ciones Regionales, Delegaciones 

Provinciales, unidades de Auditor-
ía Interna y firmas privadas de au-
ditoría contratadas para el efecto 
por el Organismo Técnico Supe-
rior de Control (Constitución Políti-
ca: Arts. 211; 212 // Acuerdo 029-CG48: 

Art. 2). 

 
TR: Auditoría Gubernamental; Au-
ditoría Gubernamental de gestión; 
Auditoría Gubernamental financie-
ra; Determinación de responsabili-
dades; Examen especial; Glosa de 
responsabilidad civil culposa; Ley 
Orgánica de la Contraloría General 
del Estado; Resolución de determi-
nación civil culposa; Responsabili-
dad civil culposa. 

 
 

Contratación Pública 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “con-
tratación pública”. 
 
CEP: Proceso complejo que invo-
lucra las etapas precontractuales y 
de contratación o de ejecución; 
desarrollados a través de una serie 
de actos administrativos perfec-
tamente separables e interactuan-
tes que tienen por objeto el con-
vocar, en igualdad de condiciones, 
a todos los interesados a postular-
se como oferentes para la ejecu-
ción de la obra, adquisición de 

                                                           
48
  Acuerdo 029-CG (RO 190: 18-ene-2006), que 

regula el Ámbito de Control de la Contraloría 
General del Estado. 
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bienes o prestación del servicio 
objeto de la contratación, y llegar, 
al final, a escoger la mejor oferta a 
fin de proceder a la adjudicación y 
firma del contrato respectivo, te-
niendo siempre en cuenta los in-
tereses institucionales y estatales 
que motivan la contratación, ba-
sados en los requerimientos inter-
nos y los documentos precontrac-
tuales que definirán los límites y 
alcances del proceso y los objeti-
vos perseguidos. 
 
Es el mecanismo por el cual el Es-
tado y las instituciones o entidades 
públicas convocan, seleccionan y 
contratan los servicios especiali-
zados externos o para la ejecución 
de una obra, cuando no las puede 
ejecutar por sí mismo con su es-
tructura; o para la prestación de-
servicios distintos a los prestados 
por los servidores públicos o que 
mediante la contratación resulten 
más ventajosos para los intereses 
institucionales, garantizando 
igualdad de participación, transpa-
rencia, imparcialidad, objetividad y 
eficiencia, en beneficio de la insti-
tución o entidad contratante. 
 
De acuerdo con lo explicado por 
el Dr. Efraín PÉREZ CAMA-
CHO49, respecto de las caracterís-
ticas de la contratación pública, en 
ella, la libertad contractual está li-

                                                           
49
  PÉREZ CAMACHO, Efraín, op. cit., p. 741. 

mitada, por una parte porque la 
Administración Pública se en-
cuentra “constreñida por las leyes 
de derecho público”, y por otra, 
ya que “el contratista está sujeto a 
los pliegos de condiciones”, de ahí 
también que dentro de esas limi-
tantes se encuentre que el contra-
to que se consigue luego de este 
proceso de contratación sea inmu-
table, que no se pueda modificar 
una vez firmado, y que inclusive el 
contratista tenga que aceptar la 
potestad pública de incorporar en 
el contrato las denominadas cláu-
sulas exorbitantes –para casos de 
terminación unilateral, o para de-
claratoria de incumplimiento del 
contrato unilateralmente, o para el 
cobro de obligaciones por vía co-
activa–; en todo caso, todas la 
condiciones que se harán constar 
en el contrato, están previamente 
estipuladas y de cierta forma acep-
tadas por el postulante y que luego 
son formalmente ratificadas al 
momento de la suscripción. 

 

Así mismo lo ha sostenido la Cor-
te Suprema de Justicia, “la contra-
tación pública es totalmente dife-
rente de la contratación privada, 
en ésta lo fundamental es la auto-
nomía de la voluntad de los con-
trayentes, la cual genera todos los 
derechos y obligaciones de las par-
tes, a tal punto que el contrato es 
ley para las mismas; mientras en la 
contratación pública la autonomía 
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de la voluntad prácticamente se 
reduce a la aceptación de las con-
diciones contractuales impuestas, 
unas por la ley y otras por la ad-
ministración, la cual previamente 
formula el texto del contrato a 
suscribirse”50. 
 
TR: Apertura de ofertas; Comisión 
Técnica; Comité de Contrataciones; 
Concurso privado de ofertas; Con-
curso público de ofertas; Contrata-
net; Contratista; Contrato adminis-
trativo; Convocatoria; Documentos 
precontractuales; Garantía de fiel 
cumplimiento; Garantía de seriedad 
de la propuesta; Garantía por antici-
po; Garantía por la debida ejecución 
de la obra; Garantía técnica; Ley de 
Contratación Pública; Licitación; 
Pacto de integridad; Procedimientos 
precontractuales. 

 
 
Contratanet 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “con-
tratanet”. 
 
CEP: Sistema Oficial de Informa-
ción de Contratación Pública del 
Ecuador, CONTRATANET, es 
un proyecto cuya ejecución desa-
rrolla la Comisión de Control 
Cívico de la Corrupción, con el 

                                                           
50
  CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de lo 

Contencioso Administrativo, Res. 292, EMA-
AP-Q-Consorcio Coll y Asociados (RO 318: 
21-abr-2004). 

auspicio económico de la Coope-
ración Suiza para el Desarrollo, 
COSUDE, y que consiste en un 
sistema de información a través de 
Internet, transparente, confiable, 
accesible y evolutivo que contiene 
procesos de contratación pública, 
en la cual, todas las entidades del 
Estado, dependientes del Ejecuti-
vo, sin excepción, deberán publi-
car, obligatoriamente, la informa-
ción sobre sus procesos de contra-
tación pública, sea por concurso 
público de oferta o por licita-
ción51. Es el medio por el cual se 
publica, transparentan, agiliza, op-
timiza, y democratiza los procesos 
de contratación pública52. 
 
En este Sistema se publicarán: las 
convocatorias, los documentos 
precontractuales, los informes de 
las comisiones técnicas, las solici-
tudes de aclaración y ampliación, 
las respuestas a las solicitudes de 
aclaración y ampliación, la resolu-
ción de adjudicación, el contrato, 
acta de entrega-recepción; y de ser 
el caso la declaratoria de desierto 
del proceso. Estos documentos 
serán publicados siempre y cuan-
do existan en los procesos esta-
blecidos de conformidad con la 
Ley de Contratación Pública, su 
reglamento y la normativa interna 
de cada entidad (Decreto Ejecuti-

                                                           
51
  Contratanet, www.contratanet.gov.ec  

52
  Comisión de Control Cívico de la Corrupción, 
www.comisionanticorrupcion.com  
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vo 12253: Art. 2 // Decreto Ejecu-
tivo 156554: Arts. 1-3). 
 
TR: Acta de recepción; Adjudica-
ción; Contratación pública; Convo-
catoria; Procedimientos precontrac-
tuales; Registro único de proveedo-
res y contratistas. 

 
 

Contratista 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “con-
tratista”. 
 
Libardo RODRÍGUEZ55 men-
ciona que “algunas personas pre-
stan servicios a la Administración 
con fundamento en contratos di-
ferentes al de trabajo [...]. Pues 
bien: siempre que se trate de ser-
vicios prestados a la Administra-
ción como cumplimiento de un 
contrato diferente del de trabajo, 
nos encontramos ante un contra-
tista de la Administración y no an-
te un servidor de ella, por lo cual 
sus relaciones no serán de carácter 
laboral, sino que se rigen por las 
reglamentaciones legales aplica-

                                                           
53
  Decreto Ejecutivo 122 (RO 25: 19-feb-2003), 

por el cual se declara como política de Estado 
la anticorrupción. 

54
  Decreto Ejecutivo 1565 (RO 302: 29-jun-

2006), por el cual se dispone la obligatoriedad 
de publicación de en el Sistema CONTRA-
TANET. 

55
  RODRÍGUEZ, Libardo, op. cit., p. 210. 

bles a ese tipo de contrato y por 
las cláusulas del mismo”. 
 
CEP: Persona natural o jurídica, 
nacional o extranjera, que en vir-
tud de un contrato ejecuta una 
obra material o está encargada de 
un servicio con responsabilidad de 
ejecución, y que ha merecido ser 
seleccionado y contratado luego 
de las etapas de la contratación 
pública; se diferencia del servidor 
público por no mantener una rela-
ción laboral ni se constituye en 
funcionario de carrera ni ingresa al 
servicio civil; su relación con la 
entidad pública contratante es 
temporal y se mantiene mientras 
dure el contrato por la obra o ser-
vicio por el cual fue contratado o 
al finalizarla. 
 
Mientras dure la etapa precontrac-
tual el oferente o postulante es un 
potencial contratista, ni siquiera 
luego de que se le haya nombrado 
adjudicatario puede ser considera-
do contratista sino hasta luego de 
la fase de adjudicación, pues úni-
camente adquiere esta denomina-
ción de contratista una vez que 
como adjudicatario suscriba el 
contrato respectivo. 
 
Dentro de las principales obliga-
ciones del contratista están las de 
rendir garantías y a la ejecución 
fiel del contrato, por lo que estará 
sometido a la normativa respecti-
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va y las disposiciones contractua-
les, y como es lógico el cumpli-
miento de las condiciones con-
tractuales, el diseño de la obra o 
las especificaciones de la presta-
ción del servicio, so pena de ser 
declarado contratista incumplido. 
 
TR: Contratación Pública; Registro 
de contratistas incumplidos y de ad-
judicatarios fallidos; Registro único 
de proveedores y contratistas; Ser-
vidor público. 

 
 

Contrato Administrativo 
 
El Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Eje-
cutiva (Art. 75), dispone: “Es todo 
acto o declaración multilateral o 
de voluntad común, productor de 
efectos jurídicos, entre dos o más 
personas, de las cuales una está en 
ejercicio de la función administra-
tiva. Su regulación se regirá por las 
normas jurídicas aplicables”. 
 
Nicolás GRANJA GALINDO56 
define al contrato de la Adminis-
tración como “un acto de volun-
tad común entre un órgano en 
ejercicio de la Función Adminis-
trativa y un particular, o bien, otro 
órgano en tal ejercicio, que produ-
ce efectos jurídicos”. 

                                                           
56
  GRANJA GALINDO, Nicolás, op. cit., 127. 

Ramiro BORJA Y BORJA57, 
menciona que “en el conjunto de 
los actos estatales [...] se reducen a 
lo administrativo la distinción en-
tre actos creadores de derecho y 
actos ejecutivos, y la subdivisión 
de los actos compuestos no com-
plejos en actos no contractuales y 
contratos: el acto ejecutivo y el 
contrato como acto estatal son 
siempre actos administrativos. [...]. 
 
El acto estatal que consiste en 
contrato, es siempre administrati-
vo, sin necesidad de considerar la 
especie característica de la coope-
ración para la cual se produce; así 
como el nombramiento es acto 
administrativo aunque verse sobre 
un órgano legislativo judicial. [...]. 
 
Al contrato administrativo se re-
duce el contrato estatal. Este es 
contrato administrativo, primor-
dialmente, por el objeto, que con-
siste en proveer de un comple-
mento a la organización estatal; 
además, por la causa, constituida 
por el servicio público, es decir, 
por uno o varios de los servicios 
públicos en que se manifiesta o 
concreta la administración directa 
[...]. 
 
Por el contrato administrativo, un 
particular se obliga para con un 
órgano del Estado –es decir-, para 

                                                           
57
  BORJA Y BORJA, Ramiro, op. cit., p. 143-

158. 
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con éste- a cooperar en el servicio 
público a cambio de una compen-
sación de orden económico, mate-
ria de la contraprestación a que se 
compromete la otra parte [...] re-
sulta que al contrato administrati-
vo se lo puede calificar de bilateral 
oneroso consensual solemne no-
minado [...]. 
 
El contrato administrativo se ca-
racteriza como contrato de ad-
hesión, [...] quienes pretenden ce-
lebrarlo, encuentran un texto pre-
determinado, que han de aceptar 
totalmente o rechazar; aunque ese 
texto está puntualizado por aquel 
que obra en calidad de órgano es-
tatal (una de las partes). 
 
En forma más sencilla, María RI-
VAS CASARETTO58 define: “el 
contrato administrativo o contrato 
público es un acuerdo entre las 
partes que origina relaciones jurí-
dicas, pero, sin igualdad de condi-
ciones entre los contratantes”. 
Posteriormente al explicar en de-
tenido menciona que “no consti-
tuye igualdad de condiciones jurí-
dicas entre las partes, situación 
que diferencia a éste del contrato 
regido por el Derecho Civil, pues 
existen en él las cláusulas exorbi-
tantes, aquellas que benefician a la 
Administración contratante cuan-

                                                           
58
  RIVAS CASARETTO, María, El control de los 

contratos administrativos, Editorial EDINO, Gua-
yaquil, 2004, p. 13. 

do el interés social está de por 
medio, a pesar de constituir un 
perjuicio para la contratista”. Fi-
nalmente menciona que es un 
contrato oneroso, de adhesión, 
solemne e intuitu personae. 
 
CEP: Es el acto estatal solemne o 
declaración bilateral o multilateral 
de voluntad común, entre dos o 
más personas, siendo obligatoria-
mente una de ellas la Administra-
ción Pública, productora de efec-
tos y relaciones jurídicas; se rige 
por las normas jurídicas aplicables 
al caso y siguen, para su forma-
ción, dos fases claras: la precon-
tractual y la contractual o de eje-
cución. 
 
Contrato oneroso fundamentado 
en la necesidad de un interés ge-
neral y cuidado de los recursos 
públicos, toda vez que a su sus-
cripción el particular –o la entidad 
pública, de ser la contratista– se 
obliga a la ejecución de una obra o 
servicio público, siendo este uno 
de los elementos que le diferencia 
de los contratos entre particulares. 
 
Son contratos de adhesión en 
donde la voluntad de la función 
administrativa se impone a la del 
particular, quien se adhiere y acep-
ta las condiciones impuestas en las 
condiciones precontractuales y el 
contrato mismo, de ahí que sea 
una de sus características el que se 
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impongan cláusulas exorbitantes, 
por la cual la Administración se 
reserva la facultad de declarar 
terminado el contrato en forma 
unilateral, lo que genera que las 
partes, en el contrato administra-
tivo, no se encuentren en igualdad 
de condiciones. 
 
Es un contrato intuitu personae, 
pues se celebra con la persona que 
ha sido seleccionada para la con-
tratación, no pudiendo delegarse, 
cederse o subcontratarse con otras 
personas para su ejecución en 
forma libre (Estatuto del Régimen 

Jurídico Administrativo de la Función 

Ejecutiva: Arts. 75; 76). 

 
TR: Acto administrativo; Contrata-
ción Pública; Contrato complemen-
tario; Contrato de servicios ocasio-
nales; Delegación; Derecho Admi-
nistrativo; Obra pública. 

 
 

Contrato Complementario 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “con-
trato complementario”. 
 
CEP: Contrato celebrado por el 
Estado o la entidad contratante 
con un contratista para los casos 
de que se requiera: ampliar, modi-
ficar, complementar una obra de-
terminada en el contrato suscrito 
con el mismo contratista, que 

obedezcan a causas imprevistas o 
técnicas presentadas al momento 
de su ejecución; para la creación 
de nuevos rubros para la adecuada 
ejecución de la obra; para corregir 
errores manifiestos, de hecho o de 
buena fe en las cláusulas contrac-
tuales; para el caso de hallarse, al 
momento de ejecutarse la obra de 
acuerdo con planos y especifica-
ciones de diseño definitivo, dife-
rencias entre las cantidades reales 
y las que constan en el cuadro de 
cantidades estimadas en el contra-
to, siempre que estas diferencias 
modifiquen el objeto del contrato. 

 

De igual forma, se entiende la 
existencia de contrato comple-
mentario cuando en una obra de-
terminada que se cumple en dos o 
más etapas específicas y diferen-
ciadas, se requiera contratar la 
terminación de una de esas etapas, 
si el contrato que obligaba a ejecu-
tarla fue declarado unilateralmente 
terminado por incumplimiento del 
contratista o por mutuo acuerdo, 
en cuyo caso, se podrá suscribir el 
contrato complementario con el o 
los contratistas que mantengan vi-
gente un contrato respecto de otra 
de las etapas de la obra, con la 
condición de demostrar capacidad 
técnica para el cumplimiento ca-
bal, y con el requisito de contar 
con informe favorable del Contra-
lor General del Estado. 
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Las causas imprevistas o técnicas 
podrán ser invocadas justificada-
mente, tanto por el contratista 
como por la institución o entidad 
contratante, correspondiendo a 
esta última la calificación y apro-
bación de dichas causas, para cuyo 
efecto requerirá el informe del fis-
calizador de la obra. 
 
Para la celebración del contrato 
complementario, no se requerirá 
licitación ni concurso, público o 
privado de ofertas, pero deberá 
contar con informe favorable del 
Contralor General del Estado59 y 
de la Procuraduría General del Es-
tado60, de acuerdo con el caso; 
con la condición, también, de que 
los precios unitarios del contrato 
original se mantengan, reajustados 
a la fecha de celebración del con-
trato complementario. 
 
No procede la celebración de con-
tratos complementarios para los 
de adquisiciones de bienes y pres-
tación de servicios sujetos a la Ley 
de Contratación Pública. (Ley de 
Contratación Pública: Arts. 96-100 // 

Reglamento a la Ley de Contratación 

Pública: Arts. 94-97). 
 

                                                           
59
  El informe favorable del Contralor General del 

Estado se requerirá, siempre que dicho funcio-
nario lo haya emitido sobre el contrato princi-
pal o cuando la suma de las cuantías del contra-
to principal más el complementario alcance o 
sobrepase la base prevista para el concurso 
público de ofertas. 

60
  El informe de la Procuraduría General del 

Estado se requerirá únicamente para el caso de 
haber errores en las cláusulas contractuales. 

TR: Contrato administrativo; Fisca-
lización de ejecución de contrato; 
Garantía por la debida ejecución de 
la obra; Reajuste de precios. 

 
 

Contrato de Consultoría 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “con-
trato de consultoría”. 
 
CEP: Contrato celebrado para la 
prestación del servicio de consul-
toría entre la dependencia, entidad 
u organismo público interesado en 
el servicio, y la o las compañías 
consultoras o consultores indivi-
duales inscritos en el Registro de 
Consultoría. 
 
El contrato de consultoría podrá 
adjudicarse mediante concurso 
privado, cuando el monto estima-
do del contrato supere al valor re-
sultante de multiplicar el coefi-
ciente un cien milésimos por el 
monto del presupuesto inicial del 
Estado del correspondiente ejerci-
cio económico y sea inferior al va-
lor que resulte de multiplicar el 
coeficiente cuatro cien milésimos 
por el monto del presupuesto ini-
cial del Estado correspondiente al 
ejercicio económico. 
 
Se adjudicará mediante concurso 
público, cuando el monto estima-
do del contrato sea igual o supe-
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rior al valor que resulte de multi-
plicar el coeficiente cuatro cien 
milésimos por el monto del Pre-
supuesto inicial del Estado del co-
rrespondiente ejercicio económi-
co. 

 

Podrá celebrarse sin necesidad de 
concurso privado ni público en 
los siguientes casos: en caso de 
que el monto del contrato, esti-
mado por la entidad contratante, 
sea inferior o igual al valor que re-
sultare de multiplicar el coeficien-
te un cien milésimos por el monto 
del presupuesto inicial del Estado 
del correspondiente ejercicio 
económico; los requeridos para 
superar emergencias graves como 
accidentes, terremotos, inunda-
ciones, sequías y otras que pro-
vengan de fuerza mayor o caso 
fortuito; los calificados por auto-
ridad competente como necesa-
rios para la seguridad nacional; 
cuando involucren el empleo de 
tecnología, equipos y procedi-
mientos muy especializados o de 
propiedad exclusiva, solicitada la 
dependencia, entidad u organismo 
del sector público correspondiente 
y siempre que se cuente con el in-
forme del Comité de Consultoría 
y la autorización del Presidente de 
la República, mediante decreto 
ejecutivo; cuando a criterio de la 
Secretaría Nacional de Planifica-
ción y Desarrollo (SENPLADES), 
los servicios de consultoría y la 

ejecución de la obra o adquisición 
de bienes sea prioritario para el 
desarrollo o seguridad nacional; y, 
otros que por ley sean exonerados 
de este requisito (Ley de Consul-
toría: Arts. 12-15). 
 
TR: Comité de Consultoría; Con-
curso de consultoría; Consultoría; 
Emergencia; Ley de Consultoría; 
Fiscalización de ejecución de con-
trato. 

 
 

Contrato de Endeudamiento 
Externo 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “con-
trato de endeudamiento externo”. 
 
Roberto DROMI61 habla de 
“empréstito público” como una 
forma de contrato por el cual “el 
Estado obtiene recursos financie-
ros destinados al cumplimiento de 
sus fines. Esos recursos financie-
ros se obtienen a través de la emi-
sión de valores o títulos general-
mente al portador, que devengan 
intereses y se cancelan en deter-
minadas condiciones. [...]. 
 
En el contrato de empréstito 
público, la Administración debe 
cumplir con las condiciones esti-
puladas; así, debe respetarse todo 

                                                           
61
  DROMI, Roberto, op. cit., p. 666. 
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lo convenido en cuanto a tasa de 
interés, exención impositiva, tipo 
de cambio, formas de amortiza-
ción o rescate, etcétera”. 
 
CEP: Contrato al que están facul-
tados celebrar las entidades y or-
ganismos del sector público con 
prestamistas de cualquier índole o 
proveedores, con la autorización 
respectiva del Ministro de Eco-
nomía y Finanzas, para financiar el 
o los proyectos de inversión, así 
como operaciones de reingeniería 
de deuda. 
 
Para proceder a la autorización del 
Ministro de Economía y Finanzas 
sobre la celebración del contrato 
de endeudamiento externo, la 
Subsecretaría de Crédito Público, 
luego de los dictámenes del Pro-
curador General del Estado y del 
Directorio del Banco Central del 
Ecuador respecto del proyecto de 
contrato de préstamo, emitirá in-
forme fundamentado sobre: el re-
sumen del proyecto, las condicio-
nes financieras del crédito, los or-
ganismos que intervienen en la 
ejecución del proyecto, el análisis 
financiero de la entidad beneficia-
ria, su capacidad de endeudamien-
to, el efecto del préstamo sobre la 
balanza de pagos, la capacidad de 
endeudamiento del país, los re-
querimientos de aporte local y su 
incidencia en las finanzas públicas, 
el análisis de los aspectos legales y, 

finalmente, las conclusiones y re-
comendaciones. 
 
Con dicho informe, el Ministro de 
Economía y Finanzas aprobará o 
rechazará total o parcialmente la 
solicitud para acceder al contrato 
de deuda, y en caso de ser apro-
bada, se procederá a autorizar 
mediante decreto ejecutivo, y una 
vez suscrito el contrato se inscri-
birá en el Ministerio de Economía 
y Finanzas y en el Banco Central 
del Ecuador (LOAFYC: Arts. 121; 
122; 124; 125; 126; 127 // Reglamento 

sustitutivo al Reglamento a la Ley 

Orgánica de Responsabilidad, Estabili-

zación y Transparencia Fiscal: Arts. 21; 

25; 38). 

 

TR: Deuda pública. 

 
 

Contrato de Servicios Ocasio-
nales 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “con-
trato de servicios ocasionales”. 
 
CEP: Es el contrato suscrito entre 
la institución, entidad u organismo 
público que requiere los servicios 
personales de un trabajador, y 
éste; teniendo como finalidad, y 
por lo cual se autorizará su sus-
cripción, el satisfacer necesidades 
institucionales de trabajo temporal 
u ocasional y de excepción, cuan-
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do no puedan ser realizados con el 
personal o servidor público de ca-
rrera de la propia institución; 
siempre que existan los recursos 
económicos suficientes para cum-
plir con sus objetivos y que no 
implique incremento de la masa 
salarial en el presupuesto institu-
cional ya aprobado; además, no se 
sujetará a concurso de mereci-
mientos y oposición. 
 
Serán autorizados por la autoridad 
nominadora, previo informe de la 
respectiva Unidad de Administra-
ción de Recursos Humanos, y, en 
caso de ser entidades de la Fun-
ción Ejecutiva, la SENRES califi-
cará los procedimientos utilizados 
por la respectiva Unidad para la 
celebración de este tipo de contra-
tos. 
 
Se prohíbe su contratación para 
cumplir actividades permanentes 
que se deriven de la funcionalidad 
de las unidades o procesos organi-
zacionales o para la ejecución de 
actividades en calidad de directo-
res o titulares de unidades, áreas o 
procesos que orgánica y presu-
puestariamente deben disponer de 
puestos fijos. 
 
El plazo máximo de duración del 
contrato de servicios ocasionales 
será el correspondiente al del 
tiempo restante del ejercicio fiscal 
en curso, no podrá ser renovado 

durante el siguiente ejercicio fiscal, 
excepto en aquellos que por la na-
turaleza del trabajo, determinada 
en el informe técnico favorable de 
la Unidad de Administración de 
Recursos Humanos de cada insti-
tución, requiera un tiempo mayor 
al señalados sin que por esta cir-
cunstancia se entienda que es una 
actividad permanente que otorgue 
estabilidad al servidor. 
 
Contendrá básicamente: lugar y 
fecha de celebración, compare-
cientes, antecedentes, objeto del 
contrato, descripción de las activi-
dades a cumplir y la especificación 
de los productos a entregar, la re-
muneración pactada con sujeción 
a los niveles de la escala de remu-
neraciones unificadas de los servi-
dores permanentes; certificación 
de disponibilidad y partida presu-
puestaria correspondiente; y, el 
dictamen favorable emitido por la 
Unidad de Administración de Re-
cursos Humanos. 
 
Terminará por: cumplimiento del 
plazo, mutuo acuerdo de las par-
tes, renuncia voluntaria presenta-
da, incapacidad absoluta y perma-
nente del servidor, pérdida de los 
derechos de ciudadanía del servi-
dor contratado, declarada judi-
cialmente en providencia ejecuto-
riada, destitución del servidor, 
muerte del servidor y en caso de 
que el contratado no se presentare 
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al puesto de trabajo en el término 
de veinte y cuatro horas de la ins-
cripción del contrato. 
 
El personal que labora en el servi-
cio civil bajo el régimen de presta-
ción de servicios ocasionales por 
contrato, tendrán derecho a todos 
los beneficios económicos con-
templados para el servicio civil en 
general, inclusive vacaciones, con 
excepción de que no se le conce-
derá las licencias y comisiones de 
servicio, con o sin remuneración, 
previstas para los servidores 
públicos (Ley de Servicio Civil y Ca-
rrera Administrativa: Arts. 19; 25 Lit. g; 

64 // Reglamento a la Ley de Servicio 

Civil y Carrera Administrativa: Arts. 

15; 20-22 // Resolución SENRES-2005-

00014162). 

 
TR: Concurso de merecimientos y 
oposición; Contrato administrativo; 
Estabilidad del servidor público; Ley 
de Servicios Personales por Contra-
to; Servicio público; Servidor públi-
co. 

 
 
Convenio de Mancomunidad 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “con-
venio de mancomunidad”. 

                                                           
62
  Resolución SENRES-2005-000141 (RO 187: 

13-ene-2006), por la cual se emiten las Normas 
Técnicas del Subsistema de Planificación de 
Recursos Humanos. 

CEP: Es el convenio celebrado 
por el Presidente de la República y 
ministros de Estado competentes, 
con dos o más entidades del régi-
men seccional autónomo, con el 
objeto de establecer la gestión 
común de programas, proyectos, 
servicios u obras públicas a ejecu-
tarse, en forma conjunta, en la o 
las respectivas circunscripciones 
territoriales de los organismos del 
régimen seccional autónomo. 
 
Para la suscripción de estos con-
venios, se requerirá la deliberación 
previa entre los organismos invo-
lucrados, considerando las resolu-
ciones motivadas de cada uno de 
ellos, con precisión del objeto, 
plazo, resolución, recursos finan-
cieros y más condiciones, y en-
trará en vigencia inmediatamente 
luego de su suscripción. 
 
Para el impulso de los convenios 
de mancomunidad, consolidación 
de los procesos derivados de él, y 
la atención y resolución de recla-
mos y controversias que surgieren 
en razón de su vigencia, la Comi-
sión Nacional de Competencia 
será competente, así como para 
las sanciones respectivas en caso 
de incumplimientos o faltas. 
 
Los convenios de mancomunidad 
también son previstos en la legis-
lación ecuatoriana para el caso de 
que la prestación de un servicio 
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público atribuido a las municipali-
dades abarquen varios cantones 
(Ley Especial de Descentralización del 

Estado y de Participación Social: Art. 

14 // Reglamento a la ley Especial de 

Descentralización del Estado y Partici-

pación Social: Arts. 14; 28 // Ley de 

Régimen Municipal: Art. 179). 

 

TR: Empresa municipal; Ley Espe-
cial de Descentralización del Estado 
y Participación Social; Servicio 
público. 

 
 
Convocatoria 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Con-
vocatoria”. 
 
CEP: Acto administrativo forma-
lizado en un documento precon-
tractual, por el cual la Administra-
ción pública manifiesta su volun-
tad de contratar la ejecución de 
obras, adquisición de bienes o 
prestación de servicios. 
 
Con este acto, generador de efec-
tos jurídicos, se inicia el procedi-
miento precontractual y consiste 
en el llamamiento que realiza la 
entidad, institución u organismo 
público, interesado en la contrata-
ción, o invitación a todas las per-
sonas, también interesadas en pre-
sentarse como postulantes u ofe-
rentes. 

La convocatoria contendrá: el ob-
jeto de la contratación, forma de 
pago, indicación del lugar en que 
deben retirarse los documentos 
precontractuales y entregarse las 
propuestas y derechos de inscrip-
ción, el día y hora hasta los cuales 
se recibirán las ofertas y el seña-
lamiento de la fecha de la apertura 
del sobre único. 
 
La convocatoria, suscrita por el 
Presidente del Comité de Contra-
taciones, se podrá llevar a efecto 
de las siguientes formas: 
 
- Publicación en la prensa, por 
tres días consecutivos en dos pe-
riódicos de mayor circulación na-
cional, editados en dos ciudades 
diferentes, y de ser necesario, 
cuando convenga a los intereses 
nacionales e institucionales, podrá 
publicarse en medios de comuni-
cación del exterior. 
 
- Publicación electrónica, a través 
del sitio Web habilitado por la 
Comisión de Control Cívico de la 
Corrupción para el efecto, Contra-
tanet, por propia decisión de la 
institución del Estado que convo-
ca. 
 
- Invitación directa a los provee-
dores de bienes y contratistas de 
bienes y servicios de la institución, 
mediante carta escrita a todas las 
personas y empresas que pudieran 



CORPORACIÓN DE ESTUDIOS Y PUBLICACIONES 
 

68

tener interés en la contratación 
(Ley de Contratación Pública: Arts. 16; 

17 // Reglamento de la Ley de Contrata-

ción Pública: Arts. 28; 28.1; 58). 

 
 
 
 
 

TR: Comité de Contrataciones; 
Concurso privado de ofertas; Con-
curso público de ofertas; Contrata-
ción Pública; Contratanet; Docu-
mentos precontractuales; Licitación; 
Procedimientos precontractuales. 

 
 



 

D 
 
Declaratoria de Utilidad Públi-
ca 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “decla-
ratoria de utilidad pública”. 
 
CEP: Acto administrativo que se 
emite mediante resolución como 
requisito previo para la adquisi-
ción de un bien inmueble por par-
te de un organismo o entidad del 
sector público, excepto cuando la 
transferencia de dominio se efect-
úe entre entidades del sector 
público. 
 
La resolución que declare el in-
mueble como de utilidad pública 
deberá, además, justificar la nece-
sidad de la declaratoria y enunciar 
el destino que se dará al inmueble; 
una descripción detallada de sus 
linderos, superficie, dimensiones y 
ubicación, así como la identifica-
ción de sus actuales propietarios y 
el número de la partida presupues-
taria a la cual se aplicará el egreso; 
y en caso de ser inmuebles sujetos 
al Régimen de Propiedad Hori-
zontal, determinará la alícuota que 
les corresponda de los bienes co-

munes. La declaratoria de utili-
dad pública puede ser revocada 
por la misma autoridad que la 
declaró, mediante una nueva reso-
lución debidamente fundamenta-
da. 
 
A más de la resolución de la 
máxima autoridad de la respectiva 
entidad u organismo del sector 
público o de la aprobación del 
Ministro en caso de tratarse de en-
tidades adscritas a ministerios de 
Estado, se requiere para la decla-
ratoria de utilidad pública: el aval-
úo practicado por la respectiva 
dependencia de Avalúos y Catas-
tros; certificado que acredite la 
existencia suficiente de fondos pa-
ra pagar el precio del inmueble, 
con la determinación del número 
de la partida presupuestaria a la 
cual se aplicará el egreso, expedi-
do por e1 correspondiente fun-
cionario de la entidad; informe 
técnico que justifique que con el 
inmueble adquirirse se satisfará el 
propósito de destino; certificado 
actualizado, conferido por el res-
pectivo Registrador de la Propie-
dad, en el que conste la ubicación 
del inmueble, la titularidad del 

D 



CORPORACIÓN DE ESTUDIOS Y PUBLICACIONES 
 

70

dominio y sus limitaciones, las 
prohibiciones de enajenar, servi-
dumbres, gravámenes e historia 
del dominio por quince años; e in-
forme de la asesoría jurídica de la 
entidad u organismo sobre el 
cumplimiento de los requisitos le-
gales. 

 

En el ámbito municipal, el Conce-
jo Municipal tiene el deber y atri-
bución de realizar la declaratoria 
de utilidad pública, sin la interven-
ción de organismo alguno del go-
bierno central, en base a los pla-
nes de desarrollo físico cantonal y 
reguladores del desarrollo urbano 
y en general, respecto de los bie-
nes a ser expropiados para desti-
narlos a obras y servicios públicos  
 

(Ley de Contratación Pública: Art. 36 // 

Reglamento de la Ley de Contratación 

Pública: Arts. 41; 42; 45; 52 // Ley 

Orgánica de Régimen Municipal: Arts. 

63 Num. 11; 147 Lit. d; 239). 

 

TR: Bien afectado al servicio públi-
co; DINAC; Documentos precon-
tractuales. 

 

 

Decreto Ejecutivo 
 

No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “de-
creto ejecutivo”. 

Roberto DROMI63 menciona que 
los decretos “son los actos de po-
der por los cuales se expresa la vo-
luntad del Poder Ejecutivo dentro 
del orden jurídico. Es la forma de 
exteriorización jurídica que asu-
men los actos del presidente. Por 
los efectos jurídicos que produzca 
puede tener forma de acto admi-
nistrativo (efectos individuales, di-
rectos e inmediatos), o reglamento 
administrativo (efectos genera-
les)”. 
 
CEP: Acto normativo del Poder 
Ejecutivo, de carácter esencial-
mente administrativo, que expide 
el Presidente de la República en 
ejercicio de sus funciones consti-
tucionales o legales dentro del giro 
habitual o normal de su función 
administrativa, que pueden tener 
efectos individuales o generales, 
estos últimos en relación con la 
potestad reglamentaria del Presi-
dente y que se emiten para posibi-
litar la aplicación o ejecución de la 
ley; sin embargo, también se dic-
tan en forma independiente de si 
existe o no una ley previa –praeter 
legem–, regulación ex novo que 
nunca puede, dentro de lo ideal, 
estar en contradicción de una ley 
existente, y mantiene su vigencia 
mientras no se dicte una norma de 
mayor jerarquía, como la ley que 
le sustituya expresa o tácitamente. 

                                                           
63
  DROMI, Roberto, op. cit., p. 293. 
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TR: Acto normativo; Potestad re-
glamentaria. 

 
 
Delegación 

 
La Ley de Modernización del Es-
tado (Art. 6) menciona que “el Es-
tado podrá delegar a empresas 
mixtas o privadas la prestación de 
servicios públicos y la exploración 
y explotación de recursos natura-
les no renovables de su propiedad. 
Esta delegación se hará por cua-
lesquiera de los medios estableci-
dos en la Constitución garantizan-
do que, si se tratare de servicios 
públicos, éstos respondan a prin-
cipios de eficiencia, responsabili-
dad, universalidad, accesibilidad, 
continuidad y calidad, con especial 
énfasis en la determinación equita-
tiva de precios y tarifas; y si se tra-
tare de la exploración y explota-
ción de recursos, se realice en 
función de los intereses naciona-
les”. 
 
CEP: Contrato administrativo por 
el cual la Administración Pública, 
dentro de los procesos de moder-
nización del Estado, otorga, total 
o parcialmente, a las empresas 
mixtas o privadas la prestación de 
servicios públicos, tales como: 
agua potable, riego, saneamiento, 
fuerza eléctrica, telecomunicacio-
nes, vialidad, facilidades portua-
rias, aeroportuarias y ferroviarias, 

servicio postal u otras de naturale-
za similar; así mismo, podrá dele-
gar la exploración y explotación 
de recursos naturales no renova-
bles de su propiedad inalienable e 
imprescriptible. 

 

La participación de las empresas 
mixtas o privadas, por delegación, 
se hará mediante concesión, aso-
ciación, capitalización, traspaso de 
la propiedad accionaria o cual-
quier otra forma contractual. 

 

Contendrán las cláusulas necesa-
rias para asegurar que los servicios 
públicos a prestarse atiendan los 
intereses de los usuarios y la pre-
servación del ambiente; pero el 
Estado no garantizará la rentabili-
dad del negocio a las empresas 
mixtas o privadas a quienes se de-
lega, ni establecerá tratamientos 
tributarios especiales o diferentes 
a los que rijan al momento de la 
celebración del contrato. El con-
trato no será susceptible de modi-
ficaciones unilaterales en las con-
diciones contractuales que se haya 
acordado entre las partes, ni por 
ley ni por cualquier otra disposi-
ción de carácter general posterio-
res a su celebración (Ley de Moder-

nización del Estado: Arts. 41; 42; 46 // 

Reglamento de la Ley de Modernización 

del Estado: Arts. 1; 67). 
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TR: Competencia administrativa; 
Concesión; Contrato administrativo; 
Descentralización administrativa; 
Desconcentración administrativa; 
Desmonopolización de servicios 
públicos; Modernización del Estado; 
Participación social; Privatización de 
servicios públicos; Racionalización 
administrativa. 

 
 
Derecho Administrativo 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “dere-
cho administrativo”. 
 
Diego YOUNES MORENO64 
define al Derecho Administrativo 
como “la rama del derecho públi-
co concerniente a la Administra-
ción; en otras palabras, es el con-
junto de reglas jurídicas aplicables 
a la Administración Pública”. 
 
Por su parte, desde otro punto de 
vista, para Libardo RODRÍ-
GUEZ65 el Derecho Administra-
tivo “comprende el estudio de los 
principios que rigen la organiza-
ción y funcionamiento de la ad-
ministración, incluyendo las no-
ciones básicas relativas a la juris-
dicción administrativa y al proce-
dimiento contencioso administra-
tivo”. Posteriormente, el mismo 
autor define al derecho adminis-

                                                           
64
  YOUNES MORENO, Diego, op. cit., p. 3. 

65
  RODRÍGUEZ, Libardo, op. cit., pp. 4, 21. 

trativo como “el conjunto de 
principios y reglas jurídicas que ri-
gen la actividad administrativa de 
las entidades públicas y de las per-
sonas privadas que participan en 
esa actividad o que son afectadas 
por ella”. 
 
Para Jorge ZAVALA EGAS66, 
quien luego de discurrir acerca de 
las diferentes posturas y corrientes 
que afectaron la comprensión del 
Derecho Administrativo, propone 
una definición: “conjunto de prin-
cipios y reglas de Derecho público 
interno que regulan la actividad de 
las administraciones públicas o de 
sus delegatarios, entendiendo por 
estos a los sujetos-poderes públi-
cos (criterio subjetivo) que des-
arrollan funciones administrativas 
(criterio funcional u objetivo) para 
satisfacer necesidades públicas, 
desarrollando servicios públicos o 
atendiendo intereses públicos o 
asuntos de mera utilidad pública 
(criterio teleológicos o finalista)”. 
 
CEP: Rama del Derecho Público 
interno, compuesto por normas 
jurídicas que regulan la actividad 
administrativa del Poder Ejecutivo 
y la actividad materialmente ad-
ministrativa de todas las institu-
ciones del Estado, entidades y or-
ganismos del sector público; esta-
blece la organización administrati-

                                                           
66
  ZAVALA EGAS, Jorge, Derecho Administrativo, 

Editorial EDINO, Guayaquil, 2005, t. I, p. 47. 
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va de la estructura pública, a la vez 
que otorga los medios sustantivos 
y adjetivos necesarios para mante-
ner un equilibrio en las relaciones 
jurídicas entre Administración 
Pública y administrado y proteger 
sus derechos. 

 

Consta como uno de sus objetivos 
el arbitrar los cauces jurídicos ne-
cesarios para la defensa de dere-
chos colectivos, asegurando la rea-
lización del interés social o públi-
co y el manejo adecuado de la 
Administración Pública como 
medio para alcanzar los fines del 
Estado de servicio a la comuni-
dad. 

 

Se caracteriza por ser un derecho 
común a todas las actividades y 
aplicable en todas las materias; 
autónomo, aunque se deriva del 
derecho público, paralelo al dere-
cho privado, pero que le excede 
en tanto es exorbitante por mane-
jarse en un plano donde no hay 
igualdad entre las partes. 

 

TR: Acto administrativo; Adminis-
tración Pública; Administración 
Pública Central; Administración 
Pública Institucional; Competencia 
administrativa; Contrato administra-
tivo; Derecho Público; Hecho ad-
ministrativo; Procedimiento admi-
nistrativo; Reclamo administrativo; 
Recurso administrativo. 

Derecho de Acceso a la Infor-
mación 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “dere-
cho de acceso a la información”. 
 
CEP: Derecho garantizado por el 
Estado y obligatoriamente pro-
mocionado por todas las institu-
ciones del Estado, que en forma 
elemental consiste en la prerroga-
tiva que tienen todas las personas 
para solicitar y acceder a datos, re-
gistros y todo tipo de información 
en poder de las entidades públicas 
y empresas privadas que utilicen 
fondos públicos y/o cumplan 
funciones de autoridad; derecho 
subsidiario o derivado del derecho 
a la información que se constituye, 
en forma general, en el derecho a 
leer, escuchar y acceder a archivos 
y documentos públicos; a infor-
mar y ser informado. 
 
El derecho de acceso a la infor-
mación pública se fundamenta en 
que la información pública perte-
nece a los ciudadanos y ciudada-
nas; que su acceso, por regla gene-
ral, es gratuito, a excepción de los 
costos de reproducción; que el Es-
tado garantiza el derecho a acce-
der a fuentes de información, bus-
car, recibir, conocer y difundir ob-
jetiva, veraz, plural, oportuna y sin 
censura previa, de los aconteci-
miento de interés general; que no 
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existe reserva sobre informaciones 
que reposan en archivos públicos, 
con excepción de documentos 
que han sido reservados por razón 
de defensa nacional u otras causas 
legales; y, que el ejercicio de la 
función pública se somete al prin-
cipio de transparencia, apertura y 
publicidad de sus actuaciones. 
 
Por ello habría que entenderse 
que es pública toda la información 
que emane o que esté en poder de 
las instituciones, organismos y en-
tidades, personas jurídicas de de-
recho público o privado en que 
tenga participación el Estado o se-
an concesionarios de éste, en 
cualquiera de sus modalidades, las 
organizaciones de trabajadores y 
servidores de las instituciones del 
Estado, instituciones de educación 
superior que perciban rentas del 
Estado, las denominadas organi-
zaciones no gubernamentales 
(ONG's), salvo excepciones lega-
les o que se establezca como in-
formación confidencial. 
 
Tiene como objeto primordial o 
bien jurídico protegido, el derecho 
de las personas a mejorar su cali-
dad de vida, que de acuerdo con 
nuestra norma constitucional se 
detalla en el derecho a disponer de 
bienes y servicios, públicos y pri-
vados, de óptima calidad; a elegir-
los con libertad, así como a recibir 
información adecuada y veraz so-

bre su contenido y características; 
sin embargo, va más allá, y se 
adentra a las esferas propias de las 
decisiones estatales y guberna-
mentales, inclusive, tanto en for-
ma directa o indirecta, de ahí, que 
involucre derecho directos que 
tienen relación con los actos 
públicos que beneficien directa-
mente al titular, como aquellos in-
directos o difusos que tienden a 
optimizar la convivencia democrá-
tica y las relaciones entre los acto-
res sociales, políticos y económi-
cos, en suma entre el Estado y la 
sociedad, llegando al punto de 
permitir la fiscalización de la Ad-
ministración y los recursos públi-
cos. 

 

De ahí que el derecho de acceso a 
la información pública se convier-
ta en el requisito indispensable pa-
ra poder ejercer otros derechos 
garantizados por el Estado y cons-
titucionalmente tutelados, por 
ejemplo, el ejercicio del derecho al 
voto no puede estar totalmente 
garantizado si la ciudadanía en ge-
neral no puede tener acceso a la 
información veraz y objetiva que 
sobre los candidatos y sus pro-
puestas existan en arcas de la enti-
dad electoral competente; de igual 
forma, el ejercicio del derecho de 
acceso a la información pública 
requiere del complemento necesa-
rio de contar con otros derechos, 
como contar con entidades públi-
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cas eficientes, ágiles, transparen-
tes, que rinda cuentas de sus ac-
tos, y sobre todo, depende mucho 
del derecho a que se descubran o 
puedan ver las acciones de las en-
tidades públicas. 
 
Son sujetos de este derecho, por 
un lado el activo, que es el titular 
del derecho de acceso a la infor-
mación pública, es decir, cualquier 
persona, conforme lo menciona-
mos; mientras que el sujeto pasivo 
es quien tiene a su cargo el deber 
de proporcionar la información 
solicitada. 
 
La Defensoría del Pueblo, sin per-
juicio de las obligaciones de las 
entidades públicas, será la encar-
gada de velar y garantizar, promo-
cionar y vigilar el correcto ejerci-
cio de este derecho de acceso a la 
información pública y cumpli-
miento de las entidades públicas y 
privadas obligadas a proporcionar 
dicha información. 
 
Se  diferencia del  derecho de 
hábeas data, en tanto en éste el ti-
tular es aquella persona de quien 
se tenga alguna información, y 
sólo puede hacer consulta de esos 
datos que se tenga sobre esa per-
sona, mientras que por el derecho 
de acceso a la información, cual-
quier persona puede ejercer esta 
prerrogativa, sobre cualquier tipo 
de información que haya sido ca-

talogada de pública o que conste 
en registros públicos (Constitución 
Política: Art. 81 // Ley Orgánica de 

Transparencia y Acceso a la Informa-

ción Pública: Arts. 1-6 // Reglamento a 

la Ley Orgánica de Transparencia y Ac-

ceso a la Información Pública: Arts. 1-

10). 

 
TR: Información confidencial; In-
formación pública; Información re-
servada; Recurso de acceso a la in-
formación. 

 
Derecho de Petición 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “dere-
cho de petición”. 
 
CEP: Constitucionalmente, el Es-
tado reconocerá y garantizará a 
todas las personas, entre otros, el 
derecho de petición, que siendo 
un derecho subjetivo, consiste en 
la facultad o prerrogativa que tie-
nen las personas a dirigir quejas y 
peticiones a las autoridades, solici-
tar, reclamar, recurrir, o instar a la 
autoridad a un pronunciamiento 
de carácter jurídico, en forma ver-
bal o escrita, y como consecuencia 
de este derecho, a recibir la aten-
ción o las respuestas pertinentes, 
en el plazo adecuado, pero en 
ningún caso en nombre del pue-
blo. 
 
La garantía de cumplimiento de 
este derecho de petición, está dada 
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por el mandato legal de que todo 
reclamo, solicitud o pedido dirigi-
do a una autoridad pública, como 
obligación para ésta, debe ser re-
suelto oportuna y expresamente, 
ajustado a derecho, dentro del 
trámite al que se debe dar curso, a 
lo que se ha llamado el derecho a 
recibir debida atención y respues-
ta, lo que no involucra que deba 
siempre ser una respuesta favora-
ble. 
 
Por ello, en condiciones generales 
se ha establecido que toda peti-
ción deba ser resuelta en un 
término legal y previamente esta-
blecido, contados a partir de la fe-
cha de presentación, de ahí que se 
deja a cada ley, para cada trámite o 
asunto, el establecer el tiempo ne-
cesario para su resolución, pues en 
su defecto, en caso de que no sea 
resuelto en ese tiempo, operará el 
silencio administrativo, con las 
consecuencias legales para el efec-
to; sin embargo, el efecto jurídico 
consiste en que una vez ejercido 
este derecho de petición, deba ser 
resuelto no al arbitrio de la autori-
dad sino con las condiciones exi-
gidas legalmente, tales como la 
debida motivación, en forma legí-
tima y ser conforme a ley. 
 
No obstante, al parecer esta ga-
rantía una amplísima facultad a 
favor del administrado, hay que 
tener en cuenta que éste también 

debe cumplir con ciertas exigen-
cias legales, tales como el cumpli-
miento de determinados requisi-
tos, el dirigir la petición a la auto-
ridad competente, la debida fun-
damentación del pedido, tanto en 
hechos como en derecho, y sobre 
todo el interés legítimo para ejer-
cer el derecho, como básicos, y 
otros que apelan al decoro y bue-
nas costumbres sociales como el 
respeto necesario a la autoridad 
establecida (Constitución Política: 

Art. 23 Num. 15 // Ley de Moderniza-

ción del Estado: Art. 28). 

 
TR: Derecho subjetivo; Silencio 
administrativo; Solicitud. 

 
 

Derecho Público 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “dere-
cho público”. 
 
Para el Dr. Efraín PÉREZ CA-
MACHO67 el derecho público 
“comprende las normas que regu-
lan las relaciones dentro del Esta-
do, entre el Estado y las entidades 
públicas, de las entidades públicas 
entre sí y en fin, entre el Estado y 
los particulares”. 

                                                           
67
  PÉREZ CAMACHO, Efraín, op. cit., p. 36. 
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Joaquín ESCRICHE68 define el 
Derecho Público como “el que se 
compone de las leyes establecidas 
para la utilidad común de los pue-
blos considerados como cuerpos 
políticos; a diferencia del derecho 
privado, que tiene por objeto la 
utilidad de cada persona conside-
rada en particular e independien-
temente del cuerpo social”. 
 
CEP: División del Derecho, en 
contraposición con el Derecho 
privado, que comprende las nor-
mas que regulan por un lado los 
intereses, bienes y recursos públi-
cos –la cosa pública–, y por otro, 
todas las relaciones humanas, jurí-
dicas y sociales en las que entran 
como partes los particulares –
personas naturales o jurídicas– y el 
Estado; involucra, además, las re-
laciones dentro del Estado, entre 
éste y las demás entidades, institu-
ciones y organismos públicos y las 
relaciones entre ellas; persiguiendo 
con ello la utilidad común, el be-
neficio público y social, dentro de 
un marco de subordinación del 
particular hacia el Estado, a dife-
rencia de la relación que se marca 
en el plano de igualdad en base al 
derecho privado, puesto que las 
normas dadas, las reglas estableci-
das para la regulación de dichas 
relaciones, no son susceptibles de 

                                                           
68
  ESCRICHE, Joaquín, Diccionario Razonado de 

Legislación y Jurisprudencia, Fondo de Cultura 
Ecuatoriana, 1985, t. 2, p. 669. 

ser modificadas a voluntad de las 
partes, ni siquiera con el adveni-
miento de la función administrati-
va, salvo que se encuentre faculta-
da para ello. 
 
TR: Derecho Administrativo. 

 
 

Derecho Subjetivo 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “dere-
cho subjetivo”. 
 
En términos generales el Diccio-
nario Ruy Díaz de Ciencias Jurídi-
cas y Sociales69 define a los Dere-
chos Subjetivos como las “facul-
tades reconocidas por el ordena-
miento jurídico a las personas para 
poder exigir del resto el cumpli-
miento de una conducta con fines 
a satisfacer un interés de carácter 
lícito”. 
 
Desde un punto de vista filosófi-
co, tal como lo expresa Roberto 
DROMI70, “estos derechos pre-
existen. Antes de ser propietario, 
soy un ser humano; antes de tener 
derecho a la industria y al comer-
cio, tengo derecho a la vida y a la 
no discriminación. Las libertades 
individuales son técnicamente de-
rechos subjetivos. 

                                                           
69
  Diccionario Ruy Díaz de Ciencias Jurídicas y Sociales 

(CD), op. cit. 
70
  DROMI, Roberto, op. cit., p. 134. 
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El reconocimiento y la consecuen-
te protección que hace el Estado 
de determinados derechos funda-
dos en la dignidad y la libertad del 
hombre dan nacimiento a la cate-
goría jurídica de derechos subjeti-
vos, como facultad excluyente de 
un individuo reflejada en el deber 
del otro [...]. 

 

Los derechos subjetivos no pue-
den existir al margen del Estado; 
para que un derecho sea jurídica-
mente exigible, requiere de su re-
conocimiento estatal. [...] La mi-
sión del derecho objetivo, es en-
tonces, reconocer y proteger esos 
derechos subjetivos y otorgarles 
garantías sustantivas como debe-
res del Estado”. 

 

CEP: Facultad o conjunto de ellas 
o prerrogativas, nacidas del dere-
cho natural o positivo, que tiene 
toda persona y que le posibilita 
hacer o no hacer algo, de exigir o 
no exigir algo a alguien, de hacer 
valer sus propios derechos, de li-
mitar los derechos ajenos, de po-
seer algo, de impeler o impedir a 
otro hacer algo, para la satisfac-
ción de sus propios intereses y 
que han merecido tutela legal; in-
volucra por tanto la posibilidad de 
realizar libremente las acciones 
que el derecho le garantiza, así 
como a disponer de sus propios 
derechos, adoptando decisiones 

sobre su ejercicio, conservación, 
modificación o extinción. 

 

Básicamente, los derechos subjeti-
vos se dividen en absolutos y rela-
tivos, los primeros son los que se 
ejercitan frente a todos los demás, 
mientras que los relativos son 
aquellos que pueden ser ejercidos 
sólo respecto de otros que asu-
mieron un compromiso, legal o 
contractual, de dar, hacer o no 
hacer una cosa; sin embargo, el 
ejercicio del derecho subjetivo es 
limitado, pues devela siempre en 
contrapartida una obligación y el 
respeto al derecho ajeno, limitan-
do el abuso del propio derecho. 

 

Por otro lado, existen los dere-
chos subjetivos de libertad, los de 
pretensión y los de modificación. 
Los primeros por los que se per-
mite actuar libremente al titular 
del derecho en los ámbitos de la 
vida humana; los segundos que 
hacen referencia a la posibilidad 
de exigir a otro que realice un 
comportamiento o prestación, de-
ntro de este último entra el dere-
cho de petición, por ejemplo; y los 
terceros, de modificación, están 
determinados por la facultad de 
adoptar decisiones sobre la exis-
tencia de situaciones, relaciones, 
derechos o deberes jurídicos, ya 
para lograr su nacimiento, ya para 
modificarlos o extinguirlos. 
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Con todo ello, debe mencionarse 
que el derecho subjetivo exige: 
que haya un sujeto pasivo con una 
obligación jurídica frente al sujeto 
activo o titular del derecho subje-
tivo, que esa obligación genere sa-
tisfacción a ciertos intereses indi-
viduales y que efectiva y legítima-
mente se ejerza la titularidad del 
derecho subjetivo. 

 

TR: Derecho de petición; Informa-
ción confidencial; Interés legítimo; 
Recurso contencioso administrativo 
subjetivo. 

 

 

Descentralización Administra-
tiva 

 

El Reglamento a la Ley de Mo-
dernización (Art. 31) dispone que 
la descentralización administrativa 
“es el proceso mediante el cual 
una entidad u organismo del Go-
bierno Central transfiere atribu-
ciones, facultades u obligaciones 
de que gozaba a favor de otra en-
tidad que es descentralizada ya sea 
territorialmente o funcionalmente. 
La descentralización comprende 
también la creación de nuevas en-
tidades para que ejerzan en el 
ámbito regional o provincial o de 
manera especializada funciones 
originalmente atribuidas al Go-
bierno Central”. 

La Ley Especial de Descentraliza-
ción del Estado y de Participación 
Social (Art. 3 Inc. 1) menciona 
que la descentralización “consiste 
en la transferencia definitiva de 
funciones, atribuciones, responsa-
bilidades y recursos, especialmente 
financieros, materiales y tecnoló-
gicos de origen nacional y extran-
jero, de que son titulares las enti-
dades de la Función Ejecutiva 
hacia los gobiernos seccionales 
autónomos a efectos de distribuir 
los recursos y los servicios de 
acuerdo con las necesidades de las 
respectivas circunscripciones terri-
toriales”. 
 
Roberto DROMI71 menciona que 
“Se opera la descentralización 
cuando el ordenamiento jurídico 
confiere  atribuciones o compe-
tencias  públicas  en  forma  regu-
lar y permanente  a  entidades  do-
tadas de  personalidad jurídica, 
que actúan en nombre propio y 
por cuenta propia, bajo el control 
del Poder Ejecutivo, por ejemplo, 
las Universidades Nacionales”. 
 
Melva LOZANO VÉLIZ72 expli-
ca que “es la transferencia a diver-
sas corporaciones o personas de 
una parte de la autoridad que an-
tes ejercía el Gobierno Supremo 
del Estado […] La descentraliza-

                                                           
71
  Ibídem, p. 272. 

72
  LOZANO VÉLIZ, Melva, Autonomías o descen-

tralización, www.uees.edu.ec. 
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ción tiene una naturaleza y fun-
damento propios que es la de ga-
rantizar la independencia local, en 
cada grupo hace participar a los 
mejores y más aptos en el manejo 
y ejercicio de funciones”. 
 
CEP: Proceso de administración o 
de organización administrativa. 
Forma jurídica que consiste en el 
fraccionamiento de las competen-
cias del Gobierno y la transferen-
cia de ellas a los órganos o entida-
des de derecho público, secciona-
les, dotadas de personalidad jurí-
dica propia, especializados y con 
poder de decisión autónomo y 
quienes mantienen no una rela-
ción de dependencia como subor-
dinada de la central, sino una vin-
culación orgánica y administrativa. 
En términos generales, consiste en 
entregar y confiar, de manera de-
finitiva, la realización de determi-
nadas funciones que desempeñan 
los órganos de la Administración 
Pública Central a favor de órganos 
o entidades de la Administración 
Pública Institucional o del Régi-
men Seccional Autónomo, sea que 
los cree mediante ley para el efec-
to o ya creados y a quienes se les 
atribuye las competencias a des-
centralizarse. 
 
Constitucionalmente la descentra-
lización forma parte de las obliga-
ciones políticas del Estado, en la 
cual se la plantea en forma planifi-

cada y en relación a ciertas com-
petencias, con excepción de las 
atribuidas a la defensa y seguridad 
nacional, la dirección política del 
exterior y las relaciones interna-
cionales, las relacionadas con la 
política económica y tributaria del 
Estado, aquellas sobre el endeu-
damiento externo y las excluidas 
por convenios internacionales. 

 

Los procesos de descentralización 
se deben fundamentar en los prin-
cipios de autonomía, progresivi-
dad, eficiencia, agilidad, copartici-
pación en la gestión pública y so-
lidaridad social (Constitución Políti-
ca: Arts. 225; 226; Disposición transi-

toria trigésima segunda // Ley de Mo-

dernización del Estado: Arts. 1 Lit. b; 5 

Lit. b // Reglamento a la Ley de Moder-

nización del Estado: Arts. 1 Lit. a; 31; 

33 // Ley Especial de Descentralización 

del Estado y de Participación Social: 

Arts. 3 Inc.1; 4; 5 // Estatuto del Régi-

men Jurídico Administrativo de la Fun-

ción Ejecutiva: Art. 51). 

 

TR: Administración Pública; Admi-
nistración Pública Central; Adminis-
tración Pública Institucional; Autar-
quía; Autonomía; Competencia ad-
ministrativa; Delegación; Descon-
centración administrativa; Desmo-
nopolización de servicios públicos; 
Ley Especial de Descentralización 
del Estado y Participación  Social; 
Modernización del Estado. 
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Desconcentración Administra-

tiva 

 

El Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Eje-
cutiva (Art. 54), dispone: “La titu-
laridad y el ejercicio de las compe-
tencias atribuidas a los órganos 
administrativos podrán ser des-
concentradas en otros jerárquica-
mente dependientes de aquellos, 
cuyo efecto será el traslado de la 
competencia al órgano desconcen-
trado. La desconcentración se 
hará por Decreto Ejecutivo o 
Acuerdo Ministerial”. 

 

Por su parte el Reglamento a la 
Ley de Modernización del Estado 
(Art. 34) enuncia: “La desconcen-
tración administrativa es el proce-
so mediante el cual las instancias 
superiores de un ente u organismo 
público transfieren el ejercicio de 
una o más de sus facultades a 
otras instancias que forman parte 
del mismo ente u organismo, para 
lo cual deberán solicitar al Minis-
tro de Economía y Finanzas, de-
termine y apruebe los mecanismos 
y procedimientos necesarios para 
la desconcentración económica 
conforme con los principios con-
tenidos en la Ley de Presupuestos 
del Sector Público”. 

Por su parte, Libardo RODRÍ-
GUEZ73, citando la legislación co-
lombiana, indica que “es la radica-
ción de competencias y funciones 
en dependencias ubicadas fuera de 
la sede principal del organismo o 
entidad administrativa, sin perjui-
cio de las potestades y deberes de 
orientación e instrucción que co-
rresponde ejercer a los jefes supe-
riores de la Administración. Es 
decir, que a pesar de que las fun-
ciones continúan monopolizadas 
por las entidades centrales, algu-
nas de esas funciones son desem-
peñadas por agentes de aquellas, 
que se desplazan físicamente a las 
diversas partes del territorio, dada 
la imposibilidad o inconveniencia 
de ejercerlas desde la capital. [...]. 
Es decir que, en definitiva, la des-
concentración es apenas un 
fenómeno de limitación a la exce-
siva centralización, pero que se 
ubica todavía dentro de esta últi-
ma, pues el Estado continúa mo-
nopolizando el ejercicio de las 
funciones. Podría decirse que es 
una centralización atenuada”. 
 
CEP: Proceso jurídico-
administrativo de organización y 
modernización administrativa que 
permite a la autoridad en sus ins-
tancias superiores entregar en sus 
funcionarios u órganos subalter-
nos o subordinados propios o de 

                                                           
73

  RODRÍGUEZ, Libardo, op. cit., p. 52. 
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menor categoría en la estructura 
administrativa, las responsabilida-
des del ejercicio de una o varias 
funciones a él encomendadas o de 
su competencia, excepto las que 
por disposición legal debe ejercer 
personalmente; prestar servicios o 
desarrollar acciones en distintas 
regiones –no en la sede de la de-
pendencia principal o superior–; y, 
transferir los recursos presupues-
tarios y apoyos administrativos 
necesarios para el desempeño de 
tales responsabilidades, sin que se 
pierda la relación de autoridad que 
lo supedita a un órgano central, y 
quien mantiene el control jerár-
quico sobre la actividad descon-
centrada. Este proceso no requie-
re de la creación de un órgano u 
organismo nuevo, pues se ejerce a 
nombre de la entidad desconcen-
trada por autorización legal que 
faculta este procedimiento. 

 

La desconcentración administrati-
va nace como solución a los pro-
blemas de congestionamiento en 
una dependencia de gobierno y 
por tanto tiende a erradicar la 
concentración funcional y opera-
tiva de los distintos órganos de 
gobierno mediante la delegación 
de funciones, responsabilidades 
operativas y recursos a órganos 
desconcentrados. 

Entonces, su objetivo es el de 
acercar la prestación de servicios 
públicos o burocráticos, ejecutar 
acciones y tomar resoluciones en 
el sitio mismo o domicilio del 
usuario, provocando economía en 
el administrado, celeridad en el 
despacho de los trámites y des-
congestión en el poder central; y 
por tanto su efecto jurídico prin-
cipal es el transferir la competen-
cia, funciones, tributos y respon-
sabilidades administrativas y de 
gestión tributaria desde un Go-
bierno Central u órgano centrali-
zado a otro desconcentrado en sus 
propias dependencias provinciales 
o regionales, para lo cual, cada en-
tidad u organismo del sector 
público, establecerá un programa 
de desconcentración (Estatuto del 
Régimen Jurídico Administrativo de la 

Función Ejecutiva: Art. 54 // Ley de 

Modernización del Estado: Arts. 1; 5; 

34 // Reglamento de la Ley de Moderni-

zación del Estado: Arts. 1; 34-36). 

 

TR: Administración pública; Admi-
nistración Pública Central; Adminis-
tración Pública Institucional; Autar-
quía; Autonomía; Competencia ad-
ministrativa; Delegación; Descentra-
lización administrativa; Desmono-
polización de servicios públicos; Ley 
Especial de Descentralización del 
Estado y Participación Social; Mo-
dernización del Estado; Privatiza-
ción de servicios públicos; Raciona-
lización administrativa. 
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Desmonopolización de Servi-
cios Públicos 

 
El Reglamento de la Ley de Mo-
dernización del Estado (Art. 39) 
menciona que “mediante el proce-
so de desmonopolización se busca 
que la economía nacional se bene-
ficie de la participación de más de 
un agente en el ejercicio y desarro-
llo de actividades económicas o 
prestación de servicios bajo con-
diciones de competencia, eficien-
cia y racionalidad en áreas que no 
sean las expresamente señaladas 
en los literales a), b) y c) del artí-
culo 46 de la Constitución”. 
 
CEP: Proceso jurídico administra-
tivo de modernización del Estado 
por el cual éste entrega la presta-
ción de servicios públicos a más 
de un agente económico partici-
pante, público o privado, por 
cualquiera de los mecanismos es-
tablecidos en la ley como: delega-
ción –total o parcial–, concesión 
de servicios, licencia, permiso u 
otras; basados en la prohibición 
legal de existencia de monopolios, 
pero con las excepciones del caso 
en que se establezcan condiciones 
de exclusividad regulada y autori-
zada por el Presidente de la Re-
pública, y también en el derecho 
de toda persona natural o jurídica 
de ejercer libremente actividades 
económicas o prestar servicios 
que han venido siendo ejercidas o 

prestado sola o exclusivamente 
por entidades, organismos o insti-
tuciones del sector público, ya sea 
que lo hayan realizado en forma 
directa o por asociación, empresas 
u otras formas. 

 

Mediante el proceso de desmono-
polización de los servicios públi-
cos el Estado se encuentra facul-
tado a invitar a empresas públicas 
o privadas, de economía mixta, 
nacionales o extranjeras, para que 
se encarguen de la ejecución de las 
prestaciones públicas que vienen 
siendo asumidas por él, obvia-
mente mediante procedimientos 
claros de selección y contratación, 
sea mediante licitación o concurso 
de ofertas y sin que ello implique 
ausencia del control estatal a la 
forma, calidad y mecanismos de 
ejecución, todo ello con la inten-
ción de descongestionar a la Ad-
ministración Pública y facilitar el 
mejor acceso a los servicios en 
provecho del interés colectivo (Ley 
de Modernización del Estado: Arts. 42; 

43; 47; 56 // Reglamento de la Ley de 

Modernización del Estado: Arts. 1; 39; 

40; 42; 43). 

 

TR: Concesión; Delegación; Des-
centralización administrativa; Des-
concentración administrativa; Mo-
dernización del Estado; Participa-
ción social; Privatización de servi-
cios públicos; Racionalización ad-
ministrativa. 
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Destitución 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “desti-
tución”. 
 
El Diccionario Ruy Díaz de Cien-
cias Jurídicas y Sociales74, mencio-
na que destitución significa 
“Apartar a una persona de un car-
go, como sanción. Término utili-
zado en general por el derecho 
público, o más precisamente el 
administrativo, como una orden 
de cesantía o como una separa-
ción de su cargo en respuesta a la 
decisión de alguien jerárquicamen-
te superior”. 
 
CEP: Forma jurídica administrati-
va por la cual cesa definitivamente 
el servidor público en su cargo o 
puesto público, como efecto jurí-
dico directo, y que depende de 
decisión de superior jerárquico 
que destituye al servidor público 
mediante acto administrativo fun-
damentado y motivado, expedido 
luego de un sumario administrati-
vo levantado por la Unidad de 
Administración de Recursos 
Humanos de la entidad y siempre 
que obedezca a una de las causales 
establecidas por ley, constituyén-
dose en la máxima sanción admi-
nistrativa en el sector público. 

                                                           
74
  Diccionario Ruy Díaz de Ciencias Jurídicas y Sociales 

(CD), op. cit. 

La resolución de destitución será 
debidamente notificada al servidor 
público, momento desde el cual 
surtirá sus efectos, dejando a salvo 
sus derechos para demandar o re-
currir ante el Tribunal Distrital de 
lo Contencioso Administrativo. 
 
La destitución provoca la pérdida 
de la calidad de servidor público 
de carrera (Ley de Servicio Civil y Ca-
rrera Administrativa: Arts. 45; 46; 48-

Art. 51; 95 // Reglamento de la Ley de 

Servicio Civil y Carrera Administrativa: 

Arts. 77; 87). 

 
TR: Estabilidad del servidor públi-
co; Rehabilitación por destitución; 
Servidor público; Servidor público 
de libre nombramiento y remoción. 

 
 

Determinación de Responsabi-
lidades 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “de-
terminación de responsabilida-
des”. 
 
CEP: Facultad potestativa exclusi-
va y obligación de la Contraloría 
General de determinar las respon-
sabilidades civiles y administrati-
vas e inclusive a determinar indi-
cios de responsabilidad penal, lue-
go de ejecutados los procesos de 
auditoría gubernamental, sea de 
gestión o financiera, y en base a 
sus resultados contenidos en actas 
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o informes de hallarse irregulari-
dades en el manejo de los recursos 
públicos, en la eficacia, efectividad 
y economía en la ejecución de los 
programas públicos y en cumpli-
miento de objetivos y metas insti-
tucionales. 

 

En el contexto del mandato cons-
titucional, que constituye la base 
para la determinación de respon-
sabilidad, se manifiesta que no 
habrá dignatario, autoridad, fun-
cionario ni servidor público exen-
to de responsabilidades por los ac-
tos realizados en el ejercicio de sus 
funciones o por sus omisiones, 
por lo que las normas para esta-
blecer la responsabilidad adminis-
trativa, civil y penal por el manejo 
y administración de fondos, bie-
nes o recursos públicos, se apli-
carán a los dignatarios, funciona-
rios y servidores de los organis-
mos e instituciones del Estado. 

 

Las responsabilidades se determi-
nan debidamente motivadas, sus-
tentándose en los fundamentos de 
hecho y de derecho, pertinentes, 
con todas las evidencias que sean 
suficientes, competentes y perti-
nentes, respetando todos los re-
quisitos para fundamentar en jui-
cio y los principios del debido 
proceso, de acuerdo con el proce-
so previsto para el efecto; de cuya 
resolución podrá impugnarse ante 

los Tribunales Distritales de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
Esta facultad de determinación de 
responsabilidades de potestad y 
competencia de la Contraloría 
General del Estado caducará en 
cinco años contados desde la fe-
cha en que se hubieren realizado 
las actividades o actos de control y 
auditoría (Constitución Política: Arts. 
120; 121 // Ley Orgánica de la Contra-

loría General del Estado: Arts. 39; 69; 

71 // Reglamento de la Ley Orgánica de 

la Contraloría General del Estado: Arts. 

53; 55; 65). 
 
TR: Auditoría Gubernamental; Au-
ditoría Gubernamental de Gestión; 
Auditoría Gubernamental Financie-
ra; Contraloría General del Estado; 
Glosa de responsabilidad civil cul-
posa; Resolución de determinación 
civil culposa; Responsabilidad ad-
ministrativa culposa; Responsabili-
dad civil culposa. 

 
 

Deuda Pública 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “deuda 
pública”. 
 
El Diccionario Jurídico ESPASA75 
menciona que deuda pública “Es 
el conjunto de capitales tomados a 
préstamo por el Estado o sus or-
ganismos autónomos. La deuda 

                                                           
75
  Diccionario Jurídico ESPASA (CD), op. cit. 
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pública puede ser interior o exte-
rior”. 

 

CEP: Constituyen los pasivos o el 
endeudamiento asumidos por el 
sector público, interna y externa-
mente, generados por operaciones 
de financiamiento o de crédito 
público que ejecuta el Gobierno 
Nacional y demás entidades y or-
ganismos del sector público en ca-
sos de iliquidez, para afrontar pa-
gos inmediatos o para financiar 
operaciones o proyectos de inver-
sión a mediano o largo plazo. 
Conjunto de valores de renta fija–
títulos valores, bonos u obligacio-
nes– emitidos que se constituyen 
en un ingreso ordinario de carác-
ter público y financiero –no tribu-
tario–, y que a su vez también ge-
nera un gasto previsto en el Pre-
supuesto General del Estado, y 
que se obtiene en base a una rela-
ción contractual. 

 

Se comprende dentro de este con-
cepto general, a la deuda pública 
interna, como aquella que se gene-
ra, registra como tal y se cancela 
dentro del territorio nacional, es 
decir, que los recursos obtenidos 
por el beneficiario del endeuda-
miento surgen de la economía na-
cional; y a la deuda pública exter-
na, que es considerada aquella 
contraída con otro Estado, orga-
nismo internacional o con cual-

quier otra persona extranjera que 
provee de recursos externos. 
 
La deuda pública del Gobierno 
Nacional o de las demás entidades 
u organismos del sector público 
comprende las deudas provenien-
tes de contratos de muto o de fi-
nanciamiento, emisiones de bonos 
y demás títulos valores, garantías, 
convenios de novación o de con-
solidación de obligaciones y la 
deuda flotante legalmente recono-
cida, y que grava todas las rentas 
del Estado. 
 
La formulación, coordinación y 
ejecución de las políticas de en-
deudamiento y su administración 
son atribuciones del Ministro de 
Economía y Finanzas; y dentro de 
ello, en previsión del pago, por 
mandato legal, el Presupuesto 
General del Estado y el de las en-
tidades y organismos del sector 
público será aprobado únicamente 
si se hubiere previsto asignaciones 
suficientes para el servicio de 
amortización e intereses de la 
deuda pública. 
 
Las entidades y organismos del 
sector público podrán adquirir 
compromisos o celebrar contratos 
de endeudamiento externo con 
cualquier prestamista o proveedo-
res, con la aprobación previa del 
Ministro de Economía y Finanzas, 
siguiendo el trámite establecido en 
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la ley, y con los dictámenes del 
Procurador General del Estado, 
del Directorio del Banco Central y 
de la Subsecretaría de Crédito 
Público quien emitirá informe pa-
ra el Ministro, y de aprobar la soli-
citud de crédito se dispondrá, me-
diante Decreto Ejecutivo, la cele-
bración del respectivo contrato, 
para luego ser inscritos en el Ban-
co Central del Ecuador y el Minis-
terio de Economía y Finanzas. 

 

El pago del capital e intereses de 
títulos de deuda pública interna y 
externa, se hará por medio del 
Banco Central del Ecuador, como 
agente oficial del Gobierno Na-
cional y depositario de los fondos 
públicos, para lo cual retendrá los 
recursos necesarios para el servi-
cio de la deuda pública (Ley Orgá-
nica de Administración Financiera y 

Control: Arts. 24 Lit. e; 53; 76; 112; 

114; 115; 119-127; 132-145 // Ley de 

Presupuestos del Sector Público: Arts. 

10; 38 Inc. 4 // Reglamento de la Ley de 

Presupuestos del Sector Público: Arts. 

12; 44; 77 // Reglamento sustitutivo al 

reglamento a la ley orgánica de respon-

sabilidad, estabilización y transparencia 

fiscal: Arts. 21; 25; 38 // Reglamento de 

operaciones de deuda pública interna y 

externa del gobierno nacional y demás 

entidades y organismos del sector públi-

co: Arts. 3-5). 

 

TR: Bonos; Contrato de endeuda-
miento externo; LOAFYC; Recur-
sos públicos. 

Dieta 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “di-
eta”. 
 
El Diccionario Ruy Díaz de Cien-
cias Jurídicas y Sociales76, pese a 
definir al término en relación con 
el Derecho Laboral, menciona que 
dieta es la “Prevención que suele 
otorgarse en dinero o en especies 
a modo de sustento para quien 
realiza un viaje. Tiene gran impor-
tancia en materia de derecho labo-
ral, representando los pagos o re-
tribuciones efectuadas por los 
empleadores a sus empleados en 
ocasión de desarrollar actividades 
fuera del lugar habitual de sus 
funciones”. 
 
CEP: Reconocimiento pecuniario 
que perciben y tienen derecho a 
percibir los miembros, funciona-
rios o empleados de los cuerpos 
colegiados, inclusive aquellas per-
sonas que no sean funcionarios 
públicos77, a aquellos miembros 
que no recibieren ingresos del Es-
tado y sean designados como re-
presentantes de instituciones, en-
tidades y organismos del sector 
público o vocales a directorios, 
juntas, comités o cuerpos colegia-

                                                           
76
  Diccionario Ruy Díaz de Ciencias Jurídicas y Sociales 

(CD), op. cit. 
77
  Pronunciamiento de la Procuraduría General 

del Estado, Oficio PGE. 06585: 16-feb-2004 
(RO 303: 30-mar-2004). 
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dos en general de las instituciones 
del Estado, salvo excepciones le-
gales establecidas. 
 
No tendrán derecho a percibir 
dietas aquellos servidores públicos 
que por disposición de autoridad 
competente, conformen cuerpos 
colegiados y presten sus servicios 
regularmente en la misma institu-
ción, sean de carrera, de libre 
nombramiento y remoción o a 
período fijo78. 
 
El valor de la dieta por sesión rea-
lizada, según el caso, será: 
 
- El equivalente al uno por ciento 
de la remuneración mensual unifi-
cada establecida y aprobada le-
galmente para el grado uno de la 
Escala de Remuneraciones Men-
suales Unificadas del Nivel Jerár-
quico Superior que se encuentre 
en vigencia. 
 
- El equivalente al cinco por cien-
to de la remuneración mensual 
unificada establecida y aprobada 
legalmente para el grado uno de la 
Escala de Remuneraciones Men-
suales Unificadas del Nivel Jerár-
quico Superior que se encuentre 
en vigencia, para aquellos miem-
bros que no perciban ingresos del 
Estado y sean designados como 

                                                           
78
  Pronunciamiento de la Procuraduría General 

del Estado, Oficio PGE. 29456: 22-nov-2006 
(RO-S 21: 13-feb-2007). 

representantes o vocales a conse-
jos, directorios, juntas y comités o 
cuerpos colegiados en general de 
las instituciones del Estado. 

 

- El equivalente al uno por ciento 
de la remuneración mensual unifi-
cada establecida y aprobada le-
galmente para el grado uno de la 
Escala de Remuneraciones Men-
suales Unificadas del Nivel Jerár-
quico Superior que se encuentre 
en vigencia y adicionalmente se 
reconocerá y cancelará el cincuen-
ta por ciento de su dieta por cada 
sesión y reunión asistida, para el 
caso de que el Presidente del con-
sejo, directorio, junta y comité o 
cuerpo colegiado en general que 
perciba ingresos del Estado. 

 

- El equivalente al cinco por cien-
to de la remuneración mensual 
unificada establecida y aprobada 
legalmente para el grado uno de la 
Escala de Remuneraciones Men-
suales Unificadas del Nivel Jerár-
quico Superior que se encuentre 
en vigencia y adicionalmente se 
reconocerá y cancelará el cincuen-
ta por ciento de su dieta por cada 
sesión y reunión asistida, en el ca-
so del Presidente del consejo, di-
rectorio, junta y comité o cuerpo 
colegiado en general no perciba 
ingresos del Estado (Ley de Servicio 
Civil y Carrera Administrativa: Art. 131 
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// Resolución SENRES-2006-00010279: 

Arts. 2; 3 // Normas técnicas para regu-

lar los créditos presupuestarios que se 

destinan a remuneraciones: Art. 16). 

 
 

TR: Movilización; Servidor público; 
Servidor público de libre nombra-
miento y remoción; Subsistencia; 
Viático. 

 
 

DINAC (Dirección Nacional 
de Avalúos y Catastros) 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “DI-
NAC”. 
 
CEP: Dirección Nacional de 
Avalúos y Catastros, DINAC; 
llamada Dirección por el Código 
Tributario de 1975 (DS-1016-A. 
RO-S 958: 23-dic-1975) en susti-
tución de la denominación de 
Oficina Nacional de Avalúos y 
Catastros, esta última creada por 
Decreto Ejecutivo 1146 (RO 162: 
24-ene-1964) como dependencia 
de la Subsecretaría de Rentas del 
Ministerio de Finanzas y encarga-
da, en forma general, del avalúo 
de los bienes del sector público o 
en los que tenga relación o interés 
alguna entidad o institución públi-
ca, particularmente de la propie-
dad rural, y de confeccionar los 
catastros correspondientes. 

                                                           
79
  Resolución SENRES-2006-000102 (RO 340: 

23-ago-2006). 

Fue transferido, en teoría, al Mi-
nisterio de Desarrollo Urbano y 
Vivienda mediante Decreto Eje-
cutivo 3 (RO 1: 11-ago-1992) pero 
en la práctica se mantuvo como 
adscrito al Ministerio de Finanzas 
y Crédito Público, hasta que me-
diante Decreto Ejecutivo 833 (RO 
186: 7-may-1999) se efectiviza esta 
transferencia, perdiendo de esta 
forma, la DINAC, su individuali-
dad jurídica, al formar parte de la 
Subsecretaría de Desarrollo Terri-
torial. 
 
Actualmente, dentro de la estruc-
tura organizacional del Ministerio 
de Desarrollo Urbano y Vivienda 
consta la Dirección de Avalúos de 
Bienes Inmuebles80. 
 
TR: Bien afectado al servicio públi-
co; Declaratoria de utilidad pública. 

 
 

Dirección Nacional de Avalúos 
y Catastros (Ver: DINAC) 

 
 

Diseño de Proyecto 
 
El Reglamento de determinación 
de etapas del proceso de ejecución 
de obras y prestación de servicios 
públicos (Art. 9 Inc. 2), define: 
“Diseño es la representación y 

                                                           
80
  De acuerdo con las página web del Ministerio 

de Desarrollo Urbano y Vivienda, 
http://www.miduvi.gov.ec . 
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descripción gráfica y escrita de la 
obra que se trata de ejecutar, de tal 
manera que sea idónea y eficiente 
para su ejecución”. 

 

CEP: Etapa obligatoria de todo 
proyecto de obra pública que tiene 
como objetivo el representar y 
describir a la obra a ejecutarse en 
forma detallada, gráfica y escrita, 
con la finalidad de establecer los 
parámetros de una ejecución idó-
nea y eficiente de los trabajos de 
construcción, restauración, con-
servación, readecuación, amplia-
ción o modificación que se reali-
cen, directa o indirectamente, en 
las entidades del sector público 
yen general de la obra pública. 

 

En el diseño del proyecto de obra 
pública se cubrirán las siguientes 
actividades: estudios y cálculos, 
memorias descriptivas, planos 
constructivos, especificaciones 
técnicas, análisis de precios unita-
rios, presupuesto por rubros y 
global, programas de trabajo, pla-
zos de construcción y recomenda-
ción de la ampliación o actualiza-
ción del financiamiento, de ser 
necesario (Reglamento de determina-
ción de etapas del proceso de ejecución 

de obras y prestación de servicios 

públicos: Arts. 1; 5; 9). 

 

TR: Documentos precontractuales; 
Estudio de Impacto Ambiental; 
Evaluación de Impacto Ambiental; 
Factibilidad de proyecto; Obra 
pública; Prefactibilidad de proyecto 
de obra pública; Proyecto de obra 
pública. 

 
 

Distrito Metropolitano 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “distri-
to metropolitano”. 
 
CEP: Acudiendo a la compren-
sión general, “metropolitano” tie-
ne pertenencia o es relativo a 
“metrópoli”, y ésta es la ciudad 
principal, cabeza de provincia o 
Estado, ciudad madre; sin embar-
go, en una concepción más mo-
derna, se ha entendido al distrito 
metropolitano como un área o re-
gión urbana en donde existe una 
ciudad central y otras satélites or-
ganizadas y relacionadas con ella. 
 
Bajo el concepto de metrópoli, las 
ciudades metrópolis y las áreas 
metropolitanas se creaban o esta-
blecían en base a la extensión de la 
ciudad y el número de habitantes; 
sin embargo, en la actualidad, a 
más de ello, se establecen en rela-
ción con las áreas de influencia 
político, económico, social que 
tiene una ciudad dividida en sus 
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centros poblacionales que le con-
forman. 
 
Entonces, la idea de distrito me-
tropolitano involucra que la ciu-
dad principal delegue a las otras, 
satélites, la administración que le 
correspondería en todas sus ciu-
dades, por lo que el distrito me-
tropolitano se conforma como 
una solución a los problemas de 
administración municipal centrali-
zada cuando la extensión de la 
ciudad y su densidad poblacional 
obligan a dividirla en esferas para 
una mejor administración y efi-
ciencia en bienes y servicios urba-
nos. 
 
En el caso ecuatoriano, solamente 
Quito ha sido creado, por ley, 
como Distrito Metropolitano, y la 
idea sugerida se acopla a dicha ex-
plicación en cuanto la ciudad ha 
sido dividida en varios distritos 
zonales a las cuales les correspon-
den parroquias metropolitanas de 
acuerdo con los focos de influen-
cia poblacional y a cada uno de 
ellas se les ha delegado la ejecu-
ción de determinadas competen-
cias que le hubiese correspondido 
al Municipio de Quito (central) en 
caso de no constituirse en Distrito 
Metropolitano. En este caso, las 
zonas metropolitanas se crearán, 
fusionarán o suprimirán mediante 
Ordenanza y por competencia del 
Concejo Metropolitano. 

En conclusión, el Distrito Metro-
politano es una figura de carácter 
administrativo con la finalidad de 
crear zonas administrativas des-
centralizadas a las cuales se les de-
lega la administración municipal 
en su respectiva circunscripción 
territorial y con dependencia del 
gobierno del Distrito Metropoli-
tano. (Ley Orgánica de Régimen para 
el Distrito Metropolitano de Quito: Arts. 

4; 6; 7; 10). 

 
 

Documentos Precontractuales 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “do-
cumentos precontractuales”. 
 
CEP: Documentos de base del 
procedimiento precontractual y en 
el cual se establecen sus condicio-
nes y de la posterior etapa de con-
tratación, por lo que en ellos la 
entidad contratante deberá facili-
tar toda la información necesaria 
en relación con el contrato de que 
se trate, con el fin de que los po-
sibles proponentes puedan pre-
sentar en forma correcta su oferta; 
en definitiva son el conjunto de 
disposiciones redactadas unilate-
ralmente y que regulan el trámite, 
mecanismo y formalidades del 
procedimiento de preparación y 
ejecución ulterior del contrato; en 
ellos se particulariza sobre el obje-
to, obra o servicio que se pretende 
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contratar y las condiciones de la 
contratación. 
 
Estos documentos serán puestos a 
disposición por solicitud de la 
máxima autoridad de la entidad 
contratante una vez que se haya 
decidido realizar el concurso o li-
citación, y son: la convocatoria, 
modelo de carta de presentación y 
compromiso, modelo de formula-
rio de propuesta, instrucciones a 
los oferentes, proyecto de contra-
to, especificaciones generales y 
técnicas, planos, valor y plazo es-
timado, lista de equipo mínimo 
requerido, principios y criterios 
para valoración de ofertas. 
 
Los documentos precontractuales 
serán elaborados bajo la respon-
sabilidad de la entidad contratante 
y con la aprobación, en algunos 
casos, por parte del Comité de 
Contrataciones, y entregados a los 
interesados al momento de su ins-
cripción en el concurso, quienes 
tendrán el derecho de pedir, por 
escrito, aclaraciones sobre los 
mismos. 
 
Se constituyen en el instrumento 
de base, por un lado para el futuro 
concursante, pues en armonía con 
dichos documentos deberá hacer 
su propuesta, en las condiciones, 
especificaciones técnicas, obliga-
ciones, plazos, contenidos y requi-
sitos que se establezcan, e inclusi-

ve para determinar si le es factible 
o favorable participar; y por otro 
lado, para la entidad contratante o 
que convoca al concurso o licita-
ción, que le sirve para el análisis 
de las propuestas presentadas, por 
medio de los cuales la Comisión 
Técnica y el Comité de Contrata-
ciones proceden a hacer el estudio 
de cada una de las ofertas, para 
desechar aquellas que no cumplan 
con los requisitos y para seleccio-
nar y adjudicar a la mejor (Ley de 
Contratación Pública: Arts. 16; 19; 20 

// Reglamento de la Ley de Contratación 

Pública: Art. 29 // Acuerdo 007-CG81). 
 
TR: Apertura de ofertas; Comisión 
Técnica; Comité de Contrataciones; 
Concurso privado de ofertas; Con-
curso público de ofertas; Contrata-
ción Pública; Convocatoria; Decla-
ratoria de utilidad pública; Diseño 
de proyecto; Estudio de impacto 
ambiental; Evaluación de impacto 
ambiental; Factibilidad de proyecto; 
Prefactibilidad de proyecto de obra 
pública; Proyecto de obra pública; 
Licitación; Procedimientos precon-
tractuales. 

 
 

                                                           
81
  Acuerdo que contiene los Modelos de Docu-

mentos Precontractuales, sus formularios e ins-
tructivos; publicado (RO 311: 23-abr-2001). 



 

E 
 
Ejecutividad del Acto Adminis-
trativo 

 
El Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Eje-
cutiva (Art. 124) dispone que “los 
actos de la Administración Pública 
serán ejecutivos, salvo las excep-
ciones establecidas en esta norma 
y en la legislación vigente. Se en-
tiende por ejecutividad la obliga-
ción que tienen los administrados 
de cumplir lo dispuesto en el acto 
administrativo”. 
 
Para Roberto DROMI82 “es la 
obligatoriedad, el derecho a la exi-
gibilidad y el deber de cumpli-
miento del acto a partir de su noti-
ficación. 
 
La obligatoriedad es una carac-
terística insoslayable del acto ad-
ministrativo, que asegura a la au-
toridad la disposición exclusiva 
sobre la eficacia del acto como ga-
rantía de los intereses que tutela la 
Administración. Todo acto admi-
nistrativo regular tiene la propie-
dad de ser esencialmente ejecuti-

                                                           
82
  DROMI, Roberto, op. cit., p. 384. 

vo; es una cualidad genérica inse-
parable del acto, con indepen-
dencia de que se ejecute o no, lo 
cual puede depender ya de la de-
cisión adoptada por la misma 
administración, ya de la suspen-
sión dispuesta por órgano juris-
diccional. [...]. 
 
El acto debe ser respetado por to-
dos como válido mientras subsista 
su vigencia. La ejecutividad señala 
como rasgo común y ordinario la 
fuerza obligatoria, el deber de 
cumplirlo y su posible ejecutorie-
dad”. 
 
CEP: Principio elemental del acto 
administrativo y característica 
esencial de éste, por el cual se ga-
rantiza que una vez perfeccionado 
el acto, y quedado firme o causado 
estado, genere derecho a la exigi-
bilidad, goza de obligatoriedad, 
produce por sí mismo sus efectos, 
sin necesidad de otro mecanismo 
legal, jurídico o material de ejecu-
ción, y por tanto deber de cum-
plimiento por los administrados y 
por la propia administración 
pública, inclusive por la misma au-
toridad que la emite, y mientras 

E 



CORPORACIÓN DE ESTUDIOS Y PUBLICACIONES 
 

94

esté vigente, sin que se pueda dife-
rir ese cumplimiento, asegurando 
de esta forma la eficacia del acto 
administrativo. 
 
Capacidad jurídica, funcional que 
posee la autoridad para dar órde-
nes, claras, concretas, veraces y 
objetivas a través de los actos ad-
ministrativos y exigir su obedien-
cia. 
 
La presunción de ejecutividad del 
acto administrativo es indepen-
diente de su cumplimiento y legi-
timidad, puesto que emanado de 
autoridad competente, se presume 
su legitimidad y por tanto, aun 
cuando sea objeto de discusión, 
mientras se resuelva y se demues-
tre lo contrario, el acto es perfec-
tamente obligatorio y debe cum-
plirse (Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Ejecutiva: 

Arts. 124; 161). 

 
TR: Acto administrativo; Compe-
tencia administrativa; Ejecutoriedad 
del acto administrativo; Legitimidad 
del acto administrativo; Lesividad; 
Ordenanza. 

 
 

Ejecutoriedad del Acto Admi-
nistrativo 

 
El Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Eje-
cutiva (Art. 68) dispone que “los 

actos administrativos […] deben 
cumplirse desde que se dicten y, 
de ser el caso, se notifiquen, salvo 
los casos de suspensión previstos 
en este Estatuto”. 
 
Roberto DROMI83, menciona que 
“es un elemento inescindible (sic) 
del poder. La ejecutoriedad es un 
carácter esencial de la actividad 
administrativa, que se manifiesta 
en algunas categorías o clases de 
actos y en otros no, dependiendo 
esto último del objeto y la finali-
dad del acto administrativo. [...]. 
 
Es una facultad propia de la Ad-
ministración, aunque no la ejerza 
con exclusividad, y que se apoya 
jurídicamente en la norma consti-
tucional. Por lo tanto, la Adminis-
tración la tiene otorgada por el 
ordenamiento jurídico de manera 
explícita o implícita; éste le confie-
re los medios coercitivos para eje-
cutar por sí misma o hacer ejecu-
tar por el administrado obligado o 
por terceros el acto administrativo 
en cuestión. [...] la ejecutoriedad es 
un típico caso de autotutela propia 
de la función administrativa, a la 
que el ordenamiento jurídico por 
ley, contrato o reglamento, le 
otorga tal carácter, dotándola de 
medios de coerción que habilitan 
la realización inmediata y unilate-
ral de estos actos administrativos”. 

                                                           
83
  Ibídem., p. 385. 
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CEP: Sinónimo de exigibilidad. 
Principio elemental del acto ad-
ministrativo, característica esencial 
de éste y facultad o potestad de la 
Administración, por el cual se dis-
pone e impone el cumplimiento 
del contenido de la declaración de 
voluntad, inclusive por medios 
coercitivos, garantizando de esta 
forma la prosecución de los obje-
tivos del acto, que a la final signi-
fica el interés general. En térmi-
nos generales, en base a este prin-
cipio la Administración Pública no 
requiere de declaración judicial 
previa para que la decisión concre-
ta se cumpla84. 
 
No obstante la amplitud de esta 
facultad, el acto administrativo 
debe gozar de las presunciones de 
legitimidad y ejecutividad, que sea 
válido –emitido por órgano com-
petente– y que se haya notificado 
al administrado (Estatuto del Régi-
men Jurídico Administrativo de la Fun-

ción Ejecutiva: Arts. 68; 162; 163 // Ley 

de la Jurisdicción Contencioso Adminis-

trativa: Art. 76 Inc. 1). 

 
TR: Acto administrativo; Ejecutivi-
dad del acto administrativo; Legiti-
midad del acto administrativo; Lesi-
vidad. 

                                                           
84
  Opinión emitida en Voto Salvado por los 

Doctores Enrique Herrería Bonnet y René de 
la Torre Alcívar, en el caso 0048-2003-AA, 
Quito, 28 de octubre de 2003 (RO 206: 7-nov-
2003). 

Emergencia 
 

El Reglamento a la Ley de Contra-
tación Pública (Art. 2), define co-
mo emergencia a “la situación de 
apremio suscitada por peligros 
inminentes, daños o catástrofes 
que se presenten en el territorio o 
sector dentro del cual la entidad 
tiene su ámbito de acción, o en la 
entidad misma, y cuyas repercu-
siones causarían en su desenvol-
vimiento normal o en las activida-
des a ella encomendadas altera-
ciones graves; para conjurar las 
cuales se requiera de medidas que 
rebasen la actuación ordinaria de 
aquella o de sus funcionarios. 

 

Para efectos de lo previsto en el 
inciso anterior, entiéndase por pe-
ligro inminente la amenaza latente 
que obligue a una atención pre-
ventiva e inmediata”. 

 

CEP: Alteraciones graves, hechos 
o actos potencialmente o realmen-
te nocivos, que en forma inminen-
te provoquen daños, catástrofes 
naturales o conmociones internas, 
sea en la totalidad del territorio 
nacional o un sector, que afecte a 
una o más entidades del sector 
público o al Estado entero o que 
amenacen contra la seguridad na-
cional interna y/o externa del país; 
agresión externa o guerra interna-
cional que puedan afectar las acti-
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vidades de la sociedad entera o al-
guna de ellas. 
 
En base a esta descripción la legis-
lación ecuatoriana ha facultado al 
Presidente de la República el asu-
mir determinadas acciones para 
afrontar dicha situación irregular, 
en base a decretar el estado de 
emergencia, entre otras, la recau-
dación anticipadas de impuestos y 
contribuciones; utilización de 
fondos públicos destinados a fines 
distintos de la defensa nacional o 
para afrontar catástrofes; trasladar 
la sede del gobierno; establecer 
zonas de seguridad; disponer cen-
suras a los medios de comunica-
ción social; suspender o limitar 
ciertos derechos constitucionales 
garantizados a las personas; dis-
poner el empleo de la fuerza 
pública y llamar al servicio activo 
a la reserva de la fuerza pública; 
disponer movilización, desmovili-
zación y requisiciones; cierre o 
habilitación de puertos. En parti-
cular, en relación a la contratación 
pública, el Presidente de la Re-
pública, podrá disponer, en base a 
la emergencia, la contratación de 
servicios85, bienes o ejecución de 

                                                           
85
  En la Ley de Consultoría y su Reglamento, al 

tratarse sobre el  Concurso de Consultoría se 
establece la posibilidad de contratación de los 
servicios de consultoría sin necesidad de Con-
curso, entre otras, en los casos en que se re-
quiera superar emergencias graves como acci-
dentes, terremotos, inundaciones, sequías y 
otras que provengan de fuerza mayor o caso 
fortuito. 

obras sin cumplir con los proce-
dimientos precontractuales esta-
blecidos como obligatorios y ge-
nerales (Constitución Política: Art. 

180; 181; 265 // Ley de Contratación 

Pública: Art. 6 Lit. a // Reglamento a la 

Ley de Contratación Pública: Art. 2). 

 

TR: Concurso de consultoría; Con-
trato de consultoría; Procedimientos 
precontractuales. 

 
 

Empresa Municipal 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “em-
presa municipal”. 
 
CEP: Empresa pública constituida 
por el gobierno municipal, por lo 
regular con autonomía administra-
tiva, para prestación de servicios 
públicos. Normalmente los go-
biernos municipales, a través del 
Concejo Municipal, crean estas 
empresas municipales con la fina-
lidad de delegarles a ellas ciertas 
competencias en la prestación de 
determinados servicios cuando, a 
juicio del Concejo, sea lo más 
conveniente para los intereses del 
municipio y que garanticen mayor 
eficiencia y mejor prestación del 
servicio; inclusive, de ser el caso 
de que la prestación de los servi-
cios involucre a más de una muni-
cipalidad, se puedan establecer 
convenios de mancomunidad para 
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la constitución de empresas muni-
cipales. 
 
Se constituirán conforme las dis-
posiciones legales que rigen las 
compañías y conformando su pa-
trimonio con el aporte integral de 
la respectiva municipalidad; su 
presupuesto será elaborado 
anualmente en forma indepen-
diente pero aprobado por su Di-
rectorio y por el Concejo Munici-
pal, apareciendo como anexo del 
presupuesto municipal (Ley de 

Régimen Municipal: Arts. 63 Num. 17; 

177-179; 194). 

 
TR: Convenio de mancomunidad; 
Ley Orgánica de Régimen Munici-
pal. 

 
 

Estabilidad del Servidor Públi-
co 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “esta-
bilidad del servidor público”. 
 
Roberto DROMI86 se refiere a la 
estabilidad como un derecho del 
empleado público y menciona que 
es el derecho a “la continuidad en 
el cargo o empleo del que no pue-
de, en principio, ser separado. El 
régimen de estabilidad comprende 
al personal que ingrese por los 

                                                           
86
  DROMI, Roberto, op. cit., p. 592. 

mecanismos de selección que se 
establezcan, a cargos pertenecien-
tes a la carrera administrativa cuya 
financiación se prevea para cada 
jurisdicción u organismo descen-
tralizados [...] y abarca el derecho 
a conservar el empleo, el nivel y 
grado de la carrera alcanzados 
[...]”. 
 
CEP: Derecho de que gozan los 
servidores públicos de carrera, por 
el cual se les garantiza la perma-
nencia o estabilidad en el puesto 
público, pudiendo ser destituidos 
únicamente por las causas deter-
minadas en la Ley y siempre que 
se haya cumplido con el corres-
pondiente sumario administrativo 
y por resolución debidamente mo-
tivada. La estabilidad es un ele-
mento imprescindible de la orga-
nización administrativa, pues ella 
brinda profesionalismo leal accio-
nar de la función pública e inde-
pendencia respecto de criterios 
políticos coyunturales, institucio-
nalizando a los organismos públi-
cos y evitando la improvisación en 
el manejo de la cosa pública87. Es 
un principio propio del sistema de 
carrera para el empleo público, 
siendo uno de los principios fun-
damentales de la organización 
administrativa, teniendo íntima re-

                                                           
87
  TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, Primera 

Sala, Res. 0146-2005-RA, Acción de Amparo 
Constitucional, Fani Esperanza Quito Tenesa-
ca-Alcalde Gualaceo, (RO 283: 2-jun-2006). 



CORPORACIÓN DE ESTUDIOS Y PUBLICACIONES 
 

98

lación con las funciones que el 
servidor presta, pues al permane-
cer el servidor realizando tareas 
relacionadas con el cargo, logra la 
especialización de su trabajo y, 
por tanto, la continuidad y mejo-
ramiento de los servicios que pre-
stan, ya que acumula la experien-
cia necesaria en sus funciones88 
(Constitución Política: Art. 124 Inc. 2 // 

Ley de Servicio Civil y Carrera Admi-

nistrativa: Art. 96). 

 
TR: Carrera Administrativa; Con-
trato de servicios ocasionales; Desti-
tución; Servidor público; Servidor 
público de libre nombramiento y 
remoción. 

 
 

Estatuto del Régimen Jurídico 
y Administrativo de la Función 
Ejecutiva 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Esta-
tuto del Régimen Jurídico Admi-
nistrativo de la Función Ejecuti-
va”. 
 
CEP: Cuerpo normativo o con-
junto de normas que instituyen la 
estructura general de la Adminis-
tración Pública Central e Institu-
cional que depende de la Función 

                                                           
88
  TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, Primera 

Sala, Res. 0971-2005-RA, Acción de Amparo 
Constitucional, Magdalena Olga Molina Herre-
ra-Director Provincial de Salud del Guayas, 
(RO-S 360: 20-sep-2006). 

Ejecutiva; establece su funciona-
miento, los procedimientos admi-
nistrativos comunes y las respon-
sabilidades que asumen los fun-
cionarios, órganos y entidades que 
le integran y que comprende en 
general a la Función Ejecutiva (Es-
tatuto del Régimen Jurídico Administra-

tivo de la Función Ejecutiva: Arts. 1; 2). 

 
TR: Ley de Régimen Administrati-
vo. 

 
 

Estudio de Impacto Ambiental 
 
En el Glosario de términos de la 
Ley de Gestión Ambiental consta 
que “Son estudios técnicos que 
proporcionan antecedentes para la 
predicción e identificación de los 
impactos ambientales. Además 
describen las medidas para preve-
nir, controlar, mitigar y compen-
sar las alteraciones ambientales 
significativas”. 
 
CEP: Estudio o análisis multidis-
ciplinario que describe pormeno-
rizadamente las características de 
un proyecto o actividad que se 
pretenda llevar a cabo o su modi-
ficación, en relación a la predic-
ción, identificación e interpreta-
ción de su impacto sobre la salud 
ambiental, la integridad de los 
ecosistemas y los servicios am-
bientales, describiendo las accio-
nes que se ejecutarán para impedir 
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o minimizar sus efectos significa-
tivamente adversos, mediante la 
prevención, mitigación o compen-
sación de dichos efectos. 
 
El estudio de impacto ambiental 
tiene como objetivo: describir y 
analizar el proyecto en cuanto ge-
nere dicho impacto; definir y valo-
rar el medio sobre el que se va a 
llevar a efecto el proyecto, para 
minimizar y/o anular las posibles 
consecuencias ambientales; prever 
los efectos ambientales, a fin de 
juzgar la idoneidad de la obra y 
autorizar o no su realización; y, 
determinar medidas minimizado-
ras, correctoras y compensatorias. 
 
Esta actividad, como parte y pie-
dra angular de la Evaluación de 
Impacto Ambiental, se constituye 
como un requisito previo en la 
ejecución de cualquier proyecto 
nuevo o modificaciones o amplia-
ciones a los existentes, obra, acti-
vidad, industria, del sector público 
o privado, a nivel nacional regio-
nal o local, enfocándose a los ele-
mentos principales de afectación 
del clima, suelo, agua, la naturale-
za, plantas, animales, ecosistema, 
valores culturales o históricos, y 
las actividades humanas como 
agricultura, empleo, calidad de vi-
da, etc. 
 
Los Estudios de Impacto Am-
biental contendrán lo siguiente: 

una declaración o explicación del 
proyecto o actividad; descripción 
del entorno ambiental (línea base); 
descripción pormenorizada de sus 
efectos; identificación, predicción 
y evaluación del impacto ambien-
tal del proyecto o actividad, in-
cluidas las eventuales situaciones 
de riesgo; las medidas que se 
adoptarán para eliminar o minimi-
zar los efectos adversos del pro-
yecto o actividad y las situaciones 
de reparación que se realizaran, 
cuando ello sea procedente; plan 
de seguimiento y monitoreo; y 
plan de cumplimiento de la legis-
lación ambiental aplicable (Ley de 
Gestión Ambiental: Glosario // Ley de 

prevención y control de la contamina-

ción ambiental: Art. 5 // Libro VI del 

Texto Unificado de Legislación Ambien-

tal: Arts. 17; 22; 58). 

 

TR: Diseño de proyecto; Docu-
mentos precontractuales; Evalua-
ción de Impacto Ambiental; Factibi-
lidad de proyecto; Gestión Ambien-
tal; Impacto Ambiental; Ley de Ges-
tión Ambiental; Licencia ambiental; 
Medio Ambiente; Procedimientos 
precontractuales; Proyecto de obra 
pública. 

 
 

Evaluación de Impacto Am-
biental 

 
En el Glosario de términos de la 
Ley de Gestión Ambiental define 
como “el procedimiento adminis-
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trativo de carácter técnico que tie-
ne por objeto determinar obliga-
toriamente y en forma previa, la 
viabilidad ambiental de un proyec-
to, obra o actividad pública o pri-
vada. Tiene dos fases: el estudio 
de impacto ambiental y la declara-
toria de impacto ambiental. Su 
aplicación abarca desde la fase de 
prefactibilidad hasta la de aban-
dono o desmantelamiento del 
proyecto, obra o actividad pasan-
do por las fases intermedias”. 
 
CEP: Procedimiento jurídico ad-
ministrativo de carácter técnico 
que se desarrolla con la intención 
de determinar la posibilidad, o no, 
de ejecución de un proyecto, obra 
o actividad pública o privada, en 
cuanto sea ambientalmente viable 
y guarde armonía con el entorno; 
involucra al estudio de impacto 
ambiental y la declaratoria de im-
pacto ambiental; su objeto es la 
identificación, predicción e inter-
pretación de los impactos ambien-
tales que un proyecto o actividad 
produciría en caso de ejecutarse 
hasta la prevención, corrección y 
valoración de los mismos. 
 
Contendrá: la estimación de los 
efectos causados a la población 
humana, la biodiversidad, el suelo, 
el aire, el agua, el paisaje, la estruc-
tura y función de los ecosistemas 
presentes en el área previsible-
mente afectada; las condiciones de 

tranquilidad públicas, tales como: 
ruido, vibraciones, olores, emisio-
nes luminosas, cambios térmicos y 
cualquier otro perjuicio ambiental 
derivado de su ejecución; y la in-
cidencia que el proyecto, obra o 
actividad tendrá en los elementos 
que componen el patrimonio 
histórico, escénico y cultural. 
 
En los documentos precontrac-
tuales, dentro del procedimiento 
de contratación pública, de ser el 
caso, se contendrán las especifica-
ciones, parámetros, variables y ca-
racterísticas de esta evaluación de 
impacto ambiental, estableciendo 
las condiciones y obligaciones pa-
ra prevenir o mitigar los impactos 
ambientales que deberán ser ob-
servadas por los contratistas y la 
decisión de si es viable o no el 
proyecto (Ley de Gestión Ambiental: 
Arts. 23; 24; 26; Glosario). 

 
TR: Diseño de proyecto; Docu-
mentos precontractuales; Estudio de 
Impacto Ambiental; Factibilidad de 
proyecto; Gestión Ambiental; Im-
pacto Ambiental; Ley de Gestión 
Ambiental; Licencia ambiental; Me-
dio Ambiente; Procedimientos pre-
contractuales; Proyecto de obra 
pública. 

 
 

Evaluación del Desempeño 
 
La Ley de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa (Art. 83) explica 
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que “es el conjunto de normas, 
técnicas, métodos y procedimien-
tos que sistemáticamente se orien-
tan a evaluar mediante indicadores 
cuantificados y objetivos el des-
empeño de los servidores públicos 
en función de los fines de la insti-
tución, en orden a identificar sus 
niveles y resultados de gestión y 
determinar los procesos de mejo-
ramiento continuo de sus labores 
y el desarrollo profesional”. 
 
CEP: Procedimiento técnico, jurí-
dico y administrativo que como 
parte del sistema integrado de de-
sarrollo de recursos humanos del 
sector civil, evalúa el trabajo o la-
bor desempeñados, los procesos 
internos y los ocupantes de los 
puestos; además, participa en la 
rendición de cuentas, programada 
y continua, basada en compara-
ción de resultados alcanzados y 
los resultados esperados en la ins-
titución, dependencia, entidad u 
organismo público en un período 
determinado. 
 
Serán sujetos de esta evaluación 
todos los servidores que prestan 
servicios al interior de los proce-
sos institucionales del sector 
público y tiene como objetivos 
específicos: medir y estimular los 
niveles de gestión de la entidad, 
los procesos internos y servidores, 
los niveles de mejoramiento con-
tinuo en el desempeño y desarro-

llo profesional y el rendimiento 
del servidor público. 
 
Para esta evaluación, que se des-
arrollará mediante indicadores 
técnicos, cuantificados y objetivos, 
se fijarán metas e indicadores de 
logro que incorporen al servicio 
civil una cultura organizacional 
gerencial basada en la observación 
y consecución de los resultados 
esperados, con una política de 
rendición de cuentas que genere 
desarrollo en la carrera institucio-
nal en base a méritos del recurso 
humano; se tomarán en cuenta pa-
ra esta evaluación, las perspectivas 
institucionales, del usuario exter-
no, de los procesos internos y de 
los recursos humanos. 
 

La evaluación del desempeño se 
realizará con conocimiento, por 
parte del servidor evaluado, de los 
objetivos e instrumentos de eva-
luación, y serán suscritos por el je-
fe inmediato o el funcionario eva-
luador y el servidor, quien podrá 
hacer observaciones por escrito. 
 

Los resultados se expresarán en 
base a una escala de cinco niveles 
de calificación que van desde ex-
celente hasta inaceptable; estos re-
sultados serán puestos en cono-
cimiento, mediante notificación, al 
servidor evaluado, quien tendrá 
derecho a solicitar su reconsidera-
ción; serán tomados en cuenta, 
obligatoriamente, para: ingreso a 
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la carrera administrativa; evaluar 
los niveles de productividad du-
rante el período de prueba; ascen-
so y cesación; concesión de estí-
mulos, menciones honoríficas, li-
cencias para estudio, becas y cur-
sos de adiestramiento y capacita-
ción; de ahí que si resultara califi-
cado como inaceptable, será causa 
para la destitución. Por otro lado, 
la calificación obtenida también se 
utilizará para sugerir recomenda-
ciones encaminadas al mejora-
miento y desarrollo de los recur-
sos humanos y para considerar a 
la institución evaluada dentro de 
las políticas de reconocimiento 
dispuesta por la SENRES. 

 

El sistema de evaluación del des-
empeño será planificado, adminis-
trado y ejecutado periódica y per-
manentemente, por lo menos una 
vez al año, por las Unidades de 
Administración de Recursos 
Humanos, conjuntamente con la 
SENRES, aplicando políticas y 
metodologías objetivas y cuantifi-
cables (Ley de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa: Arts. 58 Lit. i; 60; 75; 

83-88; 94 Lit. a // Reglamento de la Ley 

de Servicio Civil y Carrera Administra-

tiva: Arts. 116; 167; 169; 187-193; 

197). 

 

TR: Carrera Administrativa; Desti-
tución; SENRES; Servicio civil; Ser-
vidor Público. 

Examen Especial 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “exa-
men especial”. 

 

CEP: Como parte de la auditoría 
gubernamental, es la acción fisca-
lizadora y de control externo ejer-
cido por la Contraloría General 
del Estado y que tiene como fina-
lidad verificar, estudiar y evaluar 
aspectos específicos y debidamen-
te limitados o de una parte de las 
actividades relativas a la gestión 
financiera, administrativa, operati-
va y medio ambiental, con poste-
rioridad a su ejecución. Es una ac-
tividad de control limitada, no tan 
amplia como la auditoría guber-
namental pero teniendo los mis-
mos objetivos y finalidades que 
ésta y puede obedecer a un plan 
anual de auditoría o a uno impre-
visto  autorizado  por la Contra-
loría. 

 

Para este examen especial se apli-
carán las técnicas y procedimiento 
de auditoría, de la ingeniería o afi-
nes o de disciplinas específicas, 
tomando en consideración la ma-
teria objeto del examen, para con-
cluir en un informe que contenga: 
comentarios, conclusiones y re-
comendaciones (Ley Orgánica de la 
Contraloría General del Estado: Arts. 

18 Inc. 1; 19). 
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TR: Auditoría Gubernamental; Au-
ditoría Gubernamental de Gestión; 
Auditoría Gubernamental Financie-
ra; Contraloría General del Estado. 

 

 
 
 
 





 

F 
 
Factibilidad de Proyecto 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “facti-
bilidad de proyecto”. 
 
CEP: Etapa obligatoria de todo 
proyecto de obra pública que con-
siste en un estudio de todos sus 
aspectos, de tal forma que derive 
en elementos suficientes para que 
se tome la decisión definitiva de si 
el proyecto es ejecutable o no, y 
por tanto de si debe proseguirse o 
no, en razón, básicamente, de si se 
ajusta a los fines perseguidos, tan-
to institucionales como sociales y 
al presupuesto para su ejecución; 
de ahí que incluirá en su estudio: 
los aspectos económicos y de in-
geniería, con esquemas prelimina-
res; aspectos financieros; planea-
miento de alternativas del proyec-
to; estudio de plazos tentativos, 
por etapas, incluyendo la de cons-
trucción; estimación de costos de 
las alternativas; evaluación de ren-
tabilidad y costo beneficio de las 
alternativas; y, comparación de al-
ternativas y recomendación razo-
nada de una de ellas o de abando-
no del proyecto (Reglamento de de-

terminación de etapas del proceso de 

ejecución de obras y prestación de ser-

vicios públicos: Art. 7). 

 
TR: Diseño de proyecto; Docu-
mentos precontractuales; Estudio 
de Impacto Ambiental; Evaluación 
de Impacto Ambiental; Obra 
pública; Prefactibilidad de proyec-
to de obra pública; Procedimientos 
precontractuales; Proyecto de obra 
pública. 

 
 

Fiscalización de Ejecución de 
Contrato 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “fisca-
lización de ejecución de contrato”. 
 
CEP: Etapa de la ejecución del 
contrato por la cual se vigila el 
cumplimiento de las estipulacio-
nes previstas en el contrato, según 
su naturaleza; como en los contra-
tos de obra pública, en la cual la 
fiscalización se ejerce obligatoria-
mente en la etapa de construcción 
y con el objeto de asegurar el 
cumplimiento del diseño y especi-
ficaciones del proyecto. Esta acti-

F 
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vidad debe estar expresamente es-
tablecida en el respectivo contra-
to, en todas las obras que realicen 
las entidades y organismos del 
sector público, y no puede llevarse 
a efecto por el propio contratista 
que tenga a su cargo la realización 
de la obra, por lo cual, en aquellos 
contratos de ejecución de obras 
cuya cuantía sea igual o superior a 
la base establecida para el concur-
so público de precios, se contra-
tará con firmas o consultoras pri-
vadas. 

 

Los objetivos de la fiscalización 
son: vigilar y responsabilizarse por 
el fiel y estricto cumplimiento de 
las cláusulas del contrato de cons-
trucción, a fin de que el proyecto 
se ejecute de acuerdo a sus dise-
ños definitivos, especificaciones 
técnicas, programas de trabajo, re-
comendaciones de los diseñadores 
y normas técnicas aplicables; de-
tectar oportunamente errores y 
omisiones de los diseñadores, así 
como imprevisiones técnicas que 
requieran de acciones correctivas 
inmediatas que conjuren la situa-
ción; garantizar la buena calidad 
de los trabajos ejecutados; conse-
guir de manera oportuna se den 
soluciones técnicas a problemas 
surgidos durante la ejecución del 
contrato; obtener que el equipo y 
personal técnico de las construc-
toras sea idóneo y suficiente para 
la obra; obtener información es-

tadística sobre personal, materia-
les, equipos, condiciones climáti-
cas, tiempo trabajado, etc., y con-
seguir que los ejecutivos de la en-
tidad contratante se mantengan 
oportunamente informados del 
avance de la obra y problemas 
surgidos en la ejecución del pro-
yecto. 

 

En razón de dichos objetivos, la 
fiscalización cumplirá las siguien-
tes funciones, dependiendo del ti-
po de obra, magnitud y compleji-
dad del proyecto: revisión de los 
parámetros utilizados para los di-
seños contratados y elaboración o 
aprobación de “planos para cons-
trucción”; evaluación periódica del 
grado de cumplimiento de los 
programas de trabajo; revisión y 
actualización de los programas y 
cronogramas; ubicación en el te-
rreno de todas las referencias para 
la correcta ejecución; sugerir la 
adopción de las medidas correcti-
vas y/o soluciones técnicas en el 
diseño y construcción; medir las 
cantidades de obra ejecutadas y 
con ellas elaborar, verificar y certi-
ficar la exactitud de las planillas de 
pago, incluyendo la aplicación de 
las fórmulas de reajuste de pre-
cios; examinar cuidadosamente los 
materiales a emplear y controlar 
su buena calidad; resolver las du-
das respecto de los planos, especi-
ficaciones, detalles constructivos y 
otros asuntos técnicos; preparar 
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informes de fiscalización; calificar 
al personal técnico de los cons-
tructores y recomendar su reem-
plazo; comprobar que los equipos 
sean los mínimos requeridos con-
tractualmente y se encuentren en 
buenas condiciones de uso; anotar 
en el libro de obra las observacio-
nes, instrucciones o comentarios 
que deben ser considerados para 
el mejor desarrollo de la obra; ve-
rificar que se disponga de todos 
los diseños, especificaciones, pro-
gramas, licencias y demás docu-
mentos contractuales; coordinar 
con el contratista, en representa-
ción del contratante, las activida-
des más importantes del proceso 
constructivo; participar como ob-
servador en las recepciones provi-
sional y definitiva informando so-
bre la calidad y cantidad de los 
trabajos ejecutados, la legalidad y 
exactitud de los pagos realizados; 
revisar las técnicas y métodos 

constructivos y sugerir las modifi-
caciones que estime pertinentes; 
registrar en los planos todos los 
cambios introducidos durante la 
construcción; preparar memorias 
sobre los procedimientos y méto-
dos empleados; expedir certifica-
dos de aceptabilidad de equipos, 
materiales y obras o parte de ellas; 
y, exigir al contratista el cumpli-
miento de las leyes laborables y 
reglamentos de seguridad indus-
trial (Reglamento de la Ley de Contra-
tación Pública: Art. 85 // Reglamento de 

determinación de etapas del proceso de 

ejecución de obras y prestación de ser-

vicios público: Art. 12 // Reglamento de 

la Ley de Presupuestos del Sector 

Público: Art. 83). 

 
 
TR: Consultoría; Contrato com-
plementario; Contrato de consultor-
ía. 

 





 

G 
 
Gabinete 

 
El Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Eje-
cutiva (Art. 18 Inc. 1) dispone: “el 
Gabinete es el órgano asesor del 
Presidente de la República, quien 
lo preside. Está integrado por el 
Vicepresidente de la República, 
por los ministros de Estado y por 
los secretarios generales de la 
Administración y de la Presiden-
cia”. 
 
CEP: Cuerpo colegiado de carác-
ter político que tiene como finali-
dad el asesorar al Presidente de la 
República en todos los aspectos 
relacionados con la política gu-
bernamental. Estará integrado por 
el Vicepresidente de la República, 
ministros de Estado y secretarios 
generales de la Administración y 
de la Presidencia; sin embargo, 
cuando el Presidente de la Re-
pública lo considere necesario, 
podrá ampliarse el gabinete con 
otras autoridades de la Función 
Ejecutiva. 
 
El Gabinete sesionará de acuerdo 
con la agenda establecida por el 

Presidente de la República, e invi-
tará a participar de las sesiones a 
quien juzgue conveniente (Estatuto 
del Régimen Jurídico Administrativo de 

la Función Ejecutiva: Arts. 18; 19). 

 
TR: Administración pública; Admi-
nistración pública central. 

 
Garantía de Fiel Cumplimien-
to 

 
La Ley de Contratación Pública 
(Art. 68 Inc. 1), dispone: “Para se-
guridad del cumplimiento del con-
trato y para responder de las obli-
gaciones que contrajeren a favor 
de terceros, relacionadas con el 
contrato, el adjudicatario, antes de 
la firma del contrato, rendirá ga-
rantías por un monto equivalente 
al cinco por ciento del valor de 
aquél”. 
 
CEP: Caución que rinde el adjudi-
catario en el proceso de contrata-
ción de acuerdo con las condicio-
nes de las bases contractuales y 
antes de la firma del contrato, con 
la finalidad de asegurar el cumpli-
miento del contrato y responder a 
las obligaciones que se contrajeren 

G 
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a favor de terceros y relacionadas 
con el contrato. El monto de la 
garantía será el equivalente al cin-
co por ciento del valor del contra-
to. 

 
No se exigirá la garantía de fiel 
cumplimiento en los casos de con-
tratos de compraventa de bienes 
inmuebles, de permuta, de seguro 
y de adquisición de bienes mue-
bles que se entreguen al momento 
de efectuarse el pago. 

 
Se podrá rendir este tipo de garantía 
en las siguientes formas: depósito en 
moneda de plena circulación en el 
país, es decir en dólares de los Esta-
dos Unidos de Norteamérica, efecti-
vo o en cheque certificado; garantía 
incondicional, irrevocable y de cobro 
inmediato, otorgada por un banco o 
compañía financiera establecidos en el 
país o por intermedio de ellos; póliza 
de seguro, incondicional e irrevocable, 
de  cobro  inmediato por una com-
pañía de seguros establecida en el 
país; primera hipoteca de bienes raí-
ces, siempre que no exceda del sesen-
ta por ciento del valor del inmueble 
hipotecado; depósitos de bonos del 
Estado, municipalidades y otras enti-
dades del sector público; certificacio-
nes de la Tesorería General de la Na-
ción, cédulas hipotecarias, bonos de 
prenda u otros valores fiduciarios cali-
ficados por el Directorio del Banco 
Central del Ecuador. 

Es obligación de los contratistas 
mantener la vigencia de las garant-
ías otorgadas, de acuerdo con la 
naturaleza y los términos del con-
trato o hasta la terminación de la 
obra objeto del contrato; en caso 
de requerirse renovación, se efec-
tuará con por lo menos cinco días 
antes de su vencimiento o en su 
defecto se harán efectivas por la 
entidad contratante. 

 

La devolución de la garantía de 
fiel cumplimiento se realizará de 
acuerdo con la naturaleza y las 
disposiciones del contrato, así, en 
caso de contratos de ejecución de 
obras se lo hará al momento de la 
entrega-recepción definitiva, real o 
presunta; en caso de contratos de 
adquisición de bienes se devolverá 
a la firma del acta de recepción 
definitiva; y en los casos de recep-
ciones parciales, la garantía se re-
ducirá en igual porcentaje en que 
se proceda a la recepción parcial. 

 

La garantía de fiel cumplimiento 
sólo podrá ser ejecutada en los ca-
sos en que haya resolución unila-
teral del contrato, por orden de 
Juez competente mediante sen-
tencia ejecutoriada, por falta de 
renovación de la garantía, y para 
responder a favor de terceros, 
mediante decisión judicial, por las 
obligaciones que se contrajeren. 
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En caso de haberse ejecutado o 
hecho efectiva la garantía de fiel 
cumplimiento por terminación 
unilateral del contrato, por in-
cumplimiento del contrato, pro-
duce, como efecto jurídico, el in-
habilitar al contratista para cele-
brar contratos con el Estado o en-
tidades del sector público por cua-
tro años después de haberse 
hecho efectiva, con la debida ins-
cripción en el registro de contra-
tistas incumplidos y adjudicatarios 
fallidos (Ley de Contratación Pública: 
Arts. 55 Lit. c; 68; 73-76; 79 // Regla-

mento de la Ley de Contratación Públi-

ca: Art. 83 Num. 2 // Reglamento susti-

tutivo para registro de contratistas in-

cumplidos y adjudicatarios fallidos, re-

gistro  de  contratos,  registro de ga-

rantías de contratos y régimen de ex-

cepción: Art. 17 // Acuerdo 007-CG89). 
 
TR: Acta de recepción; Contrata-
ción pública; Garantía de seriedad 
de la propuesta; Garantía por antici-
po; Garantía por la debida ejecución 
de la obra; Garantía técnica; Recep-
ción definitiva; Recepción definitiva 
presunta; Registro de contratistas 
incumplidos y adjudicatarios falli-
dos. 

 
 

                                                           
89
  Acuerdo que contiene los Modelos de Docu-

mentos Precontractuales, sus formularios e ins-
tructivos; publicado (RO 311: 23-abr-2001). 

Garantía de Seriedad de la Pro-
puesta 

 
La Ley de Contratación Pública 
(Art. 67) dispone: “Para asegurar 
la celebración del contrato, el 
proponente presentará garantías 
de seriedad de la propuesta, en las 
condiciones y montos señalados 
en esta Ley”. 
 
CEP: Caución que rinde el postu-
lante, proponente o invitado a 
presentar ofertas a favor del con-
tratante en el proceso de contrata-
ción, específicamente en la etapa 
precontractual, de acuerdo con las 
condiciones y montos de las bases 
contractuales y la ley, con la fina-
lidad de asegurar o garantizar la 
seriedad de la propuesta presenta-
da, y siempre que el contrato ten-
ga una cuantía igual o superior a la 
base establecida para el concurso 
público de ofertas, es decir, el va-
lor que resulte de multiplicar el 
coeficiente 0,00002 por el monto 
del presupuesto inicial del Estado 
del correspondiente ejercicio 
económico. 
 
Esta garantía tendrá un período 
mínimo de validez de noventa 
días, se mantendrá vigente hasta la 
celebración del contrato y de ne-
cesitar ser renovadas, se efectuará 
con por lo menos cinco días hábi-
les antes de su vencimiento o en 
su defecto se hará efectiva por la 
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entidad contratante; sin embargo, 
no se exigirá el mantener vigente 
la garantía, ni su renovación, en 
caso de que el contrato no se ce-
lebre por culpa de la entidad con-
tratante. La garantía se presentará 
a la autoridad contratante conjun-
tamente con la oferta que realiza y 
su monto será un valor igual al 2% 
del presupuesto referencial o del 
porcentaje del valor de la oferta en 
caso de no existir dicho presu-
puesto. 

 

Se podrá rendir este tipo de ga-
rantía en las siguientes formas: 
depósito en moneda de plena cir-
culación en el país, es decir en 
dólares de los Estados Unidos de 
Norteamérica, efectivo o en che-
que certificado; garantía incondi-
cional, irrevocable y de cobro in-
mediato, otorgada por un banco o 
compañía financiera establecidos 
en el país o por intermedio de 
ellos; póliza de seguro, incondi-
cional e irrevocable, de cobro in-
mediato por una compañía de se-
guros establecida en el país; pri-
mera hipoteca de bienes raíces, 
siempre que no exceda del sesenta 
por ciento del valor del inmueble 
hipotecado; depósitos de bonos 
del Estado, municipalidades y 
otras entidades del sector público; 
certificaciones de la Tesorería Ge-
neral de la Nación, cédulas hipo-
tecarias, bonos de prenda u otros 
valores fiduciarios calificados por 

el Directorio del Banco Central 
del Ecuador. 
 
Esta garantía se devolverá a los 
postulantes no seleccionados, una 
vez adjudicado el contrato o de-
clarado desierto el procedimiento, 
dentro de los cinco días siguientes 
a la resolución de adjudicación, no 
así la garantía rendida por el adju-
dicatario, quien la mantendrá vi-
gente hasta cuando se celebre el 
contrato y se hubiese aceptado la 
garantía de fiel cumplimiento del 
contrato. Para el caso de adjudica-
ción fallida y de llamarse a los 
otros postulantes, éstos deberán 
renovar o mantener la garantía. 
 
La garantía de fiel cumplimiento 
sólo podrá ser ejecutada: en caso 
de negativa a la celebración del 
contrato por parte del adjudicata-
rio, o por causa imputable a él, 
por hallarse impedido para suscri-
birlo, dentro del término de veinte 
días para la celebración del contra-
to, por haberse declarado fallida la 
adjudicación o cuando no se hicie-
re la renovación de la garantía. 
 
En caso de haberse ejecutado o 
hecho efectiva la garantía de se-
riedad de la oferta por negativa a 
la celebración del contrato, pro-
duce, como efecto jurídico, el in-
habilitar al adjudicatario fallido 
para celebrar contratos con el Es-
tado o entidades del sector públi-
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co hasta por tres años después de 
haberse hecho efectiva, y su ins-
cripción en el registro de contra-
tistas incumplidos y adjudicatarios 
fallidos (Ley de Contratación Pública: 
Arts. 4; 21 Lit. f; 28; 55 Lit. b; 61; 62; 

67; 73-76; 79 // Reglamento de la Ley 

de Contratación Pública: Arts. 79; 83 

Num. 1 // Reglamento sustitutivo para 

registro de contratistas incumplidos y 

adjudicatarios fallidos, registro de con-

tratos, registro de garantías de contra-

tos y régimen de excepción: Art. 17 // 

Acuerdo 007-CG90). 

 
TR: Adjudicación fallida; Contrata-
ción pública; Garantía de fiel cum-
plimiento; Garantía por anticipo; 
Garantía por la debida ejecución de 
la obra; Garantía técnica; Procedi-
miento precontractual; Registro de 
contratistas incumplidos y adjudica-
tarios fallidos. 

 
 

Garantía por Anticipo 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “ga-
rantía por anticipo”. 
 
CEP: Caución que rinde el contra-
tista a favor del contratante para 
recibir en anticipo, dineros, giros a 
la vista u otra forma de pago, y 
previo a ello, cuando, por la forma 
de pago estipulada en el contrato, 
la entidad contratante debe otor-
gar dichos anticipos, cualquiera 

                                                           
90
  Ibídem. 

fuera su naturaleza, con la finali-
dad de garantizar su buen uso. 

 

El monto de la garantía será igual 
al valor del anticipo y que se redu-
cirá en la proporción que se vaya 
amortizando aquél anticipo o se 
reciban provisionalmente los bie-
nes hasta su total cancelación. 

 

Se podrá rendir este tipo de ga-
rantía en las siguientes formas: 
depósito en moneda de plena cir-
culación en el país, es decir en 
dólares de los Estados Unidos de 
Norteamérica, efectivo o en che-
que certificado; garantía incondi-
cional, irrevocable y de cobro in-
mediato, otorgada por un banco o 
compañía financiera establecidos 
en el país o por intermedio de 
ellos; póliza de seguro, incondi-
cional e irrevocable, de cobro in-
mediato por una compañía de se-
guros establecida en el país; pri-
mera hipoteca de bienes raíces, 
siempre que no exceda del sesenta 
por ciento del valor del inmueble 
hipotecado; depósitos de bonos 
del Estado, municipalidades y 
otras entidades del sector público; 
certificaciones de la Tesorería Ge-
neral de la Nación, cédulas hipo-
tecarias, bonos de prenda u otros 
valores fiduciarios calificados por 
el Directorio del Banco Central 
del Ecuador. 
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La garantía de por anticipo sólo 
podrá ser ejecutada cuando el 
contratista no devolviere los valo-
res no devengados por dicho anti-
cipo, luego de efectuada la liqui-
dación del contrato y haya sido 
requerido (Ley de Contratación Públi-
ca: Arts. 69; 73-76 // Reglamento de la 

Ley de Contratación Pública: Arts. 80; 

83 Num. 3 // Acuerdo 007-CG91). 
 
TR: Contratación pública; Garantía 
de fiel cumplimiento; Garantía de 
seriedad de la propuesta; Garantía 
por la debida ejecución de la obra; 
Garantía técnica; Recepción provi-
sional. 

 
 

Garantía por la Debida Ejecu-
ción de la Obra 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “ga-
rantía por la debida ejecución de 
la obra”. 
 
CEP: Caución que rinde el contra-
tista a favor del contratante, antes 
del cobro de la primera planilla o 
del anticipo, con la finalidad de 
asegurar la debida ejecución y 
buena calidad de los materiales, 
asegurar las reparaciones o cam-
bios de aquellas partes de la obra 
en la que se descubran defectos de 
construcción, mala calidad o in-
cumplimiento de las especifica-

                                                           
91
  Ibídem. 

ciones, imputables al contratista. 
El monto de la garantía será del 
cinco por ciento del monto del 
contrato. 
 
Esta garantía se otorgará en los 
contratos de obra, en los contra-
tos complementarios y por obras 
adicionales y se podrá rendir en 
las siguientes formas: depósito en 
moneda de plena circulación en el 
país, es decir en dólares de los Es-
tados Unidos de Norteamérica, 
efectivo o en cheque certificado, 
depositado en el Banco Ecuato-
riano de la Vivienda; garantía in-
condicional, irrevocable y de co-
bro inmediato, otorgada por un 
banco o compañía financiera esta-
blecidos en el país o por interme-
dio de ellos; póliza de seguro, in-
condicional e irrevocable, de co-
bro inmediato por una compañía 
de seguros establecida en el país. 
 
Se devolverá al momento de la 
firma del acta de entrega-
recepción, provisional, real o pre-
sunta, en caso de contratos de eje-
cución de obras, o de la providen-
cia de Juez competente que noti-
fique a la entidad contratante que 
ha operado la recepción provisio-
nal presunta; o a la firma del acta 
de recepción definitiva, en contra-
tos de adquisición de bienes; o de 
acuerdo con lo estipulado en el 
contrato, para los demás casos 
(Ley de Contratación Pública: Arts. 71; 
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73; 75; 76; 79 // Reglamento de la Ley 

de Contratación Pública: Arts. 81; 83 

Nums. 4, 5). 
 

 

TR: Contratación pública; Contrato 
Complementario; Garantía de fiel 
cumplimiento; Garantía de seriedad 
de la propuesta; Garantía por antici-
po; Garantía técnica; Obra pública; 
Recepción provisional; Recepción 
definitiva. 

 
 
Garantía Técnica 

 
El Reglamento de la Ley de Con-
tratación Pública (Art. 82) estable-
ce que es “la garantía del fabrican-
te respecto a la calidad y buen 
funcionamiento de equipos, ma-
quinaria y vehículos podrá ser ex-
tendida por los representantes, 
distribuidores o vendedores auto-
rizados del fabricante respectivo y 
abarcará las condiciones y térmi-
nos de normal funcionamiento 
usuales para el tipo de los bienes 
correspondientes”. 
 
CEP: Caución que se exige al con-
tratista al momento de la suscrip-
ción del contrato de adquisición, 
provisión o instalación de equi-
pos, maquinaria o vehículos, o de 
obras que contemplen aquella 
provisión o instalación, y que con-
siste en la garantía del fabricante 
respecto a la calidad y buen fun-
cionamiento de equipos, maquina-
ria y vehículos, cuya vigencia se 

establecerá de acuerdo con el con-
trato y abarcará las condiciones y 
términos normales de funciona-
miento usual. Esta garantía entrará 
en vigencia desde el momento de 
la entrega recepción del bien. 
 
En caso de no entregarse esta ga-
rantía, el contratista deberá pro-
porcionar otra de las permitidas 
por Ley, por un valor igual al bien 
a suministrarse, de acuerdo con 
los documentos precontractuales y 
el contrato (Ley de Contratación 

Pública: Arts. 70; 73-76; 79 // Regla-

mento de la Ley de Contratación Públi-

ca: Art. 82). 

 

TR: Contratación pública; Garantía 
de fiel cumplimiento; Garantía de 
seriedad de la propuesta; Garantía 
por anticipo; Garantía por la debida 
ejecución de la obra. 

 

 
Gestión Ambiental 

 
En el Glosario de términos de la 
Ley de Gestión Ambiental se 
menciona que “es el conjunto de 
políticas, normas, actividades ope-
rativas y administrativas de pla-
neamiento, financiamiento y con-
trol estrechamente vinculadas, que 
deben ser ejecutadas por el Estado 
y la sociedad para garantizar el de-
sarrollo sustentable y una óptima 
calidad de vida”. 
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CEP: Dirigida por el Ministerio 
del Ambiente, es el conjunto de 
políticas, estrategias, normas, acti-
vidades operativas y administrati-
vas, de planeamiento, financia-
miento y control orientadas a lo-
grar racionalidad en los procesos 
de conservación y protección del 
medio, para garantizar el desarro-
llo sustentable y cuya planificación 
y ejecución se sujetarán a los prin-
cipios de solidaridad, equidad, co-
rresponsabilidad, consentimiento 
informado previo, cooperación, 
coordinación, representatividad 
validada, precaución, prevención, 
mitigación y remediación de im-
pactos negativos, minimización de 
desechos, reciclaje y reutilización 
de desechos, uso de tecnologías 
más limpias y alternativas de desa-
rrollo y aprovechamiento susten-
table del patrimonio y recursos 
naturales; tecnologías alternativas 
ambientalmente responsables y 
respeto a las culturas y prácticas 
tradicionales y posesiones ances-
trales e incluyendo el aporte de la 
participación ciudadana. 

 

Por lo que, toda persona natural o 
jurídica tiene derecho a participar 
en la gestión ambiental a través de 
los mecanismos legales y regla-
mentarios correspondientes, entre 
los cuales se incluyen: consultas, 
audiencias públicas, asambleas, fo-
ros públicos de diálogo; iniciati-
vas, propuestas, talleres de capaci-

tación, difusión, educación y so-
cialización ambiental; campañas 
de difusión y concienciación a 
través de los medios de comuni-
cación; comisiones ciudadanas 
asesoras y de vigilancia; acciones 
populares reconocidas constitu-
cional y legalmente, o cualquier 
forma de asociación entre el sec-
tor público y el privado. Su parti-
cipación será un elemento tras-
cendental en: diseño, aprobación y 
ejecución de políticas, normas, 
planes, programas y proyectos; 
adopción de decisiones de riesgo 
ambiental; evaluaciones de impac-
to ambiental, y vigilancia o contra-
loría social (Ley de Gestión Ambiental: 
Arts. 2; 7; 28 // Reglamento al artículo 

28 de la Ley de Gestión Ambiental sobre 

la participación ciudadana y consulta 

previa: Arts. 8; 45; 9 // Libro I del Texto 

Unificado de Legislación Ambiental: 

Art. 1). 

 

TR: Estudio de Impacto Ambiental; 
Evaluación de Impacto Ambiental; 
Impacto ambiental; Ley de Gestión 
Ambiental; Licencia ambiental; Me-
dio Ambiente. 

 

 

Glosa de Responsabilidad Civil 
Culposa 

 

No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “glosa 
de responsabilidad civil culposa”. 
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CEP: Mecanismo jurídico que 
consiste en el medio de predeter-
minación de responsabilidad civil 
culposa, ejecutada por parte de la 
Contraloría General del Estado –
en forma privativa y debidamente 
motivada– luego de obtenidos y 
revisados, numérica y contable-
mente, los resultados de la audi-
toría gubernamental, cuando se 
encontrare que se ha causado per-
juicio económico al Estado o a sus 
instituciones, como consecuencia 
de la acción u omisión culposa de 
los servidores públicos y/o de las 
personas naturales o jurídicas de 
derecho privado. En términos ge-
nerales, es la interpretación, cen-
sura o crítica de los resultados del 
examen de auditoría al manejo 
otorgado a los fondos, valores o 
bienes públicos, por los cuales se 
establece, en forma preliminar o 
previa, las responsabilidades, en 
este caso, civil culposa. 
 
La glosa de responsabilidad civil 
culposa será notificada a la o las 

personas implicadas, por boleta, 
por correo certificado o legalmen-
te autorizado o por la prensa; 
concediéndoles el plazo de sesenta 
días para contestar y presentar las 
pruebas correspondientes, luego 
de lo cual, y dentro del plazo de 
ciento ochenta días, la Contraloría 
General del Estado expedirá su 
resolución debidamente motivada, 
quedando a salvo el derecho a im-
pugnar dicha resolución (Ley Orgá-
nica de la Contraloría General del Es-

tado: Arts. 31 Num. 6; 53; 56 // Regla-

mento de la Ley Orgánica de la Contra-

loría General del Estado: Art. 56 // Re-

glamento de Responsabilidades: Arts. 

25; 26; 28). 

 
TR: Auditoría Gubernamental; Au-
ditoría Gubernamental de Gestión; 
Auditoría General Financiera; Con-
traloría General del Estado; Deter-
minación de responsabilidades; Re-
solución de determinación civil cul-
posa; Responsabilidad civil culposa. 

 
 





 

H 
Hecho Administrativo 

 
El Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Eje-
cutiva (Art. 78) define: “el hecho 
administrativo es toda actividad 
material, traducida en operaciones 
técnicas o actuaciones físicas, eje-
cutadas en ejercicio de la función 
administrativa, productora de 
efectos jurídicos directos o indi-
rectos, ya sea que medie o no una 
decisión de acto administrativo 
previo”. 
 
Adicionalmente, Roberto DRO-
MI92 dice que “de cualquier modo, 
se trata de un hecho jurídico, en 
tanto y en cuanto tiene la virtuali-
dad de producir consecuencias 
jurídicas, que proviene de la Ad-
ministración Pública (estatal o no 
estatal) e incide en la relación jurí-
dico-administrativa, de lo que re-
sulta su adjetivación. [...]. 
 
El hecho administrativo no impo-
ne deberes a los administrados. 
Sus efectos jurídicos se reducen a 
imponer responsabilidad adminis-
trativa si se ha ocasionado un da-

                                                           
92
  DROMI, Roberto, op. cit., p. 431. 

ño [...] Si el ordenamiento jurídico 
exige una declaración previa (acto 
previo) a la actuación administra-
tiva, la falta de aquella hará res-
ponsable al ente público y al agen-
te ejecutante por los daños y per-
juicios que se ocasionen. [...]. 
 
El hecho administrativo en sí es 
una actividad neutra: no es en 
principio legítima ni ilegítima, a 
menos que se trate de vías de 
hecho93 administrativa que com-
porten un obrar manifiestamente 
prohibido y lesivo al orden jurí-
co”. 
 
Desde un punto de vista más ge-
neralizado, Libardo RODRÍ-
GUEZ94 explica que “son aque-
llos fenómenos, acontecimientos 
o situaciones que se producen in-
dependientemente de la voluntad 
de la Administración, pero que 
producen efectos jurídicos respec-
to de ella”. 

                                                           
93
  DROMI explica que “cuando se habla de vías 

de hecho en general, se está refiriendo a una 
acción material (que alcanza incluso el uso de la 
fuerza) que prescinde de las vías legales para 
imponer un estado de cosas que carece de una 
cobertura jurídica, una situación determinada 
en relación a personas o cosas”, Ibídem, op. 
cit., p. 433. 

94
  RODRÍGUEZ, Libardo, op. cit., p. 236. 

H 
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CEP: Es un hecho jurídico, acti-
vidad material, operaciones técni-
cas, acontecimientos o actuacio-
nes físicas ejecutadas por la Ad-
ministración Pública, en ejercicio 
de sus competencias, que no goza 
de presunción de legitimidad, pero 
que produce efectos o consecuen-
cias jurídicas, sea en forma directa 
o indirecta, sin necesidad de que 
preexista un acto administrativo, 
como cuando la entidad, dentro 
de sus funciones, ejecuta un ac-
ción sin estar ordenado por acto 
administrativo para hacerlo o si 
existiendo dicha orden, la extrali-
mita u omite. 
 
Hay que entender que la actividad 
de la Administración no finaliza 
con la emisión de actos adminis-
trativos, sino que exige operacio-
nes materiales de índole adminis-
trativa, por lo que la ejecución 
misma del acto administrativo in-
volucra un hecho administrativo; 
sin embargo, puede suceder que 
algunos de estos hechos compor-
ten daños o perjuicios, como 
cuando la autoridad, dentro de sus 
funciones, procede al derroca-
miento de una construcción por 
no tener supuestamente los per-

misos respectivos, sin tener un ac-
to administrativo que le ordene en 
ese supuesto; o la construcción de 
una carretera que ocasiona daños 
a propiedades aledañas, e inclusive 
puede significar actividades ilíci-
tas, como cuando sin el procedi-
miento de expropiación respectivo 
la entidad ocupa un bien de pro-
piedad privada para ejecutar una 
obra pública. 
 
Por tanto, su principal efecto jurí-
dico es atribuir responsabilidades 
administrativas en caso de ocasio-
nar daños no previstos, por lo que 
las personas afectadas tienen el 
derecho a denunciar o reclamar 
ante la autoridad correspondiente 
por los hechos ejecutados, e inclu-
so la proposición de acciones co-
mo el amparo constitucional en 
caso de afectar una garantía cons-
titucional de forma cierta e inmi-
nente. (Constitución Política: Art. 95 // 
Estatuto del Régimen Jurídico Adminis-

trativo de la Función Ejecutiva: Arts. 

78; 79 // Ley Orgánica de Control Cons-

titucional: Art. 46). 

 
TR: Acto administrativo; Derecho 
Administrativo; Reclamo adminis-
trativo. 

  



 

I 
 

IERAC (Instituto Ecuatoriano 
de Reforma Agraria y Coloni-
zación) 

 
En la actualidad, no existe en la 
legislación ecuatoriana definición 
expresa de “IERAC”. 
 
CEP: Instituto Ecuatoriano de 
Reforma Agraria y Colonización, 
IERAC, entidad actualmente no 
existente, creada para la aplicación 
de la Ley de Reforma Agraria y 
Colonización (DS-1480. RO 297: 
23-jul-1964), como organismo 
técnico especializado, autónomo 
con personería jurídica de derecho 
público, que reemplazó al Institu-
to Nacional de Colonización y 
tenía a su cargo el conducir la 
política agraria del país y todos los 
aspectos inherentes a la coloniza-
ción. 
 
Estuvo integrado por: un Consejo 
Directivo a nivel ministerial, en-
cargado de la adopción de deci-
siones de tipo político; y de un 
Comité Ejecutivo, que en unión 
con la Dirección Ejecutiva, asu-
miría las responsabilidades de 
carácter técnico y administrativo 

que se requería para la aplicación 
de la Ley. 
 
 
Posteriormente, tras varias refor-
mas, mediante Decreto Supremo 
1172 (RO 410:15-oct-1973), se 
expide la nueva Ley de Reforma 
Agraria, en donde el IERAC, sería 
encargado de la ejecución de los 
planes, programas y proyectos de 
reforma agraria, y particularmente, 
tendría competencia, en primera 
instancia, para conocer de los 
procesos de afectación de tierras, 
constituyéndose como una enti-
dad de derecho público con per-
sonería jurídica y patrimonio pro-
pio, adscrita al Ministerio de Agri-
cultura y Ganadería, con sede en 
Quito y jurisdicción en todo el te-
rritorio nacional. 
 
 
Contaría con la Dirección Ejecu-
tiva, Subdirección, Inspectoría 
General, Auditoría y demás direc-
ciones, departamento, jefaturas 
regionales, jefaturas zonales y de-
pendencias que fueren estableci-
das en el Reglamento Orgánico 
Funcional. 

I 
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Esta estructura y comprensión del 
IERAC se mantendría a lo largo 
de las dos siguientes codificacio-
nes de la Ley de Reforma Agraria: 
la primera constante en el Registro 
Oficial 631 del 18 de julio de 
1978; y la segunda promulgada en 
el Registro Oficial 877 del 18 de 
julio de 1978. 
 
Finalmente, mediante la Ley 54 
(RO-S 461: 14-jun-1994), se expi-
de la Ley de Desarrollo Agrario, 
que expresamente derogó a la Ley 
de Reforma Agraria, y con esto se 
creó el Instituto Nacional de De-
sarrollo Agrario (INDA), que a la 
postre sustituyó al IERAC. En la 
actualidad, se encuentra en vigen-
cia la Codificación de la Ley de 
Reforma Agraria del 2004 (Cod. 
2004-02. RO-S 315: 16-abr-2004), 
en la cual perdura el INDA como 
una entidad de derecho público, 
con ámbito nacional, personalidad 
jurídica y patrimonio propio, ads-
crita al Ministerio de Agricultura y 
Ganadería y sede en Quito. 
 
TR: INDA. 

 
 

Impacto Ambiental 
 
El Glosario de términos de la Ley 
de Gestión Ambiental define al 
impacto ambiental como “la alte-
ración positiva o negativa del me-
dio ambiente, provocada directa o 

indirectamente por un proyecto o 
actividad en una área determina-
da”. 
 
CEP: Efecto o conjunto de efec-
tos que las actuaciones humanas 
producen en el medio o en alguno 
de sus componentes; cambio o al-
teración, adverso o beneficioso, 
que resulta de las actividades o 
servicios de una organización o 
proyecto, sea que haya sido pro-
ducido  en  forma  directa  o  indi-
recta. Es la diferencia entre las 
condiciones ambientales que exis-
tirían con la implementación de 
un proyecto y las que existen sin 
el mismo (Ley de Gestión Ambiental: 
Glosario). 

 
TR: Gestión Ambiental; Estudio de 
Impacto Ambiental; Evaluación de 
Impacto Ambiental; Ley de Gestión 
Ambiental; Licencia ambiental; Me-
dio Ambiente. 

 
 

Impugnabilidad del Acto Ad-
ministrativo 

 
El Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Eje-
cutiva (Art. 69 Inc. 1), dispone 
que “todos los actos administrati-
vos expedidos por los órganos y 
entidades sometidos a este Estatu-
to serán impugnables en sede ad-
ministrativa o judicial. La impug-
nación en sede administrativa se 
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hará de conformidad de este Esta-
tuto. La impugnación en sede ju-
dicial se someterá a las disposicio-
nes legales aplicables”. 
 
Roberto DROMI95 menciona que 
“el acto administrativo, en su cali-
dad de acto productor de efectos 
jurídicos directos, puede ser im-
pugnado mediante la interposición 
de recursos administrativos o ac-
ciones y recursos judiciales. […] 
en ejercicio del derecho de defen-
sa que ampara la Constitución”. 
 
Para el Dr. José Luis LUNA 
GAIBOR96 “el acto administrati-
vo a más de gozar del presupuesto 
de legalidad, legitimidad y ejecuto-
riedad, es fundamentalmente im-
pugnable, es decir sujeto a contra-
dicción, a ser refutado; y aquella 
contradicción que puede ser me-
diante un recurso, puede darse 
bien en sede administrativa con-
forme lo determinan las disposi-
ciones normativas de cada ente 
gubernamental, o en forma gené-
rica para el poder ejecutivo, al te-
nor de lo que establece el Estatuto 
del Régimen Jurídico Administra-
tivo de la Función Ejecutiva”. 
 
CEP: Característica del acto ad-
ministrativo en base a la cual se 
genera el derecho a contradecir o 

                                                           
95
  DROMI, Roberto, op. cit., p. 398. 

96
  LUNA GAIBOR, José Luis, op. cit., 
www.dlh.lahora.com.ec. 

refutar su contenido, en base a los 
recursos o vías de impugnación 
establecidos legalmente. Principio 
que regula los actos administrati-
vos por el que la parte afectada 
puede oponerse a la decisión o 
voluntad expresada, sea mediante 
recurso en sede administrativa o 
en instancia judicial. 
 
Esta característica o principio está 
relacionado con el concepto de 
acto administrativo firme, pues de 
tener esta característica, no habrá 
posibilidad de impugnación, es 
decir, que cabe la impugnación en 
los actos que no son firmes. 
Además, procede en vía adminis-
trativa, aquella impugnación que 
se ejecuta por razones de legitimi-
dad, oportunidad, mérito o con-
veniencia del acto; y por vía judi-
cial, únicamente en razón de la le-
gitimidad del acto. 
 
La impugnación en sede adminis-
trativa se hará de conformidad 
con el Estatuto del Régimen Jurí-
dico Administrativo de la Función 
Ejecutiva, y la impugnación en se-
de judicial se someterá, en espe-
cial, a la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa; am-
bas formas son independientes, 
razón por la cual, se puede im-
pugnar directamente ante el Tri-
bunal Distrital de lo Contencioso 
Administrativo por vía judicial, sin 
que fuere necesario haber agotado 
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la vía administrativa o antecedido 
una reclamación administrativa, 
ésta será optativa (Estatuto del Régi-
men Jurídico Administrativo de la Fun-

ción Ejecutiva: Art. 69). 

 

TR: Acto administrativo; Legitimi-
dad del acto administrativo; Lesivi-
dad; Procedimiento administrativo; 
Reclamo administrativo; Recurso 
administrativo; Recurso contencioso 
administrativo; Recurso contencioso 
administrativo objetivo; Recurso 
contencioso administrativo subjeti-
vo; Recurso de reposición; Recurso 
de revisión. 

 

 

INDA (Instituto Nacional de 
Desarrollo Agrario) 

 

No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “IN-
DA”. 

 

CEP: Instituto Nacional de Desa-
rrollo Agrario, INDA, creada, en 
sustitución del IERAC, por la Ley 
de Desarrollo Agrario (L. 54. RO-
S 461: 14-jun-1994), como entidad 
de derecho público, con ámbito 
nacional, personalidad jurídica y 
patrimonio propio, adscrita al Mi-
nisterio de Agricultura y Ganader-
ía y con sede en Quito, encargado 
de la ejecución de las políticas del 
proceso de promoción, desarrollo 
y protección del sector agrario. 

Son atribuciones del INDA: otor-
gar títulos de propiedad a las per-
sonas naturales o jurídicas que, es-
tando en posesión de tierras rústi-
cas y teniendo derecho a ellas, ca-
recen de título de propiedad; ad-
judicar las tierras que son de su 
propiedad; declarar la expropia-
ción de tierras de acuerdo con la 
Ley de Desarrollo Agrario; realizar 
y mantener un catastro de las tie-
rras agrarias; y perfeccionar el 
proceso de reforma agraria inte-
gral. 
 
Estará conformado por un Conse-
jo Superior, un Director Ejecuti-
vo, cuatro direcciones distritales –
Central, Occidental, Austral y 
Centro Oriental, con sedes en 
Quito, Guayaquil, Cuenca y Rio-
bamba, respectivamente–, y las 
unidades administrativas que se 
creen por Reglamento. 
 
Comprende el patrimonio del 
INDA: todas las tierras rústicas 
que formando parte del territorio 
nacional carecen de otros dueños, 
aquellas que mediante resolución 
que cause estado al amparo de las 
leyes de Reforma Agraria y de 
Tierras Baldías y Colonización, 
entraron al patrimonio del Institu-
to Ecuatoriano de Reforma Agra-
ria y Colonización y aún no han 
sido adjudicadas, y las que sean 
expropiadas en aplicación de la 
presente Ley, con excepción de 
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aquellas que son administradas 
por el Ministerio del Ambiente. 
 
En la actualidad, se encuentra en 
vigencia la Codificación de la Ley 
de Reforma Agraria del 2004 (Cod. 
2004-02. RO-S 315: 16-abr-2004), en 
la cual perdura el INDA. 
 
TR: IERAC. 

 
 

Información Confidencial 
 
Ley Orgánica de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública 
(Art. 6 Inc. 1) dispone: “se consi-
dera información confidencial 
aquella información pública per-
sonal, que no está sujeta al princi-
pio de publicidad y comprende 
aquella derivada de sus derechos 
personalísimos y fundamentales, 
especialmente aquellos señalados 
en los artículos 23 y 24 de la 
Constitución Política de la Re-
pública”. 
 
El Dr. Juan Carlos RIOFRÍO97 
respecto de la definición de in-
formación confidencial explica 
que “ciertamente la información 
confidencial no tiene trascenden-
cia pública, y, por tanto, no es in-
formación pública en el sentido 

                                                           
97
  RIOFRÍO, Juan Carlos, Ley Orgánica de Transpa-

rencia y Acceso a la Información Pública, comentada, 
Corporación de Estudios y Publicaciones, Qui-
to, 2005, p. 20. 

objetivo de la palabra: son térmi-
nos contrapuestos. Sin embargo, 
dada la presunción hecha por el 
artículo 5 de la LOTAIP, la in-
formación confidencial sí consti-
tuye una excepción al principio de 
publicidad: se presume pública la 
información que posee una insti-
tución pública, salvo aquella que 
sea confidencial”. 
 
CEP: Aquella información pública 
personal no sujeta al principio de 
publicidad, es decir aquella que se 
deriva de sus derechos personalí-
simos y fundamentales, por lo que 
su uso ilegal o divulgación dará 
lugar a las acciones correspon-
dientes, incluso de carácter penal; 
sin embargo, la reserva de esta in-
formación no podrá invocarse en 
casos de investigaciones realizadas 
por autoridades públicas compe-
tentes sobre violaciones a dere-
chos constitucionales de las per-
sonas, excepto en el caso de inda-
gaciones previas. 
 
Debe entenderse por derechos 
personalísimos aquellos derechos 
subjetivos innatos y vitalicios, 
propios de la naturaleza humana y 
que se relacionan con las manifes-
taciones íntimas, particulares, 
intrínsecas de la persona, tales 
como la intimidad o el honor; en 
tanto los derechos fundamentales, 
aquellos consagrados en la Consti-
tución en los artículos 23 y 24, tal 
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como nos refiere la norma citada: 
derecho a la honra, buena reputa-
ción, a la intimidad, libertad de 
opinión, convicciones políticas, 
religiosas, etc. 
 
Por otra parte, el derecho de acce-
so a la información está garantiza-
do con el recurso respectivo, in-
cluso cuando la negativa a pro-
porcionarla se deba al carácter de 
confidencial de la misma informa-
ción solicitada (Ley Orgánica de 

Transparencia y Acceso a la Informa-

ción Pública: Arts. 6; 22 // Reglamento 

de la Ley Orgánica de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública: Art. 

16 Lit. b). 

 

TR: Derecho de acceso a la infor-
mación; Derecho subjetivo; Infor-
mación pública; Información reser-
vada; Recurso de acceso a la infor-
mación. 

 
 

Información Pública 
 
La Ley Orgánica de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública 
(Art. 5) define que “se considera 
información pública, todo docu-
mento en cualquier formato, que 
se encuentre en poder de las insti-
tuciones públicas y de las personas 
jurídicas a las que se refiere esta 
Ley, contenidos, creados u obte-
nidos por ellas, que se encuentren 
bajo su responsabilidad o se hayan 

producido con recursos del Esta-
do”. 

 

CEP: Desde una concepción sub-
jetiva de la información pública, y 
basados en el texto de la norma 
legal citada, es toda información 
que se encuentra en poder de las 
instituciones del Estado o pública, 
presunción que genera una defini-
ción por demás amplísima y que 
abarca cualquier tipo de dato, que 
inclusive no llegue a ser verdade-
ramente público; por lo que, de 
manera objetiva, sería propicio de-
finir como aquella información 
que tiene una utilidad social y a la 
cual todas las personas tienen de-
recho a acceder en procura de sa-
tisfacer su necesidad de acercarse 
a acontecimientos de interés gene-
ral, basados, inclusive, en el prin-
cipio de pertenencia que ejercen 
todos los ciudadanos y ciudadanas 
sobre dicha información. 

 

Sin embargo, esta información 
pública, sobre la cual existe el 
mandato constitucional de que no 
existirá reserva alguna, merece 
también excepciones, como cuan-
do por razones de seguridad se es-
tablezca reserva, determinado por 
el Consejo de Seguridad Nacional, 
o en el caso de información con-
fidencial o de otros casos estable-
cidos en otros cuerpos legales, 
como el del sigilo bancario. 
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Por otro lado, si bien la informa-
ción pertenece a los ciudadanos y 
ciudadanas, las instituciones 
públicas o del Estado, en las cua-
les reposan, serán los administra-
dores de dicha información, por 
lo que serán los custodios respon-
sables de su difusión, entrega, ar-
chivo, reserva y confidencialidad 
según el caso, alteración, oculta-
ción, pérdida o desmembración de 
documentos u otros medios que 
contengan información pública, y 
finalmente, responsables de garan-
tizar el derecho de acceso a esa in-
formación (Constitución Política: Art. 
81 // Ley Orgánica de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública: Art. 4 

Lit. a; 5 // Reglamento a la Ley Orgáni-

ca de Transparencia y Acceso a la In-

formación Pública: Art. 9). 

 
TR: Derecho de acceso a la infor-
mación; Información confidencial; 
Información reservada; Recurso de 
acceso a la información; Sistema 
Nacional de Archivos. 

 
 

Información Reservada 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “in-
formación reservada”. 
 
CEP: Excepción al principio de 
publicidad de la información y que 
reposa en las entidades públicas e 
instituciones del Estado, dado que 
no se puede tener acceso a la in-

formación pública cuando los do-
cumentos o cualquier otro medio 
en los que se contenga, hayan sido 
calificados, motivadamente, como 
reservados por el Consejo de Se-
guridad Nacional, por razones de 
defensa nacional y por otras cau-
sas establecidas en leyes vigentes, 
tales como, a modo de ejemplo, 
información relativa a propiedad 
intelectual, la protegida por el sigi-
lo bancario, los informes de audi-
toría o exámenes especiales, entre 
otros casos. 
 
La información que es calificada 
como reservada por razones de 
defensa nacional comprende: los 
planes y órdenes de defensa na-
cional, militar, movilización, de 
operaciones especiales y de bases 
e instalaciones militares ante posi-
bles amenazas contra el Estado; 
información en el ámbito de la in-
teligencia, específicamente los 
planes, operaciones e informes de 
inteligencia y contrainteligencia 
militar, siempre que existiera 
conmoción nacional; la informa-
ción sobre la ubicación del mate-
rial bélico cuando ésta no entrañe 
peligro para la población; y, los 
fondos de uso reservado exclusi-
vamente destinados para fines de 
la defensa nacional. 
 
La clasificación o desclasificación 
de la información reservada, de 
conformidad con la Ley, será de 
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responsabilidad del Consejo de 
Seguridad Nacional y de los titula-
res de las instituciones públicas, 
según el caso, dentro de sus res-
pectivas competencias; sin embar-
go, no podrá clasificarse de reser-
vada luego de haberse efectuado 
la solicitud de información, puesto 
que ello limitaría el derecho de ac-
ceso a la información. De igual 
forma, el período de permanencia 
de la clasificación como reservada 
será de hasta quince años y se 
procederá a la desclasificación 
cuando se haya extinguido la cau-
sa que propició tal hecho, por lo 
que de permanecer y justificarse 
sus causas, se podrá ampliar el 
período de la reserva. 

 

Para llevar un control de los do-
cumentos o expedientes que 
hayan sido clasificados como re-
servados, las instituciones públicas 
elaborarán semestralmente un 
índice de dichos expedientes, or-
denados por temas, y disponibles 
en la página Web de cada institu-
ción, excluyéndose de la reserva al 
propio índice, en el cual se deta-
llará la fecha de resolución y per-
íodo de vigencia de la reserva 
(Constitución Política: Art. 81 // Ley 

Orgánica de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública: Arts. 17; 18 // 

Reglamento a la Ley Orgánica de 

Transparencia y Acceso a la Informa-

ción Pública: Arts. 9; 10). 

 

TR: Derecho de acceso a la infor-
mación; Información confidencial; 
Información pública; Recurso de 
acceso a la información. 

 
 
Instituto Ecuatoriano de Re-
forma Agraria y Colonización 
(Ver: IERAC) 
 
 
Instituto Nacional de Desarro-
llo Agrario (Ver: INDA) 

 
 

Instructivo (Ver: Circular) 
 
 

Interés directo (LOSCCA) 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “in-
terés directo”. 
 
CEP: Interés actual y personal pa-
ra accionar o recurrir en contra de 
actos o hechos administrativos 
que afecten los derechos propios 
de la persona, natural o jurídica. 
Requisito necesario para provocar 
la legitimación activa del recurren-
te o accionante, es decir el justifi-
cativo para demandar, que implica 
que el recurrente debe estar en 
condición o busque conseguir un 
provecho de la decisión, lo que no 
supone que deba forzosamente 
darse; además, los efectos de la re-
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solución deben ser efectivos y 
acreditados, es decir, no potencia-
les ni futuros; por lo que marca 
como determinante a este interés 
directo, el que el interesado bus-
que un beneficio, material o moral 
–no limitándolo a un interés 
económico– sea mediante una ac-
ción que produzca un efecto posi-
tivo o la cesación o evitación de 
actos con efectos negativos y que 
estuvieren perjudicando a sus de-
rechos. 

 

De esta forma, por ejemplo, el re-
curso contencioso administrativo 
podrá interponerse en contra de 
reglamentos, actos o resoluciones 
emanados de la Administración 
Pública o personas jurídicas semi-
públicas, por las personas, natura-
les o jurídicas que hayan sido afec-
tadas o vulneradas en su interés 
directo por dichos actos, buscan-
do la reparación correspondiente. 

 

Se excluye de la concepción del 
interés directo el sólo interés por 
el respeto a la legalidad, como 
cuando alguien demanda la nuli-
dad de un acto administrativo que 
no afecta a sus derechos pero que 
puede provocar el actuar ilegal-
mente en contra de los derechos 
de otras personas; sin embargo, 
hay que dejar a salvo los casos de 
acción popular. 

El interés directo se concibe en 
forma más restringida del interés 
legítimo, toda vez que éste legiti-
ma el accionar, inclusive si no 
existiera afectación directa, ni se 
consiga un beneficio directo, de 
esta forma, una persona podrá te-
ner el interés legítimo de deman-
dar o recurrir aún cuando no exis-
ta afectación directa a sus inter-
eses (Ley de la Jurisdicción Contencio-
so Administrativa: Arts. 1; 3; 23; 25). 

 

TR: Interés legítimo; Reclamo ad-
ministrativo; Recurso administrati-
vo; Recurso contencioso administra-
tivo; Recurso contencioso adminis-
trativo objetivo. 

 
 

Interés Legítimo 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “in-
terés legítimo”. 
 
Para el Dr. Jorge ZAVALA 
EGAS98, coincidiendo su criterio 
con Horacio Cassinelli-Muñoz, a 
quien lo cita, expresa que “el in-
terés legítimo es una situación 
jurídica subjetiva distinta del dere-
cho subjetivo propiamente di-
cho”. Explica que nacido el con-
cepto de la doctrina italiana se 
hizo necesario a causa de diferen-
ciarlo del derecho subjetivo, toda 
vez que haciendo dicha diferencia 

                                                           
98
  ZAVALA EGAS, Jorge, op. cit., p. 120. 
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“nacía el fundamento para esta-
blecer la competencia en la juris-
dicción ejercida por el poder judi-
cial para la defensa de los dere-
chos subjetivos, aún frente al Es-
tado y la que ejercía la jurisdicción 
contencioso administrativa por 
parte del Consejo de Estado. 

 

El mismo autor, haciendo crítica a 
la legislación ecuatoriana reconoce 
que “sobre el interés legítimo no 
existe definición alguna y siempre, 
éste, pasa a ser un supuesto de las 
normas como, por ejemplo, en el 
literal a) del artículo 23 que con-
fiere legitimación para la declara-
ción de no ser conforme a dere-
cho y, en su caso, la anulación de 
los actos de la Administración, a la 
persona natural o jurídica que tu-
viere interés directo en ellos. Lue-
go, no es posible tomar el recurso 
de anulación u objetivo como de 
acción popular, sino limitado a las 
personas naturales o jurídicas que 
tuvieren interés directo, personal y 
legítimo en la invalidación de una 
norma general, expedida por la 
Administración Pública”. Conclu-
ye que el “interés legítimo es una 
situación jurídica subjetiva que 
puede quedar satisfecho o, al con-
trario, insatisfecho, luego que el 
poder de la Administración se 
haya ejercido o se haya omitido su 
ejercicio. Si el poder se ha ejercido 
en forma adecuada al ordenamien-
to jurídico, la satisfacción o la in-

satisfacción del interés no tiene 
trascendencia, pues, no existe da-
ño jurídico y no hay ilicitud algu-
na. Si, por el contrario, el ejercicio 
del poder ha sido ilegítimo y ha 
resultado insatisfecho el interés de 
la persona, existe lesión de interés 
legítimo”. 

 

CEP: Concepto mucho más am-
plio que el de interés personal y 
directo y que consiste en aquel 
que tienen todas las personas que, 
por la situación objetiva en que se 
encuentran, por una situación de 
carácter personal o por ser los 
destinatarios de una regulación de-
terminada, son titulares de un in-
terés propio, distinto del de los 
demás ciudadanos o administra-
dos y tendiente a que la Adminis-
tración Pública actúe de acuerdo 
con el ordenamiento jurídico 
cuando, con motivo de la perse-
cución de sus propios fines gene-
rales, incida en el ámbito de ese 
interés propio, aunque la actua-
ción de que se trate no les ocasio-
ne, en concreto, un beneficio o 
servicio inmediato; como cuando 
un proponente, por ejemplo den-
tro de un concurso público o lici-
tación, tiene el interés legítimo de 
que la entidad contratante proceda 
a actuar y provoque la adjudica-
ción esperada, por lo que puede 
accionar o exigir a que seleccione 
a la mejor y más conveniente ofer-
ta, aún cuando no sea el seleccio-
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nado. Diferente será, pues, en el 
mismo caso, de que siendo selec-
cionada la oferta menos conve-
niente, afecte a su interés directo, 
y el proponente no seleccionado 
podrá, por tanto, accionar contra 
tal decisión por la afectación a su 
interés directo y, a la vez, en ejer-
cicio de su interés legítimo por el 
adecuado proceder administrativo. 
 
Por tanto, interés legítimo existe 
cuando una actuación incide en la 
esfera jurídica de quien ejerce la 
pretensión y que se halla protegi-
da; por ello, aun siendo un con-
cepto diferente y más amplio que 
el de interés directo, ha de enten-
derse referido a un interés cualifi-
cado o específico, aunque sea 
compartido, distinto del que tiene 
cualquier ciudadano, es decir que 
“existe interés legítimo, en concre-
to en derecho administrativo, 
cuando una conducta administra-
tiva determinada es susceptible de 
causar un perjuicio o generar un 
beneficio en la situación fáctica 
del interesado, tutelada por el de-
recho, siendo así que éste no tiene 
un derecho subjetivo a impedir 
esa conducta o a imponer otra dis-
tinta, pero sí a exigir de la Admi-
nistración y a reclamar de los tri-
bunales la observancia de las 
normas jurídicas cuya infracción 
pueda perjudicarle. En tal caso, el 
titular del interés está legitimado 
para intervenir en el procedimien-

to administrativo correspondiente 
y para recurrir o actuar como par-
te en los procesos judiciales rela-
cionados con el mismo, al objeto 
de defender esa situación de in-
terés” 99. 
 
TR: Derecho subjetivo; Interés di-
recto; Reclamo administrativo; Re-
cursos administrativo; Recurso con-
tencioso administrativo. 

 

                                                           
99
  ARRACHE MURGUÍA, José Gerardo, Proce-

dencia de la acción basada en el interés jurídico e interés 
legitimo en materia administrativa, 
www.alipso.com/monografias2/  





 

J 
 
Junta de Reclamaciones 

 
En la actualidad, no existe en la 
legislación ecuatoriana definición 
expresa de “Junta de Reclamacio-
nes”. 
 
CEP: Organismo técnico adminis-
trativo creado a la luz de la Ley de 
Servicio Civil y Carrera Adminis-
trativa de 1964 (DS-412. RO 198: 
6-mar-1964), con sede en la ciu-
dad de Quito y jurisdicción nacio-
nal, por la cual estaba encargada 
de conocer y fallar, inclusive de 
oficio, sobre las reclamaciones de 
los servidores públicos de carrera 
contra las decisiones de sus supe-
riores jerárquicos en lo ateniente a 
despido o suspensión temporal de 
sueldo o funciones y de las deci-
siones del Director Nacional de 
Personal en lo relacionado con el 
ejercicio de su propia competen-
cia, relativo a clasificación y recla-
sificación y supresión de puestos; 
investigar los hechos, hacer com-
parecer testigos y tomar declara-
ciones juradas y ordenar cualquier 
prueba relacionada con el personal 
del servicio civil de carrera; y, ase-

sorar en lo relacionado a políticas 
de personal. 
 
Estaba integrada por tres miem-
bros titulares nombrados uno por 
cada una de las Funciones Legisla-
tiva, Ejecutiva y Judicial. 
 
Esta institución se mantuvo con 
esa estructura hasta la Codifica-
ción de la Ley de Servicio Civil y 
Carrera Administrativa de 1978 
(RO 574: 26-abr-1978), en donde 
únicamente se modificó su inte-
gración, constaban los tres re-
presentantes de las Funciones 
Legislativa, Ejecutiva y Judicial y 
se agregó dos representantes por  
el Congreso de Servidores Públi-
cos, nombrado uno de ellos por 
las instituciones no fiscales. 
 
Posteriormente, mediante Decreto 
Ejecutivo 2820 (RO 804: 9-ago-
1984), se dicta el Reglamento de la 
Junta de Reclamaciones, en donde 
se describe de mejor forma la fi-
gura institucional de la misma 
como organismo de justicia admi-
nistrativa, creado para decidir so-
bre las controversias antes referi-
das y que se susciten entre la Ad-

J 
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ministración Pública y los servido-
res públicos de carrera, ampliando 
su accionar a las controversias ge-
neradas en casos del personal del 
servicio exterior, y dentro de ello 
la vigilancia del cumplimiento de 
la ley. 
 
De igual forma, al amparo del Re-
glamento de la Junta de Reclama-
ciones, nuevamente se modificó la 
integración de dicho organismo 
haciendo constar la presencia de 
los vocales alternos de los miem-
bros o vocales principales. 
 
Expresamente la institución de la 
Junta de Reclamaciones no ha si-
do derogada; sin embargo, la Ley 
de Servicio Civil y Carrera Admi-
nistrativa de 1978 que instituía a 
dicha entidad, fue expresamente 
derogada por la Ley Orgánica de 
Servicio Civil y Carrera Adminis-
trativa y de Unificación y Homo-
logación de las Remuneraciones 
del Sector Público del año 2003 
(L. 20003-17. RO-S 184: 6-oct-
2003), en la cual se crea la SEN-
RES –Secretaría Nacional Técnica 
de Desarrollo de Recursos 
Humanos y de Remuneraciones 
del Sector Público–, pero nada di-
ce sobre la Junta de Reclamacio-
nes, ni sobre su vigencia ni sobre 
su derogatoria. 
 
En la actualidad rige la Codifica-
ción de la Ley de Servicio Civil y 

Carrera Administrativa y de Unifi-
cación y Homologación de las 
Remuneraciones del Sector Públi-
co del año 2005 (Cod. 2005-008. 
RO 16: 12-may-2005), y su Re-
glamento (DE-2474. RO-S 505: 
17-ene-2005), y en base a ella, el 
Tribunal Distrital de lo Conten-
cioso Administrativo se configuró 
como competente para conocer y 
resolver sobre la impugnación de 
los actos por los cuales se destitu-
ye o suspende a un servidor; 
además, conocer en segunda ins-
tancia sobre el pedido de rehabili-
tación del servidor público desti-
tuido; y en base a dichas compe-
tencias, asumió los procesos judi-
ciales pendientes y los trámites 
administrativos con anterioridad a 
la expedición de la ley y que esta-
ban en conocimiento de la Junta 
de Reclamaciones, debiéndolos 
sustanciar hasta su conclusión (Ley 
de Servicio Civil y Carrera Administra-

tiva: Arts. 46; 50; Disposición transito-

ria décima). 

 

TR: SENRES; Tribunal Distrital de 
lo Contencioso Administrativo. 

 

 

Junta de Remates 

 

No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Junta 
de Remates”. 
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CEP: Organismo creado en cada 
entidad u organismo público que 
vayan a efectuar el remate de sus 
bienes muebles e inmuebles, en 
general, y particularmente, para 
llevar a efecto el remate para la 
contratación de arrendamiento de 
bienes inmuebles de propiedad del 
Estado o de entidades públicas. 
 
Estará integrado por la máxima 
autoridad de la entidad en la cual 
se crea, o su delegado, quien lo 
presidirá, el Jefe Financiero o 
quien haga sus veces y un aboga-
do de la entidad u organismo, de 
haberlo, o en su defecto el Jefe 
Administrativo, quien actuará co-
mo Secretario de la Junta. 
 
Para el efecto de cumplimiento de 
sus objetivos de creación, la Junta 
de Remates y en caso de decidirse 
sobre el remate de bienes, tendrá 
entre sus funciones el señalar el 
lugar, día y hora en que deba reali-
zarse y disponer su publicación en 

la prensa o por carteles a su juicio; 
además, efectuada la diligencia, 
dejará constancia del remate en un 
acta firmada por todos los miem-
bros de la Junta, por los adjudica-
tarios y por el Notario del cantón. 
 
Por su parte, en caso del remate 
para la contratación de arrenda-
miento de bienes inmuebles del 
Estado o de entidades públicas, la 
Junta de Remates determinará las 
condiciones del arrendamiento, 
hará el señalamiento de día y hora 
respectivo, y por consiguiente la 
apertura de los sobres con las 
ofertas (Reglamento general sustitutivo 
para el manejo y administración de bie-

nes del sector público: Arts. 16; 19; 20; 

33 // Codificación de la Ley de Contra-

tación Pública: Art. 39). 

 
TR: Bien afectado al servicio públi-
co. 

 
 
 





 

L 
 
Legitimidad del Acto Adminis-
trativo 

 
El Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Eje-
cutiva (Art. 68) dispone que “los 
actos administrativos se presumen 
legítimos y deben cumplirse desde 
que se dicten y, de ser el caso, se 
notifiquen, salvo los casos de sus-
pensión previstos en este Estatu-
to”. 
 
Diego YOUNES MORENO100 
habla de la “presunción de legali-
dad”, y dice que “consiste en que 
los actos de la Administración se 
presumen ajustados al ordena-
miento jurídico; este rasgo, muy 
peculiar del acto administrativo, se 
fundamenta en la necesidad de 
confianza que demanda la Admi-
nistración a la comunidad jurídi-
ca”. Adicionalmente explica que 
las razones que fundamentan esta 
presunción son: “que los funcio-
narios están sujetos a la Constitu-
ción y a la ley, [...] que los funcio-
narios juran cumplir aquella y esta, 
[...] que las funciones de sus res-

                                                           
100

  YOUNES MORENO, Diego, op. cit., p. 134. 

pectivos empleos están previa-
mente descritas en la ley o regla-
mentos, los cuales disponen con 
arreglo a qué procedimientos se 
han de conformar sus decisiones, 
y, [...] que los funcionarios de la 
Administración están sujetos a 
distintos controles”. 
 
Roberto DROMI101 incluye un 
elemento adicional a la compren-
sión del principio de legitimidad o 
legalidad del acto administrativo: 
“la presunción de legitimidad im-
porta, en sustancia, una presun-
ción de regularidad del acto [...] 
el vocablo legitimidad no debe 
entenderse como sinónimo de 
perfección [...] es la suposición de 
que el acto fue emitido conforme 
a Derecho, dictado en armonía 
con el ordenamiento jurídico [...] 
que el acto en principio sea regu-
lar significa que básicamente es 
válido, pues reúne todos sus re-
quisitos; debe contener algunos 
vicios, pero a pesar de ello sigue 
siendo regular”. 

                                                           
101

  DROMI, Roberto, op. cit., p. 379. 

L 
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CEP: Principio elemental del acto 
administrativo y característica 
esencial de éste, que consiste en la 
presunción legal de validez, de ju-
ridicidad, de encontrarse expuesto 
por autoridad competente y con-
forme a derecho, es decir, que el 
acto se ha expedido en cumpli-
miento de las facultades o atribu-
ciones de la autoridad, en ejercicio 
de la función administrativa y den-
tro de los lineamientos legales o 
regulaciones establecidas en la le-
gislación. Si en el acto administra-
tivo se encuentran todos sus ele-
mentos necesarios, puede consi-
derarse que el acto es legítimo con 
relación a la ley y válido para que 
se produzcan las consecuencias 
jurídicas correspondientes que 
debe producir. 
 
El principio de legitimidad del ac-
to administrativo está muy rela-
cionado con el de legalidad de la 
función administrativa, toda vez 
que se presume que las actuacio-
nes de las instituciones del Esta-
do, sus organismos y dependen-
cias y funcionarios públicos ejer-
cen las funciones y atribuciones 
consagradas en la Constitución y 
las leyes y dentro de sus límites. 
 
Esta presunción legal está sujeta a 
ser contradicha, a ser refutada y 
por tanto permanece iuris tantum, 
mientras no se pruebe lo contra-
rio, es decir, hasta que, mediante 

los mecanismos legales corres-
pondientes, se pruebe que es ilegí-
timo, es decir, que a pesar de que 
el acto pueda tener, a claras, vicios 
que le pueden hacer inválido, 
mientras el o los afectados por di-
cho acto viciado no accionen o 
recurran en busca de su repara-
ción o declaración de ilegítimo, el 
acto continuará siendo legítimo. 
 
Sin embargo, basado en este prin-
cipio, no se puede obtener la anu-
lación del acto de oficio, por la 
propia Administración, salvo el 
caso de lesividad y que necesita 
ser alegada y probada (Constitución 
Política: Art. 119; Estatuto del Régimen 

Jurídico Administrativo de la Función 

Ejecutiva: Art. 68). 

 
TR: Acto administrativo; Compe-
tencia administrativa; Ejecutividad 
del acto administrativo; Ejecutorie-
dad del acto administrativo; Impug-
nabilidad del acto administrativo; 
Lesividad. 

 
 

Lesividad 
 
El Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Eje-
cutiva (Art. 97 Inc. 1) menciona: 
“La anulación por parte de la pro-
pia Administración de los actos 
declarativos de derechos y no anu-
lables, requerirá la declaratoria 
previa de lesividad para el interés 
público y su impugnación entre el 
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Tribunal Distrital de lo Conten-
cioso Administrativo competen-
te”. 
 
Para Roberto DROMI102 “es una 
acción procesal administrativa que 
habilita a la Administración para 
impugnar, ante el órgano judicial 
competente, un acto administrati-
vo irrevocable. 
 
Conforma un proceso administra-
tivo especial, entablado por la 
propia Administración, en de-
manda de que se anule un acto 
administrativo que declaró dere-
chos a favor de un particular, pero 
que es, además de ilegal, lesivo a 
los intereses de la Administra-
ción”. 
 
El Dr. Juan Pablo AGUILAR 
ANDRADE103, cita el criterio del 
Tribunal de lo Contencioso Ad-
ministrativo al respecto de la ac-
ción de lesividad: “cuando tal re-
vocatoria es exigida por la abierta 
ilegalidad del acto inicial, el órga-
no administrativo debe acudir an-
te el organismo contencioso ad-
ministrativo demandando a través 
de la acción de lesividad”. 
 

                                                           
102

  Ibídem, p. 397. 
103

  TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, Segunda Sala, juicio 
3090, Rosa León Ambi y Elsa Flor Mora vs. 
Ministerio de Bienestar Social, 6 de abril de 
1989, citado por AGUILAR ANDRADE, Juan 
Pablo, La acción de lesividad, 
www.dlh.lahora.com.ec. 

Para ello hay que comprender que 
previo a instaurar la acción de le-
sividad, debe dictaminarse la “de-
claración de lesividad”, como re-
quisito, que a decir del Dr. Pablo 
TINAJERO DELGADO104 “es 
un acto administrativo inimpug-
nable, que contiene la expresión 
de voluntad del órgano adminis-
trativo competente, mediante el 
cual se procura el retiro del mun-
do jurídico, de un acto cuyos efec-
tos benefician a un particular (por 
lo que no tiene la disponibilidad 
de sus efectos), y que lesiona los 
intereses públicos”. Posteriormen-
te, explica que “si la Administra-
ción encuentra que un acto que ha 
creado derechos subjetivos es le-
sivo al interés público, debe decla-
rarlo así, mediante un acto suyo, 
de iguales características que el 
que se intenta retirar del mundo 
jurídico. Solamente así, el órgano 
administrativo activo quedará 
habilitado para demandar ante el 
órgano jurisdiccional”. 
 
CEP: Sabiendo que los actos ad-
ministrativos gozan de la presun-
ción de legitimidad, no cabría den-
tro de la lógica jurídica que la 
propia Administración pública 
pudiera revocar de oficio su pro-
pia expresión de voluntad, por lo 
que se ha previsto que para el caso 

                                                           
104

  TINAJERO DELGADO, Pablo, La acción de 
lesividad, Pontificia Universidad Católica del 
Ecuador, 1998, p. 47. 
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de que la autoridad emisora del 
acto verifique que éste es lesivo a 
los intereses de los administrados 
o de la propia entidad administra-
tiva, pueda impugnarlo judicial-
mente, mediante la acción de lesi-
vidad. 

 

Entonces, la acción de lesividad es 
el proceso propuesto por la propia 
Administración, ante el organismo 
contencioso administrativo –
Tribunales Distritales de lo Con-
tencioso Administrativo–, a fin de 
revocar o anular un acto adminis-
trativo, emitido por la misma au-
toridad que pide su anulación por 
ser abiertamente ilegal y/o lesivo a 
los intereses de particulares o de la 
propia Administración. 

 

Sin embargo, la acción de lesivi-
dad no faculta a la propia autori-
dad que emitió el acto, por sí 
mismo, realizar su anulación, le 
compete a ella únicamente el 
enunciar, mediante otro acto, que 
se ha cometido una ilegalidad o 
que se está lesionando los inter-
eses de la Administración y/o de 
los administrados; a este acto, 
fundamento de la acción de lesivi-
dad, se lo denomina, declaratoria 
de lesividad y que se pronunciará 
mediante Decreto Ejecutivo 
cuando el acto lesivo ha sido ex-
pedido por el mismo medio o por 
Acuerdo Ministerial o mediante 

Resolución del Ministro compe-
tente. 
 
El plazo para presentar la acción 
contenciosa de lesividad es de tres 
meses a partir de la declaratoria de 
lesividad (Estatuto del Régimen Jurídi-
co Administrativo de la Función Ejecu-

tiva: Art. 97 // Ley de la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa: Art. 23 Lit. 

d). 

 
TR: Acto administrativo; Ejecutivi-
dad del acto administrativo; Ejecu-
toriedad del acto administrativo; 
Impugnabilidad del acto administra-
tivo; Legitimidad del acto adminis-
trativo. 

 
 

Ley de Consultoría 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Ley 
de Consultoría”. 
 
CEP: Norma o normas que con-
forman el marco legal regulatorio 
de las relaciones nacidas de la 
prestación de servicios de consul-
toría y referente a las personas na-
turales o jurídicas consultoras, na-
cionales o extranjeras, y todo lo 
que involucra su desempeño; en 
general, los actos relacionados con 
el ejercicio de la consultoría, los 
contratos de servicios de consul-
toría o de apoyo a la consultoría 
que realicen las dependencias, en-
tidades u organismos del sector 
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público, y el concurso de consul-
toría. 
 
Expedida mediante Ley 15 (RO 
136: 24-feb-1989), y posterior-
mente  Codificada en el 2004 
(Cod. 2004-24. RO 455: 5-nov-
2004) (Ley de Consultoría: Arts. 1-4). 
 
TR: Concurso de consultoría; Con-
sultoría; Contrato de consultoría. 

 
 

Ley de Contratación Pública 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Ley 
de Contratación Pública”. 
 
CEP: Norma o normas que con-
forman el marco legal regulatorio 
para la contratación pública de 
ejecución de obras, adquisición de 
bienes y prestación de servicios no 
regulados en la Ley de Consultor-
ía, planificados o ejecutados por 
parte del Estado, las instituciones 
estatales y más entidades del sec-
tor público y que sean financia-
dos, en todo o parte, con recursos 
públicos o subvenciones estatales. 
Quedan fuera del ámbito de so-
metimiento a esta Ley las institu-
ciones del sector público respecto 
de las cuales, por ley especial, así 
se haya dispuesto –como la con-
tratación de proyectos de interés 
social, y particularmente en los si-
guientes casos: los contratos de 

adquisición de insumos médicos, 
fármacos y material quirúrgico, 
que celebren las entidades del sec-
tor público, incluido el Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social, 
que presten servicios de salud; los 
contratos cuyo objeto sea la ejecu-
ción de actividades de comunica-
ción social destinadas a la infor-
mación de las acciones del Go-
bierno Nacional o las entidades 
del sector público; y los contratos 
celebrados por los organismos y 
dependencias de las funciones le-
gislativa, ejecutiva y judicial y de 
los organismos electorales cuando 
no sean financiados en todo o en 
parte con recursos públicos o 
subvenciones del Estado. 

 

En general, regula los procedi-
mientos respectivos de las etapas 
precontractuales –comunes y es-
peciales–, y de contratación, y 
muy en detalle sobre: comité de 
contrataciones que se cree en las 
entidades del sector público, mi-
nisterios u otros organismos; de 
los documentos y procedimientos 
precontractuales, prerrequisitos, 
requisitos, capacidades e inhabili-
dades para contratar, convocato-
ria, presentación de propuestas, 
análisis de propuestas, informes y 
adjudicación; del proceso de con-
tratación con sus requisitos, ga-
rantías y formalidades; del proceso 
de ejecución y terminación del 
contrato, recepción de obras o 
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bienes adquiridos; reajuste de pre-
cios, contratos y obras comple-
mentarias, y finalmente el trámite 
y resolución de controversias sus-
citadas por los contratos. 
 
Expedida mediante Ley 95-PCL 
(RO 501: 16-ago-1990), y Codifi-
cada en el año 2001 (Cod. s/n. 
RO 272: 22-feb-2001), derogó a la 
Ley de Licitaciones y Concursos 
de Ofertas vigente desde 1976. 
(Constitución Política: Art. 118 Nums. 

1, 2 // Ley de Contratación Pública: 

Arts. 1-3). 

 
TR: Contratación Pública; Ley de 
licitaciones. 

 
 

Ley de Gestión Ambiental 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Ley 
de Gestión Ambiental”. 
 
CEP: Norma o normas que con-
forman el marco legal regulatorio 
de la gestión ambiental, expedida 
por Ley 99-37 (RO 245: 30-jul-
1999), y Codificada en el año 2004 
(Cod. 2004-019. RO-S 418: 10-
oct-2004). 
 
Establece los principios y directri-
ces de la política ambiental, de-
terminando los medios de protec-
ción de los derechos ambientales, 
disponiendo las obligaciones, res-

ponsabilidades y la participación 
de los sectores público y privado, 
señalando los límites permisibles, 
controles y sanciones en relación 
con la materia; regula, además, la 
estructura administrativa de las 
entidades y sistemas relacionados 
o encargados del tratamiento y 
planificación ambiental en defensa 
del derecho a vivir en un ambiente 
sano, ecológicamente equilibrado 
y libre de contaminación, estable-
ciendo como políticas básicas la 
preservación del medio, conserva-
ción de los ecosistemas, la biodi-
versidad y la integridad del patri-
monio genético del país, propo-
niendo un sistema nacional de 
áreas naturales protegidas a fin de 
garantizar el desarrollo sustentable 
(Ley de Gestión Ambiental: Art. 1). 

 
TR: Gestión Ambiental; Estudio de 
Impacto Ambiental; Evaluación de 
Impacto Ambiental; Impacto am-
biental; Licencia ambiental; Medio 
Ambiente. 

 
 

Ley de Hacienda 
 
En la actualidad, no existe en la 
legislación ecuatoriana definición 
expresa de “Ley de Hacienda”. 
 
CEP: La última Ley de Hacienda 
expedida, fue promulgada en el 
año de 1927 (DE-s/n. RO 493: 
22-nov-1927), la misma que sufrió 
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varias reformas y fue objeto de 
cuatro codificaciones, la primera 
en 1947 (RO 71: 11-dic-1947), la 
segunda codificada en 1948 (RO 
261: 31-jul-1948); la tercera en 
1960 (Cod. 14. RO-S 1202: 20-
ago-1960), y la última en 1975 
(DS-606. RO 855:29-jul-1975), 
que perduró hasta 1977 en que se 
dicta la Ley Orgánica de Adminis-
tración Financiera y Control me-
diante Decreto Supremo 1429 
(RO 337: 16-may-1977), que la 
deroga y que se encuentra vigente 
hasta la actualidad. 
 
Norma o normas que conforma-
ron el marco legal regulatorio de 
la Administración Pública en rela-
ción con lo que se denominó 
Hacienda Pública, en donde se in-
cluía a todos los bienes, rentas y 
recursos del Estado, asignando al 
Presidente de la República la di-
rección o administración general 
de ella. 
 
En detalle, su normativa regulaba: 
las atribuciones, competencias y 
organización del Ministerio del 
Tesoro, de la Contraloría General 
de la Nación y el Tribunal Fiscal; 
la adquisición, conservación, tras-
paso y disposición de los bienes 
fiscales; inversión y depósito de 
los dineros públicos, del crédito 
público; los suministros, talleres 
gráficos nacionales, la administra-
ción de timbres y publicaciones 

oficiales; los nombramientos, cau-
ciones, sueldos, viáticos, licencias 
y responsabilidades de los funcio-
narios y empleados públicos; el 
presupuesto del Estado, su elabo-
ración, aprobación, ejecución, 
modificación y liquidación. 
 
TR: LOAFYC. 

 
 

Ley de Licitaciones 
 
En la actualidad, no existe en la 
legislación ecuatoriana definición 
expresa de “Ley de Licitaciones”. 
 
CEP: Expedida mediante Decreto 
Supremo 679 (RO 159: 27-ago-
1976), tras varias reformas, fue 
derogada por la Ley de Contrata-
ción Pública expedida en 1990 (L. 
95-PCL. RO 501: 16-ago-1990), y 
que a su vez fue codificada en el 
año 2001 (Cod. s/n. RO 272: 22-
feb-2001), actualmente vigente. 
 
Norma o normas que conforma-
ron el marco legal regulatorio de 
las contrataciones, para adquisi-
ción de bienes, prestación de ser-
vicios o realización de obras, por 
parte de las instituciones de dere-
cho público, o las de derecho pri-
vado con finalidad social o pública 
cuyos presupuestos eran financia-
dos con fondos del Estado o con 
ingresos o participaciones tributa-
rias. 
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Regula los procedimientos respec-
tivos de licitación y concurso de 
ofertas; las fases de invitación, 
propuestas, garantías, análisis de 
propuestas, adjudicación y cele-
bración de los contratos. 
 
TR: Ley de Contratación Pública; 
Licitación. 

 
 

Ley de Presupuestos 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Ley 
de Presupuestos”. 
 
CEP: Expedida mediante Ley 18 
(RO-S 76: 30-nov-1992), como 
Ley de Presupuestos del Sector 
Público. 
 
Norma o normas que conforman 
el marco legal regulatorio de la 
programación, formulación, apro-
bación, ejecución, control, evalua-
ción y liquidación de los presu-
puestos del sector público; que se 
aplican en los diferentes organis-
mos y dependencias administrati-
vas del Estado y a las personas 
jurídicas creadas por Ley para el 
ejercicio de la potestad estatal o 
para la prestación de servicios 
públicos o para actividades 
económicas asumidas por el Esta-
do, con excepción de los organis-
mos y empresas de los gobiernos 
seccionales autónomos; establece 

las atribuciones presupuestarias 
del Ministro de Economía y Fi-
nanzas; los principios y política 
presupuestaria; los ingresos fisca-
les; los compromisos, créditos y 
pago de obligaciones. 

 

En general, rige para las siguientes 
entidades que conforman el sector 
público: el Gobierno Central que 
comprende a las funciones Legis-
lativa, Judicial y Ejecutiva, inclui-
das las entidades adscritas, los 
programas especiales, el Tribunal 
Supremo Electoral y el Tribunal 
Constitucional; la Procuraduría 
General del Estado; la Contraloría 
General del Estado; El Ministerio 
Público; los organismos y entida-
des creados por la Constitución o 
la ley para el ejercicio de la potes-
tad estatal, para la prestación de 
servicios públicos o para desarro-
llar actividades económicas asu-
midas por el Estado, con excep-
ción de las creadas por acto legis-
lativo seccional para la prestación 
de servicios públicos; el Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social; 
las empresas públicas, cuyo capital 
o patrimonio pertenezca al Estado 
o a las entidades y organismos del 
sector público; y, Las entidades fi-
nancieras públicas. 

 

TR: Asignación presupuestaria; Cla-
sificador de Ingresos y Gastos; Pre-
supuesto General del Estado. 
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Ley de Régimen Administrati-
vo 

 
En la actualidad, no existe en la 
legislación ecuatoriana definición 
expresa de “Ley de Régimen Ad-
ministrativo”. 
 
CEP: Codificación de la Ley de 
Régimen Administrativo de 1960 
(RO-S 1202: 20-ago-1960), norma 
o normas que conformaron el 
marco legal regulatorio de la es-
tructura, organización, atribucio-
nes y competencias de las entida-
des, instituciones y organismos del 
sector público, en general a la 
Función Ejecutiva y al Régimen 
Seccional Autónomo; sin embar-
go, la disposición transitoria pri-
mera de la Ley de Modernización 
del Estado dispone: “Hasta tanto 
se expida el nuevo Régimen Jurí-
dico Administrativo de la Función 
Ejecutiva, se estará a lo dispuesto 
en la Ley de Régimen Administra-
tivo”, y dicho nuevo régimen se 
expidió por el Estatuto del Régi-
men Jurídico Administrativo de la 
Función Ejecutiva (DE-1634. 
RO-2S 411: 31-mar-1994), el cual 
fue derogado por el actualmente 
vigente y expedido por Decreto 
Ejecutivo 2428 (RO 536: 18-mar-
2002). 
 
En general, regulaba: la Comisión 
Legislativa; la figura, atribuciones 
y funciones del Presidente y Vice-

presidente de la República; los 
ministros de Estado y sus subse-
cretarios, las direcciones adminis-
trativas en cada ramo; los gober-
nadores, jefes políticos, tenientes 
políticos; de la Intendencia y Sub-
intendencia de Policía, y jefes de 
seguridad e investigaciones; los 
consejos provinciales, concejos 
municipales, juntas parroquiales; 
del Consejo de Estado; el Ministe-
rio Público; Superintendencia de 
Bancos; Contraloría General del 
Estado; Consejo Nacional de 
Economía; Junta Nacional de Pla-
nificación y Coordinación 
Económica; Junta Monetaria; 
Comisión Nacional de Valores; 
del Registro Oficial; y de los regí-
menes para la región Oriental y 
Galápagos. 
 
TR: Administración Pública; Esta-
tuto del Régimen Jurídico Adminis-
trativo de la Función Ejecutiva. 

 
 

Ley de Remuneraciones de los 
Servidores Públicos 

 
En la actualidad, no existe en la 
legislación ecuatoriana definición 
expresa de “Ley de Remuneracio-
nes de los Servidores Públicos”. 
 
CEP: Expedida mediante Decreto 
Supremo 1338 (RO 714: 3-ene-
1975) y derogada expresamente 
por la Ley de Servicio Civil y Ca-
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rrera Administrativa y de Unifica-
ción y Homologación de las Re-
muneraciones del Sector Público 
(L. 2003-17. RO 184: 6-oct-2003), 
constituyó la norma o normas que 
conformaron el marco legal regu-
latorio del régimen nacional de 
remuneraciones o sistema de pago 
de los servidores públicos perte-
necientes al Servicio Civil Ecuato-
riano, aplicado a los funcionarios 
y empleados de las instituciones 
de derecho público y de las insti-
tuciones de derecho privado con 
finalidad social o pública, que 
están o estuvieran sometidos a las 
normas del derecho público ad-
ministrativo. 

 

Regulaba lo que comprendía la 
remuneración del servidor públi-
co, el sueldo básico, las retribu-
ciones adicionales al sueldo bási-
co, subsidio de antigüedad, la es-
cala de sueldos básicos, los gastos 
de representación y residencia de 
los servidores públicos, respecto 
de la valoración de los puestos del 
servicio civil, remuneración por 
comisión de servicio. 

 

En la actualidad se encuentra vi-
gente la Codificación de la Ley de 
Servicio Civil y Carrera Adminis-
trativa y de Unificación y Homo-
logación de las Remuneraciones 
del Sector Público (Cod. 2005-008. 
RO 16: 12-may-2005). 

 

TR: Ley de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa. 

 
 
Ley de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Ley 
de Servicio Civil y Carrera Admi-
nistrativa”. 
 
CEP: Históricamente, expedida 
mediante Decreto Supremo 412 
(RO 198: 6-mar-1964), posterior-
mente Codificado en 1978 (RO 
574: 26-abr-1978), y derogada por 
la Ley de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa y de Unificación y 
Homologación de las Remunera-
ciones del Sector Público (L. 
2003-17. RO 184: 6-oct-2003). 
 
Norma o normas que regulaban y 
regulan, en términos generales, el 
servicio civil y la carrera adminis-
trativa, y dentro de ello, al servi-
dor público, dentro de su com-
prensión integral, sus derechos, 
deberes, obligaciones, garantías, su 
ingreso al servicio civil, los requi-
sitos, inhabilidades, incompatibili-
dades, prohibiciones, calificación, 
clasificación, selección, nombra-
miento, remuneración, vacaciones, 
licencias, permisos, comisión de 
servicios, dietas, viáticos, movili-
zación, régimen disciplinario, in-
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greso a la carrera administrativa, 
ascensos, traslados, capacitación, 
cesación, destitución, remoción. 
Finalmente, dentro de sus regula-
ciones, las instituciones y orga-
nismos de administración de per-
sonal, que en la Ley de 1978 esta-
bleció a la Dirección Nacional de 
Personal, a la Junta de Reclama-
ciones y a las oficinas departamen-
tales de personal; en tanto en la 
Ley del 2003, ya no constan aque-
llas sino la SENRES –Secretaría 
Nacional Técnica de Desarrollo 
de Recursos Humanos y Remune-
raciones del Sector Público, y las 
Unidades de Administración de 
Recursos Humanos–. 

 

La Ley de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa del 2003, marca di-
ferencia con su antecesora, en dos 
aspectos fundamentales: 1. el 
cambio de organismos administra-
tivos que regulaban al recurso 
humano, conforme ya se men-
cionó, y pese a que no existió 
norma expresa que ordene ese 
cambio; y, 2. que ingresó a regular, 
unificar y homologar los ingresos 
que perciben los dignatarios, auto-
ridades, funcionarios, servidores y 
trabajadores de los organismos y 
entidades del sector público y en-
tidades de derecho privado en las 
cuales las instituciones del Estado 
tengan participación mayoritaria 
de recursos públicos, con el 
propósito de racionalizarlos y 

transparentar su sistema de pago, 
lograr mejores niveles de eficien-
cia, eficacia, productividad y com-
petitividad en la prestación de los 
servicios públicos. 
 
En la actualidad se encuentra vi-
gente la Codificación de la Ley de 
Servicio Civil y Carrera Adminis-
trativa y de Unificación y Homo-
logación de las Remuneraciones 
del Sector Público (Cod. 2005-
008. RO 16: 12-may-2005). 
 

TR: Carrera Administrativa; Junta 
de Reclamaciones; Ley de Remune-
raciones de los Servidores Públicos; 
Ley de Servicio Público Obligatorio; 
Ley de Servicios Personales por 
Contrato; SENRES; Servicio Civil. 

 
 

Ley de Servicio Público Obliga-
torio 

 
En la actualidad, no existe en la 
legislación ecuatoriana definición 
expresa de “Ley de Servicio Públi-
co Obligatorio”. 
 
CEP: Expedida por Decreto Su-
premo 18 (RO 10: 29-feb-1972), 
derogada expresamente por la Ley 
de Servicio Civil y Carrera Admi-
nistrativa y de Unificación y 
Homologación de las Remunera-
ciones del Sector Público (L. 
2003-17. RO 184: 6-oct-2003). 
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Norma o normas que regulaban el 
servicio público obligatorio como 
política para realizar las transfor-
maciones en el sector público, por 
la cual se seleccionaría  y capaci-
taría a los ciudadanos en los cam-
pos necesarios de las funciones 
públicas, para que la ejerzan en 
forma obligatoria por un mínimo 
de un año, con excepción de las 
personas con impedimentos físi-
cos y de salud debidamente com-
probados. Estableció las condi-
ciones para que las personas que 
se encuentren trabajando en em-
presas o instituciones puedan 
cumplir con su exigencia, conser-
vando su puesto de trabajo, o 
cuando sean funcionarios públicos 
y tengan que ser trasladados o de-
clarados en comisión de servicios 
para cumplir funciones en otra en-
tidad; así como las sanciones para 
aquellas personas que no cumplie-
ran con la Ley. 

 

En la actualidad se encuentra vi-
gente la Codificación de la Ley de 
Servicio Civil y Carrera Adminis-
trativa y de Unificación y Homo-
logación de las Remuneraciones 
del Sector Público (Cod. 2005-008. 
RO 16: 12-may-2005). 

 

TR: Ley de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa; Servicio Público. 

Ley de Servicios Personales por 
Contrato 

 
En la actualidad, no existe en la 
legislación ecuatoriana definición 
expresa de “Ley de Servicios Per-
sonales por Contrato”. 
 
CEP: Expedida mediante Decreto 
Supremo 913 (RO 364: 7-ago-
1973), y derogada expresamente 
por la Ley de Servicio Civil y Ca-
rrera Administrativa y de Unifica-
ción y Homologación de las Re-
muneraciones del Sector Público 
(L. 2003-17. RO 184: 6-oct-2003). 
 
Norma o normas de carácter es-
pecial, que regulaban la contrata-
ción de servicios personales para 
solventar situaciones emergentes 
que no podían ser afrontadas por 
el personal de servicio civil propio 
de cada institución. 
 
En base a ello, se reguló a los con-
tratos por servicios ocasionales 
que se celebrarían por un plazo de 
noventa días improrrogables y por 
una sola vez en cada ejercicio 
económico, con el mismo contra-
tista, siempre que hubiera la parti-
da presupuestaria y la disponibili-
dad de caja para atender el egreso, 
y con la aprobación respectiva del 
Ministro de Finanzas; establecía 
todas las condiciones y contenidos 
de la contratación y su forma de 
culminación, sea al vencimiento 
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del plazo o anticipadamente por el 
funcionario; normaba, además, los 
derechos a la remuneración, movi-
lización, subsistencia, alojamiento, 
horas extraordinarias, decimoter-
cer, decimocuarto sueldo y más 
beneficios legales, excluyendo el 
derecho a vacaciones. 
 
En la actualidad se encuentra vi-
gente la Codificación de la Ley de 
Servicio Civil y Carrera Adminis-
trativa y de Unificación y Homo-
logación de las Remuneraciones 
del Sector Público (Cod. 2005-
008. RO 16: 12-may-2005). 
 
TR: Contrato de servicios ocasiona-
les; Ley de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa; Servicio Civil; Servi-
cio público. 

 
 

Ley Especial de Descentraliza-
ción del Estado y Participación 
Social 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Ley 
Especial de Descentralización del 
Estado y Participación Social”. 
 
CEP: Promulgada mediante Ley 
27 (RO 169: 8-oct-1997), consti-
tuye la norma o normas de carác-
ter especial que tienen por objeto 
impulsar la ejecución de la descen-
tralización y desconcentración 
administrativa y financiera del Es-

tado, la participación social en la 
gestión pública y la puesta en 
práctica de la categoría de Estado 
descentralizado, en garantía del 
mandato constitucional de impul-
sar el desarrollo armónico del país 
y el fortalecimiento de la partici-
pación ciudadana y entidades sec-
cionales, la distribución de ingre-
sos públicos y de la riqueza, me-
diante la descentralización y la 
desconcentración. 

 

Se aplicará obligatoriamente a to-
das las entidades, organismos, de-
pendencias del Estado y otras del 
sector público, las que integran el 
Régimen Seccional Autónomo, y 
las personas jurídicas creadas por 
ley para el ejercicio de la potestad 
estatal o para la prestación de ser-
vicios públicos descentralizados o 
para desarrollar actividades 
económicas de responsabilidad del 
Estado (Constitución Política: Art. 225 
// Ley Especial de Descentralización del 

Estado y Participación Social: Arts. 1; 

2; 46). 

 

TR: Convenio de mancomunidad; 
Descentralización administrativa; 
Desconcentración administrativa. 

 

 

Ley Orgánica de Administra-
ción Financiera y Control (Ver: 
LOAFYC) 
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Ley Orgánica de Juntas Parro-
quiales 

 

No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Ley 
Orgánica de Juntas Parroquiales”. 

 

CEP: Promulgada mediante Ley 
2000-29 (RO 193: 27-oct-2000), 
constituye la norma o normas que 
conforman los principios y el 
marco legal regulatorio para el 
funcionamiento de las juntas pa-
rroquiales rurales, aplicándose en 
el ámbito geográfico que corres-
ponda a su circunscripción territo-
rial, constituidas como gobiernos 
seccionales autónomos. 

 

En general, regulan la organiza-
ción, estructura, integración y fun-
cionamiento de las juntas parro-
quiales rurales como organismos 
del régimen seccional autónomo 
reconocido y declarado constitu-
cionalmente; sus objetivos, com-
petencias, atribuciones, limitacio-
nes, obligaciones y responsabili-
dades (Constitución Política: Art. 228 
// Ley Orgánica de Juntas Parroquiales 

Rurales: Arts. 1-3; 5 // Reglamento a la 

Ley Orgánica de Juntas Parroquiales 

Rurales: Art. 1). 

Ley Orgánica de la Contraloría 
General del Estado 
 

No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Ley 
Orgánica de la Contraloría Gene-
ral del Estado”. 
 
CEP: Promulgada mediante Ley 
2002-73 (RO-S 595: 12-jun-2002), 
se constituye en la norma o nor-
mas que conforman el marco legal 
regulatorio de la Contraloría Ge-
neral del Estado; tiene por objeto 
establecer y mantener bajo su di-
rección, el sistema de control, fis-
calización y auditoría del Estado, y 
regular su funcionamiento, con la 
finalidad de examinar, verificar y 
evaluar el cumplimiento de la vi-
sión, misión y objetivos de las ins-
tituciones del Estado y la utiliza-
ción de recursos, administración y 
custodia de bienes públicos. 
 
Su régimen se aplica a todas las 
instituciones del Estado y entida-
des de derecho privado, exclusi-
vamente respecto de los bienes, 
rentas u otras subvenciones de 
carácter público de que dispongan 
(Constitución Política: Art. 118 // Ley 

Orgánica de la Contraloría General del 

Estado: Arts. 1; 2). 

 

TR: Auditoría Gubernamental; Au-
ditoría Gubernamental de Gestión; 
Auditoría Gubernamental Financie-
ra; Contraloría General del Estado. 
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Ley Orgánica de la  Procura-
duría General del Estado 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Ley 
Orgánica de la Procuraduría Ge-
neral del Estado”. 
 
CEP: Expedida mediante Ley 91 
(RO 335: 9-jun-1998), posterior-
mente Codificada en el 2004  
(Cod. 2004-015. RO 312: 13-abr-
2004), constituye la norma o nor-
mas que conforman el marco legal 
regulatorio de la Procuraduría 
General del Estado como orga-
nismo público de control y de re-
presentación judicial del Estado, 
en cuanto le corresponde el patro-
cinio y asesoramiento legal del Es-
tado. 
 
Regula la organización y estructu-
ra de la Procuraduría General del 
Estado, sus atribuciones y compe-
tencias, y en particular respecto 
del patrimonio del Estado. 
 
 

Ley Orgánica de Régimen Mu-
nicipal 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Ley 
Orgánica de Régimen Municipal”. 
 
CEP: Expedido mediante Decreto 
Supremo 185 (RO 680: 31-ene-
1966), Ley que fuera Codificada 

en 1971 (RO: 331: 15-oct-1971), y 
que actualmente fue nuevamente 
Codificada en el 2005 (Cod. 2005-
016. RO-S 159: 5-dic-2005); nor-
ma o normas que constituyen el 
marco legal regulatorio de los go-
biernos municipales, entendidos 
en ellos a los municipios y los 
concejos municipales. 

 

En general regula: la organización, 
estructura, integración, funciona-
miento y fines de los municipios y 
los concejos municipales, y sus 
comisiones y organismos auxilia-
res; sus atribuciones y competen-
cias; la creación y administración 
del cantón y su territorio, com-
prendiendo las parroquias urbanas 
y rurales; la creación y administra-
ción de parroquias rurales; elec-
ción, desempeño, deberes y atri-
buciones, incapacidades, inhabili-
dades, incompatibilidades, excu-
sas, reemplazo, remoción, sancio-
nes y descalificación de los alcal-
des y concejales, respectivamente, 
y respecto de sus funcionarios y 
empleados; regulación del hábeas 
corpus; de los actos de los conce-
jos cantonales; de la administra-
ción municipal, comprendida en 
ella: el planeamiento físico y urba-
nismo municipal, obras públicas, 
expropiaciones, servicios públicos, 
higiene y asistencia social, educa-
ción y cultura, hacienda municipal 
–recursos, ingresos y gastos muni-
cipales–, justicia y policía munici-
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pal, protección, seguridad y con-
vivencia ciudadana, de la constitu-
ción, conformación, organización 
y funcionamiento de empresas 
públicas constituidas por los mu-
nicipios; dispone sobre la propie-
dad, adquisición, enajenación, uso, 
disposición y administración de 
los bienes municipales; de los in-
gresos originados en impuestos, 
tasas y contribuciones especiales 
de mejoras establecidas por las 
municipalidades; de los ingresos 
no tributarios; de la administra-
ción financiera de los municipios 
en general, comprendido dentro 
de ello la elaboración, aprobación 
y ejecución del presupuesto muni-
cipal; y de los organismos de asis-
tencia y coordinación tales como 
la Asociación de Municipalidades 
Ecuatorianas. 
 

TR: Empresa municipal. 

 
 

Ley Orgánica de Régimen Pro-
vincial 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Ley 
Orgánica de Régimen Provincial”. 
 
CEP: Expedida mediante Ley 93 
(RO 112: 10-feb-1969), y codifi-
cada en el año 2001 (Cod. s/n. 
RO 288: 20-mar-2001). 

Norma o normas que constituyen 
el marco legal regulatorio de la 
administración provincial a través 
del Consejo Provincial, por tanto 
regula, su conformación, integra-
ción, estructura, organización, 
atribuciones, deberes y competen-
cias; dispone respecto del Prefecto 
y los Consejeros, su elección, de-
signación, posesión, requisitos, 
inhabilidades, incapacidades e in-
compatibilidades, excusas, reem-
plazo, sanciones, responsabilida-
des, atribuciones, prohibiciones, y 
respecto de sus funcionarios y 
empleados; de los actos del Con-
sejo Provincial, del Prefecto y de 
los Consejeros; regula los ingresos 
y egresos del Consejo Provincial, 
así como la propiedad, adquisi-
ción, uso, disposición y enajena-
ción de sus bienes; de la adminis-
tración financiera del Consejo 
Provincial y su presupuesto; de los 
consorcios provinciales resultan-
tes de la unión de dos o más con-
sejos provinciales en razón de fi-
nes comunes; y de la Asamblea de 
Consejos Provinciales. 
 

TR: Consejo Provincial. 

 
 

Ley Orgánica de Salud 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Ley 
Orgánica de Salud”. 
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CEP: Expedida mediante Ley 
2006-67 (RO-S 423: 22-dic-2006), 
se constituye en la norma o nor-
mas que conforman el marco legal 
regulatorio de la administración de 
la salud, con la finalidad de regular 
las acciones que permitan efectivi-
zar el derecho universal y consti-
tucional a la salud; rigiéndose por 
los principios de equidad, integra-
lidad, solidaridad, universalidad, 
irrenunciabilidad, indivisibilidad, 
participación, pluralidad, calidad y 
eficiencia; con enfoque de dere-
chos, intercultural, de género, ge-
neracional y bioético; y se sujetan 
a ella todos los integrantes del Sis-
tema Nacional de Salud para la 
ejecución de las actividades rela-
cionadas con el área. 

En general, regula la conforma-
ción, organización, atribuciones, 
deberes, competencias y respon-
sabilidades de las autoridades sani-
tarias, entre ellas el Ministerio de 
Salud; de los deberes y responsa-
bilidades del Estado y los dere-
chos, individuales y colectivos, de 
los ciudadanos y ciudadanas res-
pecto de la salud; de las políticas, 
programas y normas que confor-
man el Sistema Nacional de Salud, 
comprendiendo dentro de ello: a 
programas de alimentación y nu-
trición, salud sexual y reproducti-
va, de la violencia intrafamiliar y 
sexual, políticas y programas de 
prevención y disminución de acci-
dentes de tránsito, laborales, 

domésticos e industriales, entre 
otros; la gestión de riesgos en ca-
sos de desastres, emergencias, 
fenómenos naturales y antrópicos; 
intervención en problemas de sa-
lud pública tales como tabaquis-
mo, alcoholismo y consumo de 
sustancias estupefacientes y si-
cotrópicas; prevención y control 
de enfermedades, comprendido 
dentro de ello las políticas y pro-
gramas de inmunización, vigilan-
cia epidemiológica, control de en-
fermedades transmisibles, emer-
gentes y reemergentes de notifica-
ción obligatoria, y de las enferme-
dades no transmisibles, crónico 
degenerativas, congénitas, heredi-
tarias y las declaradas de prioridad 
para la salud pública; respecto de 
la disponibilidad de sangre segura, 
sus componentes y derivados; de 
los transplantes de órganos, teji-
dos, disposición y manejo de 
cadáveres; de la seguridad y salud 
ambiental, y dentro de ello se 
comprende al manejo del agua pa-
ra consumo humano, de desechos 
comunes, infecciosos, especiales y 
de radiaciones ionizantes y no io-
nizantes, calidad del aire, conta-
minación acústica, del uso de pla-
guicidas y otras sustancias quími-
cas, de la seguridad y salud en el 
trabajo, del control de fauna noci-
va y las zooantroposis; de la vigi-
lancia y control sanitario, regulán-
dose dentro de este punto lo refe-
rente al registro sanitario, de la 
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manipulación e industria alimenti-
cia, de los medicamentos farma-
cológicos y naturales, de los esta-
blecimientos farmacéuticos y 
otros establecimientos; dispone 
sobre los servicios de salud y el 
ejercicio profesional de la salud, 
las medicinas tradicionales y alter-
nativas, la capacitación sanitaria; 
de la investigación científica en sa-
lud y genética humana; y final-
mente respecto de la jurisdicción, 
competencia, procedimientos, in-
fracciones y sanciones en materia 
de salud (Ley Orgánica de Salud: Arts. 
1; 2). 

 
 
Licencia 

 
La Ley de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa (Art. 28), dispone 
“se concederá licencia para ausen-
tarse o dejar de concurrir ocasio-
nalmente a sus oficinas, a los fun-
cionarios o servidores que gocen 
de remuneración, de conformidad 
con las disposiciones de esta Ley”. 
 
Roberto DROMI105 explica a las 
licencias como formas de “des-
canso” del empleado público, jun-
to con las vacaciones, y menciona 
que “son de carácter personal y se 
otorgan intuitu personae, a solici-
tud del interesado, en las circuns-
tancias que establece la norma 

                                                           
105

  DROMI, Roberto, op. cit., p. 594. 

pertinente [...] no tienen carácter 
público, sino que contemplan cir-
cunstancias particulares o espe-
cialísimas (enfermedad, muerte de 
un familiar, estudio, etcétera). Las 
vacaciones y licencias compren-
den períodos temporales distintos; 
los días otorgados en razón de la 
segunda no pueden quedar com-
prendidos en los días que abar-
quen la primera”. 
 
CEP: Modalidad de descanso o 
permiso que se otorga al funcio-
nario o servidor público y a que 
tiene derecho de solicitar, para au-
sentarse o dejar de concurrir oca-
sionalmente a su puesto de trabajo 
por circunstancias muy particula-
res y especialísimas, distintas al 
descanso por vacaciones. Se con-
ceden licencias con o sin remune-
ración de acuerdo con las causas 
por la cuales se solicita. 
 
Son causas para solicitar y conce-
der licencias, con remuneración en 
caso de: enfermedad, maternidad, 
calamidad doméstica, fallecimien-
to, accidente o enfermedad grave 
de su cónyuge o conviviente en 
unión de hecho o de sus parientes 
hasta el segundo grado de consan-
guinidad o afinidad, en caso de si-
niestros que afecten gravemente a 
su propiedad o bienes, para reali-
zar estudios, reuniones, conferen-
cias, pasantías, visitas de observa-
ción al exterior o en el país que 
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sean de interés a la Administra-
ción. 

 

En tanto la licencia sin remunera-
ción se solicitará y concederá has-
ta por quince días calendario por 
el jefe de oficina, y por sesenta 
días con aprobación de la autori-
dad nominadora, durante cada 
año de servicio, por asuntos parti-
culares del servidor público; hasta 
por un período de dos años para 
efectuar estudios regulares de 
postgrado en instituciones de edu-
cación superior cuando el servidor 
haya cumplido al menos dos años 
de servicio en la institución, para 
cumplir el servicio militar obliga-
torio, y para actuar en reemplazo 
temporal u ocasional de algún 
ciudadano elegido por votación 
popular y para participar como 
candidato de elección popular. 

 

Las licencias no podrán ser sus-
pendidas por ningún concepto, ni 
declaradas concluidas antes del 
tiempo para la cual se concedie-
ron, sin el consentimiento expreso 
del servidor (Ley de Servicio Civil y 
Carrera Administrativa: Arts. 28-30 // 

Reglamento a la Ley de Servicio Civil y 

Carrera Administrativa: Arts. 40-53). 

 

TR: Comisión de servicio; Permiso; 
Servidor público. 

Licencia Ambiental 
 
En el Glosario de términos de la 
Ley de Gestión Ambiental se de-
fine a la licencia ambiental como 
“la autorización que otorga la au-
toridad competente a una persona 
natural o jurídica, para la ejecu-
ción de un proyecto, obra o acti-
vidad. En ella se establecen los re-
quisitos, obligaciones y condicio-
nes que el beneficiario debe cum-
plir para prevenir, mitigar o corre-
gir los efectos indeseables que el 
proyecto, obra o actividad autori-
zada pueda causar en el ambien-
te”. 
 
CEP: Autorización que otorga el 
Ministerio del Ambiente –como 
autoridad ambiental competente– 
y que debe obtenerse por parte de 
toda persona natural o jurídica an-
tes de la ejecución de un proyecto, 
obra, actividad, instalación, cons-
trucción, inversión o cualquier in-
tervención que suponga riesgo o 
impacto ambiental, durante su 
operación, aplicación, manteni-
miento o modificación, abandono 
o retiro, por ejemplo, las activida-
des para generación, transporte, 
manejo, reciclaje y operación de 
desechos peligrosos y rellenos pa-
ra su eliminación. 
 
Para otorgar la licencia ambiental 
se requieren estudios de línea de 
base, evaluación de impacto am-
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biental, evaluación de riesgos, pla-
nes de manejo en general y de 
riesgo, sistemas de monitoreo, 
planes de contingencia y mitiga-
ción, auditorías ambientales y pla-
nes de abandono. 
 
La licencia ambiental podrá ser 
suspendida mediante resolución 
motivada en el caso de inconfor-
midades menores del plan de ma-
nejo ambiental y/o de la normati-
va ambiental vigente comproba-
das mediante las actividades de 
control,  seguimiento  y/o  audi-
torías ambientales, y hasta que los 
hechos que causen la suspensión 
hayan sido subsanados, lo que in-
terrumpirá la ejecución del pro-
yecto, bajo responsabilidad del 
propio ejecutor. 
 
De igual forma, mediante resolu-
ción debidamente motivada, se 
podrá ordenar la revocatoria de la 
licencia ambiental en casos de in-
conformidades mayores, compro-
badas mediante las actividades de 
control, seguimiento y/o auditor-
ías ambientales, tales como: in-
cumplimiento grave del plan de 
manejo ambiental y/o normativa 
ambiental vigente, y daño ambien-
tal flagrante; por lo cual el promo-
tor no podrá realizar actividad al-
guna hasta que los incumplimien-
tos sean remediados –debiendo 
ser debidamente demostrado me-
diante estudio de impacto ambien-

tal–, se hayan pagado las indemni-
zaciones por los daños causados y 
se obtenga una nueva licencia. 
 
De las licencias ambientales con-
cedidas se llevarán en un registro 
público nacional por la autoridad 
ambiental nacional (Ley de Gestión 
Ambiental: Arts. 20; 21 // Libro VI del 

Texto Unificado de Legislación Ambien-

tal: Arts. 3; 27-29; 168; 179; 183; 198). 

 
TR: Gestión Ambiental; Estudio de 
Impacto Ambiental; Evaluación de 
Impacto Ambiental; Ley de Gestión 
Ambiental; Impacto ambiental; Me-
dio Ambiente. 

 
 

Licitación 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “licita-
ción”. 
 
CEP: Procedimiento administrati-
vo, legal, técnico y precontractual 
–por ser preparatorio de la volun-
tad contractual–, por el cual la 
Administración Pública o un ente 
público –en ejercicio de su fun-
ción administrativa– invita o con-
voca a los interesados a que, su-
jetándose a las bases fijadas en el 
pliego de condiciones o bases de 
la licitación, formulen propuestas 
u ofertas, de entre las cuales se se-
leccionará y aceptará –mediante 
adjudicación– a la más ventajosa, 
o conveniente para los intereses 
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institucionales y estatales; proce-
dimiento que se establece para la 
adquisición de bienes muebles, 
ejecución de obra o prestación de 
servicios no regulados por la Ley 
de Consultoría, y arrendamiento 
mercantil, siempre y cuando la 
cuantía del concurso supere el va-
lor que resulte de multiplicar el 
coeficiente 0,00004 por el monto 
del presupuesto inicial del Estado 
del correspondiente ejercicio 
económico. 

 

La licitación, al igual que el con-
curso público de ofertas, está ba-
sada en los principios de libre 
concurrencia e igualdad entre los 
oferentes, entendiéndose estos 
principios siempre dentro del 
marco regulatorio de las bases de 
la licitación y no obstante las ga-
rantías y condiciones que se exijan 
para participar, así como de las 
inhabilidades e incapacidades lega-
les que pudieran afectar al postu-
lante; por su parte la igualdad de 
participación se fundamenta en 
que las condiciones de la licitación 
deben ser las mismas para todos, 
sin perjuicio del derecho y obliga-
ción de la entidad contratante de 
seleccionar a la mejor oferta (Ley 
de Contratación Pública: Art. 4). 

 

TR: Comité de Contrataciones; 
Concurso público de ofertas; Con-
curso privado de ofertas; Convoca-
toria; Documentos precontractuales; 
Ley de Licitaciones; Pacto de inte-
gridad; Procedimientos precontrac-
tuales. 

 
 
Liquidación del Contrato 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “liqui-
dación del contrato”. 
 
Libardo RODRÍGUEZ106 men-
ciona que “es una especie de re-
sumen o balance de la ejecución 
del contrato que se realiza a su 
terminación sea esta última nor-
mal o anticipada. [...] serán objeto 
de liquidación los contratos de 
tracto sucesivo, aquellos cuya eje-
cución o cumplimiento se prolon-
gue en el tiempo y los demás que 
la requieran según las circunstan-
cias […] se hará normalmente de 
mutuo acuerdo por las partes con-
tratantes, […] se hará constar en 
acta, la cual contendrá los acuer-
dos, conciliaciones y transacciones 
a que llegaren las partes para po-
ner fin a las divergencias presen-
tadas y poder declararse en paz y 
salvo, incluyendo los ajustes, revi-
siones y reconocimientos a que 
haya lugar”. 

                                                           
106

  RODRÍGUEZ, Libardo, op. cit., p. 435. 
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CEP: Acuerdo constante en acta o 
por decisión judicial que se ejecuta 
al momento de terminación del 
contrato, sea que se haya finaliza-
do dentro del plazo establecido, 
por mutuo acuerdo o por termi-
nación anticipada unilateral. Debe 
efectuarse la liquidación dentro 
del lapso de tiempo establecido en 
el contrato o en su defecto en el 
término de treinta días luego re-
cepción definitiva presunta de la 
obra. 

 

El contratista puede presentar su 
liquidación a la entidad si ésta no 
la efectuare en el tiempo estable-
cido para el efecto o en caso de 
que no hubiere acuerdo entre las 
partes, y en caso de no suscribirse 
el acta de liquidación técnico-
económica en el término de trein-
ta días, el contratista podrá notifi-
car judicialmente con su liquida-
ción a la entidad contratante. 

 

En la liquidación, que será parte 
del acta de recepción definitiva, se 
hará constar los valores que haya 
recibido el contratista, los que 
queden por entregársele o los que 
le deban ser deducidos o devolver, 
por cualquier concepto, aplicando 
los reajustes correspondientes, y 
pudiendo procederse a las com-
pensaciones a que hubiere lugar 
(Ley de Contratación Pública: Arts. 84; 

102; 105 // Reglamento a la Ley de Con-

tratación Pública: Arts. 111; 117). 

 

TR: Acta de recepción; Recepción 
definitiva; Recepción definitiva pre-
sunta. 

 
 
LOAFYC (Ley Orgánica de 
Administración Financiera y 
Control) 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de 
“LOAFYC”. 
 
CEP: Ley Orgánica de Adminis-
tración Financiera y Control, ex-
pedida mediante Decreto Supre-
mo 1429 (RO 337: 16-may-1977), 
constituye la norma o normas que 
conforman el marco legal regula-
torio de la administración y con-
trol de las finanzas y recursos 
públicos, o en general de lo que se 
conoce como “hacienda pública”, 
con la finalidad de poner en fun-
cionamiento y mantener en las en-
tidades y organismos del sector 
público un conjunto de normas y 
procedimientos que integren y 
coordinen la gerencia financiera 
para lograr un empleo eficiente, 
efectivo y económico de los re-
cursos humanos, materiales y fi-
nancieros. Rige para todas las en-
tidades y organismos del sector 
público. 
 
Sus objetivos principales son: 
conseguir la coordinación de la 
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administración financiera de las 
entidades y organismos del sector 
público, básicamente por medio 
de la unificación de criterios; faci-
litar la vinculación de los procesos 
de planificación y presupuesto; lo-
grar una organización estructural y 
funcional lógica y eficiente en las 
actividades financieras y en sus 
unidades administrativas; estable-
cer claramente las facultades y 
obligaciones en la administración 
financiera; garantizar la existencia 
de un adecuado control interno y 
externo; asegurar la utilización de 
personal idóneo y la promoción 
de su desarrollo profesional con-
tinuo; perfeccionar y mantener al 
día la administración financiera, a 
través del empleo de técnicas mo-
dernas y eficientes; proveer de la 
documentación y el registro apro-
piado de las operaciones financie-
ras; producir información finan-
ciera útil, adecuada, oportuna y 
confiable, para la adopción de de-
cisiones de la alta dirección; eva-
luar y mejorar las operaciones fi-
nancieras por medio de la auditor-
ía financiera; y, evaluar y mejorar 
la eficiencia, efectividad y eco-
nomía de la administración públi-
ca, por medio de la auditoría ope-
racional o de gestión. 
 
Para todo lo cual comprende la 
programación, organización, di-

rección, ejecución, coordinación y 
control de los procesos siguientes: 
de presupuesto y crédito público, 
de determinación, recaudación, 
depósito, inversión, compromiso, 
obligación, desembolso y recupe-
ración de los recursos financieros 
públicos; de registro contable de 
los recursos financieros y materia-
les; de preparación e interpreta-
ción de informes financieros rela-
cionados con los resultados de las 
operaciones, la situación financie-
ra, los cambios operados en ella y 
en el patrimonio; y comprende, 
finalmente, la evaluación interna y 
externa de dichos procesos, por 
medio de la auditoría de los recur-
sos de las entidades y organismos 
del sector público. 
 
En general, para cumplimiento de 
los fines y objetivo de la Ley, se 
estructuran los siguientes sistemas 
componentes, que estarán ínti-
mamente relacionados entre sí: el 
sistema de presupuesto; el sistema 
de determinación y recaudación 
de los recursos financieros; el sis-
tema de tesorería; el sistema de 
contabilidad gubernamental; y, el 
sistema de control. 
 

TR: Deuda pública; Ley de Hacien-
da; Presupuesto General del Estado; 
Recursos públicos; Sector público. 

 

 



 



 

M 
 
Medio Ambiente 

 
El Glosario de términos de la Ley 
de Gestión Ambiental consta co-
mo definición de medio ambiente 
“sistema global constituido por 
elementos naturales y artificiales, 
físicos, químicos o biológicos, so-
cioculturales y sus interacciones, 
en permanente modificación por 
la naturaleza o la acción humana, 
que rige la existencia y desarrollo 
de la vida en sus diversas manifes-
taciones”. 
 
CEP: Entorno, suma de aquello 
que nos rodea y que afecta y con-
diciona las circunstancias de la vi-
da personal y social en su conjun-
to; todo lo que rodea al ser huma-
no u organismo, comprendiendo 
los elementos naturales –agua, ai-
re, tierra–, físicos, biológicos –
microorganismos, flora, fauna, se-
res humanos–, artificiales, quími-
cos, componentes sociales deriva-
dos de las relaciones manifestadas 
a través de la cultura política, 
ideología y economía; su interrela-
ción e interacción, y su capacidad 
de producir efectos directos o in-

directos, a corto o largo plazo (Ley 
de Gestión Ambiental: Glosario). 

 
TR: Estudio de Impacto Ambiental; 
Evaluación de Impacto Ambiental; 
Gestión Ambiental; Impacto Am-
biental; Ley de Gestión Ambiental; 
Licencia ambiental. 

 
Modernización del Estado 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “mo-
dernización del Estado”. 
 
CEP: Proceso planificado, dirigi-
do y coordinado –originalmente– 
por el Consejo Nacional de Mo-
dernización, CONAM, actual-
mente fusionado y sustituido en 
sus funciones por el SENPLA-
DES, Secretaría Nacional de Pla-
nificación y Desarrollo; controla-
do por los organismos de control: 
Contraloría General del Estado, 
Procuraduría General del Estado, 
Ministerio Público, Comisión de 
Control Cívico de la Corrupción, 
y las Superintendencias de Bancos 
y Seguros, Compañías y Teleco-
municaciones, y que comprende la 
descentralización y desconcentra-

M 
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ción de las actividades administra-
tivas y recursos del sector público; 
desburocratización, eficiencia ad-
ministrativa y económica, raciona-
lización y simplificación de la es-
tructura administrativa; distribu-
ción adecuada y eficiente de las 
competencias, funciones y res-
ponsabilidades de las entidades u 
organismos públicos; desmonopo-
lización, privatización y delegación 
de servicios públicos a la iniciativa 
privada, desregulación económica, 
liberación del comercio exterior, 
reforma fiscal, renegociación de la 
deuda externa y la reforma finan-
ciera. 
 
El proceso de modernización tie-
ne por objeto incrementar los ni-
veles de eficiencia, agilidad y pro-
ductividad en la administración de 
las funciones que tiene a cargo el 
Estado; promover, facilitar y for-
talecer la participación del sector 
privado y de los sectores comuni-
tarios o de autogestión en las áreas 
de explotación económica (Consti-
tución Política: Arts. 211-222 // Ley de 

Modernización: Arts. 3-5; 57 // Regla-

mento de la Ley de Modernización: Arts. 

1; 2 Inc. 3). 

 

TR: Autonomía; Concesión; Dele-
gación; Descentralización adminis-
trativa; Desconcentración adminis-
trativa; Desmonopolización de ser-
vicios públicos; Participación social; 
Privatización de servicios públicos; 
Racionalización administrativa. 

Motivación 
 
La Ley de Modernización del Es-
tado (Art. 31) establece en forma 
clara y rápida lo que debe conte-
ner el elemento de motivación del 
acto administrativo: “Todos los 
actos emanados de los órganos del 
Estado, deberán ser motivados. 
La motivación debe indicar los 
presupuestos de hecho y las razo-
nes jurídicas que han determinado 
la decisión del órgano, en relación 
con los resultados del procedi-
miento previo. La indicación de 
los presupuestos de hecho no será 
necesaria para la expedición de ac-
tos reglamentarios”. 
 
El Dr. Efraín PÉREZ CAMA-
CHO107 menciona que “uno de 
los principios del derecho admi-
nistrativo contemporáneos es el 
requerimiento de la motivación de 
los actos administrativos”. 
 
Para Roberto DROMI108 “es la 
declaración de las circunstancias 
de hecho y de derecho que han 
inducido a la emisión del acto. 
Está contenida dentro de lo que 
usualmente se denominan consi-
derando. La constituyen, por tan-
to, los presupuestos o razones del 
acto. Es la fundamentación fáctica 
y jurídica de él, con que la Admi-

                                                           
107

  PÉREZ CAMACHO, Efraín, op. cit., p. 441. 
108

  DROMI, Roberto, op. cit., p. 376. 
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nistración sostiene la legitimidad y 
oportunidad de su decisión. [...] 
aclaran y facilitan la recta interpre-
tación de su sentido y alcance, por 
constituir un elemento esencial del 
mismo. [...] Debe ser una auténti-
ca y satisfactoria explicación de las 
razones de emisión del acto. No 
se trata de un mero escrúpulo 
formalista, ni tampoco se admite 
una fabricación ad hoc de los mo-
tivos del acto”. 

 

CEP: Elemento del acto adminis-
trativo que no constituye un re-
quisito de carácter meramente 
formal, sino de fondo e indispen-
sable, que consiste en la exposi-
ción razonada, por escrito, de las 
circunstancias fácticas en unión 
con las normas y el derecho que le 
dieron origen; los motivos, presu-
puestos, la justificación necesaria y 
los fines que sostienen la decisión 
o el criterio de la autoridad al emi-
tirlo. Reflexión lógico jurídica que 
une los hechos con el derecho 
aplicable, que permite entender en 
forma correcta el contenido del 
acto, facilitando el conocimiento 
de la situación jurídica del admi-
nistrado. 

 

Mandato constitucional al funcio-
nario de la Administración Públi-
ca, en procura o garantía del debi-
do proceso, por el cual todas las

resoluciones o actos que pongan 
fin a los procedimientos, emana-
dos de los poderes públicos y que 
afecten a las personas deberán ser 
motivados, debiéndose entender 
que ha faltado tal motivación, si 
en dichas resoluciones no se 
enunciaren normas o principios 
jurídicos que hayan sido la base o 
su fundamento y si no se explicare 
la pertinencia de su aplicación a 
los antecedentes de hecho; todo lo 
cual evidenciaría la ilegalidad del 
acto y su nulidad absoluta. 

 

Requisito del acto administrativo 
necesario para el control de la ac-
tividad administrativa, ya que con 
la expresión de los motivos, el in-
teresado podrá recurrir y dirigir en 
contra del acto sus alegaciones 
y/o pruebas; entonces, de omitir-
se, a más de propiciar arbitrarie-
dad en el actuar de la autoridad, 
causará indefensión (Constitución 

Política: Art. 24 Num. 13 // Ley de Mo-

dernización del Estado: Art. 31 // Re-

glamento a la Ley de Modernización del 

Estado: Art. 20 // Estatuto del Régimen 

Jurídico Administrativo de la Función 

Ejecutiva: Arts. 122; 156 Num. 2; 203 // 

Reglamento para el control de la dis-

crecionalidad en los actos de la admi-

nistración pública: Art. 4). 

 

TR: Acto administrativo. 
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Movilización 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “movi-
lización”. 
 
CEP: Uno de los componentes de 
destino de los viáticos. Estipendio 
económico o valor que reciben los 
dignatarios, autoridades, funciona-
rios y servidores de las institucio-
nes, entidades y organismos del 
Estado, cuando, por motivos del 
cumplimiento de sus funciones 
deban trasladar su domicilio a una 
ciudad distinta a la de su residen-
cia habitual, o en caso de comi-
sión de servicios o por licencia 
con remuneración, para cubrir sus 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

gastos de movilización y transpor-
te, comprendiendo también el ga-
rantizarle al funcionario los pasa-
jes de ida y retorno por cualquier 
medio; sin embargo, se prohíbe 
entregar, por este último compo-
nente, en dinero los valores para 
el transporte (Reglamento a la Ley de 
Servicio Civil y Carrera Administrativa: 

Arts. 48; 227 // Resolución SENRES 

2004-0191109: Art. 3 // Resolución 

SENRES 2005-0073110: Arts. 2-4 // Re-

solución SENRES-2006-000104111: 

Arts. 2; 11). 

 
TR: Dieta; Servidor público; Subsis-
tencia; Viático. 

 
 

                                                           
109

  Resolución publicada en el Registro Oficial 
474, del 2 de diciembre de 2004. 

110
  Resolución publicada en el Registro Oficial 
150, del 22 de noviembre de 2005. 

111
  Resolución publicada en el Registro Oficial 
346, del 31 de agosto de 2006. 



 

N 
 

Nombramiento 
 
El Reglamento a la Ley de Servi-
cio Civil y Carrera Administrativa 
(Art. 10) define: “el acto unilateral 
del poder público expedido por 
autoridad competente mediante la 
suscripción de un acuerdo o reso-
lución, que otorga investidura para 
el ejercicio de una función públi-
ca, que constituye un servicio a la 
colectividad y que exige capaci-
dad, honestidad, eficiencia y efica-
cia”. 
 
CEP: Requisito para el desempe-
ño de puesto público. Acto admi-
nistrativo o expresión unilateral de 
la voluntad del poder público, 
ejercido por autoridad competen-
te, mediante acuerdo o resolución, 
con la finalidad de investir al ciu-
dadano que fuera seleccionado 
mediante el Sistema de Selección 
de Personal establecido o que se 
halle dentro del Sistema en el per-
íodo de prueba, para que pueda 
ejercer la función pública a él en-
comendada. 
 
El nombramiento puede ser regu-
lar o provisional. El primero se 

expide para llenar vacantes me-
diante el Sistema de Selección de 
Personal; y, el segundo para los 
casos de encontrarse en el período 
de prueba, para ocupar el puesto 
de un servidor que ha sido sus-
pendido en sus funciones o desti-
tuido de su puesto, hasta que se 
produzca el fallo del Tribunal Dis-
trital de lo Contencioso Adminis-
trativo u otra instancia jurídica; 
para llenar el puesto de un servi-
dor que hubiese sido ascendido 
y/o trasladado a otro puesto en el 
cual deba cumplir el período de 
prueba; y, para ejercer las funcio-
nes de un servidor que se hallare 
en goce de licencia sin remunera-
ción. 
 
Además, puede ser a período fijo 
y de libre nombramiento y re-
moción. Aquellos nombramien-
tos a período fijo, como su nom-
bre lo indica, se dan para ejercer 
una función en un período deter-
minado; y los de libre nombra-
miento y remoción, son los expe-
didos a favor de servidores que 
tuvieren a su cargo la dirección 
política, estratégica y administrati-
va de las instituciones del estado, 

N 
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tales como los ministros, secreta-
rios generales y subsecretarios de 
Estado, Secretario Nacional 
Técnico de Recursos Humanos y 
Remuneraciones, los titulares y 
segundas autoridades de las insti-
tuciones del Estado, titulares de 
los organismos de control y se-
gundas autoridades de estos orga-
nismos, secretarios generales, co-
ordinadores generales, coordina-
dores institucionales, intendentes 
de control, asesores, directores, 
gerentes y subgerentes que son ti-
tulares o segundas autoridades de 
las empresas e instituciones del 
Estado, los gobernadores, los in-
tendentes, subintendentes y comi-
sarios de policía, los jefes y tenien-
tes políticos. 

 

El nombramiento se registrará en 
la unidad de administración de re-
cursos humanos de la entidad 
contratante, dentro del término de 
quince días desde su expedición, 
en el formulario, con los requisi-
tos y contenidos emitido por la 
SENRES y el Reglamento a la Ley 
de Servicio Civil y Carrera Admi-
nistrativa, constituyendo acto de 
posesión en el puesto, por lo que 
la falta de registro ocasionará la 
nulidad del nombramiento o con-
trato, con las consecuentes res-
ponsabilidades administrativas, ci-
viles y penales. 

El nombramiento caducará si 
quien hubiere sido nombrado para 
un cargo público, no se posesio-
nare en el término de quince días, 
contados desde la expedición del 
mismo (Ley de Servicio Civil y Carre-
ra Administrativa: Arts. 17; 18; 20; 22; 

92 Lit. b // Reglamento a la Ley de Ser-

vicio Civil y Carrera Administrativa: 

Arts. 10-13; 16). 

 
TR: Puesto público; Servidor Públi-
co; Servidor público de libre nom-
bramiento y remoción. 

 
 
Nulidad Administrativa 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “nuli-
dad administrativa”. 
 
CEP: Efecto o consecuencia jurí-
dica de la expedición de un acto 
administrativo viciado por no 
haber cumplido los requisitos 
esenciales para su plena validez y 
eficacia o por violación de normas 
positiva o adjetivas. 
 
Por tanto, existe nulidad de pleno 
derecho, cuando el acto adminis-
trativo lesiona ilegítimamente los 
derechos y libertades constitucio-
nalmente reconocidas a los ciuda-
danos; o cuando son dictados por 
órgano incompetente, sea en 
razón de la materia, tiempo o te-
rritorio; por contenido un acto 
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imposible de ejecutarse o cumplir-
se, o cuando son constitutivos de 
infracción penal o a consecuencia 
de ella; cuando han sido dictados 
prescindiendo o ignorando total y 
absolutamente el procedimiento 
legalmente establecido o de las 
normas necesarias o esenciales pa-
ra formular la voluntad del órgano 
administrativo –colegiado o no–, 
o por defecto de forma que cause 
indefensión a los interesados; los 
actos expresos o presuntos, por 
los que se declaren o conceden fa-
cultades o derechos en contraven-
ción al ordenamiento jurídico, ca-
reciendo de los requisitos esencia-

les para su adquisición; y los actos 
que vulneren la Constitución, tra-
tados internacionales, leyes u otras 
disposiciones administrativas de 
rango superior o que regulen ma-
terias reservadas a la ley, y las que 
establezcan la retroactividad de 
disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de dere-
chos individuales (Constitución Polí-
tica: Arts. 24; 272 // Estatuto del Régi-

men Jurídico Administrativo de la Fun-

ción Ejecutiva: Arts. 129; 130). 

 
TR: Acto administrativo; Recurso 
contencioso administrativo objetivo. 

 





 

O 
 

Obra Pública 
 
El Reglamento de determinación 
de etapas del proceso de ejecución 
de obras y prestación de servicios 
públicos (Art. 1 Inc. 2) define: 
“por obra pública se entenderá los 
trabajos de construcción, restaura-
ción, conservación, readecuación, 
ampliación o modificación que 
realicen, en forma directa o indi-
recta, las entidades del sector 
público”. 
 
CEP: Todo trabajo, actividad de 
construcción, restauración, con-
servación, readecuación, amplia-
ción o modificación que ejecute el 
Estado y/o las entidades del sec-
tor público, directa o indirecta-
mente, por sí o por otros agentes, 
como de su propiedad, y propi-
ciadas con la finalidad de satisfa-
cer un interés general, colectivo o 
social, o mejorar las prestaciones 
existentes (Reglamento de determina-
ción de etapas del proceso de ejecución 

de obras y prestación de servicios 

públicos: Art. 1 Inc. 2). 

 

TR: Contrato administrativo; Dise-
ño de proyecto; Factibilidad de pro-
yecto; Garantía por la debida ejecu-
ción de la obra; Prefactibilidad de 
proyecto de obra pública; Proyecto 
de obra pública. 

 
 

Oficina de Planificación 
(ODEPLAN) 

 
En la actualidad, no existe en la 
legislación ecuatoriana definición 
expresa de “ODEPLAN”. 
 
CEP: Oficina de Planificación, 
ODEPLAN, creada por Decreto 
Ejecutivo 120 (RO 27: 16-sep-
1998), como consecuencia de la 
expedición de la Constitución 
Política vigente, y en base al man-
dato de su artículo 255112. 
 
Organismo técnico dependiente 
de la Secretaría General de la 
Presidencia de la República y que 

                                                           
112

  El artículo 255 de la Constitución Política 
vigente, en su inciso primero dispone: “El sis-
tema nacional de planificación estará a cargo de 
un organismo técnico dependiente de la Presi-
dencia de la República, con la participación de 
los gobiernos seccionales autónomos y de las 
organizaciones sociales que determine la ley”. 

O 
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tenía a su cargo el fijar las políticas 
generales, económicas y sociales 
del Estado, regular el Sistema Na-
cional de Planificación, ejecutora 
de las acciones técnicas y de coor-
dinación interinstitucional al res-
pecto; y tomar a su cargo a los 
servidores, acciones y funciones 
que ejecutaba el Consejo Nacional 
de Desarrollo, CONADE. 
 
Fue sustituido por la Secretaría 
Nacional de Planificación y Desa-
rrollo, SENPLADES, en el año 
2004 mediante Decreto Ejecutivo 
1372 (RO 278: 20-feb-2004). 
 
TR: SENPLADES; Sistema Nacio-
nal de Planificación. 

 
 

Oficina de Planificación (Ver: 
ODEPLAN) 

 
 

Oficina del Servicio Civil y De-
sarrollo Institucional (Ver: OS-
CIDI) 

 
 

Ordenador de Gasto 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “orde-
nador de gasto”. 
 
CEP: Funcionario designado y 
nombrado como ordenador en 

cada entidad u organismo del sec-
tor público para la liquidación y 
autorización de los gastos u egre-
sos efectuados, por el cumpli-
miento de sus obligaciones legales 
y contractuales asumidas, como 
por ejemplo, los gastos de viáti-
cos, por ejecución de obras o 
prestaciones de servicios contra-
tados, adquisición de bienes, etc. 
 
En particular, en los procedimien-
tos de contratación pública, de 
acuerdo con las atribuciones que 
se les conceda en cada entidad, el 
ordenador de gastos podría estar 
llamado a participar en la elabora-
ción del presupuesto referencial 
para la decisión de proceder a la 
contratación de servicios, bienes o 
ejecución de obras; y de acuerdo 
con la opinión emitida por la Pro-
curaduría General del Estado113, 
“se ha de considerar como orde-
nador de gasto, al Comité de Con-
trataciones de la entidad, a la Co-
misión Especial de Adquisiciones, 
en contratos exonerados de los 
procedimientos, u otros, según el 
reglamento institucional”. 
 
En general, las atribuciones y de-
beres del ordenador de gastos se 
determinarán en el Reglamento 
Interno de cada institución 
(LOAFYC: Art. 59). 

                                                           
113

  Pronunciamiento de la Procuraduría General 
del Estado, Oficio PGE. 24117: 16-may-2002 
(RO 646: 22-ago-2002). 
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TR: Comité de Contrataciones; 
Contratación Pública; Ordenador de 
pagos. 

 
 

Ordenador de Pagos 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “orde-
nador de pagos”. 
 
CEP: Funcionario nombrado en 
cada entidad u organismo del sec-
tor público como responsable de 
ordenar y/o ejecutar los pagos de 
acuerdo con las documentación 
dispuesta y autorizada por el or-
denador de gasto, para dar cum-
plimiento a las obligaciones legales 
y contractuales asumidas, como 
por ejemplo, pagos de viáticos, 
pagos por ejecución de obras o 
prestaciones de servicios contra-
tados, o adquisición de bienes, etc. 
 
De acuerdo con la opinión emiti-
da por la Procuraduría General del 
Estado114, en relación a los proce-
dimientos de contratación pública 
se ha de considerar como “ejecu-
tor presupuestario y ordenador de 
pagos, a las distintas dependencias 
administrativas”; por lo cual, sus 
atribuciones y deberes se determi-
narán en el Reglamento Interno 
de cada institución (LOAFYC: Art. 
59). 
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  Ibídem. 

TR: Ordenador de gasto. 

 
 
Ordenanza 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Or-
denanza”. 
 
Para el Dr. Manuel POSSO 
ZUMÁRRAGA115 “son leyes sec-
cionales con fuerza de ley, que ri-
gen a los Municipios y Consejos 
Provinciales. Por ejemplo, las Or-
denanzas de Agua potable, de la 
Construcción, de Establecimien-
tos y Ornatos, o para el cobro […] 
de las contribuciones especiales 
entre otras”. 
 
CEP: Acto administrativo jurídico 
de naturaleza legislativa y con 
fuerza de ley para la circunscrip-
ción territorial a la que pertenece 
el órgano de quien emana –
municipios, Distrito Metropolita-
no, consejos provinciales, juntas 
parroquiales–; conjunto de pre-
ceptos o reglas en las cuales se ex-
presa un mandato o disposición 
que regula a los sujetos que actúan 
en dicho segmento del territorio o 
para el buen servicio de la comu-
nidad o sobre servicios básicos de 
diferente orden. Resultado de la 
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  POSSO ZUMÁRRAGA, Manuel, op. cit., 
www.dlh.lahora.com.ec. 
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facultad legislativa de los gobier-
nos provinciales y municipales. 
 
Al igual que una ley, su elabora-
ción atraviesa por un proceso 
técnico legislativo que abarca la 
iniciativa, discusión, sanción y 
promulgación (Constitución Política: 
Art. 228 Inc. 2). 

 
TR: Consejo Provincial; Distrito 
Metropolitano. 

 
 

OSCIDI (Oficina del Servicio 
Civil y Desarrollo Institucional) 

 
En la actualidad, no existe en la 
legislación ecuatoriana definición 
expresa de “OSCIDI”. 
 
CEP: Oficina del Servicio Civil y 
Desarrollo Institucional, OSCIDI; 
creada mediante Decreto Ejecuti-
vo 41 (RO-S 11: 25-ago-1998), 
como dependencia de la Secretaría 
General de la Presidencia de la 
República, constituido como el 
ente u organismo rector de la ad-
ministración de los recursos 
humanos y organizacionales del 
sector público y para el ejercicio 
de las atribuciones previstas en las 

leyes de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa, de Remuneracio-
nes de los Servidores Públicos y 
de Creación de la Secretaría Na-
cional de Desarrollo Administrati-
vo y más conexas; estaba encarga-
do de dar seguimiento y evaluará 
las políticas de administración de 
los recursos humanos y organiza-
cionales del sector público, para lo 
cual debía elaborar la normativa 
correspondiente; a la par de la 
creación de OSCIDI se derogó a 
la Secretaría Nacional de Desarro-
llo Administrativo, SENDA. 
 
Fue sustituido expresamente por 
la Secretaría Nacional Técnica de 
Desarrollo de Recursos Humanos 
y Remuneraciones del Sector 
Público, SENRES, en el año 2003 
mediante la Ley de Servicio Civil y 
Carrera Administrativa y de Unifi-
cación y Homologación de las 
Remuneraciones del Sector Públi-
co (L. 2003-17. RO-S 184: 6-oct-
2003). 
 
TR: SENRES. 

 
 



 

P 
 
Pacto de Integridad 

 
El Decreto Ejecutivo 122116 (Art. 
6 Inc. 2) define que se entiende 
por pactos de integridad “los 
acuerdos voluntarios, suscritos en-
tre todos los actores que intervie-
nen directamente en un proceso 
de contratación con recursos 
públicos, para fortalecer la trans-
parencia, la equidad y la probidad 
de la modalidad contractual esco-
gida”. 
 
CEP: Acuerdo formal entre los 
gobiernos y los participantes en 
un concurso o licitación para evi-
tar la distorsión en las condiciones 
de la competencia, provocada por 
prácticas irregulares o corruptas y 
que lleguen a afectar la racionali-
dad, objetividad e imparcialidad 
de una decisión administrativa, 
fortaleciendo la transparencia, 
equidad y probidad en todos los 
momentos del proceso de contra-
tación pública. Regulaciones de 
carácter ético impuestas de común 
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  Decreto Ejecutivo 122 (RO 25: 19-feb-2003), 
por el cual se declara como Política de Estado 
la Anticorrupción. 

acuerdo entre las partes que act-
úan en el concurso. 
 
Este pacto contiene fundamen-
talmente: las conductas que se 
quiere prevenir, las sanciones por 
violación a los compromisos ad-
quiridos y a los objetivos del pac-
to; los mecanismos para aplicar 
dichas sanciones; y, la autoridad 
que decide si se han violado las 
conductas éticas. 
 
TR: Concurso privado de ofertas; 
Concurso público de ofertas; Con-
tratación Pública; Licitación. 

 
 

Participación Social 
 
La Ley Especial de Descentraliza-
ción y de Participación Social (Art. 
3 Inc. 3), define: “la participación 
social es el sistema por el cual se 
involucra activamente a todos 
los sectores sociales en la vida 
jurídica, política, cultural y 
económico social del país, con la 
finalidad de mejorar las condicio-
nes de vida del habitante ecuato-
riano, con miras a una más justa 

P 
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distribución de los servicios y re-
cursos públicos”. 

 

CEP: Objeto de la Ley de Descen-
tralización y de Participación So-
cial. Sistema legal por el que se in-
volucra a todos los sectores socia-
les en la gestión pública, la vida 
jurídica, política, cultural y 
económica social del país, a fin de 
lograr el mejoramiento de las 
condiciones de vida y conseguir 
una más justa distribución de los 
servicios y recursos públicos, 
equidad en la participación y dis-
tribución de los recursos financie-
ros, materiales y tecnológicos, na-
cionales y extranjeros, bajo los 
principios de democracia, equidad 
social y de género, pluralismo, 
respeto y reconocimiento a los va-
lores de los pueblos indígenas, ne-
gros y más grupos étnicos. 

 

Constituyen formas de participa-
ción social, local y comunitaria, 
promovidas por alcaldes, prefec-
tos provinciales y organismos de 
desarrollo local: los comités ba-
rriales, las federaciones barriales y 
las juntas parroquiales (Ley Especial 
de Descentralización y de Participación 

Social: Arts. 1; 3; 4; 6; 36-45). 

 

TR: Delegación; Desmonopoliza-
ción de servicios públicos; Moderni-
zación del Estado; Privatización de 
servicios públicos. 

Permiso (Acto Administrativo) 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “per-
miso (acto administrativo)”. 
 
Para Roberto DROMI117 “es el 
acto que autoriza a una persona el 
ejercicio de un derecho, en princi-
pio prohibido por el ordenamien-
to jurídico [...] Con el permiso no 
se autoriza ni delega nada, sino 
que se tolera, se permite realizar 
algo determinado o circunscripto 
(sic) […] más que otorgar un de-
recho, tolera un uso, y se caracte-
riza porque: 1) crea una situación 
jurídica individual condicionada al 
cumplimiento de la ley. Su incum-
plimiento determina la caducidad 
del permiso; 2) se da intuitu per-
sonae en consideración a los mo-
tivos del mismo y a la persona del 
beneficiario. En principio, está 
prohibida su cesión o transferen-
cia. Puede cederse cuando se lo 
concede en forma objetiva, sin 
consideración al individuo benefi-
ciario [...] 3) confiere un derecho 
debilitado o interés legítimo. La 
precariedad del derecho del per-
misionario se funda en que el 
permiso sólo constituye una tole-
rancia de la administración, que 
actúa en estos casos dentro de la 
esfera de su poder discrecional, 
sin que sea posible que el acto 

                                                           
117

  DROMI, Roberto, op. cit., p. 420. 



DICCIONARIO DERECHO ADMINISTRATIVO 
 

 

175

administrativo logre estabilidad; 4) 
Es precario, la administración 
puede revocarlo sin derecho a re-
sarcimiento. El acto precario, 
según su acepción doctrinal, es un 
acto de simple tolerancia, revoca-
ble a voluntad del que ha conce-
dido la cosa, sin que pueda dar de-
recho alguno al poseedor; 5) su 
otorgamiento depende de la dis-
crecionalidad administrativa. La 
Administración está habilitada pa-
ra apreciar si el permiso que se pi-
de está o no de acuerdo con el in-
terés público”. 
 
En forma más escueta, el Dr. 
Efraín PÉREZ CAMACHO118 
expresa que “el permiso se refiere 
a una actividad que no se encuen-
tra en la esfera de los derechos 
previos del ciudadano, para una 
actividad que está en principio 
prohibida por la ley. El otorga-
miento del permiso admite al ciu-
dadano al desempeño de la activi-
dad en cuestión”. 
 
CEP: Acto administrativo por el 
cual se faculta a una persona el 
ejercicio de un derecho o activi-
dad que en condiciones generales 
le estaría prohibido; es una especie 
de tolerancia y excepción a la 
prohibición general que existe le-
galmente, pero que en vista de al-
guna consideración en especial y 
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  PÉREZ CAMACHO, Efraín, op. cit., p. 455. 

después de reunir determinados 
requisitos, la autoridad emite el ac-
to administrativo concediéndole el 
derecho a ejercer la actividad que 
no podía ejercer por el impedi-
mento; no es exclusivo de una 
persona, pero puede ser otorgado 
en razón de su condición; puede 
ser temporal o sin plazo de finali-
zación, pero concluye o se revoca 
en el momento en que se trans-
greda el objetivo por el que se 
concedió, o cuando se ejerce abu-
sivamente, en exceso o ilegalmen-
te, para lo cual, la autoridad que 
otorgó el permiso ejercerá el con-
trol y podrá revocarlos, sin perjui-
cio de las responsabilidades y san-
ciones a que hubiere lugar en caso 
de uso inadecuado e indebido del 
permiso. 
 
El permiso, obviamente, debe 
concederse siempre y cuando sea 
para ejecutar acciones lícitas, que 
no afecten derechos de otros y 
que no vaya en contra de disposi-
ciones legales expresas. 
 
Diferente al acto administrativo 
de autorización en tanto ésta se da 
para una actividad que la ley ha 
previsto como posible de ejecutar 
y que se encuentra a la espera de 
que alguien la pretenda llevar a 
efecto luego de cumplir con los 
requisitos establecidos; mientras 
que el permiso parte de la premisa 
de que la actividad está prohibida, 
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por ejemplo, el portar armas está 
prohibido por ley; sin embargo, 
mediante el permiso correspon-
diente, determinadas personas 
pueden portarlas, bajo las condi-
ciones legales establecidas. 
 
TR: Acto administrativo; Autoriza-
ción (acto administrativo).  

 
 

Permiso 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “per-
miso”. 
 
CEP: Acto administrativo de au-
toridad, del superior, por el cual se 
concede autorización al servidor 
público o funcionario –excepto al 
que labore a tiempo parcial– para 
ausentarse o dejar de concurrir 
ocasionalmente a su puesto de 
trabajo en los casos en que lo re-
quiera para realizar estudios regu-
lares, ejercicio de la docencia en 
establecimientos de educación su-
perior del país legalmente recono-
cidos, debiendo acreditar la asis-
tencia regular a clases y la aproba-
ción del curso; por atención médi-
ca, que se imputará a la licencia 
con remuneración por enferme-
dad; y, para el cuidado del recién 
nacido en caso de servidoras 
públicas, hasta por dos horas dia-
rias durante el primer año de 
edad. 

Todo otro permiso que no se 
ajuste a los casos establecidos y 
que no excedan de quince días 
dentro de un año de servicio, se 
imputará a vacaciones del servidor 
(Ley de Servicio Civil y Carrera Admi-

nistrativa: Arts. 28; 36; 37 // Reglamen-

to a la Ley de Servicio Civil y Carrera 

Administrativa: Arts. 41; 43). 

 

TR: Comisión de servicio; Licencia; 
Servidor Público. 

 
 

Persona Jurídica Semipública 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “per-
sona jurídica semipública”. 
 
CEP: Aquella creada y regulada 
como tal por ley, cualquiera fuera 
su denominación, encontrándose 
involucradas en ella las personas 
jurídicas de derecho privado con 
finalidad social o pública y la igle-
sia. 
 
Históricamente, hasta la Constitu-
ción Política de 1967, se contem-
plaba a las personas jurídicas se-
mipúblicas cuando reconocía y ga-
rantizaba estabilidad y autonomía 
a “la Caja Nacional del Seguro So-
cial, del Banco Central del Ecua-
dor, del Banco Nacional de Fo-
mento y demás personas jurídicas 
semipúblicas”; sin embargo, no 
contempló una definición expresa 
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de ellas, pero dejó entrever que las 
entidades citadas son “ejemplos” 
de personas jurídicas semipúblicas 
y que una de sus características 
principales es que siendo públicas, 
gozan de autonomía y por tanto 
no se encuentran ni en el régimen 
de personas jurídicas públicas ni 
en el de personas jurídicas priva-
das, encontrándose en un escalón 
intermedio. 
 
Sin embargo en la actualidad, 
podría pensarse que existe otro ti-
po de personas jurídicas semi-
públicas originadas en los proce-
sos de transformación, escisión y 
privatización de algunas entidades 
de derecho público que se han 
convertido en sociedades comer-
ciales con participación estatal, es 
decir, aquellas que no se crean 
originalmente como personas 
jurídicas de derecho privado, pero 
que pasan a serlo en lo posterior, 
por mandato legal. 
 

TR: Persona jurídica de derecho 
privado con finalidad social o públi-
ca. 

 
 

Persona Jurídica de Derecho 
Privado con Finalidad Social o 
Pública 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “per-

sona jurídica de derecho privado 
con finalidad social o pública”. 
 
Roberto DROMI119 clasifica a las 
personas jurídicas privadas en tan-
to tengan participación estatal o 
no, en el patrimonio, dirección y 
control: “las personas jurídicas 
privadas con participación estatal 
en el capital, dirección, adminis-
tración o control, pueden adoptar 
la forma de sociedades anónimas 
con participación estatal minorita-
ria, sociedades de economía mixta 
con aporte estatal minoritario, o 
sociedades privadas conservadas 
por el Estado”. Mientras que las 
personas jurídicas privadas que no 
tienen participación estatal, 
DROMI las divide en de interés 
público sin fines de lucro, con fi-
nes de lucro y de interés privado: 
“De interés público sin fines de 
lucro, pueden tener la forma jurí-
dica de asociaciones civiles, co-
operativas, fundaciones, asocia-
ciones mutuales, sindicatos, ligas u 
otra clase de entidad de bien 
público, cuando carecen de pode-
res de derecho público; por ejem-
plo, el de asociación obligatoria. 
 
Se hallan comprendidas en este 
grupo las organizaciones empresa-
riales, sindicales y profesionales y 
las organizaciones de usuarios y 
consumidores. 
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  DROMI, Roberto, op. cit., pp. 724, 725. 
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De interés público con fines de 
lucro, pueden ajustarse a las for-
mas societarias comunes (SA, so-
ciedad anónima; SRL, sociedad de 
responsabilidad limitada; SCA, so-
ciedad en comandita por acciones, 
etcétera). Se someten a las regula-
ciones del derecho público en la 
medida en que el Estado debe fi-
jarles imposiciones, limitaciones, 
etc., en razón del interés público 
que persiga la actividad que reali-
zan, por ejemplo entidades finan-
cieras, compañías de seguros, 
concesionarios de obras o servi-
cios públicos, licenciatarios de 
servicios públicos”. 
 
Finalmente, DROMI hace refe-
rencia las personas jurídicas priva-
das que tienen interés privado y 
que “comprenden la generalidad 
de las sociedades civiles y comer-
ciales”. 
 
CEP: Personas jurídicas de dere-
cho privado creadas al amparo del 
Derecho Civil pero que tienen, 
entre sus finalidades, la prestación 
de determinados servicios públi-
cos o sociales, que sin entrar a ser 
competidores de los servicios que 
brinda el Estado, son agentes que 
actúan en condiciones similares, 
diferenciándolos en que éste pro-
porciona los servicios por ser de 
su naturaleza y objetivos naciona-
les, y por tanto, sin esperar retri-
bución económica como fin últi-

mo de su accionar –salvo los ca-
sos de autofinanciación–; en tanto 
aquellas buscan la satisfacción de 
un interés particular, con o sin lu-
cro; por ejemplo, si bien la educa-
ción debe ser otorgada por el Es-
tado en forma gratuita, no impide 
que sociedades civiles particulares, 
puedan brindar el mismo servicio, 
quizá ya no en forma gratuita. 
 
En la actualidad con los procesos 
de modernización y privatización 
del Estado, y a través de los me-
dios como las concesiones de ser-
vicios públicos, por ejemplo, cada 
vez más personas jurídicas de de-
recho privado asumen la presta-
ción de dichos servicios, indepen-
dientemente de si son sociedades 
civiles, corporaciones, fundacio-
nes, creadas con o sin fines de lu-
cro. 
 
Sin embargo, hay que denotar que 
en el caso de personas jurídicas de 
derecho privado con fines de lu-
cro, pese a pretender llevar a cabo 
actividades de servicio público o 
de interés social, no pierden su 
objetivo principal, el obtener un 
beneficio económico, por ejem-
plo, volviendo al caso de las con-
cesiones de servicios, la sociedad 
o compañía concesionaria buscará 
la obtención de una retribución 
económica por el hecho de asumir 
la responsabilidad en la prestación 
del servicio concedido. 
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TR: Persona jurídica semipública. 

 
 
Potestad Discrecional 

 
El Reglamento para el control de 
la discrecionalidad en los actos de 
la administración pública (Art. 2 
Inc. 2) dispone que “la discrecio-
nalidad respaldada por el derecho 
implica la elección de una entre 
varias opciones igualmente váli-
das, dentro de los límites de la po-
testad y de la competencia del 
órgano. Todo acto administrativo 
dictado en ejercicio de la potestad 
discrecional reglada es impugnable 
en vía administrativa o judicial”. 
 
Roberto DROMI120 menciona que 
“hay poder discrecional cuando en 
determinadas circunstancias de 
hecho, la autoridad administrativa 
tiene libertad de decidir y de to-
mar tal o cual medida. En otros 
términos, cuando el Derecho no 
le ha impuesto por anticipado un 
comportamiento a seguir”. 
 
Por su parte el Dr. Efraín PÉREZ 
CAMACHO121 expresa que “en el 
ejercicio del poder discrecional la 
autoridad expide, conforme a la 
normativa, el acto administrativo 
dentro de un margen mayor o 
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  Ibídem, pp. 704-706. 
121

  PÉREZ CAMACHO, Efraín, op. cit., pp. 461 
y ss. 

menor de discrecionalidad. Jamás 
un acto administrativo o de la 
Administración es completamente 
reglado o completamente discre-
cional. En consecuencia, la discre-
cionalidad siempre comporta so-
bre algún aspecto, pero no sobre 
la totalidad de los elementos del 
acto administrativo”. 
 
CEP: Poder o facultad otorgada 
por la ley y que asiste y permite a 
la Administración Pública decidir 
o tomar una medida o resultado 
con alguna libertad o elegir u op-
tar por una u otra posibilidad de 
resolución, de acuerdo con su sa-
no criterio, saber y entender, pre-
sumiendo que la decisión adopta-
da como la más útil para el caso, 
lo sea en relación con los hechos, 
medios técnicos y la multiplicidad 
de aspectos a tener en cuenta, 
fundamentándose en la situación 
fáctica probada, valorada e inter-
pretada a través de los medios le-
gales que establezca la norma, pe-
ro siempre dentro de los límites 
que la misma ley impone, respe-
tando el procedimiento normativo 
previsto para la emisión de acto. 
 
A diferencia del concepto de arbi-
trariedad, la autoridad debe su li-
bertad de actuar a un marco legal 
y por tanto su decisión debe ser 
emitido conforme a derecho; por 
lo que pese a que la discrecionali-
dad otorga cierta libertad en la ac-
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tuación y expresión de la volun-
tad, el acto resultante de esa acti-
vidad debe ser cierto y jurídica-
mente posible, de acuerdo con las 
competencias y facultades de la 
autoridad emisora del acto y en 
prosecución y proporcionalidad 
de las fines públicos o privados 
que justifican la oportunidad, cau-
sa y objeto del acto (Reglamento pa-
ra el control de la discrecionalidad en 

los actos de la administración pública: 

Arts. 2; 9-11). 

 
TR: Acto administrativo; Compe-
tencia administrativa; Potestad re-
glada. 

 
 

Potestad Reglada 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “po-
testad reglada”; sin embargo, a 
modo de una idea preliminar de lo 
que puede entenderse como po-
testad reglada, cito a la Ley de la 
Jurisdicción Contencioso Admi-
nistrativa (Art. 5 Inc. 2) que dis-
pone: “La administración obra en 
ejercicio de sus facultades regladas 
cuando debe ceñir sus actos a las 
disposiciones de una ley, de un re-
glamento o de cualquier otro pre-
cepto administrativo”. 
 
Roberto DROMI122 menciona que 
“Las facultades de un órgano ad-
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  DROMI, Roberto, op. cit., pp. 701, 702. 

ministrativo están regladas cuando 
la norma jurídica predetermina 
concretamente la conducta que la 
Administración debe seguir. Es 
decir, que la actividad administra-
tiva es reglada cuando se determi-
nan su contenido y forma. La 
norma jurídica especifica la con-
ducta administrativa y limita su 
arbitrio o libertad; deja el menor 
margen posible a la apreciación 
subjetiva del agente sobre la cir-
cunstancia del acto”. 
 
Para el Dr. Jorge ZAVALA 
EGAS123, refiriéndose a la potes-
tad reglada, expresa que “limita a 
la Administración a la comproba-
ción del supuesto fáctico o de 
hecho que se encuentra total y 
acabadamente descrito en la nor-
ma y, por tanto, declarar y aplicar 
la consecuencia jurídica que tam-
bién la Ley ha determinado en 
forma completa”. 
 
CEP: Poder o facultad de obrar y 
decidir dentro de los límites y la 
forma impuesta por la ley; en con-
traposición de la potestad discre-
cional, limita la libertad de deci-
sión de la autoridad que debe ex-
presar su voluntad en un acto ad-
ministrativo, debiendo ajustar su 
actuación a la verificación de que 
la realidad fáctica, puesta a su co-
nocimiento y resolución, se ajusta 
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  ZAVALA EGAS, Jorge, op. cit., p. 82. 
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o no a la condición legal y de ser 
así, si existe conformidad entre la 
conducta y la norma, la autoridad 
deberá expresar la consecuencia 
jurídica prevista, no a su criterio y 
pensar. 
 
La finalidad de esta restricción es 
mantener la regularidad de las de-
cisiones adoptadas para iguales ca-
sos, puesto que la autoridad apega 
su criterio al estricto cumplimien-
to de lo ordenado en la ley (Ley de 
la Jurisdicción Contencioso Administra-

tivo: Art. 5 Inc. 2). 

 
TR: Acto administrativo; Compe-
tencia administrativa; Potestad dis-
crecional. 

 
 

Potestad Reglamentaria 
 
El Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Eje-
cutiva (Art. 80) dentro de la defi-
nición de lo que constituye acto 
normativo explica que “[...] De 
conformidad con la Constitución 
corresponde al Presidente de la 
República el ejercicio de la potes-
tad reglamentaria [...]”. 
 
Libardo RODRÍGUEZ124, explica 
que “el llamado poder reglamenta-
rio o potestad reglamentaria, con-
siste en la facultad que tienen al-
gunas autoridades administrativas 
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para dictar normas de carácter ge-
neral o reglamentos. Dado el 
carácter de suprema autoridad 
administrativa que tiene el Presi-
dente de la República, es él quien 
goza en primer lugar de esa atri-
bución”. 
 
CEP: Poder o facultad constitu-
cional y legal que asiste a la Admi-
nistración Pública, y principal-
mente al Presidente de la Repúbli-
ca, como máxima autoridad admi-
nistrativa, y que consiste en la po-
sibilidad de dictar normas, regla-
mentos, estatutos para aplicación 
de una ley o para la regulación de 
una situación jurídica no prevista 
legalmente, o para el gobierno ba-
jo el imperio de normas jurídicas 
generales (Estatuto del Régimen Jurí-
dico Administrativo de la Función Eje-

cutiva: Art. 80). 

 
TR: Acto normativo; Acuerdo mi-
nisterial; Circular; Decreto Ejecuti-
vo; Resolución. 

 
 

Potestad Sancionadora 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “po-
testad sancionadora”. 
 
Según Roberto DROMI125 “la 
sanción es un medio indirecto con 
el que cuenta la Administración 
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para mantener la observancia de 
las normas, restaurar el orden 
jurídico violado y evitar que pue-
dan prevalecer los actos contrarios 
a Derecho. 
 
El orden jurídico positivo conclu-
ye con la sanción como elemento 
irreductible en el esquema lógico 
de las normas. La sanción repre-
senta la última fase del proceso de 
producción jurídica: el elemento 
existencia que actualiza la vigencia 
del Derecho. [...] Específicamente, 
la sanción administrativa es la 
consecuencia dañosa que impone 
la Administración Pública a los in-
fractores del orden jurídico admi-
nistrativo. [...]. 
 
Prerrogativa de la administración 
para imponer sanciones prede-
terminadas por la ley; es uno de 
los medios de que se sirve la ad-
ministración para mantener el aca-
tamiento a las normas jurídicas, 
restaurar el orden jurídico lesiona-
do y evitar que prevalezcan actos 
contrarios a la ley”. 
 
CEP: Poder o facultad reconocida 
por la Constitución y atribuida por 
ley a la Administración Pública 
competente, para que, luego de la 
aplicación del procedimiento le-
galmente establecido, provoque la 
sanción a persona natural o jurídi-
ca por el cometimiento de alguna 
infracción administrativa que vul-

nere el ordenamiento jurídico, la 
misma que en ningún caso podrá 
ser, directa o subsidiariamente, 
privación de libertad. Uno de los 
medios para garantizar el acata-
miento y cumplimiento de las 
normas jurídicas, para poder res-
taurar el orden jurídico lesionado 
y evitar que los actos contrarios a 
ley perduren, por lo que la potes-
tad sancionadora también cumple 
una función preventiva, a fin de 
que no se provoquen conductas 
lesivas. 

 

La potestad sancionadora de la 
Administración Pública y su efec-
to jurídico principal, la sanción, 
deberán guardar proporcionalidad 
y adecuación con la gravedad de la 
infracción y su procedimiento ga-
rantizará, sin perjuicio de otros, 
los derechos a ser notificado de 
los hechos que se le imputen, de 
las infracciones que tales hechos 
puedan constituir y de las sancio-
nes que, en su caso, se les pudie-
ran imponer, así como de la iden-
tidad de la autoridad competente 
para imponer la sanción y de la 
norma que atribuya tal competen-
cia; a formular alegaciones y utili-
zar los medios de defensa admiti-
dos por el ordenamiento jurídico 
que resulten procedentes; y, que 
de sobremanera, respetarán la pre-
sunción de no existencia de res-
ponsabilidad administrativa mien-
tras no se demuestre lo contrario 



DICCIONARIO DERECHO ADMINISTRATIVO 
 

 

183

(Estatuto del Régimen Jurídico Adminis-

trativo de la Función Ejecutiva: Arts. 

192-203). 

 
TR: Administración Pública; Com-
petencia administrativa; Procedi-
miento administrativo. 

 
 
Prefactibilidad de Proyecto de 
Obra Pública 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “pre-
factibilidad de proyecto de obra 
pública”. 
 
CEP: Etapa obligatoria de todo 
proyecto de obra pública que tiene 
como objetivo el estudiarlo en sus 
aspectos relevantes, a base de las 
ideas generales, a fin de alcanzar 
determinados objetivos, sin incu-
rrir en gastos que no se justifiquen 
plena y evidentemente o que sean 
desproporcionados en relación a 
la naturaleza de esta etapa. Para 
ello se prevén como obligatorias 
las siguientes actividades: recopi-
lación de la información existente 
respecto a la materia a la que se 
refiere el proyecto; análisis de los 
aspectos más relevantes que él 
tendría, establecimiento de alter-
nativas de solución, estimativos de 
costo de cada una de las alternati-
vas, conclusiones sobre los aspec-
tos fundamentales, estudio preli-
minar de costo beneficio de las al-

ternativas, establecimiento preli-
minar de plazos para las etapas del 
proyecto, y el presupuesto de la 
etapa siguiente (Reglamento de de-
terminación de etapas del proceso de 

ejecución de obras y prestación de ser-

vicios públicos: Art. 6). 

 

TR: Diseño de proyecto; Docu-
mentos precontractuales; Factibili-
dad de proyecto; Obra pública; Pro-
cedimientos precontractuales; Pro-
yecto de obra pública. 

 
 

Presupuesto General del Esta-
do 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Pre-
supuesto General del Estado”. 
 
CEP: Cómputo general de los in-
gresos y egresos de todas las enti-
dades y organismos del sector 
público, con excepción del sector 
financiero, organismos del régi-
men seccional autónomo y las 
empresas públicas, orientado a la 
prestación de los servicios públi-
cos, el cumplimiento de los obje-
tivos prioritarios de los planes de 
desarrollo y a la satisfacción de los 
propósitos y metas de naturaleza 
social y económica previstos y ex-
presados en los planes operativos 
anuales, el plan financiero y otros 
instrumentos de política económi-
ca;  desarrollado de acuerdo con 
las normas técnicas y políticas ge-
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nerales presupuestarias expedidas 
por el Ministro de Economía y 
Finanzas para la programación, 
formulación, presentación, apro-
bación, ejecución, modificación, 
control, evaluación y liquidación 
presupuestarios. 

 

La Función Ejecutiva será la en-
cargada de la formulación de la 
proforma del Presupuesto Gene-
ral del Estado a través del Ministe-
rio de Economía y Finanzas –
como responsable de elaboración 
del anteproyecto– y de acuerdo 
con el plan de desarrollo previsto 
por el Gobierno. Se presentará al 
Congreso Nacional hasta el 1 de 
septiembre de cada año, excepto 
en el año en que se posesione el 
Presidente de la República, caso 
en el cual la proforma deberá ser 
presentada hasta el 31 de enero. 

 

La proforma contendrá: exposi-
ción de motivos, en donde se ma-
nifieste la situación actual de las 
finanzas públicas, las perspectivas 
económicas y sociales, las políticas 
y estrategias gubernamentales, con 
el grado de desagregación que 
considere el Ministerio de Eco-
nomía y Finanzas; previsiones y 
asignaciones máximas presupues-
tarias que integran el proyecto, es-
pecificando los ingresos, gastos y 
financiamientos; y, las disposicio-
nes que regularán anualmente la 

ejecución y control de los presu-
puestos del sector público. 
 
El Congreso Nacional en pleno 
conocerá de la proforma del Pre-
supuesto General del Estado y la 
aprobará o reformará hasta el 30 
de noviembre, en un solo debate, 
o hasta el 28 de febrero en el caso 
de que sea el año de posesión del 
Presidente de la República. Al 
momento de la discusión y apro-
bación del presupuesto por parte 
del Congreso Nacional, éste no 
podrá hacer incrementos en los 
montos estimados de ingresos y 
egresos previstos en la proforma. 
Si no se aprobare el presupuesto 
en el tiempo establecido, entrará 
en vigencia la proforma elaborada 
por el Ejecutivo. Compete al Pre-
sidente de la República promulgar 
el presupuesto. 
 
El jefe de la unidad financiera de 
cada entidad y organismo del sec-
tor público o quien haga sus ve-
ces, será el responsable de la eje-
cución del presupuesto y al Ejecu-
tivo le corresponde informar al 
Congreso Nacional semestralmen-
te al respecto; debiendo entender-
se por ejecución presupuestaria al 
conjunto de normas y procedi-
mientos técnicos, legales y admi-
nistrativos que, partiendo del pre-
supuesto aprobado, se aplican pa-
ra el cumplimiento eficiente, efec-
tivo y económico de los objetivos 
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y metas establecidos en los planes 
y programas presupuestarios. 

 

El Ejecutivo será responsable de 
proceder a la liquidación anual del 
presupuesto, el cual se expedirá y 
aprobará por Acuerdo del Minis-
tro de Economía y Finanzas hasta 
el 31 de marzo del año siguiente y 
se remitirá inmediatamente al 
Congreso Nacional; hará referen-
cia a los estados financieros; in-
formación y detalle de ejecución 
de ingresos efectivos a nivel de 
partida presupuestaria; informa-
ción y resumen de ejecución de 
gastos efectivos por institución, 
grupo y objeto del gasto; y el esta-
do de transacciones de caja, con 
los datos de los ingresos y los gas-
tos efectivos y el financiamiento; 
además, incluirá toda la documen-
tación que respalde debidamente 
la liquidación presupuestaria 
(LOAFYC: Arts. 42; 44; 46; 47; 48 

Num. 4-6; 55; 64; 72-78; 80; 81 Inc. 1; 

95; 97 // Ley de Presupuestos del Sector 

Público: Arts. 4A; 18; 20; 66 // Regla-

mento de la Ley de Presupuestos del 

Sector Público: Arts. 49; 113 // Consti-

tución Política: Arts. 130 Num. 13; 171 

Num. 17; 258; 259 Incs. 1, 5). 

 

TR: Asignación presupuestaria; Cla-
sificador de Ingresos y Gastos; Ley 
de Presupuestos; LOAFYC. 

Privatización de Servicios 
Públicos 

 
El Reglamento a la Ley de Mo-
dernización del Estado (Art. 44) 
dispone que “mediante la privati-
zación el sector público traslada al 
sector privado empresas, bienes, 
servicios, actividades, estableci-
mientos o derechos controlados 
directamente por el sector públi-
co”. 
 
Roberto DROMI126, tras explicar 
todo el proceso de la operación 
privatizadora en la experiencia ar-
gentina, menciona que “privatiza-
ción es un concepto genérico que 
admite distintas modalidades [...]: 
a) venta de activo de las empresas, 
como una unidad o en forma se-
parada siempre que, claro está, se 
trate de una realización de activos 
destinada a la privatización y no 
propia del giro empresario o deci-
dida en el marco de la política 
empresaria de dimensionamiento 
de sus actividades; b) la venta de 
acciones o cuotas partes del capi-
tal social; c) la venta del estable-
cimiento o haciendo productiva 
en funcionamiento; d) la locación 
con o sin opción a compra; e) la 
administración con o sin opción a 
compra; f) la concesión (de obra 
pública, de servicio público), li-
cencia o permiso”. 
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CEP: Proceso técnico jurídico por 
el cual se traslada al sector privado 
la ejecución y administración de 
los servicios públicos que por su 
naturaleza competen al sector 
público, pudiendo realizarse por 
cualquiera de las figuras jurídicas 
reconocidas por el derecho admi-
nistrativo y dispuestas mediante 
Decreto Ejecutivo, tales como 
concesión de servicio público o de 
obra pública, licencia, permiso, 
venta, transformación, fusión, es-
cisión, liquidación de empresas es-
tatales o mixtas, u otras; y median-
te cualquier mecanismo jurídico 
legalmente reconocido, como: lici-
tación pública nacional o interna-
cional para presentación de ofer-
tas, oferta en Bolsa de Valores de 
una parte o la totalidad de las ac-
ciones de propiedad de la entidad 
u organismo que se oferte; por 
suscripción de acciones o subasta 
pública. 

 

El Proceso de privatización de 
servicios públicos será coordina-
do, regulado y ejecutado por el 
SENPLADES –en sustitución del 
Consejo Nacional de Moderniza-
ción, CONAM– y con la partici-
pación de los representantes lega-
les de las entidades u organismos 
públicos (Ley de Modernización del 

Estado: Arts. 42; 43; 56 // Reglamento a 

la Ley de Modernización del Estado: 

Arts. 1; 44-48; 51). 

 

TR: Concesión; Delegación; Des-
concentración administrativa; Des-
monopolización de servicios públi-
cos; Modernización del Estado; Par-
ticipación social; Racionalización 
administrativa. 

 
 
Procedimiento Administrativo 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “pro-
cedimiento administrativo”. 
 
Para Roberto DROMI127 “El pro-
cedimiento administrativo es el 
instrumento jurídico por el que se 
viabiliza el actuar de la relación 
administrado-Administración [...]. 
 
El procedimiento administrativo 
como instrumento de gobierno 
describe, articula, regula y a la vez 
habilita el ejercicio de las prerro-
gativas públicas que integran el 
poder. [...]. 
 
El procedimiento administrativo 
es, en suma, un instrumento de 
gobierno y de control. Cumple 
una doble misión republicana: el 
ejercicio del poder por los carriles 
de la seguridad y la legalidad y la 
defensa de los derechos por las 
vías procesales recursivas y recla-
mativas”. 
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Por su parte, el Dr. Jorge ZAVA-
LA EGAS128 lo define “como la 
serie ordenada de actos materiales 
y de formalidades o tareas técni-
cas, determinada por normas jurí-
dicas y cumplida por los órganos 
del Estado, comprendiendo los 
propios y las personas jurídicas es-
tatales; actos instrumentalmente 
destinados al dictado o la ejecu-
ción de un acto administrativo fi-
nal”. 
 
El Diccionario Jurídico ESPASA, 
define que “el procedimiento ad-
ministrativo será por tanto el pro-
cedimiento de realización de la 
función administrativa, y, más 
concretamente, el modo de pro-
ducción de los actos administrati-
vos. [...] cauce formal de la serie 
de actos en que se concreta la ac-
tuación administrativa para la rea-
lización de un fin”. 
 
CEP: Parte del Derecho Adminis-
trativo. Reglas y principios que di-
rigen la intervención de los intere-
sados en la preparación e impug-
nación de la voluntad de adminis-
trativa; comprende también las 
formalidades a las que se sujeta la 
Administración Pública y adminis-
trados durante el desarrollo de la 
función administrativa, aseguran-
do, por tanto, la eficacia de la ges-
tión pública y el respeto de los de-
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rechos e intereses de los adminis-
trados. 
 
En base a ello, el procedimiento 
administrativo puede referirse a: la 
forma y formalidades de prepara-
ción y expedición de los actos 
administrativos y más decisiones 
necesarias; a las normas que regu-
lan la relación entre administrado 
y Administración; procedimiento 
para ejercicio de la potestad san-
cionadora; y, los medios de im-
pugnación de actos administrativo 
y de control de la función admi-
nistrativa. 
 
TR: Acto administrativo; Acto de 
simple administración; Caducidad; 
Competencia administrativa; Dere-
cho Administrativo; Impugnabilidad 
del acto administrativo; Potestad 
sancionadora; Reclamo administra-
tivo; Recurso administrativo; Recur-
so de reposición; Recurso de revi-
sión; Silencio administrativo; Solici-
tud. 

 
 

Procedimientos Precontractua-
les 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “pro-
cedimiento precontractual”. 
 
Para María RIVAS CASARET-
TO129, “es el conjunto de pasos 
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regidos por la Ley y por el Regla-
mento General de la misma, que 
se debe seguir antes de celebrar un 
contrato administrativo para lo-
grar la elección correcta de las 
propuestas presentadas por los 
candidatos a ser contratistas”. 
 
El Dr. Efraín PÉREZ CAMA-
CHO130 menciona que la “fase 
precontractual tiene aspectos de 
planificación y de estructuración 
institucional del Comité de Con-
tratación, al que corresponde 
aprobar lo actuado, incluyendo los 
pliegos precontractuales”. 
 
CEP: Etapa de preparación de la 
fase contractual, conformada por 
una serie de actos dispuestos para 
determinar el objeto y necesidad 
de la contratación, su justificación, 
presupuestos, programación, invi-
tación, presentación de participan-
tes y ofertas y selección del adju-
dicatario, y principalmente se re-
fiere a los procedimientos de lici-
tación y concurso público de ofer-
tas, que abarca los actos antes 
descritos y que se encuentra a car-
go del Comité de Contrataciones. 
 
El procedimiento precontractual 
formalmente inicia con la convo-
catoria al concurso público o lici-
tación; sin embargo, para llegar a 
ello debe partir de la decisión de la 
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autoridad de la entidad contratan-
te respecto de la necesidad de 
contratar la prestación de servi-
cios, construcción de obra pública 
o adquisición de bienes, la misma 
que se respaldará en los estudios, 
diseños, incluido planos y cálcu-
los, especificaciones generales y 
técnicas, debidamente concluidos, 
recibidos, previa fiscalización, por 
la entidad correspondiente, y 
aprobados por ella, con la pro-
gramación total, los presupuestos 
y demás documentos que se con-
sideren necesarios según la natura-
leza del proyecto, y con la verifi-
cación necesaria de la existencia 
de los recursos necesarios para la 
celebración de contratos, por lo 
que requerirá de la certificación 
del Ministerio de Economía y Fi-
nanzas, del Director Financiero, 
Tesorero o Pagador, sobre la dis-
ponibilidad de fondos. 

 

Entonces, en base a los resultados 
de lo descrito, se decidirá definiti-
vamente la iniciación de la licita-
ción o el concurso, de acuerdo 
con el caso, y con ello la prepara-
ción de los documentos precon-
tractuales que servirán para iniciar 
con la convocatoria, presentación 
de propuestas, análisis, estudio y 
evaluación de las mismas, para dar 
finalmente con la selección de la 
mejor propuesta y la consecuente 
adjudicación, o en su defecto, el 



DICCIONARIO DERECHO ADMINISTRATIVO 
 

 

189

declarar desierto el concurso o la 
licitación. 

 

Existen algunos contratos para 
cuya celebración se encuentran 
exceptuados del procedimiento 
precontractual, con la calificación 
y autorización del Presidente de la 
República o del Ministro o repre-
sentante legal de la entidad u or-
ganismo respectivo, según el caso; 
tales contratos son: los que sean 
necesarios para superar emergen-
cias graves que provengan de 
fuerza mayor o caso fortuito y que 
sólo sirvan para solucionar los da-
ños que aquellas hayan producido 
o prevenir los que puedan susci-
tar; los requeridos para la ejecu-
ción de proyectos prioritarios que 
se celebren en aplicación de con-
venios con gobiernos extranjeros 
que ofrezcan financiamiento en 
términos concesionarios y venta-
josos para el país, o por organis-
mos multilaterales de los cuales el 
Ecuador sea miembro; los reque-
ridos para la ejecución de obras, 
prestación de servicios o adquisi-
ción de bienes que se celebren con 
financiamiento de créditos otor-
gados por el sector privado, en 
base a un pedido formal del 
Ecuador; los calificados por el 
Presidente de la República como 
necesarios para la seguridad inter-
na y externa del Estado, y cuya 
ejecución esté a cargo de las Fuer-
zas Armadas o de la Policía Na-

cional; los de permuta; aquellos 
cuyo objeto sea la ejecución de 
una obra artística, literaria o 
científica; los de transporte de co-
rreo internacional, que se rigen 
por los convenios de la Unión 
Postal Universal, Unión Postal de 
las Américas y España; los de 
transporte interno de correo; 
aquellos cuyo proceso precontrac-
tual establecido en esta Ley fuere 
declarado desierto después de la 
reapertura y fueren calificados 
como urgentes por el Presidente 
de la República; los de adquisición 
de repuestos o accesorios que se 
requieran para el mantenimiento 
de equipos y maquinarias a cargo 
de las instituciones públicas; los 
exonerados por leyes especiales; 
los de adquisición de bienes res-
pecto a los cuales se comprobare 
que son únicos en el mercado, que 
tienen un solo proveedor o que 
implican la utilización de patentes 
o marcas exclusivas y que no ad-
miten alternativas de solución; y, 
los que celebren el Estado con en-
tidades del sector público, éstas 
entre sí, o aquel o éstas con em-
presas cuyo capital suscrito perte-
nezca, por lo menos en las dos 
terceras partes, a entidades de de-
recho público o de derecho priva-
do con finalidad social o pública 
(Ley de Contratación Pública: Arts. 6; 

14; 15 // Reglamento a la Ley de Con-

tratación Pública // LOAFYC: Art. 58). 
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TR: Acta de adjudicación; Apertura 
de ofertas; Comisión Técnica; Co-
mité de Contrataciones; Contrata-
ción Pública; Contratanet; Concurso 
privado de ofertas; Concurso públi-
co de ofertas; Convocatoria; Docu-
mentos precontractuales; Emergen-
cia; Estudio de Impacto Ambiental; 
Evaluación de Impacto Ambiental; 
Factibilidad de proyecto; Garantía 
de seriedad de la propuesta; Licita-
ción; Prefactibilidad de proyecto de 
obra pública; Proyecto de obra 
pública. 

 
 
Proyecto de Obra Pública 

 
El Reglamento de determinación 
de etapas del proceso de ejecución 
de obras y prestación de servicios 
públicos (Art. 1 Inc. 1) define al 
proyecto de obra pública como 
“el conjunto de memorias, planos, 
especificaciones, cálculos, presu-
puestos y otros documentos 
técnicos, que establecen las carac-
terísticas y dimensiones de una 
obra pública, para su valoración, 
contratación y ejecución”. 
 
CEP: Instrumento de definición 
de las características y dimensio-
nes de la obra pública, dispuesto 
con la finalidad de establecer los 
parámetros de valoración, contra-
tación y ejecución. Contendrá las 
memorias de elaboración, planos, 
especificaciones técnicas, cálculos, 
presupuestos y más documentos 

técnicos, y será debidamente iden-
tificado, como requisito previo 
para ordenar la iniciación del pro-
yecto y con la finalidad de clasifi-
carlo dentro de los programas 
adoptados por los organismos gu-
bernamentales de planificación y 
control. 
 
La identificación del proyecto de 
obra pública por parte de la 
máxima autoridad de la institu-
ción, indicará el nombre del pro-
yecto, objetivos, alcances y res-
ponsable o responsables del dise-
ño y construcción. 
 
Los proyectos de obras públicas 
comprenderán las etapas de pre-
factibilidad, factibilidad y evalua-
ción, financiación, diseño, moda-
lidad de ejecución, construcción, y 
mantenimiento. 
 
La división del proyecto en etapas 
tiene por objeto el que su estudio 
sea debidamente meditado, pro-
gresivo y completo. El detalle y 
complejidad de cada una de las fa-
ses estarán directamente relacio-
nados con la magnitud e impor-
tancia del proyecto. 
 
La ejecución del proyecto de obra 
pública obedecerá a procesos de-
finidos que permitan la planifica-
ción, desarrollo, control y mante-
nimiento idóneos de las obras (Re-
glamento de determinación de etapas 
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del proceso de ejecución de obras y 

prestación de servicios públicos: Arts. 

1-5). 

 
TR: Diseño de proyecto; Docu-
mentos precontractuales; Estudio de 
Impacto Ambiental; Evaluación de 
Impacto Ambiental; Factibilidad de 
proyecto; Obra pública; Prefactibili-
dad de proyecto de obra pública; 
Procedimientos precontractuales. 

 
 

Puesto Público 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “pues-
to público”. 
 
CEP: Empleo o cargo en las enti-
dades, instituciones u organismos 
del sector público, dispuestos para 
el buen manejo y funcionamiento 
de la Administración Pública y la 
dotación de los servicios públicos. 
 
Los puestos públicos serán crea-
dos en razón de las necesidades 
que tengan las entidades públicas 
para la consecución de las metas y 
objetivos de cada una de sus uni-
dades, áreas o procesos, de con- 
 
 
 
 
 
 
 

formidad con la planificación es-
tratégica institucional y el plan 
operativo anual de recursos 
humanos y de acuerdo con las 
disponibilidades presupuestarias. 
 
Serán clasificados en grupos ocu-
pacionales, en base a la estructura 
lógica y sistemática de puestos y 
de acuerdo con la descripción y 
valoración del mismo: 1. grupo 
ocupacional directivo, comprende 
los diferentes niveles y puestos de 
naturaleza gerencial del sector 
público; 2. grupo ocupacional 
profesional; y, 3. grupo ocupacio-
nal no profesional, comprende 
grupos de pre-profesionales, 
técnicos, asistentes administrati-
vos y auxiliares de servicios (Re-
glamento a la Ley de Servicio Civil y 

Carrera Administrativa: Arts. 127; 128; 

145; 146). 

 
TR: Concurso de merecimientos y 
oposición; Nombramiento; Racio-
nalización administrativa; Servicio 
Civil; Servicio público; Sistema Ge-
neral de Clasificación de Puestos del 
Servicio Civil; Supresión de puestos. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 





 

R 
 
Racionalización Administrativa 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “ra-
cionalización administrativa”. 
 
CEP: Uno de los objetivos de la 
Ley de Modernización del Estado 
y una de las áreas del proceso de 
modernización del Estado, que 
consiste en la reestructuración 
administrativa y económica del 
sector público, distribuyendo ade-
cuada y eficientemente las compe-
tencias, funciones y responsabili-
dades de los servidores públicos y 
las entidades u organismos; la re-
ducción de trámites innecesarios, 
repetitivos e injustificados para 
agilizar y mejorar la Administra-
ción; la optimización en la utiliza-
ción de recursos humanos, finan-
cieros, materiales y tecnológicos 
mediante el uso racional de los sis-
temas administrativos en los que 
se de una acertada correlación en-
tre los objetivos, funciones, ins-
tancias y decisiones, para mejorar 
el nivel de gestión de la Adminis-
tración Pública (Ley de Moderniza-

ción del Estado: Arts. 1; 5 Lit. a; 16 // 

Reglamento a la Ley de Modernización 

del Estado: Arts. 1; 10 Inc. 1; 11). 

 
TR: Concesión; Delegación; Des-
monopolización de servicios públi-
cos; Desconcentración; Moderniza-
ción del Estado; Privatización de 
servicios públicos; Puesto público; 
Servidor público. 

 
 

Reajuste de Precios 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “re-
ajuste de precios”. 
 
CEP: Sistema al que se sujetan los 
contratos de ejecución de obras, 
adquisición de bienes o prestación 
de servicios cuya forma de pago 
corresponda al sistema de precios 
unitarios, y que obedece a varia-
ciones en los costos de los com-
ponentes de los precios unitarios 
estipulados para efectos de pago 
del anticipo y de las planillas de 
ejecución de obra o prestación 
de servicios, pago que se deberá 
desde la fecha de la variación; es 
decir, es el mecanismo por el 
cual se procede a hacer una reva-

R 
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lorización de los precios que con-
tractualmente se pactaron y que 
constan en el proyecto respectivo, 
de acuerdo con las fórmulas ma-
temáticas que se acordaren, con la 
finalidad de determinar las varia-
ciones que ha sufrido el proyecto 
al momento de su ejecución. 

 

El sistema de reajuste de precios 
se realizará mediante la aplicación 
de fórmulas matemáticas, que 
constarán obligatoriamente en el 
contrato, de acuerdo con la natu-
raleza del contrato, la complejidad 
del mismo y la entidad contratan-
te; sin embargo, se basarán en la 
siguiente fórmula general: Pr = Po 
(p1B1/Bo + p2C1/Co + 
p3D1/Do + p4E1/Eo ... 
pnZ1/Zo + pxX1/Xo). 

 

En donde: 

 

Pr = valor reajustado del anticipo 
o de la planilla. 

 

Po = valor del anticipo o de la 
planilla calculada con las cantida-
des de obra ejecutada a los precios 
unitarios contractuales descontada 
la parte proporcional del anticipo, 
de haberlo pagado. 

 

p1 = coeficiente del componente 
mano de obra. 

p2, p3, p4 ... pn = coeficiente de 
los demás componentes principa-
les. 
 
px = coeficiente de los otros 
componentes, considerados como 
“no principales”, cuyo valor no 
excederá de 0,200. 
 
Los coeficientes de la fórmula se 
expresarán y aplicarán al milésimo 
y la suma de aquellos debe ser 
igual a la unidad. 
 
Bo = Sueldos y salarios mínimos 
de una cuadrilla tipo, fijados por 
ley o Acuerdo Ministerial para las 
correspondientes ramas de activi-
dad, más remuneraciones adicio-
nales y obligaciones patronales de 
aplicación general que deban pa-
garse a todos los trabajadores en 
el país, exceptuando el porcentaje 
de la participación de los trabaja-
dores en las utilidades de la em-
presa, los viáticos, subsidios y be-
neficios de orden social; esta cua-
drilla tipo estará conformada en 
base a los análisis de precios uni-
tarios de la oferta adjudicada, vi-
gentes treinta días antes de la fe-
cha de cierre para la presentación 
de las ofertas que constará en el 
contrato. 
 
B1 = Sueldos y salarios mínimos 
de una cuadrilla tipo, expedidos 
por la ley o Acuerdo Ministerial 
para las correspondientes ramas 
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de actividad, más remuneraciones 
adicionales y obligaciones patro-
nales de aplicación general que 
deban pagarse a todos los trabaja-
dores en el país, exceptuando el 
porcentaje de participación de los 
trabajadores en las utilidades de la 
empresa, los viáticos, subsidios y 
beneficios de orden social; esta 
cuadrilla tipo estará conformada 
en base a los análisis de precios 
unitarios de la oferta adjudicada, 
vigente a la fecha del pago del an-
ticipo o de las planillas de ejecu-
ción de obra. 

 

Co, Do, Eo, ... Zo = Los precios 
o índices de precios de los com-
ponentes principales vigentes 
treinta días antes de la fecha de 
cierre para la presentación de las 
ofertas, fecha que constará en el 
contrato. 

 

C1, D1, E1, ... Z1 = Los precios o 
los índices de precios de los com-
ponentes principales a la fecha de 
pago del anticipo o de las planillas 
de ejecución de obras. 

 

Xo = Índice de componentes no 
principales correspondiente al tipo 
de obra y a la falta de éste, el índi-
ce de precios al consumidor trein-
ta días antes de la fecha de cierre 
de la presentación de las ofertas, 
que constará en el contrato. 

X1 = Índice de componentes no 
principales correspondiente al tipo 
de obra y a falta de éste, el índice 
de precios al consumidor a la fe-
cha de pago del anticipo o de las 
planillas de ejecución de obras. 

 

El reajuste de precios se realizará 
mensualmente o de acuerdo con 
los períodos de pago establecidos 
en el contrato y será efectuado 
provisionalmente en base a los 
precios o índices de precios a la 
fecha de presentación de las plani-
llas por la fiscalización o unidad 
de control de cada obra, tramitán-
dolo conjuntamente con la plani-
lla. 

 

En caso de contratos de adquisi-
ción de bienes con entrega y pa-
gos inmediatos no se sujetarán a 
reajuste de precios, pero aquellos 
en los que por la naturaleza o 
condiciones de previsión, la entre-
ga de los bienes exceda de los no-
venta días, se estipularán fórmula 
o fórmulas de reajuste de precios, 
elaboradas por la entidad en base 
a los componentes del bien (Ley de 
Contratación Pública: Arts. 85-95 // 

Reglamento a la Ley de Contratación 

Pública: Arts. 86-93). 

 

TR: Acta de recepción; Comisión 
Técnica; Contrato complementario. 
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Recepción Definitiva 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “re-
cepción definitiva”. 
 
CEP: Acto de la Administración 
Pública que consiste en la recep-
ción de la totalidad de la obra, 
bien o prestación de servicio, 
cuando el objeto del contrato ha 
sido cumplido a cabalidad o efec-
tuado dentro del plazo estableci-
do, y que pone fin a la relación 
contractual existente, y por tanto 
terminan las responsabilidades y 
obligaciones de las partes. 
 
En los contratos de adquisición y 
prestación de servicios existirá una 
sola especie de recepción, la defi-
nitiva, en tanto en los de ejecución 
de obra existirá una recepción 
provisional y una definitiva. 
 
La recepción definitiva se efec-
tuará en el plazo previsto en el 
contrato, que no podrá ser menor 
de seis meses contado desde la re-
cepción provisional de la totalidad 
de la obra, previa solicitud del 
contratista y suscrita en acta por 
las partes contratantes, siempre 
que no existan reclamaciones 
pendientes en relación con la obra 
materia del contrato; dentro de la 
recepción definitiva constará la li-
quidación del contrato (Ley de Con-
tratación Pública: Arts. 80; 83 // Re-

glamento a la Ley de Contratación 

Pública: Arts. 107; 108). 

 
TR: Acta de recepción; Garantía de 
fiel cumplimiento; Garantía por la 
debida ejecución de la obra; Liqui-
dación del contrato; Recepción de-
finitiva presunta; Recepción provi-
sional. 

 
 

Recepción Definitiva Presunta 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “re-
cepción definitiva presunta”. 
 
CEP: Forma de recepción defini-
tiva de la obra, bien o prestación 
de servicio, cuando solicitada por 
el contratista, la entidad no hiciere 
ningún pronunciamiento ni inicia-
re la recepción definitiva dentro 
del término de quince días desde 
dicha solicitud y una vez expirado 
éste, considerándose que se ha 
efectuado la recepción definitiva. 
 
En este caso, el contratista pedirá 
al juez que notifique a la entidad, 
indicándole que ha operado la re-
cepción definitiva presunta, mo-
mento desde el cual, la entidad 
contratante está obligada a efec-
tuar la liquidación del contrato, 
teniendo el lapso de tiempo pre-
visto para el efecto en el contrato, 
o en su defecto, en caso de no de-
cirse nada en el contrato, tendrá el 
término de treinta días para efec-
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tuar la liquidación del contrato, y 
de no hacerlo, el contratista podrá 
presentarla a la entidad para su 
suscripción dentro del término de 
treinta y si no lo hiciere en este 
tiempo el contratista notificará ju-
dicialmente a la entidad contratan-
te con la liquidación (Ley de Contra-
tación Pública: Art. 83 Inc. 4; 84 Incs. 

1, 2 // Reglamento a la Ley de Contrata-

ción Pública: Art. 110). 

 

TR: Acta de recepción; Garantía de 
fiel cumplimiento; Liquidación del 
contrato; Recepción definitiva; Re-
cepción provisional. 

 
 

Recepción Provisional 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “re-
cepción provisional”. 
 
CEP: Forma de recepción que 
opera en los contratos de ejecu-
ción de obras al momento de fina-
lización o conclusión de la obra 
con la finalidad de realizar una re-
visión preliminar del cumplimien-
to de las especificaciones del pro-
yecto, sin entrar a hacer liquida-
ción alguna del contrato; esta re-
cepción provisional puede ser una 
o varias, en forma parcial o total, y 
se efectuará cuando el contratista 
comunique por escrito a la entidad 
contratante sobre la terminación y 
solicite se  efectúe  la recepción 

dentro del plazo establecido con-
tractualmente, o en su defecto, en 
el término de quince días, contado 
desde la fecha de recepción de la 
comunicación. 
 
Podrán realizarse recepciones par-
ciales provisionales de la obra, si 
por la naturaleza del proyecto se 
ha previsto la posibilidad de en-
tregas parciales, que tendrán por 
efecto permitir a la entidad con-
tratante la utilización de las partes 
o unidades entregadas de la obra; 
además, conjuntamente con cada 
una de las recepciones provisiona-
les se podrá realizar liquidaciones 
parciales (Ley de Contratación Públi-
ca: Arts. 80-82). 

 
TR: Acta de recepción; Garantía 
por anticipo; Garantía por la debida 
ejecución de la obra; Recepción de-
finitiva; Recepción definitiva pre-
sunta. 

 
 

Reclamo Administrativo 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “re-
clamo administrativo”. 
 
Roberto DROMI131 explica que 
“como medio impugnativo contra 
actos, hechos y omisiones, el or-
denamiento jurídico prevé el re-
clamo administrativo en tutela de  

                                                           
131

  DROMI, Roberto, op. cit., p. 1221. 
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derechos subjetivos o intereses 
legítimos de los administrados. Su 
interposición puede hacerse en 
cualquier oportunidad antes de la 
prescripción, ante la autoridad su-
perior de la Administración [...]”. 
 
CEP: Petición realizada por los 
administrados interesados, ante la 
autoridad que emitió el acto o el 
hecho administrativo por el cual 
se reclama,  a fin de que ella for-
mule observaciones, considera-
ciones y reservas de derechos, de 
reclamarse por actos de simple 
administración; la cesación del 
comportamiento, conducta o acti-
vidad en casos de actos y hechos 
administrativos; y, la enmienda, 
derogación, modificación o susti-
tución total o parcial de actos 
normativos o su inaplicabilidad al 
caso concreto. 
 
La reclamación debe ser presenta-
da ante el órgano autor del hecho, 
comportamiento u omisión, emi-
sor del acto normativo o ante 
aquél al cual va dirigido el acto de 
simple administración, o contra 
las disposiciones administrativas 
de carácter general sobre las cua-
les no cabe recurso alguno en la 
vía administrativa. 
 
En general, el reclamo administra-
tivo se diferencia del recurso ad-
ministrativo por ser éste inter-
puesto para ante el superior, sin 

que sea necesario para la interpo-
sición de un recurso administrati-
vo el haber realizado el reclamo 
previo. (Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Ejecutiva: 

Arts. 172; 173). 

 

TR: Acto administrativo; Derecho 
Administrativo; Hecho administra-
tivo; Impugnabilidad del acto admi-
nistrativo; Interés directo; Interés 
legítimo; Procedimiento administra-
tivo. 

 
 

Recurso Administrativo 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “recur-
so administrativo”. 
 
Para Roberto DROMI132 “es un 
remedio administrativo específico 
por el que se atacan solamente ac-
tos administrativos y se defienden 
derechos subjetivos o intereses 
legítimos. 
 
Por medio del recurso administra-
tivo se promueve el control de la 
legitimidad (legalidad y oportuni-
dad) de un acto emanado de la au-
toridad administrativa, a fin de 
que se lo revoque o modifique 
con el objeto de restablecer el de-
recho subjetivo o interés legítimo 
lesionado por dicho acto. Toda 
declaración administrativa defini-

                                                           
132

  Ibídem, p. 1209. 
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tiva que produce efectos jurídicos 
individuales e inmediatos, es im-
pugnable mediante los recursos”. 
 
El Diccionario Jurídico ESPA-
SA133 define a los recursos admi-
nistrativos como “Son los reme-
dios jurídicos que pueden utilizar 
los interesados contra los actos 
administrativos cuando conside-
ren que éstos incurren en cual-
quier causa de nulidad o anulabili-
dad de las previstas en el ordena-
miento jurídico. Constituyen, por 
tanto, el principal instrumento de 
justicia administrativa que el or-
denamiento jurídico pone en ma-
nos de los ciudadanos para defen-
derse contra las posibles ilegalida-
des que puedan cometer las admi-
nistraciones públicas. La finalidad 
de los recursos administrativos no 
es otra que la de lograr la revisión 
-por motivos de legalidad- de un 
acto administrativo determinado”. 
 
CEP: Procedimiento de impugna-
ción en vía administrativa que se 
interpone para ante el superior de 
la autoridad que emitió el acto 
administrativo impugnado, por 
parte del administrado en contra 
de los actos administrativos por 
motivos de nulidad o anulabilidad, 
en defensa de sus derechos subje-
tivos o intereses legítimos, bus-
cando la revocación, modificación 

                                                           
133

  Diccionario Jurídico ESPASA (CD), op. cit. 

del acto o esperando la reparación 
del derecho lesionado, y en razón 
de ello, la Corte Suprema de Justi-
cia134 explica que “en sede admi-
nistrativa no existen otros recur-
sos que los de apelación (para que 
conozca el órgano superior al que 
dictó el acto), reposición para que 
conozca el mismo órgano autor 
del acto en una acción de reconsi-
deración del mismo) y revisión 
(para que conozca la máxima au-
toridad institucional y solo si ex-
presamente lo determina la ley); 
recursos administrativos todos es-
tos que tienen un único y común 
sentido: el impugnar el acto admi-
nistrativo considerado ilegal o nu-
lo. La inveterada jurisprudencia de 
todos los tribunales en materia 
contencioso administrativa, desde 
el Consejo de Estado Francés has-
ta los de los más modestos, han 
aceptado en sus fallos el criterio 
doctrinal antes expuesto”. 
 
En general Para la interposición 
de los recursos administrativos se 
determinará el nombre y apellidos 
del recurrente, acto contra el que 
se recurre y sus razones; lugar, fe-
cha, firma del recurrente, identifi-
cación del lugar o medio que se 
señale a efectos de notificaciones; 
órgano al que se dirige; pretensión 
concreta que se formula; firma del 

                                                           
134

  CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, RO 551: 9-abr-
2002). 
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compareciente, de su representan-
te o procurador y la del abogado 
que lo patrocina; y, demás particu-
laridades exigidas, en su caso, por 
las disposiciones específicas (Esta-
tuto del Régimen Jurídico Administrati-

vo: Arts. 172; 173). 

 

TR: Derecho Administrativo; Im-
pugnabilidad del acto administrati-
vo; Interés directo; Interés legítimo; 
Procedimiento administrativo; Re-
curso contencioso administrativo; 
Recurso contencioso administrativo 
objetivo; Recurso contencioso ad-
ministrativo subjetivo; Recurso de 
reposición; Recurso de revisión. 

 
 

Recurso Contencioso Adminis-
trativo 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “recur-
so contencioso administrativo”. 
 
Diego YOUNES MORENO135 
hace referencia a las acciones con-
tencioso-administrativas y explica 
que “son los instrumentos, para 
garantizar la supremacía del orden 
jurídico y para que se tutelen los 
derechos que les hayan sido con-
culcados en la actividad de la Ad-
ministración”. 
 
CEP: Proceso en vía judicial, que 
puede proponerse por personas 

                                                           
135

  YOUNES MORENO, Diego, op. cit., p. 227. 

naturales o jurídicas contra regla-
mentos, actos o resoluciones136 de 
la Administración Pública o de las 
personas jurídicas semipúblicas, 
en defensa de la legalidad de la ac-
tividad administrativa y los dere-
chos subjetivos o intereses direc-
tos del demandante, o por la le-
sión de derechos particulares es-
tablecidos o reconocidos por una 
ley cuando la resolución ha sido 
adoptada como consecuencia de 
alguna disposición de carácter ge-
neral y que infrinja la ley en la cual 
se reconoce u origina el derecho 
lesionado; en todo los casos, el re-
curso contencioso administrativo 
busca la revocación, modificación 
o reparación del derecho lesiona-
do, interponiéndose ante el órga-
no judicial competente, el Tribu-
nal Distrital de lo Contencioso 
Administrativo. 
 
El recurso contencioso adminis-
trativo es de dos clases: de plena 
jurisdicción o subjetivo, y de anu-
lación u objetivo (Ley de la Jurisdic-
ción Contencioso Administrativa: Arts. 

1; 2; 3 Inc. 1). 

 

                                                           
136

  El artículo 1 de la Ley de la Jurisdicción Con-
tencioso – Administrativa menciona que pro-
cede el Recurso Contencioso Administrativo 
en contra de los actos, reglamentos y resolu-
ciones que causen estado, sin embargo, de con-
formidad con la Ley de Modernización del Es-
tado, no es necesario agotar la vía administrati-
va para iniciar la vía judicial, por lo que no sería 
necesario que hayan causado estado. 



DICCIONARIO DERECHO ADMINISTRATIVO 
 

 

201

TR: Acto administrativo; Impugna-
bilidad del acto administrativo; In-
terés directo; Interés legítimo; Re-
curso administrativo; Recurso con-
tencioso administrativo objetivo; 
Recurso contencioso administrativo 
subjetivo; Tribunal Distrital de lo 
Contencioso Administrativo. 

 
 
Recurso Contencioso Adminis-
trativo Objetivo 

 
La Ley de la Jurisdicción Conten-
cioso Administrativa (Art. 3 Inc. 
3) dispone: “el recurso de anula-
ción, objetivo o por exceso de 
poder, tutela el cumplimiento de 
la norma jurídica objetiva, de 
carácter administrativo, y puede 
proponerse por quien tenga in-
terés directo para deducir la ac-
ción, solicitando al Tribunal la nu-
lidad del acto impugnado por ado-
lecer de un vicio legal”. 
 
CEP: Recurso de anulación o por 
exceso de poder; clase de recurso 
contencioso administrativo que 
procede en contra de acto admi-
nistrativo general, objetivo, nor-
mativo, abstracto y permanente137 
y que busca su anulación en pro-
cura de restaurar el derecho nor-
mativo o el imperio de la Ley le-
sionado por el acto ilegal o espe-
rando el simple cumplimiento de 

                                                           
137

  Repertorio de Jurisprudencia, Sentencia 10-
ene-1996, t. 41, p. 38 

una norma, pudiendo, por tanto, 
ser interpuesto por quien alegue 
un interés directo en deducir la 
acción ante el Tribunal Distrital de 
lo Contencioso Administrativo, 
prescindiendo de cualquier dere-
cho subjetivo que invoque el ac-
cionante. (Ley de la Jurisdicción Con-
tencioso Administrativa: Arts. 3 Inc. 3 // 

Resolución del Tribunal de lo Conten-

cioso Administrativo138). 
 
TR: Impugnabilidad del acto admi-
nistrativo; Interés directo; Nulidad 
administrativa; Recurso administra-
tivo; Recurso contencioso adminis-
trativo; Recurso contencioso admi-
nistrativo subjetivo; Tribunal Distri-
tal de lo Contencioso Administrati-
vo. 

 
 

Recurso Contencioso Adminis-
trativo Subjetivo 

 
La Ley de la Jurisdicción Conten-
cioso Administrativa (Art. 3 Inc. 
2) dispone: “el recurso de plena 
jurisdicción o subjetivo ampara un 
derecho subjetivo del recurrente, 
presuntamente negado, descono-
cido o no reconocido total o par-
cialmente por el acto administrati-
vo de que se trata”. 
 
CEP: Recurso de plena jurisdic-
ción; clase de recurso contencioso 

                                                           
138

  TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, sentencia del 24 de ju-
nio de 1991 (RO 722: 9-jul-1991). 
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administrativo que procede contra 
el acto administrativo individual, 
concreto, particular, en amparo de 
un derecho subjetivo, cuando ha 
sido afectado, desconocido o ne-
gado; buscando exigir alguna ac-
ción a la Administración Pública o 
a las personas jurídicas semipúbli-
cas en procura de la reparación al 
daño provocado al titular del de-
recho; y que se interpone ante el 
Tribunal Distrital de lo Conten-
cioso Administrativo, por el parti-
cular afectado individuo o persona 
natural o por un determinado 
grupo de individuos o personas 
jurídicas139 (Ley de la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa: Arts. 3 Inc. 

3 // Resolución del Tribunal de lo Con-

tencioso Administrativo140). 
 
TR: Derecho subjetivo; Impugnabi-
lidad del acto administrativo; Recur-
so administrativo; Recurso conten-
cioso administrativo; Recurso con-
tencioso administrativo objetivo; 
Tribunal Distrital de lo Contencioso 
Administrativo. 

 
 

Recurso de Acceso a la Infor-
mación 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “recur-
so de acceso a la información”. 

                                                           
139

  Repertorio de Jurisprudencia, Sentencia 58-95, 
28-jun-1995, p. 27. 

140
  Ibídem. 

CEP: Recurso que asiste en ga-
rantía del derecho de acceso a la 
información y que constituye una 
acción judicial que puede interpo-
ner cualquier persona que se cre-
yere afectada en su derecho legí-
timo de acceso a la información 
pública, por la negativa –tácita o 
expresa– de recepción de solicitud 
de acceso, o por negativa a facili-
tar el acceso físico a la informa-
ción de cualquier índole o por 
habérsele proporcionado informa-
ción incompleta, alterada y hasta 
falsa, incluso cuando la informa-
ción solicitada haya sido calificada 
de reservada o confidencial. 
 
Podrá ser interpuesto ante cual-
quier juez de lo civil o tribunal de 
instancia del domicilio del posee-
dor de la información requerida, 
en forma gratuita y exento del pa-
go de tasas judiciales; en cuya pe-
tición contendrá: identificación 
del recurrente; fundamentos de 
hecho y de derecho; señalamiento 
de la autoridad de la entidad que 
denegó la información; y, la pre-
tensión jurídica (Ley Orgánica de 
Transparencia y Acceso a la Informa-

ción Pública: Art. 22 // Reglamento a la 

Ley Orgánica de Transparencia y Acce-

so a la Información Pública: Arts. 5; 

15; 16). 

 

TR: Derecho de acceso a la infor-
mación; Información confidencial; 
Información pública; Información 
reservada. 
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Recurso de Reposición 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “recur-
so de reposición”. 
 
El Diccionario Jurídico ESPA-
SA141 define al recurso de reposi-
ción como “administrativo ordi-
nario, potestativo y horizontal. Es 
un recurso administrativo de 
carácter horizontal, pues se inter-
pone ante el mismo órgano que 
hubiese dictado el acto impugna-
do. Tiene carácter potestativo o 
dispositivo, lo cual quiere decir 
que los interesados tienen la alter-
nativa de interponer el recurso de 
reposición o bien, si lo prefieren, 
interponer el recurso contencioso-
administrativo directamente”. 
 
De acuerdo con el Diccionario 
Ruy Díaz de Ciencias Jurídicas y 
Sociales142 es el “Recurso que es 
interpuesto ante el órgano de 
quien emana la resolución a efec-
tos de que por contrario imperio 
deje sin efecto la resolución adop-
tada en forma parcial o total y dic-
te entonces otra favorable a las 
pretensiones de quien interpone el 
recurso. Es viable solamente en 
relación con las resoluciones dic-
tadas sin sustanciación. Es el re-
medio procesal mediante el cual se 

                                                           
141

  Diccionario Jurídico ESPASA (CD), op. cit. 
142

  Diccionario Ruy Díaz de Ciencias Jurídicas y Sociales 
(CD), op. cit. 

pretende que en la misma instan-
cia el juez que dictó una resolu-
ción la enmiende o altere, o como 
suele decirse que la reponga por 
contrario imperio”. 

 

CEP: Recurso administrativo que 
promueve el administrado que se 
creyere afectado por el acto admi-
nistrativo impugnado por las afec-
ciones que irrogue a sus derechos 
subjetivos directos, interponién-
dolo ante el órgano o funcionario 
que emitió el acto a fin de que 
modifique o se lo deje sin efecto, 
en forma parcial o total, o para 
que se dicte otro que le sea favo-
rable. 

 

Son susceptibles del recurso de 
reposición los actos administrati-
vos que no ponen fin a la vía ad-
ministrativa y que afecten dere-
chos subjetivos directos del admi-
nistrado; y será interpuesto en el 
plazo de quince días si el acto fue-
re expreso, o en su defecto, si no 
lo fuere, el plazo será de dos me-
ses y contará desde el día siguiente 
a aquel en que se produjo el acto 
presunto (Estatuto del Régimen Jurí-
dico Administrativo de la Función Eje-

cutiva: Arts. 174; 175). 

 

TR: Impugnabilidad del acto admi-
nistrativo; Procedimiento adminis-
trativo; Recurso administrativo 
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Recurso de Revisión 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “recur-
so de revisión”. 
 
El Diccionario Jurídico ESPA-
SA143, menciona que el recurso de 
revisión “es un recurso extraordi-
nario, lo cual hace referencia a dos 
cuestiones: en primer lugar, que 
procede tan sólo contra actos fir-
mes en vía administrativa (es de-
cir, aquellos cuyos plazos de re-
curso administrativo ordinario han 
transcurrido ya) y, en segundo lu-
gar, que los motivos de impugna-
ción están tasados en la Ley; a di-
ferencia de lo que ocurre con los 
recursos administrativos ordina-
rios (alzada y potestativo de repo-
sición), cuyos motivos de impug-
nación pueden ser cualquier causa 
de nulidad o anulabilidad de las 
previstas en la Ley [...]”. 
 
CEP: Recurso extraordinario en 
vía administrativa que se interpo-
ne para ante el superior de la auto-
ridad u órgano que emitió el acto 
firme impugnado, basado en cau-
sales excepcional y taxativamente 
previstas en la ley, con la finalidad 
de que se analice las alegaciones 
que le sustentan y se revea la deci-
sión tomada. 

                                                           
143

  Diccionario Jurídico ESPASA (CD), op. cit. 

En relación con la normativa es-
tablecida por el Estatuto del 
Régimen Jurídico Administrativo, 
este recurso podrá ser interpuesto 
por el administrado, por los minis-
tros de Estado o por las máximas 
autoridades de la Administración 
Pública Central autónoma, en ca-
sos de resoluciones expedidas por 
dichos órganos, por sus subordi-
nados o por entidades adscritas, a 
fin de proceder a la revisión de la 
decisión adoptada en el acto im-
pugnado. 

 

Son susceptibles del recurso de 
revisión los actos o resoluciones 
firmes y fundamentado en alguna 
de las siguientes causas: a) cuando 
hubieren sido dictados con evi-
dente error de hecho o de derecho 
que aparezca de los documentos 
que figuren en el mismo expedien-
te o de disposiciones legales ex-
presas; b) cuando con posteriori-
dad aparecieren documentos de 
valor trascendental ignorados al 
expedirse el acto o resolución que 
se trate; c) cuando en la resolución 
hayan influido esencialmente do-
cumentos o testimonios falsos de-
clarados en sentencia judicial, an-
terior o posterior a aquella resolu-
ción; y, d) cuando la resolución se 
hubiere expedido como conse-
cuencia de uno o varios actos co-
metidos por funcionarios o em-
pleados públicos tipificados como 
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delito y así declarados en senten-
cia judicial firme. 
 
Se podrá interponer el recurso de 
revisión ante los ministros de Es-
tado o las máximas autoridades de 
la Administración Pública Central 
dentro de los plazos de tres años a 
partir del inicio de vigencia del ac-
to en los casos de los literales a) y 
b), y de tres meses a partir de la 
ejecutoria de la sentencia conde-
natoria, siempre que no hayan 
transcurrido cinco años desde el 
inicio de la vigencia del acto de 
que se trate en los otros casos (Es-
tatuto del Régimen Jurídico Administra-

tivo de la Función Ejecutiva: Art. 178). 

 
Por otra parte, la legislación tribu-
taria también prevé el recurso de 
revisión como privativo, discre-
cional y optativo144 de la adminis-
tración tributaria, para rever sus 
propios actos, quien podrá actuar 
de oficio, sin perjuicio del derecho 
que tendría el administrado afec-
tado o de cualquier otra institu-
ción de sugerir o insinuar se reali-
ce la revisión, cuando el acto 
hubiere sido expedido o dictado 
con evidente error de hecho o de 
derecho, verificados y justificados 
según informe jurídico previo; 
cuando aparecieren documentos 
de valor trascendental ignorados 

                                                           
144

  CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala 
Especializada de lo Fiscal, RO 325: 14-may-
2001. 

al expedirse el acto; cuando los 
documentos que sirvieron de base 
fundamental para dictar tales actos 
o resoluciones fueren manifiesta-
mente nulos; cuando los docu-
mentos, sean públicos o privados, 
contengas errores evidentes o de-
fectos que permitan presumir, 
grave y concordantemente, su fal-
sedad; cuando habiéndose expedi-
do el acto o resolución, en virtud 
de prueba testimonial, los testigos 
hubieren sido condenados en sen-
tencia judicial ejecutoriada, por 
falso testimonio, precisamente por 
las declaraciones que sirvieron de 
fundamento a dicho acto o reso-
lución; y, cuando por sentencia 
judicial ejecutoriada se estableciere 
que, para dictar el acto o resolu-
ción materia de la revisión, ha 
mediado delito cometido por fun-
cionarios o empleados públicos 
que intervinieron en tal acto o re-
solución (Código Tributario: Arts. 

140; 143). 

 

No obstante las variaciones de 
procedimiento y plazos o térmi-
nos que se dieren para el recurso 
de revisión de acuerdo con una u 
otra legislación, este recurso se 
convierte en una vía de impugna-
ción de carácter excepcional y ex-
traordinaria, conforme se lo ha 
manifestado. 
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TR: Acto administrativo firme; Im-
pugnabilidad del acto administrati-
vo; Procedimiento administrativo; 
Recurso administrativo. 

 
 

Recursos Públicos 
 
La Ley Orgánica de la Contraloría 
General del Estado (Art. 3 Inc. 1) 
define como recursos públicos a 
“todos los bienes, fondos, títulos, 
acciones, participaciones, activos, 
rentas, utilidades, excedentes, 
subvenciones y todos los derechos 
que pertenecen al Estado y a sus 
instituciones, sean cual fuere la 
fuente de la que procedan, inclu-
sive los provenientes de présta-
mos, donaciones y entregas que, a 
cualquier otro título, realicen a fa-
vor del Estado o de sus institu-
ciones, personas naturales o jurí-
dicas u organismos nacionales o 
internacionales”. 
 
CEP: Son todos los recursos, físi-
cos o monetarios, que administran 
las entidades del sector público 
para el logro de sus objetivos ins-
titucionales y los fines públicos di-
rectos o indirectos; valores, bie-
nes, rentas y derechos de propie-
dad del Estado, órganos, empresas 
o entes públicos, recibidos bajo 
cualquier título o que se originen 
en inversiones, donaciones o 
préstamos, rentas fiscales y el en-
deudamiento público; y en gene-

ral, todo lo que sea de estas per-
sonas, o las riquezas devengadas a 
favor del Estado, son recursos 
públicos, inclusive si dichos recur-
sos son administrados por corpo-
raciones, fundaciones, sociedades 
civiles, compañías mercantiles y 
otras de derecho privado, sea cual 
fuere el origen, creación o consti-
tución. 

 

Los recursos públicos proceden 
de: a) liberalidades o en forma gra-
tuita, sin imposiciones estatales; b) 
de los bienes patrimoniales del 
Estado o de sus actividades pro-
ductivas (empresas estatales, in-
versiones, venta de activos y alqui-
ler de bienes estatales, endeuda-
miento); c) los provenientes de las 
actividades de particulares, es de-
cir, por las contribuciones de los 
particulares: recursos tributarios y 
recursos que ingresan al Estado 
como partícipe de herencias; y, d) 
los que se obtienen coercitiva-
mente por el Estado, como los 
originados en sanciones, multas e 
indemnizaciones, expropiaciones, 
y, los que se crean cuando el Es-
tado tiene la facultad de emitir 
moneda. 

 

TR: Bien afectado al servicio públi-
co; Deuda pública; LOAFYC; Reso-
lución de determinación civil culpo-
sa; Responsabilidad civil culposa; 
Sector público. 
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Registro de Contratistas In-
cumplidos y de Adjudicatarios 
Fallidos 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “regis-
tro de contratistas incumplidos y 
de adjudicatarios fallidos”. 
 
CEP: Registro de los contratistas y 
adjudicatarios inhabilitados para 
suscribir contratos o convenios 
con entidades y organismos del 
sector público por haber sido cali-
ficados como incumplidos o falli-
dos, respectivamente. 
 
El mantenimiento de este Registro 
es facultad privativa de la Contra-
loría General del Estado, quien, a 
solicitud expresa de la máxima au-
toridad o funcionario autorizado 
de la entidad pública contratante, 
incluirá o excluirá del mismo a los 
contratistas incumplidos y/ adju-
dicatarios fallidos que hayan sido 
calificados como tal mediante re-
solución de la entidad contratante. 
 
Para proceder a la inclusión en el 
Registro, la entidad pública indi-
cará el número de cédula de ciu-
dadanía de las personas naturales, 
sea que actúen individualmente, o 
que participen en asociaciones, 
consorcios, sociedades de hecho, 
compañías, bajo nombres comer-
ciales o en entes sin personería 
jurídica; y, de ser personas jurídi-

cas, se remitirá el número de ex-
pediente de las que se hallen suje-
tas al control de la Superintenden-
cia de Compañías, o el número de 
registro o de identificación otor-
gado por otros organismos de 
control o entidades que lleven re-
gistros públicos. 
 
La exclusión de contratistas in-
cumplidos y adjudicatarios fallidos 
operará a solicitud de la entidad 
pública luego de transcurridos tres 
y cuatro años respectivamente con 
el cumplimiento de las condicio-
nes y requisitos establecidos le-
galmente. 
 
La nómina de personas naturales 
o jurídicas inscritas o excluidas del 
Registro de Contratistas Incum-
plidos y Adjudicatarios Fallidos 
será publicado mensualmente en 
el Registro Oficial (Ley Orgánica de 
la Contraloría General del Estado: Art. 

31 Num. 17 // Reglamento para registro 

de contratistas incumplidos y adjudica-

tarios fallidos: Arts. 11-14; 16; 17). 

 
TR: Adjudicación fallida; Contratis-
ta; Garantía de fiel cumplimiento; 
Garantía de seriedad de la propues-
tas. 

 
 

Registro Único de Proveedores 
y Contratistas 

 
En la actualidad, no existe en la 
legislación ecuatoriana definición 



CORPORACIÓN DE ESTUDIOS Y PUBLICACIONES 
 
 

 

208

expresa de “registro único de pro-
veedores y contratistas”. 
 
CEP: Registro creado bajo la de-
pendencia de la Contraloría Gene-
ral del Estado mediante Decreto 
Ejecutivo 1608 (RO 324: 29-abr-
2004), el cual fue derogado expre-
samente por Decreto Ejecutivo 
348 (RO 77: 8-ago-2005). 
 
Consistía, como su nombre lo in-
dica, en un registro de proveedo-
res y contratistas, único centrali-
zado, al cual todas las institucio-
nes del Estado debían consultar 
para efectos de los procedimien-
tos de contratación pública; sien-
do a la vez un requisito para parti-
cipar como proponente en un 
concurso público o licitación, el 
hallarse inscrito en este Registro. 
 
Los proveedores o contratista que 
se inscribían en este Registro, para 
fines de clasificación, debían espe-
cificar los bienes, servicios y clases 
de contratación en la que estaban 
en capacidad de ofertar, informa-
ción que estaba a la disposición 
del público mediante el servicio de 
Contratanet y debía ser actualiza-
da por la Contraloría General del 
Estado. 
 
No obstante la derogación de las 
disposiciones que regulaban este 
Registro, cada entidad pública ha 
venido manteniendo un registro 

de proveedores y contratistas pro-
pio, y en la página Web de Con-
tratanet se mantiene un registro de 
proveedores. 
 
TR: Concurso privado de ofertas; 
Concurso público de ofertas; Con-
tratanet; Contratista. 

 
 

Rehabilitación por Destitución 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “re-
habilitación por destitución”. 
 
CEP: Forma jurídica por la cual el 
servidor público destituido puede 
ser reintegrado al desempeño de 
un cargo o puesto público en una 
entidad del sector público que no 
sea la que lo destituyó, siempre 
que hubieren transcurrido dos 
años desde la fecha de destitución 
y ésta hubiese obedecido a alguna 
causal que no implicare responsa-
bilidad civil o penal. 
 
La solicitud de rehabilitación será 
presentada ante la SENRES, 
quien decidirá al respecto y cuya 
decisión será recurrida ante el Tri-
bunal Distrital de lo Contencioso 
Administrativo (Ley de Servicio Civil 
y Carrera Administrativa: Art. 50). 

 
TR: Destitución; SENRES; Servi-
dor público; Tribunal Distrital de lo 
Contencioso Administrativo. 
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Remuneración Mensual Unifi-
cada 

 
La Ley de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa (Art. 104), dispone 
que la remuneración mensual uni-
ficada “resulta de dividir para do-
ce la suma de todos los ingresos 
anuales que el dignatario, autori-
dad, funcionario, servidor y traba-
jador, tenga derecho y que se en-
cuentre presupuestado”. 
 
CEP: Forma de cálculo para efec-
tos del pago de la remuneración 
de los dignatarios, autoridades, 
funcionarios, servidores y trabaja-
dores de las instituciones del sec-
tor público, incluso de dignatarios, 
autoridades y funcionarios que 
conforman el nivel jerárquico su-
perior, que consiste en la doceava 
parte de la suma total de todos los 
ingresos anuales que percibe y que 
se tenga presupuestado percibir, 
exceptuando el décimo tercer y 
décimo cuarto sueldo o remune-
ración, viáticos, subsistencias, die-
tas, horas suplementarias, extraor-
dinarias, encargos, subrogaciones, 
el aporte patronal al IESS y el 
aporte al fondo de reserva. Esta 
remuneración mensual unificada 
no podrá ser superior o igual a la 
del Presidente de la República. 
 
La escala de remuneración men-
sual unificada y los niveles estruc-
turales de puestos, en base a sus 

remuneraciones unificadas, serán 
aprobados por resolución de la 
SENRES (Ley de Servicio Civil y Ca-
rrera Administrativa: Arts. 104; 109; 

111 // Reglamento a la Ley de Servicio 

Civil y Carrera Administrativa: Arts. 

205-208). 

 

Resolución 

 

No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “reso-
lución”. 

 

CEP: Como acto administrativo, 
forma de exteriorización de la vo-
luntad de la administración; deci-
sión respecto de algún asunto 
puesto a su consideración, o de 
aspectos necesarios a regularse pa-
ra la buena administración y apli-
cación de las normas generales. 
Por tanto, la resolución emitida 
mediante un procedimiento admi-
nistrativo predeterminado, puede 
ser obligatoria para una persona o 
grupo de personas de cuyo asunto 
se resolvió, u obligatoria para la 
generalidad de las personas que se 
encuentren inmersas en las situa-
ciones regidas por el contenido su 
normativo, verbigracia, los conce-
jos municipales decidirán las cues-
tiones de su competencia, cuando 
versen sobre asuntos particulares 
o especiales, mediante resolucio-
nes o por acuerdos (Ley Orgánica de 
Régimen Municipal: Art. 123). 
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TR: Acto administrativo; Potestad 
reglamentaria. 

 
 
Resolución de Determinación 
Civil Culposa 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “reso-
lución de determinación civil cul-
posa”. 
 
CEP: Decisión que emite, moti-
vadamente, la Contraloría General 
del Estado respecto de la respon-
sabilidad que pudiese existir por la 
acción u omisión culposa, no in-
tencional, de un servidor público 
o de un tercero, autor o beneficia-
rio, de un acto administrativo dis-
puesto sin tomar las debidas cau-
telas, precautelas o precauciones 
necesarias, y en relación con los 
perjuicios que se irrogaren a los 
bienes y recursos públicos por di-
cho acto. 
 
La resolución se expedirá dentro 
del plazo de ciento ochenta días, 
contado desde el día hábil siguien-
te al de la notificación de la prede-
terminación, y tendrá como obje-
tivo confirmar o desvanecer –total 
o parcialmente– la glosa de prede-
terminación de responsabilidad; y 
podrá ser impugnada en sede ad-
ministrativa mediante recurso de 
revisión, y una vez que se ha falla-

do respecto de él, habrá derecho a 
la acción contencioso administra-
tiva (Ley Orgánica de la Contraloría 
General del Estado: Arts. 52-64 // Re-

glamento a la Ley Orgánica de la Con-

traloría General del Estado: Art. 56). 

 

TR: Contraloría General del Esta-
do; Determinación de responsabili-
dades; Glosa de responsabilidad ci-
vil culposa; Recursos públicos; Res-
ponsabilidad civil culposa. 

 
 

Responsabilidad Administrati-
va Culposa 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “res-
ponsabilidad administrativa culpo-
sa”. 
 
CEP: Responsabilidad en la que 
incurren las autoridades, dignata-
rios, funcionarios o servidores 
públicos de las instituciones del 
Estado, por su acción y omisión, 
en la inobservancia de las disposi-
ciones legales, y por el incumpli-
miento de sus funciones, atribu-
ciones, deberes y obligaciones que 
le son de su competencia en razón 
del cargo o de las estipulaciones 
contractuales. 
 
En detalle, incurren en este tipo 
de responsabilidad cuando se en-
contraren comprendidos en algu-
na de las siguientes causales: no 
establecer ni aplicar indicadores 
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de gestión y medidas de desempe-
ño para evaluar la gestión institu-
cional o sectorial y el rendimiento 
de sus servidores; cometer abuso 
en el ejercicio de su cargo; permi-
tir la violación de la ley, de normas 
específicas emitidas por las insti-
tuciones del Estado o de normas 
de carácter generalmente obligato-
rio expedidas por autoridad com-
petente, inclusive las relativas al 
desempeño de cada cargo; exigir o 
recibir dinero, premios o recom-
pensas a cambio de cumplir sus 
funciones con prontitud o prefe-
rencia; por otorgar contratos a de-
terminada persona o suministrar 
información; no establecer o no 
aplicar los subsistemas de deter-
minación y recaudación, presu-
puesto, tesorería, crédito público y 
contabilidad gubernamental; no 
establecer o no aplicar los subsis-
temas de control interno y control 
externo; no establecer o no aplicar 
los sistemas de planificación, ad-
ministración de bienes y servicios, 
inversiones públicas, administra-
ción de recursos humanos, de ges-
tión financiera y de información; 
contraer compromisos y obliga-
ciones por cuenta de la institución 
del Estado, a la que representan o 
en la que prestan sus servicios, en 
contravención con las normas 
respectivas y sin sujetarse a los 
dictámenes de la ley; o insistir ile-
galmente en una orden que haya 
sido objetada por el control pre-

vio; no tomar inmediatamente ac-
ciones correctivas necesarias en 
conocimiento del informe del au-
ditor interno o externo o de con-
sultas absueltas por organismos de 
control; no proporcionar oportu-
namente la información pertinente 
o no prestar la colaboración re-
querida a los auditores guberna-
mentales y demás organismos de 
control y fiscalización; incurrir en 
ilegal determinación o recaudación 
de los ingresos del Gobierno Cen-
tral, y demás instituciones del Es-
tado; no efectuar el ingreso opor-
tuno de cualquier recurso finan-
ciero recibido; y disponer o ejecu-
tar, sin tener atribución, el cambio 
de planes, programas y estipula-
ciones relativas a la ejecución de 
los contratos. 
 
La responsabilidad administrativa 
culposa se establecerá en base al 
análisis documentado de las ac-
ciones u omisiones por las cuales 
se imputa la responsabilidad y se 
sancionará con multa de una a 
diez remuneraciones mensuales 
unificadas e incluso con la destitu-
ción del cargo, a ser impuesta y 
ejecutada por la correspondiente 
autoridad nominadora, y en caso 
de no hacerlo, por la Contraloría 
General del Estado. 
 
La sanción por las faltas adminis-
trativas se graduará en razón de la 
jerarquía del sujeto pasivo de la 
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sanción, la gravedad de la falta, la 
ineficiencia en la gestión según la 
importancia del interés protegido, 
el volumen e importancia de los 
recursos comprometidos, y el 
haber incurrido en el hecho por 
primera vez o en forma reiterada 
(Ley Orgánica de la Contraloría Gene-

ral del Estado: Arts. 45; 46; 48). 

 
TR: Contraloría General del Esta-
do; Determinación de responsabili-
dades. 

 
 
Responsabilidad Civil Culposa 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “res-
ponsabilidad civil culposa”. 
 
CEP: Responsabilidad en la que 
incurren las autoridades, dignata-
rios, funcionarios o servidores 
públicos de las instituciones del 
Estado, por un acto administrati-
vo emitido sin las debidas caute-
las, precautelas o precauciones ne-
cesarias y que por ello ha provo-
cado resultados económicamente 
perjudiciales, sea en forma directa 
o indirecta a los bienes y recursos 
públicos, acto debido a la acción u 
omisión no intencional; generan-
do, de esta forma, la obligación 

jurídica de indemnizar por el per-
juicio ocasionado a las institucio-
nes del Estado, daño que será cal-
culado a la fecha en que éste se 
produjo. 
 
Incurrirán, igualmente, en este ti-
po de responsabilidad, terceros, 
debiéndose entender por tales, a 
las personas naturales o jurídicas 
privadas que, de igual forma por 
su acción u omisión, ocasionaren 
perjuicio económico al Estado o a 
sus instituciones en base a los ac-
tos administrativos de los servido-
res públicos. 
 
La responsabilidad civil culposa 
será determinada en forma priva-
tiva por la Contraloría General del 
Estado, mediante resolución, en 
base a los resultados de la auditor-
ía gubernamental, en la cual apa-
rezcan perjuicios económicos al 
Estado o a la institución (Ley 

Orgánica de la Contraloría General del 

Estado: Arts. 52; 53; 56). 

 
 
TR: Determinación de responsabi-
lidades; Glosa de responsabilidad 
civil culposa; Resolución de deter-
minación civil culposa; Recursos 
públicos. 

 



 

S 
 

Secretaría General de Comuni-
cación del Estado 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Se-
cretaría General de Comunicación 
del Estado”. 
 
CEP: Creada mediante Decreto 
Ejecutivo 386 (RO 83: 23-may-
2000), adscrita a la Presidencia de 
la República, dependiente admi-
nistrativa y financieramente de 
ésta, y encargada de la ejecución 
de las políticas de comunicación e 
información del Estado que se re-
alice a través de la Presidencia de 
la República y demás entidades de 
la Función Ejecutiva; también co-
ordinará la gestión de información 
y comunicación social de las otras 
entidades del Estado. 
 
En general, son funciones de la 
Secretaría de Comunicación: velar 
que la comunicación social aporte 
efectiva y eficientemente al desa-
rrollo de la gestión productiva, 
cultural, educativa, social y política 
del país; fomentar procesos de in-
tercambio de información, opi-
niones, criterios y puntos de vista 

entre los diversos sectores de la 
sociedad, para estimular el diálogo 
necesario y consolidar procesos de 
concertación nacional en procura 
de los objetivos nacionales per-
manentes; establecer y dirigir la 
política nacional de comunicación 
social e información pública del 
Gobierno Nacional, encaminada a 
estimular la participación de todos 
los sectores de la población en el 
proceso de desarrollo nacional; in-
formar a la comunidad nacional 
sobre las políticas, programas, ac-
ciones y obras del Gobierno, con 
el propósito de fomentar su parti-
cipación contributiva y receptiva 
alrededor de los objetivos nacio-
nales permanentes que persigue el 
Gobierno de la República; fomen-
tar la vigencia del derecho a la li-
bertad de opinión, a la libre expre-
sión del pensamiento y el libre ac-
ceso a la información que sea tras-
cendente a las necesidades de to-
dos los ecuatorianos, sin discri-
men alguno; fomentar el desarro-
llo, aplicación y promoción de los 
diversos métodos y procedimien-
tos de comunicación social e in-
formación, para atender a los re-
querimientos que el desarrollo na-

S 
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cional determine, de modo que se 
facilite la participación democráti-
ca de la ciudadanía en la discusión 
de los problemas nacionales y la 
búsqueda de las soluciones apro-
piadas a su circunstancia social, 
política, cultural, económica y 
científica; asesorar al Gobierno 
Nacional en materia de comunica-
ción, información pública y publi-
cidad, y coordinar estas activida-
des, de manera que respondan a 
un enfoque y estrategia general 
que se haya determinado en con-
cordancia con el criterio del Presi-
dente de la República; establecer 
relaciones de cooperación con en-
tidades y organismos nacionales e 
internacionales especializados en 
comunicación social e informa-
ción pública, para optimizar la 
gestión nacional de comunicación 
del Estado en sus diversos secto-
res; y, aplicar métodos de investi-
gación, planificación, aplicación, 
ejecución, evaluación y adminis-
tración de la acción de comunica-
ción e información del Estado, 
para garantizar el uso racional de 
los recursos y la eficacia y eficien-
cia necesarias para apoyar al logro 
de los objetivos nacionales per-
manentes, y los del Gobierno en 
particular. 

Secretaría General de la Admi-
nistración Pública 
 

El Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Eje-
cutiva (Art. 13 Inc. 2) dispone que 
“La Secretaría General de la Ad-
ministración Pública es una de-
pendencia de la Presidencia de la 
República destinada a facilitar la 
adopción de decisiones del Presi-
dente de la República y a coordi-
nar, por instrucciones directas del 
Jefe de Estado, las actividades de 
la Función Ejecutiva”. 
 
CEP: Dependencia de la Presi-
dencia de la República encargada 
de asesorar o asistir al Presidente 
de la República en la adopción y 
ejecución de las políticas generales 
del Estado y de coordinar la acti-
vidades de la Función Ejecutiva, 
ministros de Estado y funciona-
rios del sector público. 
 
Dependerán de la Secretaría Ge-
neral de la Administración Públi-
ca: la Secretaría General Jurídico 
de la Presidencia de la República, 
la Subsecretaría General de la 
Administración Pública, las ofici-
nas de Coordinación Diplomática 
y de Decretos y Trámites Admi-
nistrativos de la Presidencia de la 
República, así como los organis-
mos públicos dependientes y ads-
critos a la Presidencia de la Re-
pública (Estatuto del Régimen Jurídico 
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Administrativo de la Función Ejecutiva: 

Arts. 13-15.1). 

 
 
Secretaría General de la Presi-
dencia de la República 

 
En la actualidad, no existe en la 
legislación ecuatoriana definición 
expresa de “Secretaría General de 
la Presidencia de la República”. 
 
CEP: Dependencia creada por 
Decreto Ejecutivo 1148 (RO 251: 
14-ene-2004), y que estaba a cargo 
de un Secretario con rango de Mi-
nistro de Estado, que sería de libre 
nombramiento y remoción por 
parte del Presidente de la Repúbli-
ca, y que tenía como funciones: 
asesorar al Presidente de la Re-
pública y ser su vocero, en coor-
dinación con la Secretaría General 
de Comunicación; coordinar y 
ejecutar los proyectos de interés 
nacional que se encuentren en es-
tudio y análisis en la Presidencia 
de la República; supervisar y eva-
luar las nominaciones de los fun-
ciones de las entidades y organis-
mos que conforman la Función 
Ejecutiva; y, coordinar las activi-
dades que cumplen cada uno de 
los asesores de la Presidencia de la 
República. 
 
El Decreto Ejecutivo antes men-
cionado por el cual se creó la Se-
cretaría General de la Presidencia 

de la República, fue derogado por 
el Decreto Ejecutivo 19 (RO 12: 
31-ene-2007) en el que se crea la 
Administración General de la Pre-
sidencia de la República, con simi-
lares atribuciones. 
 
 

Secretaría Nacional de Planifi-
cación y Desarrollo (Ver: SEN-
PLADES) 

 
 

Secretaría Nacional Técnica de 
Desarrollo de Recursos Huma-
nos y Remuneraciones del Sec-
tor Público (Ver: SENRES) 

 
 

Sector Público 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “sector 
público”. 
 
CEP: En contraposición al sector 
privado, sector sometido a control 
de legalidad, se refiere al sector 
que agrupa a las administraciones 
públicas, órganos, organismos, en-
tidades, empresas públicas no fi-
nancieras y aquellas entidades fi-
nancieras públicas; en general 
aquellos que tienen carácter oficial 
o público y que dependen del Es-
tado en una economía nacional; 
que son creados por la iniciativa 
pública o del Estado y que están 
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directamente controlados por los 
poderes públicos, no sólo en rela-
ción con las administraciones, si-
no también de las empresas en las 
que el Estado tiene participación, 
las instancias de poder y el régi-
men seccional autónomo. 

 

Integran el sector público: los or-
ganismos y dependencias de las 
funciones Legislativa, Ejecutiva y 
Judicial; los organismos electora-
les; los organismos de control y 
regulación; las entidades que inte-
gran el régimen seccional autó-
nomo; los organismos y entidades 
creados por la Constitución o la 
ley para el ejercicio de la potestad 
estatal, para la prestación de servi-
cios públicos o para desarrollar ac-
tividades económicas asumidas 
por el Estado; las personas jurídi-
cas creadas por acto legislativo 
seccional para la prestación de 
servicios públicos; las entidades 
financieras públicas; y las empre-
sas públicas, cuyo capital o patri-
monio pertenezca al Estado o a 
las entidades y organismos del 
sector público (Constitución Política: 
Art. 118). 

 

TR: Administración pública; Catas-
tro de entidades públicas; LOAFYC; 
Recursos públicos; SENRES; Servi-
cio público; Servidor público. 

SENPLADES (Secretaría Na-
cional Técnica de Planificación 
y Desarrollo) 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de 
“SENPLADES”. 
 
CEP: Secretaría Nacional de Pla-
nificación y Desarrollo, SEN-
PLADES, creada mediante Decre-
to Ejecutivo 1372 (RO 278: 20- 
feb-2004), con sede en la ciudad 
de Quito, como organismo técni-
co responsable de la planificación 
nacional, del diseño, implantación, 
integración y dirección del Sistema 
Nacional de Planificación en to-
dos su niveles; dependiente de la 
Presidencia de la República y diri-
gida por un Secretario Nacional. 
 
Tendrá las siguientes atribuciones: 
Procesar, armonizar y conciliar el 
conjunto de políticas públicas e 
integrarlas en el Plan de Desarro-
llo en forma conjunta con los go-
biernos seccionales, las organiza-
ciones empresariales, laborales y 
sociales, las universidades y escue-
las politécnicas, de acuerdo con 
las orientaciones del Presidente de 
la República; establecer los linea-
mientos generales de la planifica-
ción nacional, dirigirla y efectuar 
el seguimiento y evaluación co-
rrespondientes en forma conjunta 
con los gobiernos seccionales, las 
organizaciones empresariales, la-
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borales y sociales, las universida-
des y escuelas politécnicas; formu-
lar y actualizar en forma conjunta 
con los Frentes Económico y So-
cial, las políticas generales econó-
micas y sociales del Estado y los 
planes de desarrollo económico 
social con sus respectivas metas y 
sus reformas, y someterlos a la 
aprobación del Presidente de la 
República; dirigir el Sistema Na-
cional de Planificación en todos 
sus niveles, coordinando la inte-
gración participativa de las unida-
des de planificación de la Función 
Ejecutiva, los comités permanen-
tes de desarrollo provincial y can-
tonal las comisiones ejecutivas 
provinciales, las secretarías técni-
cas de los consejos provinciales, 
los concejos municipales, las jun-
tas parroquiales, las entidades de 
desarrollo regional, las circuns-
cripciones indígenas, afroecuato-
rianas y montubias y las organiza-
ciones sociales y empresariales; 
coordinar con los gobiernos sec-
cionales, las organizaciones em-
presariales, laborales y sociales, las 
universidades y escuelas politécni-
cas, la elaboración, ejecución y 
evaluación de los planes de desa-
rrollo; coordinar con los ministe-
rios y entidades adscritas la elabo-
ración de los planes institucionales 
plurianuales e integrarlos en el 
Plan Plurianual del Gobierno Na-
cional; analizar y evaluar los pla-
nes operativos, medidas coyuntu-

rales, programas y proyectos es-
pecíficos que permitan alcanzar 
las metas contempladas en los 
planes de desarrollo; establecer los 
lineamientos para la regionaliza-
ción del país para efectos de la 
planificación nacional; emitir in-
formes sobre la inversión con 
carácter obligatorio para el sector 
público y referencial para el sector 
privado, según los lineamientos 
del plan de desarrollo y las políti-
cas públicas del Gobierno Nacio-
nal; determinando la prioridad de 
los proyectos de inversión según 
el marco legal vigente; proponer 
las modalidades y recursos necesa-
rios para el financiamiento de los 
planes nacionales, regionales y 
provinciales de desarrollo; gestio-
nar y administrar en coordinación 
con el Ministerio de Economía y 
Finanzas los distintos recursos de 
asistencia técnica y financiera in-
ternacional, de gobierno a gobier-
no y de organismos multilaterales, 
para los diversos componentes de 
la planificación participativa y 
descentralizada y la implementa-
ción e institucionalización del Sis-
tema Nacional de Planificación; 
suscribir contratos y convenios 
con organismos e instituciones 
nacionales e internacionales, 
públicos y privados, y personas 
naturales y jurídicas y cuidar de su 
ejecución, evaluación, recepción 
de productos y terminación de los 
mismos; establecer las normas 
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técnicas para la aplicación de los 
procesos del Sistema Nacional de 
Planificación y arbitrar las medi-
das correctivas necesarias a fin de 
evitar el desperdicio de recursos 
humanos, técnicos, materiales y 
financieros por la proliferación de 
programas paralelos y la superpo-
sición funcional entre diversas ins-
tituciones; emitir informe previo a 
la creación de organismos regio-
nales de desarrollo sobre los pro-
yectos, programas o convenios re-
lativos a la integración económica 
regional o fronteriza en la que par-
ticipe el país; integrar el Sistema 
Nacional de Información, que 
abarque e incorpore la informa-
ción generada y procesada por los 
distintos sistemas implementados: 
INFOPLAN, SIISE, DINAREN, 
SIGOB y los demás que corres-
pondan a la Base Nacional de Da-
tos Económicos y Sociales e insti-
tuciones como: INEC, CLIRSEN; 
impulsar con el Consejo Asesor 
de Cooperación Internacional y el 
Instituto Ecuatoriano de Coope-
ración Internacional la implemen-
tación de la política de coopera-
ción y asistencia técnica no reem-
bolsable provenientes de las fuen-
tes bilaterales y multilaterales; im-
pulsar el diálogo del Gobierno 
Nacional con los actores sociales, 
políticos e institucionales, a fin de 
lograr su incorporación activa a la 
formulación y ejecución de la polí-
ticas de gobierno y sectoriales, es-

tablecidas en el Plan Plurianual de 
Gobierno y los planes provinciales 
y locales de desarrollo, y sistema-
tizar los resultados del diálogo so-
cial para su incorporación a la 
planificación nacional, provincial y 
sectorial; impulsar el diálogo del 
Gobierno Nacional con los go-
biernos seccionales y las otras 
funciones del Estado orientado a 
apoyar los procesos de descentra-
lización y desconcentración, bajo 
los lineamientos establecidos por 
el Gobierno Nacional y la Secre-
taría Nacional de Planificación; 
colaborar, asesorar y actuar como 
facilitador en procesos estratégi-
cos y participativos de elaboración 
de planes institucionales y planes 
provinciales y locales de desarro-
llo; capacitar a las unidades de 
programación institucionales y de 
entidades del régimen seccional 
sobre la gestión integral de la pla-
nificación; vigilar el efectivo cum-
plimiento de la participación ciu-
dadana en los procesos decisorios 
de la planificación; y, designar sus 
representantes ante los organis-
mos que por ley le corresponda, 
para lo cual se considerarán todas 
las representaciones asignadas al 
ex CONADE, ex Secretaría de 
Planificación y ex ODEPLAN. 

 

TR: ODEPLAN; Sistema Nacional 
de Planificación. 
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SENRES (Secretaría Nacional 
Técnica de Desarrollo de Re-
cursos Humanos y Remunera-
ciones del Sector Público) 

 
El Reglamento a la Ley de Servi-
cio Civil y Carrera Administrativa 
(Art. 101 Inc. 1), dispone: “La Se-
cretaría Nacional Técnica de De-
sarrollo de Recursos Humanos y 
Remuneraciones del Sector Públi-
co -SENRES- constituye el orga-
nismo técnico rector de la admi-
nistración del desarrollo institu-
cional, de recursos humanos y 
remuneraciones del sector públi-
co, es responsable de generar y 
verificar el cumplimiento de las 
políticas de Estado; controlar la 
aplicación de las políticas y nor-
mas en desarrollo institucional, re-
cursos humanos y remuneraciones 
en las instituciones del ámbito de 
este Reglamento; brindar asesoría 
técnica; y, absolver las consultas 
sobre desarrollo institucional, la 
administración de los recursos 
humanos y remuneraciones en el 
ámbito de su competencia”. 
 
CEP: Secretaría Nacional Técnica 
de Desarrollo de Recursos 
Humanos y Remuneraciones del 
Sector Público, SENRES, creada a 
la luz de la Ley de Servicio Civil y 
Carrera Administrativa y de Unifi-
cación y Homologación de las 
Remuneraciones del Sector Públi-
co (L. 2003-17. RO-S 184: 6-oct-

2003), en la actualidad, la Codifi-
cación de dicha ley (Cod. 2005-
008. RO 16: 12-may-2005) le  rige 
y define como organismo técnico 
administrativo, con personería 
jurídica de derecho público, auto-
nomía técnica, funcional, adminis-
trativa y financiera, con jurisdic-
ción nacional y domicilio en la 
ciudad de Quito, encargado del 
control de la administración del 
desarrollo institucional, de los re-
cursos humanos y de la gestión, 
regulación y control de las remu-
neraciones de los dignatarios, au-
toridades, funcionarios, servidores 
y trabajadores de las entidades y 
organismos del Estado. 

 

En general, sus atribuciones son: 
ejercer la rectoría de la administra-
ción del desarrollo institucional y 
de recursos humanos del sector 
público; proponer y generar las 
políticas de Estado y de Gobierno 
relacionadas con la administración 
de desarrollo institucional de re-
cursos humanos del sector públi-
co; emitir normas e instrumentos 
de desarrollo administrativo sobre 
diseño, reforma e implementación 
de estructuras organizacionales 
por procesos y recursos humanos, 
mediante resoluciones que serán 
publicadas en el Registro Oficial a 
aplicarse en las instituciones, or-
ganismos y dependencias del sec-
tor público; evaluar y controlar la 
aplicación de las políticas, normas 
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e instrumentos de desarrollo ad-
ministrativo, antes referidos; remi-
tir estudios técnicos relacionados 
a la gestión de remuneraciones del 
sector público; administrar el sis-
tema nacional de información de 
desarrollo institucional, recursos 
humanos y remuneraciones de los 
servidores y trabajadores del sec-
tor público; determinar, evaluar y 
controlar la aplicación de las polí-
ticas y normas remunerativas del 
sector público, así como estable-
cer mediante resoluciones de 
carácter obligatorio para todas las 
instituciones públicas reguladas 
por esta Ley, el cumplimiento de 
dichas políticas; preparar y expedir 
los reglamentos de aplicación ge-
neral de gestión organizacional 
por procesos y de recursos huma-
nos; establecer los programas de 
capacitación generales que de-
berán ejecutar las respectivas uni-
dades competentes dentro de cada 
unidad u organismo del Estado y 
coordinar los programas específi-
cos de cada una de tales entidades, 
los mismos que se formularán de 
acuerdo a la naturaleza de sus 
funciones; y determinar los mon-
tos máximos obligatorios que se 
asignarán para cubrir los incre-
mentos salariales y los demás be-
neficios económicos y sociales, 
que se pacten en los contratos co-
lectivos y actas transaccionales  

(Ley de Servicio Civil y Carrera Admi-

nistrativa: Arts. 52-54; 134 Lit. a // Re-

glamento a la Ley de Servicio Civil y 

Carrera Administrativa: Arts. 101; 

102). 

 
TR: Catastro de entidades públicas; 
Evaluación del desempeño; Junta de 
Reclamaciones; Ley de Servicio Civil 
y Carrera Administrativa; OSCIDI; 
Rehabilitación por destitución; Sec-
tor público; Sistema Integrado de 
Desarrollo de Recursos Humanos. 

 
 
Servicio Civil 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “servi-
cio civil”. 
 
La Carta Iberoamericana de la 
Función Pública145, al definir a la 
función pública y colocarlo como 
sinónimo de servicio civil men-
ciona: “conjunto de arreglos insti-
tucionales mediante los que se ar-
ticulan y gestionan el empleo 
público y las personas que inte-
gran éste, en una realidad nacional 
determinada […] normas, escritas 
o informales, estructuras, pautas 
culturales, políticas explícitas o 
implícitas, procesos, prácticas y 
actividades diversas cuya finalidad 
es garantizar un manejo adecuado 
de los recursos humanos, en el 
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  Carta Iberoamericana de la Función Pública, 
http://www.clad.org.ve/cartaibero.pdf. 
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marco de una administración 
pública profesional y eficaz, al 
servicio del interés general”. 

CEP: Sistema de gestión y admi-
nistración del empleo público y 
los recursos humanos; conjunto 
de directrices, políticas, normas, 
métodos y procedimientos pre-
dispuestos o emitidos con la fina-
lidad de regular las relaciones jurí-
dicas que se generen entre las ins-
tituciones del Estado y los servi-
dores públicos, durante el ejercicio 
del vínculo jurídico que se forma; 
conjunto de normas que regulan 
los derechos, deberes, faltas y 
procedimientos disciplinarios de 
los servidores públicos y de la 
Administración del Estado frente 
a ellos. 

 

En general, el servicio civil com-
prende a los ciudadanos ecuato-
rianos que hayan reunido los re-
quisitos legales establecidos para 
su ingreso y que ejerzan funciones 
públicas remuneradas en las insti-
tuciones, entidades y organismos 
del sector público, salvo aquellos 
que se encuentren expresamente 
excluidos por mandato legal, tales 
como los dignatarios o autorida-
des elegidos por votación popular, 
por ejemplo (Ley de Servicio Civil y 
Carrera Administrativa: Arts. 1; 4-6 // 

Reglamento a la Ley de Servicio Civil y 

Carrera Administrativa: Arts. 3; 4). 

 

TR: Carrera Administrativa; Con-
curso de merecimientos y oposición; 
Evaluación del desempeño; Ley de 
Servicio Civil y Carrera Administra-
tiva; Ley de Servicios Personales por 
Contrato; Puesto público; Sistema 
General de Clasificación de Puestos 
del Servicio Civil. 

 
 
Servicio Público 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “servi-
cio público”. 
 
Roberto DROMI146 menciona que 
“cuando hablamos de servicio 
público nos referimos a la presta-
ción esencial que cubre necesida-
des públicas o de interés comuni-
tario, que explicita las funciones-
fines del Estado, de ejecución per 
se o por terceros, mediando con-
cesión licencia, permiso, autoriza-
ción o habilitación, pero siempre 
bajo fiscalización estatal. [...] El 
servicio es una organización de 
medios para una actividad o fun-
ción estatal, y el término público 
es indicativo de la condición del 
sujeto titular (personas públicas); 
del fin del servicio (público); del 
régimen jurídico al que se somete 
(Derecho público); y de los desti-
natarios o usuarios (el público)”. 
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  DROMI, Roberto, op. cit., p. 823. 
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El Dr. Diego PAREDES 
GONZÁLEZ147 explica que “el 
servicio público en fin de cuentas 
viene a sistematizar aquella parte 
de la actuación administrativa que 
se concreta en prestaciones ofre-
cidas al público por la administra-
ción a través de una organización 
montada por razones de interés 
público, sin comprometer las ex-
plotaciones que el Estado conser-
va en sus manos única y exclusi-
vamente por motivos fiscales, sin 
prejuzgar el carácter público o 
privado del régimen jurídico al 
que esta sometida esta actuación 
administrativa”. 
 
CEP: Es toda actividad y presta-
ción de la Administración Pública, 
sea que la ejerza directamente o 
indirectamente, encaminada a sa-
tisfacer necesidades colectivas o 
de interés general o social; presta-
ción que debe ser universal, per-
manente, continuo, accesible, 
equitativo, eficiente, eficaz y re-
glada por normas y principios de 
derecho público. 
 
La prestación del servicio público 
no es una facultad privativa de la 
Administración Pública, pues si 
bien ella es quien la ejerce en for-
ma directa, puede prestarse a 
través de otras instituciones, em-

                                                           
147

  PAREDES GONZÁLEZ, Diego, Modos y 
formas de gestión de los servicios públicos, 
www.dlh.lahora.com.ec. 

presas públicas o por los particu-
lares mediante delegación, conce-
sión, etc. Sin embargo, el Estado 
tiene siempre la responsabilidad 
en la provisión de los servicios 
públicos tales como agua potable, 
riego, saneamiento, fuerza eléctri-
ca, telecomunicaciones, vialidad, 
facilidades portuarias, y otros, por 
lo que ejercerá el control y regula-
ción de dichos servicios, aún 
cuando los ejerza por intermedio 
de otros (Constitución Política: Arts. 
23 Num. 7; 249). 

 

TR: Administración pública; Con-
trato de servicios ocasionales; Con-
venio de mancomunidad; Ley de 
Servicio Público Obligatorio; Ley de 
Servicios Personales por Contrato; 
Puesto público; Sector público; Ser-
vidor público; Sistema General de 
Clasificación de Puestos del Servicio 
Civil. 

 
 

Servidor Público 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “servi-
dor público”. 
 
CEP: Persona seleccionada, certi-
ficada, calificada y nombrada para 
ocupar un puesto público, previo 
el cumplimiento de los requisitos 
legales, que ingresa al servicio civil 
y la carrera administrativa y presta 
sus servicios personales a la Ad-
ministración Pública Central, Ins-
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titucional o Seccional, en forma 
temporal o permanente, para ejer-
cicio de la función pública, satis-
facer necesidades generales y la 
ejecución de servicios públicos, de 
acuerdo con las finalidades de ca-
da institución pública. 

 

Son derechos irrenunciables de los 
servidores públicos: ingreso a la 
carrera administrativa; gozar de 
estabilidad en su puesto, luego del 
período de prueba; el derecho im-
prescriptible de percibir una re-
muneración justa que será pro-
porcional a su función, eficiencia y 
responsabilidad; gozar de presta-
ciones legales y de jubilación; ser 
restituidos a sus puestos cuando 
terminaren el servicio militar obli-
gatorio; recibir indemnización por 
eliminación y/o supresión de 
puestos o partidas; asociarse y de-
signar sus directivas; disfrutar de 
treinta días de vacaciones anuales 
pagadas después de once meses, 
por lo menos, de servicio conti-
nuo; ser restituidos a sus puestos 
en el término de cinco días poste-
riores a la ejecutoría de la senten-
cia en caso de que el Tribunal 
competente haya fallado a favor 
del servidor suspendido o desti-
tuido y recibir de haber sido de-
clarado nulo el acto administrativo 
impugnado, las remuneraciones 
con los respectivos intereses que 
dejó de percibir en el tiempo que 
duró el proceso legal respectivo; 

demandar ante los organismos y 
tribunales competentes el recono-
cimiento o la reparación de los de-
rechos que consagra la Ley; recibir 
un tratamiento preferente para re-
ingresar en las mismas condicio-
nes de empleo a la institución 
pública de la que hubiere renun-
ciado para emigrar al exterior en 
busca de trabajo, en forma debi-
damente comprobada; y, los de-
más que establezca la ley. 

 

Son deberes de los servidores 
públicos: respetar, cumplir y hacer 
cumplir la Constitución Política de 
la República, las leyes, reglamen-
tos y más disposiciones; desem-
peñar personalmente, las obliga-
ciones de su puesto, con solicitud, 
eficiencia y con la diligencia que 
emplean generalmente en la ad-
ministración de sus propias activi-
dades, cumpliendo las disposicio-
nes reglamentarias de su depen-
dencia; cumplir, de manera obliga-
toria, la semana de trabajo de cua-
renta horas, con una jornada 
normal de ocho horas diarias y 
con descanso de los sábados y 
domingos; cumplir y respetar las 
órdenes legítimas de los superio-
res jerárquicos; mantener dignidad 
en el desempeño de su puesto y 
en su vida pública y privada, de tal 
manera que no ofendan al orden y 
a la moral y no menoscaben el 
prestigio de la institución a la que 
pertenecen; velar por la economía 
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del Estado y por la conservación 
de los documentos, útiles, equi-
pos, muebles y bienes en general 
confiados a su guarda, administra-
ción o utilización de conformidad 
con la ley y las normas secunda-
rias; observar en forma permanen-
te, en sus relaciones con el público 
motivadas por el ejercicio del 
puesto, toda la consideración y 
cortesía debidas; y, elevar a cono-
cimiento de su inmediato supe-
rior, los hechos que puedan causar 
daño a la administración. 

 

Es prohibido a los servidores 
públicos: abandonar injustifica-
damente el puesto de trabajo; 
ejercer otros cargos o desempeñar 
actividades extrañas a sus funcio-
nes durante el tiempo fijado como 
horario de trabajo para el desem-
peño de sus labores oficiales, ex-
cepto aquellos que sean autoriza-
dos para realizar sus estudios o 
ejercer la docencia en las universi-
dades e instituciones politécnicas 
del país, reconocidas legalmente, 
siempre y cuando aquello no inte-
rrumpa el cumplimiento de la to-
talidad de la jornada de trabajo; re-
tardar o negar injustificadamente 
el oportuno despacho de los asun-
tos, o la prestación del servicio a 
que está obligado de acuerdo a las 
funciones de su puesto; ordenar la 
asistencia a actos públicos de res-
paldo político de cualquier natura-
leza o utilizar, con este fin, vehícu-

los u otros bienes del Estado; usar 
de la autoridad que le confiere el 
puesto para coartar la libertad de 
sufragio u otras garantías consti-
tucionales; ejercer actividades 
electorales en uso de sus funcio-
nes o aprovecharse de ellas para 
esos fines; paralizar a cualquier 
título los servicios públicos, en 
especial los de salud, educación, 
justicia y seguridad social; energía 
eléctrica, agua potable y alcantari-
llado, procesamiento, transporte y 
distribución de hidrocarburos y 
sus derivados, transportación 
pública y telecomunicaciones; 
mantener relaciones comerciales o 
financieras, directa o indirecta-
mente, con contribuyentes o con-
tratistas de cualquier institución 
del Estado, en los casos en que el 
servidor público, en razón de sus 
funciones, deba atender los asun-
tos de ellos; resolver asuntos en 
que sean personalmente interesa-
dos, o lo sea su cónyuge o su con-
viviente en unión de hecho, o sus 
parientes hasta el cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afi-
nidad, o sus amigos íntimos o 
enemigos manifiestos; intervenir, 
emitir informes o dictaminar por 
sí o por interpuesta persona en la 
tramitación o suscripción de con-
venios y contratos con el Estado, 
obtención de concesiones o cua-
lesquier beneficio que impliquen 
privilegios de éste, a favor de em-
presas, sociedades o personas par-
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ticulares en que el servidor, su 
cónyuge, conviviente en unión de 
hecho legalmente reconocida o 
sus parientes hasta el cuarto grado 
de consanguinidad o segundo de 
afinidad sean interesados y, ges-
tionar nombramientos o contratos 
a favor de los mismos; solicitar, 
aceptar o recibir, de cualquier ma-
nera, dádivas, recompensas, rega-
los o contribuciones en especies, 
bienes o dinero, privilegios y ven-
tajas en razón de sus funciones, 
para sí, sus superiores o de manos 
de sus subalternos, sin perjuicio 
de que estos actos constituyan de-
litos tales como: peculado, co-
hecho, concusión, extorsión o en-
riquecimiento ilícito; realizar actos 
inmorales de cualquier naturaleza 
en el ejercicio de sus funciones; 
frecuentar salas de juego de azar, 
especialmente cuando fuere depo-
sitario de valores, bienes o fondos 
del Estado o ejerciere funciones 
de control sobre los mismos; per-
cibir sueldo, ya sea con nombra-
miento o contrato, sin prestar ser-
vicios efectivos o desempeñar la-
bor específica alguna, conforme el 
manual de funciones de la respec-
tiva institución; suscribir o mante-
ner contratos con el Estado o sus 
instituciones, por si mismos o 
como socios o accionistas, o 
miembros de una persona de de-
recho privado o, por interpuesta 
persona; y, las demás establecidas 
por la Constitución Política, las le-

yes y los reglamentos (Constitución 
Política: Art. 123 Inc. 2 // Ley de Servi-

cio Civil y Carrera Administrativa: Arts. 

24-26; 91 // Reglamento a la Ley de 

Servicio Civil y Carrera Administrativa: 

Arts. 28; 202). 

 

TR: Carrera administrativa; Comi-
sión de servicio; Concurso de mere-
cimientos y oposición; Contratista; 
Contrato de servicios ocasionales; 
Destitución; Dieta; Estabilidad del 
servidor público; Evaluación del 
desempeño; Licencia; Movilización; 
Nombramiento; Permiso; Racionali-
zación administrativa; Rehabilita-
ción por destitución; Servicio públi-
co; Servidor público de libre nom-
bramiento y remoción; Sistema Ge-
neral de Clasificación de Puestos del 
Servicio Civil; Subsistencia; Trasla-
do; Viático. 

 
 

Servidor Público de Libre 
Nombramiento y Remoción 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “servi-
dor público de libre nombramien-
to y remoción”. 
 
CEP: Aquellos servidores nom-
brados en forma libre, previo el 
cumplimiento de los requisitos pa-
ra el ingreso al servicio civil, por la 
autoridad nominadora de las enti-
dades e instituciones del sector 
público, para el cargo de dirección 
política y administrativa del Esta-
do, tales como: ministros, secreta-
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rios generales y subsecretarios de 
Estado; el Secretario Nacional 
Técnico de Recursos Humanos y 
Remuneraciones, los titulares y las 
segundas autoridades de las insti-
tuciones del Estado; los titulares 
de los organismos de control y las 
segundas autoridades de estos or-
ganismos; los secretarios genera-
les; los coordinadores generales; 
coordinadores institucionales; in-
tendentes de control; los asesores; 
los directores, gerentes y subge-
rentes que son titulares o segun-
das autoridades de las empresas e 
instituciones del Estado; los go-
bernadores, los intendentes, sub-
intendentes y comisarios de polic-
ía; los jefes y tenientes políticos. 
 
No obstante el listado anterior de 
servidores comprendidos como de 
libre nombramiento y remoción, 
es necesario comprender que esta 
clase de servidores constituyen 
una excepción al régimen general 
de los servidores públicos, por lo 
que se requiere de disposición le-
gal expresa que determine los ca-
sos en los cuales se deba entender 
a un funcionario o servidor dentro 
de esa calificación; además, se di-
ferencia del servidor público por 
no constituirse en funcionario de 
carrera ni entenderse haber ingre-
sado al servicio civil. 
 
Finalmente, caracterizan a este ti-
po de servidores, en cuanto para 

su nombramiento, no obstante 
cumplir determinados requisitos, 
que no requiere su aprobación y 
selección vía concurso de mere-
cimientos y oposición, debiendo 
ello a la decisión de la autoridad 
nominadora; y su remoción puede 
ser provocada de igual forma por 
la misma autoridad que lo nombró 
en forma libre. Además, los servi-
dores de libre nombramiento y 
remoción no ingresan a la carrera 
administrativa (Ley de Servicio Civil y 
Carrera Administrativa: Arts. 6; 92 Lit. 

b; 93 // Reglamento a la Ley de Servicio 

Civil y Carrera Administrativa: Art. 98). 

 
TR: Carrera Administrativa; Desti-
tución; Dieta; Estabilidad del servi-
dor público; Nombramiento; Servi-
dor público. 

 
 

Silencio Administrativo 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “silen-
cio administrativo”. 
 
Para el Dr. Néstor ARBOLEDA 
TERÁN148 “la aceptación tácita, 
por silencio administrativo, a soli-
citudes o reclamos de particulares 
presentadas a conocimiento de la 
Administración Pública, es un ar-
ma para hacer efectivo el derecho 
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  ARBOLEDA TERÁN, Néstor, El Silencio 
Administrativo como arma contra la negligencia, 
www.dlh.lahora.com.ec. 
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constitucional de petición y contra 
la negligencia, desidia, inoperancia 
[…]”. 
 
El mismo Dr. ARBOLEDA 
TERÁN149 explica que “si bien el 
silencio administrativo es una 
herramienta para facilitar trámites 
y vencer la inoperancia, es necesa-
rio advertir que tiene algunas limi-
taciones que, a pesar de ser ob-
vias, no han sido tomadas en 
cuenta por personas inescrupulo-
sas que han pretendido ciertos 
abusos. [...] En primer lugar, es 
necesario que exista una base de 
derecho para el pedido. No pro-
cede, por ejemplo, que yo acuda 
ante el Tribunal Supremo Electo-
ral para pedir que se me nombre 
Presidente de la República. Si el 
Tribunal no contesta en el térmi-
no de quince días, ¿debería enten-
derse que se me debe ungir Presi-
dente? Es obvio que no, porque la 
elección del Presidente reclama un 
proceso debidamente establecido 
por la Constitución y la ley. En 
segundo lugar, es necesario que el 
pedido se dirija a instituciones u 
organismos competentes. Por 
ejemplo, no se puede pedir al Mi-
nisterio de Gobierno que autorice 
una concesión minera. En tercer 
lugar, que la vía escogida sea la 
prevista en la ley. No procedería 
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  ARBOLEDA TERÁN, Néstor, Procedencia del 
Silencio Administrativo, 
www.dlh.lahora.com.ec. 

que, a través de reclamo adminis-
trativo, se pidiera al Presidente de 
la República el pago de una in-
demnización que debería tramitar-
se y declararse por acción judicial 
y vía ordinaria”. 
 
CEP: Figura jurídica y modo de 
conclusión anormal del procedi-
miento administrativo que opera 
cuando vencido el término para 
resolver el reclamo, solicitud o 
pedido y no se ha emitido deci-
sión o resolución al respecto, se 
suple la omisión, retardo o desidia 
en el pronunciamiento mediante 
un efecto jurídico que la ley le do-
ta a dicho silencio, el mismo que 
puede ser positivo o negativo. 
 
Dentro de la actual corriente doc-
trinaria y legal –principalmente a 
raíz de la Ley de Modernización 
del Estado– el silencio administra-
tivo se ha convertido en la garant-
ía para el administrado o peticio-
nario, en contra de la inercia, ne-
gligencia e inoperancia de la Ad-
ministración Pública al no resolver 
lo pedido dentro del término o 
plazo legal establecer un efecto 
positivo a dicho silencio, es decir, 
que su efecto será el aceptar o 
aprobar la petición o solicitud o 
que la reclamación ha sido resuelta 
a favor del reclamante, supliendo 
la omisión de decisión, dando así 
“un efecto práctico a la garantía o 
derecho de petición y oportuna 
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respuesta”150. Sin embargo, en al-
gunos casos, nuestra legislación 
mantiene el efecto negativo, con-
trario a lo descrito, para el silencio 
administrativo, es decir, que en 
caso de no haber pronunciamien-
to por parte de la administración, 
se entenderá denegado o resuelta 
negativamente la petición o re-
clamo, tal como sucede en el artí-
culo 85 de la Ley Orgánica de la 
Contraloría General del Estado. 
 
Pese a ello, repito, la tendencia 
general de la legislación es dotarle 
de efecto positivo, el mismo que 
no opera ciegamente y ante cual-
quier petición, por lo que es in-
dispensable que la pretensión haya 
sido solicitada a autoridad compe-
tente, que no altere ni viole nor-
mas expresas, que tenga objeto y 
fundamento legal válido y sobre 
todo que lo que se obtiene por el 
efecto del silencio administrativo 
haya sido posible obtener dentro 
de la forma normal de resolución 
del reclamo o solicitud; que lo que 
se pretende conseguir con la peti-
ción no exceda de lo que se pudie-
se haber obtenido; y por último 
que no esté prohibido por norma 
expresa el que opere esta garantía; 
por ejemplo, la falta de atención a 
una reclamación en contra de dis-

                                                           
150

  CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, sentencia 
331-97 (10-dic-1997), recogida en Repertorio de 
Jurisprudencia, Tomo 44, Corporación de Estu-
dios y Publicaciones, Quito, p. 12. 

posiciones administrativas de 
carácter general no da lugar a la 
aplicación del silencio administra-
tivo (Ley de Modernización del Estado: 

Art. 28 Inc. 1 // Estatuto del Régimen 

Jurídico Administrativo de la Función 

Ejecutiva: Art. 173 Num. 3). 

 
TR: Derecho de petición; Procedi-
miento administrativo. 

 
 
Sistema General de Clasifica-
ción de Puestos del Servicio 
Civil 

 
El Reglamento a la Ley de Servi-
cio Civil y Carrera Administrativa 
(Art. 137) define al subsistema de 
clasificación de puestos como “el 
conjunto de políticas, normas, 
métodos y procedimientos para 
describir, valorar, definir la estruc-
tura de puestos y ubicarlos dentro 
de la misma”. 
 
CEP: Régimen o procedimiento 
técnico operativo, parte del Siste-
ma Integrado de Desarrollo de 
Recursos Humanos del Servicio 
Civil, dispuesto con la finalidad de 
administrar la estructura de pues-
tos del servicio civil, entendiendo 
con ello el análisis, descripción, 
valoración, clasificación y defini-
ción de los puestos necesarios pa-
ra el funcionamiento de las enti-
dades o instituciones del Estado; 
para lo cual se tomará en conside-
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ración: el tipo o naturaleza de tra-
bajo, dificultad, ubicación geográ-
fica, complejidad, roles, atribucio-
nes, responsabilidades, distribu-
ción jerárquica de sus funciones, 
requerimientos para ocupar el 
puesto, requisitos de aptitud, ins-
trucción y experiencia necesarios 
para su desempeño. 

 

Este Sistema, a cargo de la SEN-
RES, será de uso obligatorio en 
todo movimiento de personal re-
lativo al ingreso, nombramiento, 
reingreso o restituciones, ascenso, 
traslado, traspaso, cambio admi-
nistrativo, licencias y comisiones 
con remuneración y sin remunera-
ción, sanciones, incrementos de 
remuneraciones, subrogaciones o 
encargos, cesación de funciones, 
contratos ocasionales, vacaciones, 
listas de asignaciones, elaboración 
de distributivos de remuneracio-
nes y roles de pago, en las institu-
ciones, entidades, empresas y or-
ganismos del Estado, una vez que 
se haya revisado e implementado 
las descripciones, valoración y cla-
sificación de puestos; y, para la 
elaboración de los presupuestos 
de gasto de personal, y estará a 
disposición de las unidades de 
administración de recursos huma-
nos de las instituciones, entidades, 
organismos y empresas del Estado 
para cumplir las finalidades de es-
te sistema. 

El Sistema de Clasificación de 
Puestos del Servicio Civil estará 
integrado por los procesos de: 
análisis de puestos, descripción de 
puestos, valoración de puestos, 
clasificación de puestos, y estruc-
tura de puestos (Ley de Servicio Civil 
y Carrera Administrativa: Arts. 60; 66-

68 // Reglamento a la Ley de Servicio 

Civil y Carrera Administrativa: Arts. 

116; 137; 138 // Norma Técnica del 

Subsistema de Clasificación de Puestos 

del Servicio Civil151: Arts. 1-6; 8-19). 

 
TR: Puesto público; Servicio Civil; 
Servicio público; Servidor público; 
Sistema Integrado de Desarrollo de 
Recursos Humanos; Supresión de 
puestos. 

 
 

Sistema Integrado de Desarro-
llo de Recursos Humanos 

 
La Ley de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa (Art. 59) define al 
Sistema Integrado de Desarrollo 
de Recursos Humanos como “el 
conjunto de políticas, normas, 
métodos y procedimientos orien-
tados a validar, impulsar las habi-
lidades y conocimientos de los 
servidores del servicio civil, a fin 
de lograr eficiencia, eficacia y 
oportunidad del servicio público”. 
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  Resolución de la SENRES que contiene las 
“Norma Técnica del Subsistema de Clasifica-
ción de Puestos del Servicio Civil” (Rs. SEN-
RES-RH-2005-000042. RO 103: 14-sep-2005). 
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CEP: Sistema que garantiza un 
equipo humano competente, 
comprometido, capaz de adaptar-
se a nuevas políticas y realidades 
para asumir retos y conseguir el 
logro de los objetivos instituciona-
les. Para todo ello, estará confor-
mado por los subsistemas de pla-
nificación de recursos humanos, 
de clasificación de puestos, de re-
clutamiento y selección de perso-
nal, de capacitación y desarrollo 
profesional, y de evaluación del 
desempeño. 

 

Las unidades de administración de 
recursos humanos de cada institu-
ción o entidad del sector público, 
serán las responsables de adminis-
trar el Sistema Integrado de Desa-
rrollo de Recursos Humanos del 
Servicio Civil, bajo los lineamien-
tos, políticas, normas e instrumen-
tos emitidos por la SENRES, so-
bre planificación de recursos 
humanos, descripción, valoración 
y clasificación de puestos, reclu-
tamiento, selección, capacitación y 
desarrollo profesional, evaluación 
del desempeño programada y por 
resultados y protección laboral 
(Ley de Servicio Civil y Carrera Admi-

nistrativa: Arts. 59; 60 // Reglamento a 

la Ley de Servicio Civil y Carrera Ad-

ministrativa: Art. 103; 116-118). 

 

TR: SENRES; Sistema General de 
Clasificación de Puestos del Servicio 
Civil. 

Sistema Nacional de Archivos 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Sis-
tema Nacional de Archivos”. 
 
CEP: Régimen creado mediante 
Ley 92 (RO 265: 16-jun-1982), pa-
ra la conservación, incremento, 
organización, protección y admi-
nistración del Patrimonio Docu-
mental del Estado; el uso adecua-
do de los archivos que contengan 
documentos de importancia cultu-
ral, el impulso a la investigación 
en base a los archivos abiertos a 
consulta y el desarrollo de la for-
mación y capacitación archivista. 
 
El Sistema Nacional de Archivos 
está integrado por el Consejo Na-
cional de Archivos, el Comité 
Ejecutivo de Archivos, la Inspec-
toría General de Archivos, y, los 
archivos públicos y privados (Ley 
del Sistema Nacional de Archivos: Arts. 

3; 13 // Reglamento a la Ley del Sistema 

Nacional de Archivos: Arts. 1-3; 18). 

 

TR: Información pública. 

 
 

Sistema Nacional de Planifica-
ción 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Sis-
tema Nacional de Planificación”. 
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CEP: Régimen jurídico político a 
cargo de la SENPLADES que tie-
ne como la finalidad establecer los 
objetivos y políticas nacionales 
permanentes en materia económi-
ca y social, a fin de fijar metas de 
desarrollo a corto, mediano y lar-
go plazo que deberán alcanzarse 
en forma descentralizada; y orien-
tará la inversión con carácter obli-
gatorio para el sector público y re-
ferencial para el sector privado, 
con la participación de los gobier-
nos seccionales autónomos y or-
ganizaciones sociales que deter-
mine la ley y en armonía con las 
políticas y procesos de descentra-
lización y desconcentración (Cons-
titución Política: Arts. 254; 255 // De-

creto Ejecutivo 1133152: Arts. 1-3 // De-

creto Ejecutivo 1372153: Art. 1 Inc. 1). 

 
TR: ODEPLAN; SENPLADES. 

 
 

Solicitud 
 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “solici-
tud”. 
 
CEP: Dentro de lo general, do-
cumento escrito dirigido a una au-
toridad, entidad u organismo 
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  Decreto Ejecutivo 1133 (RO 253: 26-ene-2001) 
de creación del Sistema Nacional de Planifica-
ción. 

153
  Decreto Ejecutivo 1372 (RO 278: 20-feb-2004) 
de creación del SENPLADES. 

público a fin de pedir algo o reali-
zar una reclamación con la debida 
exposición de los fundamentos o 
motivos en los que se basa; medio 
de iniciación del procedimiento 
administrativo, en la cual se con-
cretará y materializará la preten-
sión o petición. “Pedir, demandar 
un acto jurídico a cualquier fun-
cionario, empleado o juez, etc”154. 
 
Dentro de lo establecido por el 
Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo para el funciona-
miento de la Administración, la 
solicitud con la que se inicia el 
procedimiento administrativo, 
contendrá: los datos, nombres, 
apellidos del interesado o de la 
persona que represente, los datos 
de identificación de lugar o medio 
para notificaciones, los fundamen-
tos de hecho y de derecho que 
sustentan la petición en concreto, 
lugar y fecha de solicitud, firma 
del solicitante o acreditación de la 
autenticidad de su voluntad expre-
sada por cualquier medio, y la de-
signación del órgano o unidad 
administrativa a la que se dirige. 
En caso de no reunirse estos re-
quisitos de contenido y otros le-
galmente establecidos, el interesa-
do tendrá la posibilidad de subsa-
nar la falta o adjuntar los docu-
mentos requeridos, de no hacerlo, 
se entenderá que ha desistido de 
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  LARREA, Juan, Enciclopedia Jurídica Ecuatoriana, 
t. VIII, Ecuador 2005, p. 142. 
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su petición, previa resolución. Por 
su parte, la Administración Públi-
ca deberá establecer modelos de 
solicitudes puestas a disposición 
de los ciudadanos en las depen-
dencias administrativas, y de ser 
posible, publicados en el Registro 
Oficial o en la página Web de 
dominio público del Internet; sin 
embargo, el o los solicitantes no 
se verán obligados a la utilización 
de dichos modelos, y de ser el ca-
so, podrán acompañar elementos 
adicionales a los establecidos en el 
modelo a fin de completar o pre-
cisar los datos que le interesen, 
debiendo ser admitidos por el 
órgano destinatario de la solicitud 
(Estatuto del Régimen Jurídico Adminis-

trativo de la Función Ejecutiva: Arts. 

135; 137; 138). 

 
TR: Derecho de petición; Procedi-
miento administrativo. 

 
 

Subsistencia 
 
La Resolución SENRES 2004-
0191155 (Art. 4), define a la subsis-
tencia como “el estipendio mone-
tario o valor destinado a sufragar 
los gastos de alimentación de los 
dignatarios, autoridades, funciona-
rios, servidores y trabajadores de 
las instituciones públicas que sean 
declarados en comisión de servi-
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  Resolución publicada en el Registro Oficial 
474, del 2 de diciembre de 2004. 

cio y que tengan que desplazarse 
fuera de su lugar habitual de traba-
jo, hasta por una jornada diaria de 
labor y el viaje de ida y de regreso 
se efectúe el mismo día”. 
 
CEP: El monto de este estipendio 
será el equivalente a la mitad del 
valor del viático diario; y en el ca-
so de que la comisión de servicios 
en el exterior sea por un día, se 
reconocerá una subsistencia equi-
valente al 50% del valor diario del 
viático en el exterior. 
 
A más de la subsistencia, en caso 
de realizarse fuera del lugar habi-
tual de trabajo, en un cantón de-
ntro del perímetro o área geográ-
fica provincial o cuando la comi-
sión se efectúe al menos por seis 
horas, aún cuando fuere en lugar 
distinto al contemplado en los 
límites provinciales y la comisión 
tenga la duración de hasta seis 
horas, se reconocerá un pago por 
alimentación que será equivalente 
al valor del viático diario, dividido 
para cuatro (Resolución SENRES-

2006-000104156: Art. 2 Inc. 3 // Resolu-

ción SENRES-2004-0191: Arts. 4; 5; 

13; 14). 

 
TR: Dieta; Movilización; Servidor 
público; Viático. 
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  Resolución publicada en el Registro Oficial 
346, del 31 de agosto de 2006. 
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Supresión de Puestos 
 
El Reglamento a la Ley de Servi-
cio Civil y Carrera Administrativa 
(Art. 95) define a la supresión de 
puestos como “el proceso técnico 
administrativo mediante el cual se 
elimina o suprime un puesto y 
consecuentemente su partida pre-
supuestaria, por requerimientos de 
racionalidad y consistencia orgáni-
ca y macro del tamaño del Estado 
necesario y como efecto de la op-
timización micro de procesos y 
recursos internos institucionales, 
de acuerdo a las políticas y linea-
mientos metodológicos que esta-
blezca la SENRES. El servidor 
público cesará en sus funciones y 
el proceso se considerará conclui-
do únicamente cuando la institu-
ción en la que se produce la su-
presión del puesto, haya efectuado 
a favor del servidor público, el pa-
go total de la indemnización”. 
 
CEP: Proceso que se ejecuta por 
razones técnicas, económicas y 
funcionales, para optimización de 
procesos y recursos, por reestruc-
turación de procesos, áreas o uni-
dades, para evitar la duplicación 
de funciones, redistribuir cargas 
de trabajo, propiciar la descentra-
lización de competencias y la des-
concentración de funciones, ajus-
tar el tamaño y la proporcionali-
dad de la población laboral del 
sector público en relación con el 

Presupuesto General del Estado, 
el crecimiento económico y la sos-
tenibilidad fiscal; para mantener 
un racional equilibrio entre los di-
versos tipos de áreas y procesos, 
en relación con la misión, visión, 
objetivos y planificación institu-
cional. 

 

La supresión de puestos se susten-
tará en la planificación de recursos 
humanos que dentro de los proce-
sos de fortalecimiento institucio-
nal a corto, mediano y largo plazo 
vayan ejecutando las instituciones, 
entidades, organismos y empresas 
del Estado; por tanto, la autoridad 
nominadora de la entidad, institu-
ción u organismo que se somete a 
este proceso, deberá tomar las 
provisiones necesarias para contar 
con el personal necesario para no 
suspender la prestación de los ser-
vicios públicos y que no afecte a 
su gestión y desempeño institu-
cional; de igual forma, no podrán 
ser objeto de esta decisión, los 
puestos ocupados por servidores 
de libre nombramiento y remo-
ción, de período fijo y provisiona-
les, ni los puestos de dirección de 
las instituciones del Estado, ni los 
puestos cuyos ocupantes se en-
cuentren en uso de licencia para 
capacitación, estudios regulares en 
el país o en el exterior, o deven-
gando el tiempo que la ley deter-
mina, o cuyo ocupante haya ini-
ciado un proceso contencioso; o 
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que se encuentre en comisión de 
servicios con o sin remuneración, 
prestando sus servicios en otras 
instituciones del Estado, o que 
exista prohibición legal de ser eli-
minados. 
 
Esta medida se dispondrá por ac-
to administrativo, previo estudio y 
dictamen de la SENRES o por in-
forme de la unidad de recursos 
humanos, en caso de propiciarse 
en organismos y dependencias de 
la Función Ejecutiva o por las ins-
tituciones y entidades que no per-
tenezcan a dicha función, respec-
tivamente; con excepción de la 
supresión de puestos vacantes en 
donde no se requerirá de los 
dictámenes o informes señalados. 
 
Para proceder a la supresión del 
puesto que implique la remoción 
del servidor público, la institución, 
entidad u organismo deberá con-
tar con fondos disponibles para 
asumir los pagos por indemniza-
ción que se produzcan en razón 
de dicha remoción, y no se enten-
derá concluido el proceso de su-
presión hasta que no se haya can-
celado dicha indemnización, la 
misma que será de un mil dólares 
por cada año de servicio cumplido 
en el sector público, hasta un 
máximo de treinta mil dólares en 
total; sin embargo, el servidor 
público podrá solicitar el traslado 
o traspaso a otra institución públi-

ca en puestos vacantes de natura-
leza similar. 
 
La supresión del puesto implica la 
eliminación de la respectiva parti-
da presupuestaria; la imposibilidad 
de que se vuelva a crear, en lo 
posterior, el mismo cargo con 
igual o diferente remuneración; y 
en la parte de recursos humanos, 
la cesación definitiva del servidor 
público, y la suspensión de las 
comisiones de servicios, con o sin 
remuneración. A la finalización 
del proceso, la SENRES registrará 
toda la información relativa pro-
porcionada por las unidades de 
recursos humanos en relación con 
el mismo (Ley de Servicio Civil y Ca-
rrera Administrativa: Arts. 48 Lit. c; 65; 

96 Lit. b // Reglamento a la Ley de Ser-

vicio Civil y Carrera Administrativa: 

Arts. 65; 66; 95-97; 131-133; 136 // Re-

solución SENRES-2005-000141157: 

Arts. 15-24; 27; 28). 

 
TR: Puesto público; Sistema Gene-
ral de Clasificación de Puestos del 
Servicio Civil. 
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  Resolución SENRES-2005-000141 (RO 187: 
13-ene-2006), por la cual se emiten las Normas 
Técnicas del Subsistema de Planificación de 
Recursos Humanos. 



 

T 
 
Traslado Administrativo 

 
La Ley de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa (Art. 38) define al 
traslado administrativo como “el 
movimiento de un servidor públi-
co de un puesto a otro vacante, de 
igual clase y categoría a (sic) de 
distinta clase pero de igual remu-
neración”. 
 
CEP: Proceso de cambio de pues-
to que involucra al servidor públi-
co y su paso hacia otro vacante, 
siempre que ambos puestos ten-
gan igual remuneración, sean de 
igual grupo ocupacional es decir 
que sea de igual clase y categoría, y 
que se satisfaga los requerimientos 
para el puesto al que va a ser tras-
ladado; además, en caso de que el 
traslado se efectúe a puestos fuera 
del domicilio civil del servidor 
público, se requerirá su aceptación 
escrita en forma expresa, y sólo en 
los casos de reestructuración insti-
tucional, aplicación o implementa-
ción de programas de racionaliza-
ción de recursos humanos y por 
solicitud del servidor. 

Puede efectuarse el traslado den-
tro de la misma institución o en 
otra del sector público, con las 
condiciones antes mencionadas y 
previo informe favorable de las 
unidades de recursos humanos, en 
conformidad con el reglamento 
interno institucional, y las políti-
cas, normas e instrumentos emiti-
dos por la SENRES. 
 
La decisión del traslado adminis-
trativo obedecerá a la planifica-
ción de los recursos humanos sus-
tentada en los requerimientos de 
las unidades y procesos organiza-
cionales, por lo cual, la autoridad 
nominadora autorizará el traslado, 
garantizando los niveles ocupa-
cionales y funcionales de las per-
sonas que los ocupan y sobre todo 
deberá tomar las provisiones ne-
cesarias para no suspender la pres-
tación de los servicios públicos y 
que no afecte a su gestión y des-
empeño institucional (Ley de Servi-
cio Civil y Carrera Administrativa: Arts. 

28; 29; 41 // Reglamento a la Ley de 

Servicio Civil y Carrera Administrativa: 

Arts. 64; 68 // Ley de Modernización del 

Estado: Art. 36 // Reglamento a la Ley 

de Modernización del Estado: Art. 37 // 

T 
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Resolución SENRES-2005-000141158: 

Arts. 42; 43). 
 

TR: Servidor público. 

 
 

Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo 

 
En la actualidad, no existe en la 
legislación ecuatoriana definición 
expresa de “Tribunal de lo Con-
tencioso Administrativo”. 
 
CEP: Creado mediante la Consti-
tución Política de 1967 (RO 133: 
25-may-1967), y regida por la Ley 
de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa (L. 035-CL. RO 
338: 18-mar-1968), vigente hasta 
la actualidad. 
 
Tribunal creado con sede en Qui-
to, con rango de Corte Suprema 
de Justicia y jurisdicción en todo 
el territorio nacional, competente 
para conocer y decidir las cuestio-
nes contenciosas administrativas; 
conocer las impugnaciones que las 
personas naturales y jurídicas 
hicieren contra los reglamentos, 
actos y resoluciones de la Admi-
nistración Pública o de las entida-
des semipúblicas, y resolver acerca 
de su ilegalidad; también lo con-
cerniente a las violaciones de la 
Ley de Carrera Administrativa; y, 
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  Ibídem. 

de acuerdo con la Constitución de 
1967, competente para declarar la 
responsabilidad de la administra-
ción y de sus funcionarios y em-
pleados públicos. 

 

Sin embargo, a lo largo de casi 
cuarenta años de expedición de la 
Ley de la Jurisdicción Contencio-
so Administrativa, ha sufrido va-
rias reformas, siendo la que más 
afectó a la estructura del Tribunal, 
aquellas introducidas por la Ley 20 
(RO-S 93: 23-dic-1992) sobre re-
formas a la Constitución Política, 
y que fueron recogidas posterior-
mente en la Codificación de 1993 
(RO 183: 5-may-1993). 

 

Dicha reforma, en resumen, trans-
formó al Tribunal de lo Conten-
cioso Administrativo, mediante 
Disposición Transitoria introduci-
da en la Constitución Política, 
convirtiéndolo en Tribunales Dis-
tritales. 

 

En base a dichos cambios, todas 
las causas que conocía el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, 
pasaron a ser tramitadas en los 
Tribunales Distritales, previo sor-
teo. 

 

TR: Tribunal Distrital de lo Con-
tencioso Administrativo. 
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Tribunal Distrital de lo Con-
tencioso Administrativo 

 
No existe en la legislación ecuato-
riana definición expresa de “Tri-
bunal Distrital de lo Contencioso 
Administrativo”. 
 
CEP: Organismo de la función 
judicial, con jurisdicción y compe-
tencia para conocer y resolver los 
asuntos en materia contenciosa 
administrativa. 
 
Creado a la luz de las reformas 
constitucionales expedidas por la 
Ley 20 (RO-S 93: 23-dic-1992), y 
que fueron recogidas posterior-
mente en la Codificación de 1993 
(RO 183: 5-may-1993), en base a 
las cuales se crearon cuatro Tri-
bunales Distritales de lo Conten-
cioso Administrativo con sedes en 
las ciudades de: Quito, Guayaquil, 
Cuenca, Riobamba159 y Portovie-
jo. 
 
Son atribuciones y deberes juris-
diccionales de los Tribunales Dis-
tritales de lo Contencioso Admi-
nistrativo: conocer y resolver en 
única instancia de las impugnacio-
nes a los reglamentos, actos y re-
soluciones de la Administración 
Pública, o de las personas semi-
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  Tribunal Distrital de lo Contencioso Adminis-
trativo con sede en Riobamba, creado por Ley 
39 (RO-S 201: 25-nov-1997), reformatoria de la 
Ley Orgánica de la Función Judicial. 

públicas o de derecho privado con 
finalidad social o pública y decidir 
acerca de su legalidad o ilegalidad; 
conocer y resolver en única ins-
tancia de las resoluciones de la 
Contraloría General del Estado 
que establezcan responsabilidad 
en la gestión económica estatal o 
municipal o de otras instituciones 
sometidas al control o juzgamien-
to de aquella; conocer los juicios 
de excepciones a la coactiva origi-
nados en resoluciones dictadas 
por la Contraloría General del Es-
tado; conocer y resolver igualmen-
te en única instancia, de las accio-
nes de prescripción de los créditos 
fiscales, estatales, locales o seccio-
nales o de las instituciones públi-
cas originados en decisiones de la 
Contraloría General, que se hubie-
ren promovido o se promuevan 
por los directamente interesados, 
así como de las excepciones que 
se propongan en procedimientos 
coactivos instaurados para el co-
bro de créditos provenientes de 
resoluciones dictadas por la Con-
traloría General del Estado; cono-
cer y resolver en apelación sobre 
las resoluciones que fueron expe-
didas por la ahora inexistente Jun-
ta de Reclamaciones y que se en-
contraren pendientes; conocer y 
resolver en única instancia, lo 
concerniente a las violaciones de 
la Ley que regula la carrera admi-
nistrativa (Ley de la Jurisdicción Con-
tencioso Administrativa: Arts. 7.1; 10 // 
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Ley Orgánica de la Función Judicial: 

Art. 13 Num. 17). 

 
TR: Junta de Reclamaciones; Re-
curso contencioso administrativo; 
Recurso contencioso administrativo 
objetivo; Recurso contencioso ad-
ministrativo subjetivo; Rehabilita-
ción por destitución; Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

V 
 
Viático 

 
La Resolución SENRES 2004-
0191160 (Art. 2 Inc. 1), define co-
mo “el estipendio monetario o va-
lor diario que por disposición de 
la Ley Orgánica de Servicio Civil y 
Carrera Administrativa y de Unifi-
cación y Homologación de las 
Remuneraciones del Sector Públi-
co, reciben los dignatarios, autori-
dades, funcionarios, servidores y 
trabajadores de las instituciones 
del sector público destinado a su-
fragar los gastos de alojamiento y 
alimentación que se ocasionen du-
rante una comisión de servicios, 
cuando por razones de trabajo, 
deban pernoctar fuera de su do-
micilio habitual”. 
 
Por su parte, en caso de comisión 
de servicios en el exterior, la Reso-
lución de SENRES 2006-
000104161 (Art. 2 Incs. 1, 3), dis-
pone: “el viático es el estipendio 
económico o valor diario que re-
ciben los dignatarios, autoridades, 
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  Resolución publicada en el Registro Oficial 
474, del 2 de diciembre de 2004. 

161
  Resolución publicada en el Registro Oficial 
346, del 31 de agosto de 2006. 

funcionarios y servidores de las 
instituciones, entidades y orga-
nismos del Estado, destinado a 
cubrir los gastos de alojamiento, 
alimentación y movilización, 
cuando éstos sean declarados le-
galmente en comisión de servicios 
en el exterior, pernoctando fuera 
del domicilio habitual de trabajo, 
por un tiempo mayor a un día [...]. 
 
En el caso de que la comisión de 
servicios en el exterior sea por un 
día, se reconocerá una subsisten-
cia equivalente al 50% del valor 
diario del viático en el exterior”. 
 
CEP: Los viáticos comprenden 
los costos del documento de viaje 
y su formulario de solicitud y las 
tasas e impuestos aeroportuarios, 
en caso de comisión de servicio en 
el exterior; mientras que de ser en 
el país, se computarán en relación 
con la denominación del puesto y 
la zona en la que esté ubicada la 
ciudad a la cual fue designado en 
comisión de servicio; se calcularán 
por el número de días utilizados 
efectivamente para el cumplimien-
to de la comisión de servicio (Ley 
Orgánica de Servicio Civil y Carrera 

V 
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Administrativa: Arts. 109; 130 // Reso-

lución SENRES-2006-000104: Arts. 2; 6 

// Resolución SENRES-2004-0191: Arts. 

9; 15; 20). 

 
TR: Dieta; Movilización; Servidor 
Público; Subsistencia. 
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